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9 de junio de 2021

1.	 Legislación 

[España]

El pasado 1 de abril de 2021 entró en vigor el Real Decreto 203/2021 que aprueba 
el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios elec-
trónicos

Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación 
y funcionamiento del sector público por medios electrónicos (BOE de 31 de marzo de 2021)

Esta norma se ha dictado en el marco estratégico de transformación digital y modernización del 
sector público en España en el horizonte 2025, que a su vez se basa en (i) la mejora de la efi-
ciencia administrativa para hacer efectiva una Administración electrónica e interconectada; (ii) el 
incremento de la transparencia de la actuación administrativa y la participación de las personas 
en la Administración Electrónica; (iii) la existencia de servicios digitales que faciliten una relación 
electrónica Administración —para que sea fácil, intuitiva y efectiva—; y (iv) la mejora de la segu-
ridad jurídica. Se basa en los principios de neutralidad tecnológica y adaptabilidad, así como de 
accesibilidad del ciudadano a sus Administraciones públicas. 

El Real Decreto tiene por objeto el desarrollo de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimien-
to Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
del Régimen Jurídico del Sector Público, en lo referido a la actuación y el funcionamiento electró-
nico del sector público, por lo que su ámbito de aplicación coincide con el de estas dos normas. 

Entre otras cuestiones, el Real Decreto regula los portales de Internet, el Punto de Acceso General 
electrónico (PAGe), las sedes electrónicas y las sedes electrónicas asociadas, así como el área per-
sonalizada a través de la cual los interesados podrán acceder a los trámites administrativos que les 
afecten. Asimismo, el Real Decreto desarrolla la tramitación del procedimiento administrativo por 
medios electrónicos (e. g., régimen de subsanaciones, certificado electrónico, sistemas de firma 

*   Esta sección ha sido coordinada por Javier Abril, y ha sido elaborada en su parte española por Marina Pulido, y en su parte portuguesa por João Louro 
e Costa, Francisco Fráguas Mateus y Maria Estela Lopes, abogados del Área de Derecho Público, Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa). 
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electrónica, etc.), el expediente electrónico, los registros electrónicos, las notificaciones electróni-
cas y otros actos de comunicación electrónicos. 

La norma establece tanto el derecho como la obligación a relacionarse electrónicamente con 
la Administración pública, sin mayores novedades en cuanto a la última respecto de lo que ya 
establecía el artículo 14.2 de la Ley 39/2015. Respecto de la vertiente del derecho de las personas 
físicas a relacionarse electrónicamente con la Administración, marca que estas deberán manifes-
tarlo desde el inicio del procedimiento al órgano competente, de forma que este pueda tener 
constancia de dicha decisión. En una fase posterior del procedimiento podrá renunciarse a esta 
opción de relación electrónica, pero  se establece que los efectos de estas comunicaciones tendrán 
lugar a partir del quinto día hábil siguiente a aquel en que el órgano competente haya tenido 
constancia de la renuncia. 

A los administrados que no se relacionen electrónicamente con la Administración pese a estar 
obligados a ello la Administración les dará un plazo de diez días para subsanar el error y les aper-
cibirá de que, si no lo hicieran, se les tendrá por desistidos del procedimiento de que se trate. 

Además, se prevé también la posibilidad de que se establezcan formatos y estándares que habrán 
de cumplir obligatoriamente los documentos que pretendan ser presentados en registro, y se 
podrá requerir su subsanación cuando no los cumplan o se detecten códigos maliciosos. Los do-
cumentos presentados físicamente serán devueltos a sus titulares inmediatamente tras su digitali-
zación, salvo en los casos expresamente previstos en el Reglamento. Los documentos que excedan 
del tamaño (electrónico) que se determine (por ser incompatible con el Sistema de Interconexión 
de Registros) se podrán sustituir por su puesta a disposición, tras depositarlos en un repositorio 
de intercambio de ficheros. A estos efectos, en el ámbito de la Administración General del Estado, 
ese repositorio será de titularidad pública, y se prohíbe el uso de los datos e informaciones en él 
depositados para fines distintos de aquellos para los que se recogieron. 

2.	 Jurisprudencia

[España]

Recurso de inconstitucionalidad del Gobierno de Aragón contra la Ley 9/2017 de 
Contratos del Sector Público

Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional n.º 68/2021, de 18 de marzo

La sentencia estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno 
de Aragón frente a un amplio número de artículos de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre, de Con-
tratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 
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El Gobierno de Aragón considera que se ha vulnerado la competencia estatal para dictar las bases 
en materia de contratación administrativa (artículo 149.1.18 de la Constitución) en perjuicio de las 
competencias autonómicas de desarrollo legislativo y ejecución o de su potestad de autoorgani-
zación, o se ha traducido en el establecimiento de normas de carácter supletorio. 

El Tribunal resuelve las pretensiones del Gobierno de Aragón sobre la vulneración del principio de 
neutralidad en la transposición de la normativa europea y sobre la actualización de los derechos 
históricos en materia de contratación. El Tribunal desestima ambas pretensiones. 

Seguidamente, el Tribunal realiza un análisis sistemático de la doctrina sobre el concepto de legis-
lación básica (dimensión formal y material) y, en concreto, en materia de contratación. El Tribunal 
considera que la legislación básica en materia de contratación se determina de acuerdo con dos 
criterios teleológicos: 

i.	 La consecución o garantía de los principios generales en materia de contratación del sec-
tor público. 

ii.	 La eficiente utilización de los fondos destinados a la realización de las obras, la adquisición 
de bienes y la contratación de servicios mediante la exigencia de la definición previa de las 
necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre competencia y la selección de la oferta 
económicamente más ventajosa. 

La doctrina del Tribunal Constitucional establece que la potestad de autoorganización de las co-
munidades autónomas consiste en la potestad de conformar libremente la estructura orgánica de 
su aparato administrativo creando los departamentos y unidades que estime convenientes para 
el adecuado ejercicio de las competencias que le han sido atribuidas, siempre y cuando ello no 
interfiera en las que son propias del Estado. 

Una vez sentadas las bases de la doctrina constitucional aplicable para la resolución del recurso, el 
Tribunal divide en cuatro bloques el enjuiciamiento de los preceptos impugnados: 

Impugnación de los preceptos relativos a la delimitación y configuración de los contratos del 
sector público y sus elementos esenciales 

El artículo 72.4 determina el órgano competente para declarar la prohibición de contratar en el 
caso de entidades contratantes que no tengan carácter de Administración (“titular del departa-
mento, presidente o director del organismo al que esté adscrita o del que dependa la entidad con-
tratante o al que corresponda su tutela o control”). La Sala declara que el precepto es una norma 
de detalle que está relacionada de forma incidental con los principios de igualdad y seguridad 
jurídica. Por tanto, no puede tener carácter básico, ya que la determinación de este órgano puede 
realizarse mediante normas autonómicas en el ámbito de sus competencias. La declaración no 
conlleva la nulidad del precepto por cuanto se aplicará únicamente a la contratación del sector 
público estatal. 

El artículo 80.2 regula la eficacia de las decisiones sobre la clasificación de los licitadores adopta-
das por los órganos competentes de las comunidades autónomas. El precepto limita la eficacia de 
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esta decisión al ámbito de la comunidad autónoma que la haya adoptado. El Tribunal declara que 
este artículo vulnera las exigencias de la unidad de mercado que derivan del artículo 139.2 de la 
Constitución, puesto que no se justifica el sentido de la explícita exclusión del reconocimiento de 
las decisiones de clasificación autonómicas fuera del ámbito de dicha Administración. Se declara 
la nulidad del inciso “que serán eficaces, únicamente, a efectos de contratar con la comunidad au-
tónoma que las haya adoptado, con las Entidades locales incluidas en su ámbito territorial, y con los 
entes, organismos y entidades del sector público dependientes de una y otras”, mientras que la parte 
restante del artículo 80.2 deberá interpretarse en el sentido de admitir la decisión de clasificación 
de una comunidad autónoma en los procedimientos de contratación de cualesquiera Administra-
ciones públicas.

El artículo 82.2 establece que los documentos que deben presentarse para la conservación de la 
clasificación obtenida por los licitadores, y los plazos en los que debe presentarse se determinarán 
reglamentariamente. La Sala considera que estas cuestiones tienen un carácter auxiliar. Por ello, 
estos incisos del artículo 82.2 tendrán carácter básico siempre y cuando se interprete que la re-
misión normativa debe entenderse efectuada a la que apruebe cada comunidad autónoma en el 
ámbito de sus competencias de conformidad con el artículo 80 y la referencia a “reglamento” no 
determina que las comunidades autónomas necesariamente tengan que desarrollar este precepto 
mediante esta figura normativa, sino que deberán realizarlo a través del instrumento normativo 
correspondiente para ejercer sus competencias.

Impugnación de los preceptos sobre la preparación y adjudicación, efectos y cumplimiento 
y extinción de los contratos 

i.	 Preparación del contrato 

La Sala establece que el primer párrafo del artículo 122.2 que determina el contenido de 
los pliegos de cláusulas administrativas particulares no tiene carácter básico, a excepción 
de los incisos “los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las 
partes del contrato” y “los contratos mixtos se detallará el régimen jurídico aplicable a sus 
efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes presta-
ciones fusionadas en ellos”. El Tribunal resuelve que los incisos citados conservan carácter 
básico porque guardan relación directa con el principio de igualdad de los licitadores y 
aseguran un tratamiento común por las Administraciones públicas. El resto del precepto 
incurre en excesivo detalle, en contra de lo que dispone la doctrina constitucional. Por ello, 
pierde su carácter básico, aunque esta declaración no conlleva su nulidad. La declaración 
de no básico determina que no se aplicará a los contratos suscritos por las comunidades 
autónomas, corporaciones locales y sus entidades vinculadas. 

La regulación del artículo 125.1 sobre lo que debe entenderse por prescripción o especi-
ficación técnica es excesivamente minuciosa y formalista. La Sala considera que la deter-
minación de prescripción o especificación técnica no tiene una relación directa con los 
principios generales del régimen básico de contratación. Adicionalmente, la transposición 
exacta de este concepto de las definiciones uniformes de la Directiva 2014/24/UE no es ar-
gumento suficiente para sostener su carácter básico. La Sala acuerda que este precepto es 
contrario al orden constitucional y manifiesta que no tiene carácter básico, pero no declara 
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su nulidad. Se mantiene la aplicación del precepto a los contratos de la Administración 
General del Estado y sus entidades vinculadas.

ii.	 Adjudicación y efectos del contrato

Los párrafos segundo y tercero del artículo 154.7 exigen la obtención de un informe por 
parte del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno al que se refiere la Ley 19/2013 antes 
de adoptar la decisión de no publicar determinados datos relativos a la celebración del 
contrato. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno es un órgano independiente que 
ejerce sus competencias en relación con la Administración General del Estado y aquellas 
comunidades autónomas a las que, por convenio, extienda sus funciones. La Sala conside-
ra que el precepto no puede considerarse básico, ya que no permite que las comunidades 
autónomas establezcan otro órgano con competencias en materia de transparencia en el 
ámbito autonómico. 

El artículo 185.3 regula las subfases en las que se articula el procedimiento de invitación 
a los candidatos seleccionados en los concursos de proyectos. La Sala considera que los 
párrafos primero, segundo, tercero, quinto y sexto son contrarios al orden constitucional 
porque contienen una regulación excesivamente detallada que impide el desarrollo legis-
lativo autonómico. La declaración de inconstitucionalidad no lleva aparejada su nulidad, 
puesto que el precepto al completo se aplicará en el ámbito de la contratación estatal.

iii.	 Cumplimiento y extinción de los contratos

El artículo 212.8 establece que los expedientes de resolución contractual deberán ser ins-
truidos y resueltos en el plazo máximo de ocho meses. La Sala considera que el estable-
cimiento de un plazo concreto no puede tener carácter básico, ya que tiene naturaleza 
auxiliar y procedimental. Las comunidades autónomas con competencias para ello pueden 
sustituir el plazo de duración para instrucción y resolución de los expedientes de resolu-
ción contractual. El Tribunal declara que el precepto es contrario al orden constitucional, 
aunque la declaración no conlleva su nulidad. 

El artículo 242.3 regula las modificaciones en los contratos de obras que contemplen uni-
dades de obras que hayan de quedar posterior y definitivamente ocultas. Este artículo de-
termina el plazo (cinco días de antelación) con el que se debe comunicar a la Intervención 
de la Administración la realización de la medición parcial de la modificación para acudir al 
citado acto, si lo considera oportuno. La Sala considera que el carácter básico se predica 
de la comunicación a la Intervención, pero no del plazo en el que se debe efectuar dicha 
comunicación. Por ello, el inciso en relación con el plazo de cinco días es contrario al 
orden constitucional de competencias, ya que no permite a las comunidades autónomas 
determinar un plazo diferente. La declaración no lleva aparejada la nulidad del inciso.
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Impugnación de los preceptos relativos a la organización administrativa para la gestión de 
la contratación 

El párrafo quinto del artículo 347.3 establece que los órganos de las Administraciones locales y sus 
entidades vinculadas podrán optar “de forma excluyente y exclusiva” entre publicar sus perfiles de 
contratante en la plataforma estatal o autonómica. La Sala considera que el inciso que se ha citado 
es contrario el orden constitucional de competencias. La exigencia de publicidad se satisface con 
la publicación en la plataforma estatal, en la autonómica o en ambas sin necesidad de excluir una 
u otra. Además, el inciso incurre en excesivo detalle, puesto que no permite que las comunidades 
autónomas desarrollen prescripciones de detalle en esta materia. El TC establece que la declara-
ción de inconstitucionalidad conlleva la nulidad del inciso, pues los destinatarios son los órganos 
de contratación de las Administraciones locales. 

La disposición final sexta recoge la habilitación normativa en materia de uso de medios electróni-
cos, informáticos o telemáticos, y uso de factura electrónica. El apartado segundo establece que 
el Ministerio de Hacienda, mediante Orden, definirá las especificaciones técnicas de las comunica-
ciones de datos que deban efectuarse en cumplimiento de la Ley 9/2017 y establecerá los modelos 
que deben utilizarse. El TC considera que se trata de una norma de detalle procedimental que sirve 
únicamente como complemento de los principios básicos de contratación pública. La Sala declara 
que el precepto no se ajusta al orden constitucional y no tiene carácter básico, sin declaración de 
nulidad, ya que impide a la comunidad autónoma el ejercicio de sus competencias de ejecución 
y gestión.

 Impugnación de normas de carácter supletorio 

El artículo 46.4 establece el órgano que debe resolver los recursos en lo relativo a la contratación 
el ámbito de las corporaciones locales en el supuesto de que no exista previsión expresa en la 
legislación autonómica. La doctrina del TC establece que solo es constitucionalmente legítimo que 
el legislador estatal prevea la aplicación de sus normas a las comunidades autónomas allí donde 
se halla habilitado por un título competencial específico que se lo permita. En este caso, la Sala 
considera que el legislador ha excedido del tenor de su título competencial en materia de contra-
tación pública. Por ello, declara que el precepto vulnera la configuración constitucional de la su-
pletoriedad y el orden constitucional de competencias. La Sala declara que el precepto es nulo, ya 
que los destinatarios del artículo son los órganos de contratación de las Administraciones locales.

El Tribunal Constitucional matiza y profundiza su doctrina respecto del derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva (artículo 24 de la Constitución) en relación con 
las notificaciones procesales y administrativas, particularmente las realizadas de for-
ma electrónica, en la plataforma que a tal efecto haya puesto en funcionamiento la 
Administración pública de que se trate

Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Constitucional n.º 63/2021, de 15 de marzo

La sentencia estima el recurso de amparo que trae causa de una sanción impuesta por infracciones 
en materia de Seguridad Social. Durante el procedimiento ante la Unidad de Impugnaciones de la 
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Dirección Provincial de Huesca de la Tesorería General de la Seguridad Social (“TGSS”), en el que 
el recurrente había determinado una dirección de correo electrónico y el domicilio de su letrado 
para realizar las notificaciones, la Secretaría de Estado de la Seguridad Social emitió una orden 
por la que hacía obligatoria la utilización de los medios electrónicos de notificación en materia de 
infracciones. La resolución sancionadora (que tardó en emitirse más de lo que establece el plazo 
legal) fue publicada por este medio, por tanto, en el espacio en el que el recurrente se había 
dado de alta, sin hacerle saber de ninguna otra forma que las notificaciones dejaban de produ-
cirse como lo venían haciendo hasta ese momento. A los diez días, tal y como establece la Ley 
39/2015, se le tuvo por notificado. Cuando el recurrente conoció la existencia de la imposición de 
la sanción, intentó interponer recurso de alzada, que fue inadmitido a trámite por entenderlo ex-
temporáneo, por considerarse que el plazo de interposición había comenzado a correr a los diez 
días de haberse colgado en el espacio virtual la notificación. Esta resolución fue recurrida ante el 
Juzgado de lo Social, que la anuló y estimó íntegramente la demanda, al considerar que el cambio 
en la práctica de la Administración no podía perjudicar al recurrente, toda vez que era razonable 
que asumiera que las notificaciones iban a seguir desarrollándose como hasta el momento. A su 
vez, esta sentencia fue anulada por recurso de suplicación ante la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón. Frente a esta sentencia se interpone recurso de amparo. 

El Tribunal Constitucional se pronuncia principalmente sobre dos cuestiones: 

i.	 Respecto del requisito de haber puesto fin a la vía jurisdiccional previamente a la interpo-
sición del recurso de amparo, pues contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón cabía teóricamente recurso de casación ante el Tribunal Supremo. 

ii.	 Respecto de la violación tanto por la resolución de la Dirección Provincial de la TGSS como 
por la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Aragón del de-
recho fundamental a la tutela judicial efectiva del artículo 24 de la Constitución, tanto en 
su vertiente de acceso a la jurisdicción (y con el principio pro actione) como de derecho a 
una resolución motivada y fundada en derecho. 

Respecto del primero de los temas, el Tribunal responde a las alegaciones del letrado de la Segu-
ridad Social que interesaba la inadmisión de la demanda de amparo, basándose en que contra la 
sentencia recurrida cabe, según la Ley reguladora de la Jurisdicción Social, recurso de casación 
para la unificación de doctrina ante el Tribunal Supremo. El Tribunal Constitucional, aceptando 
esa realidad jurídica, entiende que la obligación del recurrente en amparo de finalizar las posi-
bilidades de recurso en sede jurisdiccional no puede imponerle la carga de realizar recursos de 
dudosa viabilidad jurídica. Teniendo el recurso de casación un carácter “no sólo extraordinario 
sino excepcional”, el Tribunal Constitucional entiende que “esa especial naturaleza determina que 
no sea preceptiva siempre su interposición para dar por agotada la vía judicial ordinaria, sino sólo 
en aquellos supuestos en los que, por existir doctrina jurisprudencial contradictoria, a la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo deba darse la posibilidad [...] de reparar la lesión del derecho funda-
mental que se entiende vulnerado, salvando así la subsidiariedad del amparo”. Entiende, por tanto, 
que corresponde admitir a trámite y conocer del fondo.

En cuanto al problema de fondo, el Tribunal estima el amparo basándose en su doctrina anterior, 
y arroja luz respecto de sus consideraciones sobre las órdenes internas de la Administración (como 
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era la emitida por la Secretaría de Estado de Seguridad Social) que afectan a los procedimientos 
en curso y que no contienen disposiciones de derecho transitorio. En primer lugar, aplica la conso-
lidada doctrina de que la Administración pública no puede pretender beneficiarse de sus propios 
errores de procedimiento: por un lado, las nuevas órdenes de la Secretaría de Estado se aplicaron 
porque la Administración no había cumplido con los plazos legales de resolución del expediente 
sancionador y, por otro, el propio contenido de esa orden obligaba a notificar al interesado el alta 
en la sede electrónica de la Seguridad Social para poder realizar en ella las notificaciones desde 
ese momento, sin que conste que dicha primera notificación de alta fuera realizada. En segundo 
lugar, y una vez resuelto lo anterior, establece que la interpretación de que las normas generales 
de derecho transitorio (previstas en la Ley 39/2015) no son aplicables a la orden interna de la Se-
cretaría de Estado de Seguridad Social, por no considerarla una norma jurídica en sentido propio, 
es incorrecta. Dado que dicha orden afectaba de forma directa a los procedimientos en curso, en 
un tema tan importante como el de las notificaciones, básico para el correcto ejercicio del derecho 
de defensa y a la tutela judicial efectiva, deben considerarse aplicables dichas reglas generales de 
derecho transitorio, que ordenan que al procedimiento ya iniciado se le sigan aplicando las nor-
mas vigentes en el momento de su incoación. 

El Tribunal, por tanto, concede el amparo constitucional, entendiendo que las interpretaciones de 
la Administración y la jurisdicción limitaban injustificadamente el derecho del administrado a que 
un juez controle la adecuación de la legalidad de la actuación administrativa, lo cual “constituye la 
culminación del sistema de derechos y garantías característico del Estado de Derecho”.

El Tribunal Supremo fija doctrina sobre el alcance de las medidas cautelares en el 
proceso contencioso-administrativo. Declara que la medida cautelar de suspensión 
no debe limitarse única y exclusivamente al acto impugnado en el proceso

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, n.º 1688/2020, de 
9 de diciembre

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación interpuesto por Avenida Palace, S.A., contra la 
sentencia de 3 de julio de 2018 del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en la que se confir-
mó la resolución dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 8 de Barcelona. En 
aquella resolución se desestimó la medida cautelar de suspensión y paralización de las actuaciones 
ejecutivas sobre un inmueble de la recurrente, cuyo embargo había sido acordado por la Tesorería 
General de la Seguridad Social (“TGSS”) en el marco del correspondiente procedimiento de re-
caudación.

En el supuesto enjuiciado coexistían dos procedimientos paralelos: un procedimiento de deriva-
ción de responsabilidad solidaria derivada del impago de las cotizaciones de la Seguridad Social y 
un procedimiento administrativo de recaudación en ejecución del primero.

Avenida Palace recurrió en alzada el acuerdo de derivación de responsabilidad solidaria y solicitó 
como medida cautelar la suspensión y paralización de las actuaciones ejecutivas para la realiza-
ción, enajenación o subasta pública del inmueble de su propiedad que había sido embargado. 
Tanto el órgano de primera instancia como el Tribunal Superior de Justicia entendieron que la 
medida cautelar solicitada era improcedente, pues esta se refería a la suspensión de la ejecución 
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del embargo, cuando el procedimiento se limitaba a la derivación de la responsabilidad solidaria 
por el impago de deudas de la Seguridad Social.

Sin embargo, el Tribunal Supremo entiende que no cabe identificar el ámbito objetivo del recurso 
contencioso-administrativo con el tipo y alcance de las medidas cautelares, ya que estas deben 
ser todas aquellas que impidan que se frustre la finalidad del recurso, esto es, no puede limitarse 
la medida cautelar de suspensión única y exclusivamente al acto impugnado en el proceso. Ello 
se debe a que el procedimiento de derivación de la responsabilidad solidaria tiene una conexión 
esencial y una vinculación directa con el procedimiento de recaudación en el que se acordó el 
embargo del inmueble. En concreto, el segundo es ejecución del primero, en el que se declaró la 
responsabilidad solidaria.

Siguiendo este planteamiento, la Sala sostiene que el hecho de que las medidas cautelares tengan 
por finalidad garantizar el efecto de la sentencia implica que, en supuestos que guarden una co-
nexión esencial con un determinado acto administrativo, se excede el ámbito objetivo del recurso. 
Una solución distinta, en las palabras del Tribunal Supremo, “supondría no respetar la finalidad de 
las medidas cautelares tendentes a garantizar el efecto útil de la sentencia. Efecto que se vería trun-
cado en los casos que, como el examinado, para garantizar la ejecución efectiva de la sentencia, su 
efectividad, puede y debe adoptarse cualquier medida [...] que aunque excedan ese ámbito objetivo, 
tienen esa conexión esencial con el acto impugnado”.

Una vez casadas las resoluciones por entender que los motivos de la denegación de las medidas 
cautelares no eran ajustados a derecho, el Alto Tribunal deniega la suspensión de la ejecución del 
embargo. Razona que, a pesar de ser adecuada la medida cautelar solicitada, la recurrente podría 
haber alcanzado el efecto suspensivo mediante la impugnación del acto administrativo por la que 
se requería al pago, la posterior providencia de apremio o la propia diligencia de embargo, y no 
lo hizo. Por tanto, entiende que se trata de actos firmes consentidos que no pueden ser atacados 
a través de otro procedimiento distinto.

El Tribunal Supremo enjuicia la validez del desarrollo reglamentario del canon por 
utilización de las aguas continentales para la producción de energía eléctrica y de-
clara la nulidad de las disposiciones que incurrieron en retroactividad de grado 
máximo y ultra vires

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, n.º 513/2021, de 15 
de abril de 2021

El Tribunal Supremo conoce del recurso contra el Real Decreto 198/2015, de 23 de marzo, por el 
que se desarrolla el artículo 112 bis del texto refundido de la Ley de Aguas y se regula el canon por 
utilización de las aguas continentales para la producción de energía eléctrica en las demarcaciones 
intercomunitarias (el “Real Decreto” y “Ley de Aguas”).

El Real Decreto se impugna porque, según la recurrente, (i) la base legal del desarrollo re-
glamentario estaba aquejada de diversos motivos de contrariedad a la normativa de la Unión  
Europea e inconstitucionalidad, (ii) opera una modificación del término instalación que recoge la 
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Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico (“LSE”), y (iii) se exceden los límites fijados 
por ley y se incurre en retroactividad de grado máximo.

Respecto del primer motivo, la resolución de la cuestión prejudicial planteada al Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea permite confirmar la validez del Real Decreto (entre otras cuestiones, 
porque no se oponía al derecho de la Unión Europea un canon que “no incentiva el uso eficiente 
del agua, ni establece mecanismos para la conservación y protección del dominio público hidráulico, 
y cuya cuantificación se desvincula totalmente de la capacidad de producir daños al dominio públi-
co, centrándose única y exclusivamente en la capacidad de generar ingresos de los productores de 
energía hidroeléctrica”). Paralelamente, el Tribunal Supremo rechaza plantear una cuestión de in-
constitucionalidad ante el Tribunal Constitucional por no superar la cuestión el juicio de relevancia 
necesario (desestimando los argumentos de los recurrentes sobre las infracciones de principios 
tributarios achacados al canon por utilización de las aguas continentales para la producción de 
energía eléctrica).

En segundo lugar, el Tribunal Supremo entiende que el Real Decreto se atiene a los conceptos de 
“instalación” utilizados por la ley, sin alterar su definición o sus efectos. El Alto Tribunal añade que 
no necesariamente han de coincidir las nociones o definiciones propias de las normas del sector 
eléctrico con las que contenga la ley fiscal, y menos aún suponer que las primeras se erigen en 
referencia o parámetro conceptual para establecer qué sea, a efectos de la reducción del canon en 
determinados casos, la instalación hidroeléctrica.

Respecto del tercer motivo, el Tribunal Supremo entiende que no hay exceso legal por el hecho de 
que el reglamento desarrolle, ejecute y complemente las leyes mediante el ejercicio de la potes-
tad reglamentaria (por ejemplo, concretando cómo debe ser el cálculo de la base imponible del 
canon en determinadas instalaciones).

Sin embargo, respecto de la retroactividad alegada por los recurrentes, el Tribunal Supremo se-
ñala que el Real Decreto entró en vigor el 24 de marzo de 2015 e impuso el deber de autoliquidar 
periodos consumados en su integridad antes de su entrada en vigor (en concreto, los ejercicios 
2013 y 2014), sin que la Ley de Aguas hubiese perfilado de forma suficiente la exigencia del canon 
para dichos periodos impositivos. De hecho, la exigencia del canon se sujetaba a las condiciones 
que figurasen en la concesión o autorización del aprovechamiento. El Tribunal Supremo considera 
esta circunstancia como determinante de la nulidad radical de la disposición transitoria segunda 
porque impone una obligación fiscal con efecto retroactivo máximo y porque contraviene la pre-
visión del legislador del apartado 2 del artículo 112 bis de la Ley de Aguas. Por tanto, el Tribunal 
Supremo concluye que lo anterior determina que las obligaciones formales correspondientes a los 
periodos ya consumados sean nulas también.
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La Sala resuelve la cuestión de interés casacional planteada, que surge a raíz de una 
infracción de la LOPD y que gira en torno a la interpretación y ámbito de proyección 
que se debe dar a la exigencia contenida en el artículo 85.3 de la Ley 39/2015 para 
poderse beneficiar de la reducción en el importe de la sanción impuesta, y relativa al 
desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso en vía administrativa contra 
dicha sanción

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, n.º 232/2021, de 18 
de febrero

Se impugna en este recurso de casación la sentencia dictada por la Sección Primera de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional el 15 de octubre de 2019 que desestimó 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Banco Popular Español, S.A., contra la re-
solución del director de la Agencia Española de Protección de Datos (“AEPD”) relativa al procedi-
miento de terminación por reconocimiento de responsabilidad y pago voluntario de una sanción 
de 12.000 euros por infracción del artículo 4.3 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (“LOPD”), en relación con los 
artículos 38.1.c), 39 y 43 del Reglamento de la LOPD.

Una vez finalizado un procedimiento sancionador por reconocimiento de responsabilidad y pago 
voluntario de la sanción (por infracción de determinados preceptos de la LOPD), en el que ade-
más de reconocerse la responsabilidad, se ha renunciado de forma expresa a cualquier acción o 
recurso en vía administrativa contra la sanción correspondiente y se cuestiona ante el Tribunal 
Supremo el alcance de esta renuncia, preguntando si es solo respecto a la vía administrativa o si 
alcanza también a la vía judicial. En el supuesto, el Banco sancionado se benefició de las dos re-
ducciones previstas en el artículo 85.3 de la Ley 39/2015 por reconocer su responsabilidad y por 
pago voluntario dentro del plazo previsto legalmente, y consiguió que la sanción anunciada en el 
acuerdo de inicio fuera rebajada. 

La Sala no niega la posibilidad de impugnar en la vía jurisdiccional contencioso-administrativa la 
resolución sancionadora. Sin embargo, reconoce que para el sujeto que se haya visto beneficiado 
por la reducción de la sanción se incrementa la dificultad para impugnar con éxito en la vía judicial 
contencioso-administrativa la resolución sancionadora. Reconocida voluntariamente su responsa-
bilidad en aplicación de los principios de buena fe y de vinculación a los propios actos, para poder 
impugnar en vía jurisdiccional la resolución sancionadora, el sancionado debería exponer una 
sólida explicación. Este debe justificar el motivo por el que, habiendo asumido primeramente su 
responsabilidad por la infracción cometida, que conlleva el reconocimiento de la concurrencia de 
los elementos objetivo y subjetivo de la infracción, pretenda después, en la vía judicial, defender 
la inexistencia de tal infracción, negando la concurrencia de los elementos constitutivos de la in-
fracción que ab initio asumió (doctrina de los actos propios).

En el caso de autos, el Tribunal Supremo acaba confirmando la resolución de la AEPD relativa a un 
procedimiento sancionador que finalizó por reconocimiento de responsabilidad y pago voluntario 
de una sanción de 12.000 euros.
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La labor de comprobación y verificación de subvenciones que lleva a cabo la Admi-
nistración una vez que el beneficiario presenta la justificación a que viene obligado 
—y que es previa a la apertura del procedimiento de reintegro— no constituye un 
procedimiento administrativo autónomo sujeto a un plazo de caducidad distinto del 
propio del procedimiento general de otorgamiento, gestión y liquidación de la sub-
vención

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, n.º 286/2021, de 1 
de marzo

El recurrente insiste en que, siguiendo la vía de responsabilidad patrimonial, la Administración 
—en este caso el Ayuntamiento de Marbella— debe proceder a la devolución de las cantidades 
entregadas por su incumplimiento de un convenio urbanístico de planeamiento.

El Tribunal Supremo entiende que la cuestión, que consiste en determinar la vía adecuada para 
exigir responsabilidad a la Administración, presenta interés casacional objetiva para la formación 
de jurisprudencia.

En primer lugar, el Tribunal recuerda la diferencia entre la responsabilidad patrimonial y contrac-
tual de la Administración pública, y matiza que, a pesar de que ambas vías conllevan el deber de 
indemnización por el daño producido, el título de imputación del daño a la Administración deriva, 
en el primer caso, del mero actuar de la Administración y, en el segundo caso, de un incumpli-
miento de un contrato. Asimismo, la Sala recoge los requisitos esenciales necesarios para que 
concurra el deber de indemnización.

En segundo lugar, el Tribunal desarrolla en su sentencia las características del convenio de “pla-
neamiento”, esto es, (i) su naturaleza contractual de naturaleza administrativa ; (ii) su incapacidad 
para incidir en la potestad de planeamiento, puesto que los poderes públicos deben actuar en 
favor del interés general; y (iii) la posibilidad de que sirva para exigir responsabilidad a la Admi-
nistración por su incumplimiento.

Tras desarrollar estos argumentos, el Tribunal Supremo concluye que, ante el incumplimiento de 
un planeamiento urbanístico, la vía de responsabilidad contractual sería la correcta para encauzar 
su petición resarcitoria y no la vía de responsabilidad patrimonial de la Administración, y, por lo 
tanto, entiende que la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía se ajusta a esta 
interpretación.
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El Tribunal Supremo sienta jurisprudencia respecto de la interpretación del artículo 
8 de la Ley 3/2004, por la que se establecen medidas para la lucha contra la mo-
rosidad en operaciones comerciales, que supone la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 2011/7, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
16 de febrero de 2011, y que se encuadra en un importante esfuerzo realizado por 
la Unión Europea para homogeneizar las regulaciones nacionales respecto de los 
plazos de pago entre empresas, cuyas disparidades, así como la generalización de 
morosidad o plazos excesivos, suponen trabas importantes para el buen desarrollo 
del mercado interior y para la viabilidad de las pequeñas y medianas empresas 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, n.º 612/2021, de 4 
de mayo

El citado artículo establece el derecho del acreedor que sufre la morosidad de obtener de forma 
automática (sin necesidad de reclamarlo específicamente) un pago de 40 € por gastos de cobro, 
independientes de la reclamación de intereses y de que, en su caso, los que superen esa cifra y 
se reclamen sean también a cargo del deudor moroso en ese exceso (que habrá de probarse, a 
diferencia de los 40 € establecidos por la Ley). El interés casacional que lleva al Tribunal Supremo 
a pronunciarse sobre el fondo de la cuestión es respecto de si esa suma fija y automática de 40 € 
debe entenderse debida respecto de cada factura presentada a cobro y no satisfecha en tiempo y 
forma (como sostiene el recurrente) o si se ha de otorgar una única vez respecto de cada grupo 
de facturas homogéneas cuyo cobro se pretenda de forma conjunta (como pretende la Adminis-
tración pública recurrida). 

La primera cuestión de la que el tribunal se ocupa es la de si la excepción al cobro de esos 40 €, 
establecida por el propio artículo 8 de la Ley 3/2004 “cuando [el deudor] no sea responsable del 
retraso en el pago” puede entenderse aplicable a una Administración pública cuando esta, fruto 
de la crisis económica (provocada por el coronavirus), tiene problemas de liquidez que le hacen 
retrasarse en sus pagos. El Tribunal Supremo entiende, contra el criterio que inicialmente había 
sostenido el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo, que esta situación no diferencia a la Ad-
ministración de cualquier otro operador en el mercado, que debe proveer los fondos necesarios 
para hacer frente a sus obligaciones, y que, por tanto, la excepción no puede acogerse. 

A continuación, se ocupa del problema de la consideración de los 40 € de gastos automáticos de 
cobro como asociados a cada factura individual o a cada grupo reclamado conjuntamente. Llevan-
do a cabo una interpretación sistemática del bloque de legalidad compuesto por la Ley 3/2004 y 
por la directiva de la que trae causa su artículo 8 (así como de la interpretación auténtica llevada 
a cabo por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea) el Tribunal Supremo entiende que el legis-
lador busca dar a cada factura, como documento de cobro y probatorio esencial de la regulación 
de la morosidad y de los plazos de pago, una entidad individual y especial, de forma que la moro-
sidad se desarrolla desde que cada una es presentada infructuosamente a cobro, y que cada una 
devenga de forma independiente el derecho a los 40 € fijos de indemnización, sin importar que 
todas se hayan reclamado conjuntamente en un procedimiento administrativo. 



20

Administrativo

La sentencia cuenta con un voto particular que no se opone a la conclusión general a la que llega 
la posición mayoritaria respecto de la cuestión de interés casacional, sino a que dicha doctrina 
general sea aplicada al caso concreto, dado que en este el acreedor de las facturas es una entidad 
gestora y cesionaria de créditos, independiente de la relación comercial subyacente. Siendo la 
protección de la parte más débil de esa relación subyacente el principal objetivo de la regulación 
de la lucha contra la morosidad, el magistrado discrepante no considera que deban extenderse 
esas normas a las entidades cuyo objeto es la recepción de créditos cedidos, dado que obtendrían 
un enriquecimiento desmesurado a cargo del deudor y que actuarían en abuso de derecho. 

[Portugal]

Contratação Pública – Admissibilidade da Proposta – Assinatura Eletrónica 

Acórdão de 8 de abril de 2021 (Processo n.º 0210/18.4BELLE) – STA

O acórdão em apreço versa sobre uma ação de contencioso pré-contratual de impugnação do 
ato de exclusão de uma proposta num concurso público para a aquisição de serviços destinados à 
concessão de exploração de serviço de transporte regular de exploração de passageiros, proposta 
por uma concorrente (“Recorrida”) contra a Docapesca - Portos e Lotas, S.A (“Recorrente”).

Na presente ação, a Recorrente interpôs recurso jurisdicional de revista da decisão do TCAS que 
determinou: (i) a anulação do ato de exclusão da proposta da Recorrida; e (ii) a anulação da de-
cisão de não adjudicação, devendo a mesma proposta ser apreciada.

O Recorrente peticionou pela admissão do recurso interposto para o STA, por considerar que 
havia fundamento para a exclusão da proposta visto que a Recorrida apresentou um ficheiro in-
formático, em formato PDF, que continha todos os documentos relevantes da proposta, tendo-o 
assinado eletronicamente uma única vez. 

Com efeito, no entendimento do Recorrente, a lei exige que todos e cada um dos documentos que 
constituem a proposta devem ser assinados eletronicamente, i.e. impõe a assinatura individualiza-
da de todos os documentos sob pena de exclusão da proposta, nos termos dos n.os 1 e 5 do artigo 
54.º da Lei n.º 96/2015, de 17 de agosto, e da alínea l) do n.º 2 do artigo 146.º do CCP.

Com efeito, nos termos dos n.os 1 e 5 do artigo 54.º da Lei n.º 96/2015, de 17 de agosto, os docu-
mentos submetidos em plataforma eletrónica, pelas entidades adjudicantes, devem ser assinados 
com recurso a assinatura eletrónica qualificada, sendo que a aposição da respetiva assinatura deve 
ocorrer em cada um dos documentos eletrónicos que os constituem. 

Não obstante, o STA veio esclarecer que um ficheiro informático em formato PDF, apesar de po-
der conter no seu conteúdo vários documentos de uma proposta, é apenas um único documento 
eletrónico e que o signatário ao assinar um documento neste formato está a assumir, inequivoca-
mente, a autoria e a integralidade de todos os documentos que compõem o ficheiro. 

Nesta medida, o STA concluiu que a ratio deste preceito é preservar as garantias de integridade e 
inalterabilidade subjacentes à assinatura eletrónica qualificada e, por conseguinte, decidiu afastar 
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a aplicação dos n.os 1 e 5 do artigo 54.º da Lei n.º 96/2015, de 17 de agosto, aos casos de assinatura 
eletrónica qualificada de ficheiro em formato PDF.

Adicionalmente, no que toca às exigências decorrentes do Programa do Concurso deste proce-
dimento em particular, o n.º 5 do artigo 11.º do Programa de Concurso exigia que todos e quais-
quer documentos submetidos na plataforma eletrónica deviam ser assinados eletronicamente, 
excluindo a admissibilidade da “mera assinatura eletrónica de ficheiros «zip» ou equivalentes que 
contenham vários documentos, os quais devem ser individualmente assinados”. No entanto, o STA 
esclareceu que um documento eletrónico em formato PDF não constitui uma pasta compacta com 
vários documentos, mas apenas um único documento, sendo que a proposta apresentada pela 
Requerida não poderia ter sido excluída ao abrigo da alínea l) do n.º 2 do artigo 146.º do CCP.

Pelo exposto, o STA decidiu negar provimento ao recurso e manter o acórdão recorrido.
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9 de junio de 2021

1.	 Arbitraje de Inversión

El principio de irretroactividad de los tratados excluye de su ámbito de aplicación 
cualquier “acto o hecho” anterior a su entrada en vigor. Si la conducta es posterior a 
la entrada en vigor y constituye en sí misma una violación del tratado, sí que puede 
quedar amparada por él, incluso si la disputa a la que pertenece la conducta había 
surgido antes de que el tratado entrara en vigor

Laudo de jurisdicción Caso CIADI No. ARB/18/5, de 19 de abril de 2021, Astrida Benita Ca-
rrizosa c. la República de Colombia

El 19 de abril de 2021, en el arbitraje administrado por el Centro Internacional de Arreglo de Di-
ferencias relativas a Inversiones (“CIADI”) e iniciado por Astrida Benita Carrizosa contra Colombia 
bajo el Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos y Colombia que entró en vigor el 15 de 
mayo 2012 (el “TLC”), el tribunal dictó un laudo sobre jurisdicción en el que concluyó que no tenía 
jurisdicción para conocer de la demanda presentada por la demandante y le condenaba al pago 
de las costas del arbitraje. 

La controversia objeto del laudo giraba en torno a la legalidad de (i) las medidas tomadas por el 
Estado Colombiano en 1998 relativas a la intervención y capitalización de la entidad financiera 
privada Banco Granahorrar, que habrían diluido la participación de la demandante en el citado 
banco y reducido considerablemente el valor de sus participaciones (las “Medidas de 1998”), y (ii) 
las decisiones tomadas en sede judicial por la Corte Constitucional en 2011 y 2014. 

En particular, la demandante alegaba que la decisión judicial emitida por la Corte Constitucional 
en 2014, que se había pronunciado de forma definitiva sobre la legalidad de las citadas medidas, 
violaba su derecho a la no expropiación recogido en el artículo 10.7 del TLC.

*  Esta sección ha sido coordinada por Heidi López Castro, y en su elaboración han participado Jesús Saracho Aguirre, Olga Puigdemont Sola, Sebastián 
Green Martínez, Diego Sobejano Nieto, Carlos Hernández Durán, Ana Amorín Fernández, Atenea Luana Martínez, Jana Lamas de Mesa, Santiago 
Rodríguez Sénior, Daniel García Clavijo, Juan Domingo Araque, Alberto de Unzurrunzaga Rubio, Ángela Gil-Arrondo López, Julia de Castro Velasco, 
Alberto Fernández Matía,  del Área de Derecho Público, Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid).
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La cuestión central objeto de análisis por parte del tribunal fue si este tenía jurisdicción para co-
nocer de las reclamaciones de la demandante al basarse estas en esencia en medidas y decisiones 
judiciales que tuvieron lugar antes de la entrada en vigor del TLC.

Para llegar a su decisión, el tribunal se planteó principalmente las siguientes preguntas:

¿Se aplica el TLC a conductas de Colombia anteriores a su entrada en vigor?

El tribunal y las partes coincidieron en que cualquier reclamación de ilegalidad de la conducta de 
la demandada anterior al TLC estaba fuera de la jurisdicción del tribunal en virtud del principio 
de irretroactividad de los tratados recogido en el artículo 10.1.3 del TLC y en el artículo 28 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 23 de mayo de 1969. 

Asimismo, el tribunal consideró que la regla de derecho internacional público sobre responsabi-
lidad del Estado, según la cual no puede haber violación de una obligación internacional si esa 
obligación no era aplicable en el momento de la comisión de la conducta supuestamente ilícita, 
confirmaba la conclusión anterior: Colombia no pudo haber violado las disposiciones del TLC me-
diante una conducta anterior a la entrada en vigor del TLC. 

¿Puede el tribunal ejercer su jurisdicción sobre una reclamación relativa a una conducta del Esta-
do acaecida durante la vigencia del TLC (en el caso objeto de análisis, la Decisión de la Corte de 
2014), pero que deriva de una controversia surgida con anterioridad a la entrada en vigor del TLC?

El tribunal consideró que la redacción del artículo 10.1.3 del TLC excluía del ámbito de aplicación 
del tratado cualquier “acto o hecho” anterior a la entrada en vigor, pero no se pronunciaba sobre 
las “disputas” que hubiesen surgido antes de ese momento. Por ello, el tribunal entendió que 
podía tener jurisdicción para conocer de la demanda, incluso si la disputa a la que pertenecía la 
conducta hubiese surgido antes de que el TLC entrara en vigor, siempre y cuando la conducta 
posterior al TLC (la decisión de 2014) constituyese en sí misma una violación del TLC indepen-
dientemente de la cuestión de la legalidad de la conducta anterior al TLC (las Medidas de 1998). 

Al respecto, el tribunal concluyó que, a pesar de basarse en parte sobre la decisión de la Corte 
Constitucional de 2014, la reclamación de la demandante no cumplía con el requisito anterior y, 
por lo tanto, el tribunal carecía de competencia por los motivos siguientes: 

i.	 la reclamación se centraba en su esencia en la legalidad de las medidas anteriores a la 
entrada en vigor del TLC; y

ii.	 aun entendiendo que, independiente de la cuestión sobre la legalidad de las Medidas de 
1998, la decisión de 2014 constituyese en sí misma una vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva de la demandante, tampoco podría este acto de Colombia constituir una 
violación autónoma del TLC, ya que la denegación de justicia es uno de los componentes 
del estándar del trato justo y equitativo, y este último no está disponible para un inversor 
del sector financiero bajo el TLC.
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En el laudo, el tribunal analiza también si, en el momento en el que la demandante inició el 
procedimiento arbitral, el consentimiento de Colombia a someterse a arbitraje con respecto a las 
reclamaciones de la demandante habría caducado. 

La discusión se centraba en si se aplicaba el plazo de caducidad del consentimiento recogido en 
el artículo 10.18.1 del TLC de tres años desde la fecha en la que el inversor tuvo conocimiento o 
tenía que haber tenido conocimiento de la violación del TLC o, por el contrario, si, en virtud de la 
cláusula de nación más favorecida del TLC, debería ser de aplicación el plazo de cinco años pre-
visto en el tratado bilateral de inversión entre Colombia y Suiza que entró en vigor el 6 de octubre 
de 2009. En el laudo, el tribunal se decantó por la aplicación del plazo de tres años previsto en el 
artículo 10.18.1 del TCL al entender que (i) era cuestionable que se pudiera utilizar la cláusula de 
nación más favorecida para modificar los términos del consentimiento de un Estado; (ii) en todo 
caso, la demandante no podría acogerse a la cláusula de nación más favoracida por no estar dis-
ponible para un inversor del sector financiero bajo el TLC; y (iii), aun si fuera aplicable la cláusula 
de nación más favorecida, el dies a quo para el cómputo del plazo de cinco años previsto en el 
tratado entre Colombia y Suiza era el momento en el que el demandante tuvo conocimiento de 
los hechos que dan lugar a la controversia, por lo que, el tribunal entendió que también habría 
caducado el plazo de cinco años alegado por la demandante. En este sentido, el tribunal consideró 
que la demandante habría tenido conocimiento de los hechos en el año 2011 como muy tarde, 
fecha en la que se dictó la primera decisión de la Corte Constitucional al respecto, que luego fue 
confirmada por medio de la decisión de 2014. 

En el marco del arbitraje internacional de inversión, el análisis de la nacionalidad 
efectiva y dominante de los demandantes que sean personas físicas y ostenten 
doble nacionalidad requiere el análisis de (a) el lugar de residencia permanente 
del demandante; (b) el sitio principal de sus negocios; (c) dónde se desarrolla su 
vida social y familiar; y (d) bajo qué nacionalidad se identifica
Laudo Caso CPA No. 2018-56, de 7 de mayo de 2021, Alberto Carrizosa Gelizis et al. c. la 
República de Colombia 

Los hermanos Alberto, Felipe y Enrique Carrizosa Gelzis (los “Hermanos Carrizosa”) iniciaron un 
arbitraje administrado por la Corte Permanente de Arbitraje (“CPA”) en contra de la República de 
Colombia amparados en el Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos y Colombia que entró 
en vigor el 15 de mayo 2012 (el “TLC”). Los Hermanos Carrizosa perseguían una indemnización 
por la supuesta expropiación de su inversión, que habría tenido lugar a través de una decisión de 
la Corte Constitucional en 2014. 

Colombia objetó la jurisdicción del tribunal arbitral alegando que los Hermanos Carrizosa tenían 
doble nacionalidad (colombiana y americana), que su nacionalidad dominante y efectiva era la 
colombiana y que Colombia no había consentido en el TLC a ser demandada por personas físicas 
cuya nacionalidad dominante y efectiva fuera la colombiana.
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Para determinar la nacionalidad efectiva y dominante de los Hermanos Carrizosa y concluir así 
sobre su jurisdicción ratione personae, el tribunal consideró que se debían analizar los siguiente 
elementos ya mencionados por otros tribunales internacionales: el lugar de residencia permanen-
te, el sitio principal de negocios, el lugar de desarrollo de la vida social y familiar, y la nacionalidad 
bajo la que se identificaban los demandantes. Además, según el tribunal, estos elementos se de-
bían analizar en dos fechas críticas: el momento en el que tuvo lugar el hecho que supuestamente 
constituye el ilícito internacional y el momento en el que el demandante inició el procedimiento 
arbitral.

Al realizar este análisis, el tribunal arbitral concluyó que en las dos fechas críticas, los Hermanos 
Carrizosa residían de forma permanente en Colombia, que era a su vez el sitio principal de sus 
negocios y de su vida social y familiar. El tribunal también tuvo en cuenta que los Hermanos Carri-
zosa habían iniciado procesos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en contra 
de Colombia entre 2012 y 2018, en los que se habían identificado como colombianos.

Por todo ello, el tribunal acogió la objeción jurisdiccional de Colombia, declaró su falta de jurisdic-
ción y condenó a los Hermanos Carrizosa a pagar las tasas y gastos de la CPA y el tribunal arbitral, 
así como una parte de los gastos de representación letrada de Colombia.

2.	  Jurisprudencia española

El Tribunal Superior de Justicia desestima una acción de anulación frente a un laudo 
en aplicación de la reciente doctrina del Tribunal Constitucional sobre el orden pú-
blico y el deber de motivación en los arbitrajes

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Civil y Penal, n.º 31/2021, 
de 21 de mayo de 2021

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid (el “TSJM”) desestima una acción de anulación en apli-
cación de la doctrina de la sentencia del Tribunal Constitucional (el “TC”), de fecha 15 de febrero 
de 2021 (la “Sentencia del TC”), que estimó el recurso de amparo interpuesto frente a la sentencia 
dictada con anterioridad por el TSJM en el mismo procedimiento. La Sentencia del TC declaró la 
nulidad de la primera sentencia del TSJM y ordenó la retroacción de las actuaciones.

El TSJM rectifica su sentencia anulada y acuerda desestimar la acción de anulación interpuesta 
frente a un laudo recaído en el marco de un arbitraje de equidad (el “Laudo”).

El TSJM adopta el criterio recogido en la Sentencia del TC, conforme al cual el deber de motivación 
de los laudos no se integra en el orden público exigido en el artículo 24 de la Constitución española 
(la “CE”), sino que se ajusta a los parámetros definidos por las partes con arreglo al artículo 10 de 
la CE. El TSJM señala que este elemento debe ser configurado ante todo por las partes sometidas 
a arbitraje, a las que corresponde pactar si el laudo en cuestión debe estar motivado —o no—, ex 
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art. 37.4 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y en qué términos. En consecuencia, 
el TSJM señala que la motivación de los laudos arbitrales carece de incidencia en el orden público.

El TSJM señala que en los arbitrajes de equidad el canon de motivación es más tenue, si bien es 
imprescindible que se plasmen en el laudo los fundamentos que permitan conocer las razones por 
las que el árbitro ha adoptado la decisión.

El TSJM concluye que el Laudo no infringe el orden público, ya que la decisión se ajusta a las 
previsiones acordadas por las partes para la resolución de la controversia. El árbitro desarrolló un 
esquema argumental claro y coherente, y sentó las premisas en las que fundamentó su valoración. 
En consecuencia, el TSJM desestima la acción de anulación y confirma la validez del Laudo. 

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid aplica la doctrina del Tribunal Constitu-
cional sobre la disponibilidad de las partes en supuestos de anulación de laudos y 
admite el allanamiento de las partes demandadas en un proceso de anulación

Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Civil y Penal,  n.os 1/2021 y 
2/2021, de 19 de enero de 2021

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid (el “TSJM”) aplica la reciente doctrina confirmada por 
el Tribunal Constitucional (el “TC”) en relación con la disponibilidad de las partes sobre el objeto 
de un proceso de anulación de un laudo, esta vez para estimar dos demandas de anulación contra 
dos laudos. En concreto, el TSJM admite el allanamiento de los respectivos demandados en los 
dos procedimientos de anulación.

Hasta fechas recientes el TSJM venía sosteniendo que, si afectaba a los motivos de anulación re-
cogidos en los artículos 41.1.b), e) y f) de la Ley de Arbitraje (apreciables de oficio), el objeto del 
proceso de anulación de un laudo no era materia disponible para las partes, una vez suscitada 
la cuestión ante el TSJ competente. Por ello, consideraba que en tales supuestos no cabían ni el 
allanamiento ni el desistimiento. Sin embargo, el TC, en su sentencia del 15 de junio de 2020, es-
tableció que la parte que había incoado un proceso de anulación podía efectivamente desistir de 
él, independientemente de los motivos de anulación alegados, impidiendo así que el TSJ siguiera 
conociendo del asunto.

En aplicación de esta doctrina, el TSJM considera que las pautas establecidas por el TC para el de-
sistimiento resultan también aplicables a la figura del allanamiento, siempre que exista libre dispo-
nibilidad del objeto del proceso y no nos encontremos ante los límites establecidos en el artículo 
21.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. En las sentencias, la Sala sostiene que 
tanto el desistimiento como el allanamiento son manifestaciones procesales del principio disposi-
tivo que inspira al proceso civil.

De este modo, el TSJM considera que las cuestiones que se resuelven en los dos procedimientos 
arbitrales son de naturaleza contractual y, por ende, perfectamente disponibles, y que, además, 
los allanamientos de las partes demandadas no se han producido en fraude de ley ni suponen una 
renuncia contra el interés general o en perjuicio de tercero. En consecuencia, el TSJM admite el 
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allanamiento de los demandados en ambos procedimientos judiciales y estima las dos demandas 
de anulación.

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid rechaza el reconocimiento de un laudo 
extranjero por considerarlo usurario y, en consecuencia, contrario al orden pú-
blico español
Auto del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Civil y Penal, n.º 4/2021, de 17 
de febrero de 2021

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid (el “TSJM”) desestima la demanda de reconocimiento 
de un laudo extranjero dictado por el Tribunal Permanente de Arbitraje de la Bolsa de Kherson 
(Ucrania) (el “Laudo”) por considerarlo contrario al orden público.

El Laudo condenaba a la prestataria (demandada en el arbitraje) al pago de una determinada 
cantidad a abonar al prestamista (demandante en el arbitraje), el cual interesaba su reconoci-
miento en España. El TSJM considera —de oficio— que el contrato de préstamo que dio lugar al 
Laudo cuya ejecución se pretendía en España es nulo por establecer un interés leonino —de un 
15 % mensual por el uso del capital prestado— y, por tanto, contrario al orden público español 
(entra dentro de la prohibición establecida por la Ley de 23 de julio de 1908 sobre Nulidad de los 
Contratos de Préstamos Usurarios —conocida como Ley Azcárate—). Según la Sala, la aplicación 
de las normas de la represión de la usura es un ejercicio de tutela judicial exigible de oficio a los 
tribunales. Por tanto, en opinión de la Sala, debido al carácter rotundamente desproporcionado 
de una cláusula que establece un interés mensual del 15 %, es evidente que el Laudo cuyo reco-
nocimiento se pretende contraría el orden público español.

El TSJM rechaza así el reconocimiento del laudo sobre la base del artículo V.2 b) del Convenio de 
Nueva York, de 10 de junio de 1958, relativo al orden público.

3.	 Legislación

Acuerdos de Protección de Inversiones

Acuerdo de Protección de Inversiones entre la Unión Europea y sus Estados miembros, por 
una parte, y la República de Singapur, por otra, y Acuerdo de Protección de Inversiones 
entre la Unión Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la República Socialista de 
Vietnam, por otra

El pasado 1 de junio de 2021 el Consejo de Ministros aprobó la firma ad referendum del Acuerdo 
de Protección de Inversiones firmado entre la Unión Europea (la “UE”) y sus Estados miembros, 
por una parte, y la República de Singapur, por otra (el “Acuerdo de Singapur”). Ese mismo día, 
el Consejo de Ministros también aprobó la firma ad referendum del Acuerdo de Protección de 
Inversiones firmado entre la UE y sus Estados miembros, por una parte, y la República Socialista 
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de Vietnam, por otra (el “Acuerdo de Vietnam”). El Acuerdo de Singapur y el Acuerdo de Vietnam 
(“los Acuerdos”) tratan cuestiones incluidas en el ámbito del artículo 94.1 a) y e) de la Constitu-
ción, por lo que el Consejo de Estado dictaminó que sería precisa la remisión de los Acuerdos a las 
Cortes Generales para su autorización.

La mayoría de las provisiones de los Acuerdos entran dentro del ámbito de competencia exclusiva 
de la UE, aunque también abordan otras cuestiones, como la protección de inversiones no directas 
entre la UE y Singapur o Vietnam y la solución de diferencias entre un inversor y un Estado. Resulta 
de aplicación, por tanto, lo establecido por el Tribunal de Justicia de la UE en mayo de 2017, y para 
la entrada en vigor de estos Acuerdos cada Estado miembro debe ratificarlos atendiendo a sus 
procedimientos internos.

Desde 1980 las relaciones entre la UE y Singapur y la UE y Vietnam se articulaban dentro del 
Acuerdo Marco de Cooperación de la Comunidad Económica Europea y la Asociación de Naciones 
del Sureste Asiático (conocido como “SEAN”, por sus siglas en inglés).

En octubre de 2018, en el marco de la XII Cumbre Asia-Europa, la UE y Singapur firmaron el 
Acuerdo de Singapur, y el 13 de febrero de 2019 el Parlamento Europeo aprobó el Acuerdo de 
Singapur. Hasta este momento, Dinamarca, Estonia, Hungría, Letonia, Luxemburgo, República 
Checa y Suecia son los países que lo han ratificado.

En lo que respecta al Acuerdo de Vietnam, fue firmado por la UE y Vietnam el 30 de junio de 2019, 
y posteriormente el Parlamento Europeo lo aprobó el 12 de febrero de 2020. Hasta la fecha ha 
sido ratificado por Estonia, Grecia, Hungría, Letonia, República Checa, Rumania, Suecia y Vietnam.

Estos Acuerdos buscan fomentar el clima de inversiones entre las partes. El sistema de arreglo de 
controversias constituye un eje central de estos Acuerdos y se regula en ambos de forma muy si-
milar, en sus respectivos capítulos III. Este sistema varía según se trate de una disputa surgida entre 
un inversor y una de las partes o de una controversia surgida entre las partes.

Cuando interviene un inversor, se promueve la solución amistosa de la controversia, así como un 
procedimiento de consultas. Las partes podrán en todo momento acudir a mediación o a cual-
quier otro sistema alternativo de resolución de disputas. De manera subsidiaria, la disputa podrá 
llevarse ante un tribunal permanente de primera instancia y un tribunal permanente de segunda 
instancia o apelación (para los recursos ante los laudos provisionales dictados por el tribunal de 
primera instancia). Los miembros de los tribunales de primera instancia y de segunda instancia 
son nombrados por el llamado “Comité” de cada Acuerdo, un órgano también permanente com-
puesto por representantes de cada una de las partes.

Para la formación de los tribunales de primera instancia, se prevé que la UE y sus Estados miem-
bros propongan a dos miembros, mientras que la contraparte (Singapur o Vietnam, según el caso) 
propondrá a otros dos y ambas partes de manera conjunta propondrán otros dos (sin que estos 
últimos puedan ser nacionales de ninguna de las partes), lo que hace un total de seis. El Comité 
podrá aumentar o reducir el número de miembros de los Tribunales en múltiplos de tres y res-
petando la proporción mencionada. Las mismas reglas se aplican para los tribunales de segunda 
instancia, aunque el número total de miembros en el caso del Acuerdo de Vietnam sube a nueve. 
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Para las disputas entre las partes, además de un procedimiento perceptivo de consultas y el re-
curso a la mediación, los Acuerdos prevén la constitución de un tribunal arbitral formado por tres 
árbitros: uno seleccionado por cada parte y el tercero, que ejercerá como presidente del Tribunal, 
nombrado por el Comité de cada Acuerdo, en virtud de una lista de árbitros que se habrá de crear 
dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de los Acuerdos.

En el Acuerdo de Singapur, esta lista de árbitros estará formada por un mínimo de diez candidatos, 
mientras que en el Acuerdo de Vietnam el número mínimo será de cinco. En ambos Acuerdos se 
requiere que los árbitros incluidos estén capacitados para ello, que sean independientes y que 
no estén vinculados con ninguno de los Gobiernos de las partes. El Acuerdo de Vietnam prohíbe 
que los miembros de esta lista sean nacionales o tengan residencia permanente en alguno de 
los países de las partes y prevé la posibilidad de establecer una lista adicional de diez individuos 
especializados en alguno de los sectores cubiertos por el Acuerdo. 
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1.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

El Tribunal General vuelve a pronunciarse sobre el análisis de la compatibilidad de 
un tax ruling con la normativa de ayudas de Estado

Sentencia del Tribunal General de 12 de mayo de 2021 en los asuntos acumulados T-816/17 
Luxemburgo/Comisión y T-318/18 Amazon EU y Amazon.com/Comisión

El 12 de mayo de 2021, el Tribunal General dictó dos sentencias en las que se pronuncia sobre los 
recursos de anulación interpuestos contra las decisiones de la Comisión Europea que declararon 
que Luxemburgo había concedido ayudas ilegales en forma de decisiones tributarias anticipativas 
(o tax rulings) a Amazon y Engie. 

El Tribunal General anula la primera decisión al entender que la ventaja concedida a Amazon no 
había sido suficientemente probada por la Comisión, al mismo tiempo que confirma la decisión de 
Engie. Estas decisiones habían sido adoptadas por la Comisión en 2017, es decir, con carácter pre-
vio a los primeros pronunciamientos del Tribunal General en los asuntos Fiat, Starbucks y Apple 
sobre la compatibilidad con el régimen de ayudas de Estado de este tipo de acuerdos, concluidos 
entre empresas y autoridades fiscales. En línea con dichas sentencias, el Tribunal General acepta 
el marco general de análisis de la Comisión, pero mantiene un estándar de prueba riguroso sobre 
la existencia de una ventaja.

En el asunto Amazon, la Comisión había considerado que el canon por la explotación de de-
terminados derechos de propiedad intelectual que la entidad de Amazon sujeta al impuesto de 
sociedades en Luxemburgo pagaba a su sociedad matriz (no sujeta a este impuesto en Luxem-
burgo) era muy elevado, lo que reducía artificialmente su base imponible. La Comisión había 
cuestionado el modo en el que se había aplicado el método del margen neto operacional con el 
fin de determinar si el canon era acorde con el principio de plena competencia (o arm’s length 

*  Esta sección ha sido coordinada por Alfonso Gutiérrez. Para su elaboración ha contado con la colaboración de Cristina Areces, Violeta Marinas, Patricia 
Serralta, Álvaro Angulo, Antonio García y Anna María Sánchez, del Área de Derecho de la Competencia y de la Unión Europea de Uría Menéndez (Madrid), 
y de Carmen Martínez, Patricia Cano, Alberto Pérez y Frederic Munné, del Área de Derecho de la Competencia y de la Unión Europea de Uría Menéndez 
(Bruselas).
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principle), que establece que las transacciones entre sociedades del mismo grupo deben valorarse 
en condiciones normales de mercado. En su sentencia, el Tribunal General —como ya hizo en los 
asuntos Starbucks y Apple— declara que la Comisión no ha probado que el canon sea contrario al 
principio de plena competencia. En particular, el Tribunal General entiende, en primer lugar, que 
no ha quedado demostrado, como afirmaba la Comisión, que el análisis hubiera debido realizarse 
tomando como referencia a la matriz, al no haber sido acreditado que fuera un mero titular pasivo 
de los derechos. En segundo lugar, considera que no era razonable limitar el cálculo del canon al 
análisis de la repercusión de los costes de desarrollo de los activos intangibles sin tener en cuenta 
el aumento ulterior de su valor. 

[España]

El Tribunal Supremo confirma las multas a varios de los fabricantes de automóviles 
impuestas por la CNMC en julio de 2015

Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de mayo de 2021 en el recurso núm. 2227/2020

El Tribunal Supremo ha fallado que no ha lugar al recurso de casación interpuesto por varios de 
los fabricantes de automóviles (en la sentencia reseñada, por Renault España Comercial, S.A.) 
contra la sentencia de la Audiencia Nacional que, a su vez, desestimó el recurso contencioso-ad-
ministrativo interpuesto contra la Resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Com-
petencia (la “CNMC”) de 23 de julio de 2015 en el expediente S/0482/13 Fabricantes Automóviles. 

El pronunciamiento sienta jurisprudencia en torno a los conceptos de infracción por objeto y de 
cártel. Señala que la calificación de un acuerdo de intercambio de información como infracción 
“por objeto” exige que resulte debidamente acreditado que tiene un grado suficiente de nocividad 
para la competencia mediante el examen de aspectos relevantes, de acuerdo con la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Considera que los intercambios de información sobre 
elementos que condicionan, integran o afectan de manera relevante a los precios, aunque no se 
refieren directamente a precios finales, constituyen una infracción por objeto y pueden ser con-
siderados como cártel. Por este motivo, rechaza el principal argumento del recurso de casación 
planteado.

Aún no se ha dictado sentencia sobre los recursos interpuestos por todos los fabricantes, pero 
es esperable un razonamiento similar del Alto Tribunal. El único recurso de casación sobre este 
expediente estimado por el Tribunal Supremo es el interpuesto por la CNMC contra la sentencia 
de la Audiencia Nacional que anuló la multa impuesta a Mazda Automóviles España, S.A. En su 
sentencia de 19 de mayo de 2021 (rec. de casación 3019/2020), el Tribunal Supremo concluyó 
que la Audiencia Nacional había concluido erróneamente (por una cuestión de redondeo) que la 
participación de Mazda en la infracción era “0,0%” y le ordenó retrotraer las actuaciones al mo-
mento inmediatamente anterior al de dictarse sentencia. 
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La Audiencia Nacional anula el acuerdo de incoación de la CNMC del expediente 
sancionador Residuos 2, por haberse pronunciado ya en sentencia firme sobre el 
fondo de la cuestión

Sentencia de la Audiencia Nacional de 13 de abril de 2021 en el recurso por el procedimiento 
especial para la protección de derechos fundamentales núm. 1/2018

La Audiencia Nacional ha estimado el recurso contencioso-administrativo por el procedimiento 
especial para la protección de los derechos fundamentales interpuesto por Cespa, Compañía Espa-
ñola de Servicios Públicos Auxiliares, y Cespa Gestión de Residuos, S.A. (conjuntamente “CESPA”) 
contra el acuerdo de incoación de 18 de abril de 2018 de la Dirección de Competencia de la CNMC. 

La Audiencia Nacional explica que mediante sentencia de 22 de febrero de 2018 (rec. núm 
115/2015) ya había anulado la primera resolución de la CNMC que imponía a las recurrentes una 
multa por los mismos hechos. La Sala recuerda que aquella sentencia es firme e hizo un pronun-
ciamiento sobre el fondo, ya que no había quedado acreditada la existencia de una infracción 
única y continuada. 

En consecuencia, la Audiencia Nacional concluye que solo procedía la ejecución de su sentencia 
firme sobre el fondo, sin que la CNMC pueda abrir un nuevo procedimiento sancionador contra 
CESPA por los mismos hechos.

2.	 Resoluciones y Decisiones sobre expedientes 
sancionadores

[Unión Europea]

La Comisión Europea determina que Bank of America, Natixis, Nomura, RBS (ahora 
NatWest), UBS, UniCredit y WestLB (ahora Portigon) participaron en un cártel en el 
mercado primario y secundario de bonos de Estado europeos

Decisión de la Comisión, de 20 de mayo de 2021, en el asunto 40324 - EGB

La Comisión comenzó la investigación en julio de 2015, después de que NatWest (entonces deno-
minado RBS) presentara una solicitud de clemencia. De este modo, la Comisión averiguó que el 
cártel fue ejecutado a través de un grupo de operadores de Bolsa que trabajaban en los respec-
tivos departamentos de eurobonos de los siete bancos implicados. Estos operadores mantenían 
conversaciones virtuales con regularidad a través de terminales de Bloomberg, en las que inter-
cambiaban información comercial sensible sobre los precios y volúmenes ofrecidos en el período 
previo a las subastas cuando los Estados miembros de la eurozona emitían bonos denominados 
en euros en el mercado primario, y sobre los parámetros de negociación en el mercado secunda-
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rio. La conducta se desarrolló entre 2007 y 2011 y afectó a todo el Espacio Económico Europeo 
(“EEE”).

La Comisión concluyó que el comportamiento de los siete bancos infringe las normas de la Unión 
Europea que prohíben las prácticas comerciales anticompetitivas, específicamente sobre colusión 
en materia de precios. El total de las multas impuestas por participar en el cártel asciende a un 
total de 371 millones de euros. Cuatro de los siete bancos involucrados en la realización de la con-
ducta anticompetitiva no tuvieron que afrontar el pago de una multa: NatWest, al beneficiarse del 
programa de clemencia; Bank of America y Natixis, pues sus infracciones habían prescrito; y, por 
último, Portigon, el sucesor de WestLB, recibió una multa de casi cinco millones de euros, pero fue 
reducida a cero porque la empresa no generó facturación en el último ejercicio fiscal. 

[España]

La CNMC se pronuncia sobre la eficacia de los programas de cumplimiento en mate-
ria de competencia como elemento de atenuación de responsabilidad 

Resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de 11 de mayo de 
2021 en el Expediente S/DC/0627/18, Consultoras

La CNMC ha sancionado a veintidós consultoras por un total de 5,87 millones de euros y a varios 
de sus directivos con multas totales de 439.000 euros tras concluir una investigación iniciada por 
la Autoridad Vasca de la Competencia.

En su Resolución, la CNMC considera acreditada la existencia de dos infracciones muy graves: un 
cártel de la red de colaboración norte desde marzo de 2009 hasta marzo de 2018 y un cártel na-
cional de julio de 2008 a enero de 2018. Las conductas sancionadas consistieron en la coordina-
ción de estrategias entre competidores mediante la presentación de ofertas de cobertura ficticias 
a las licitaciones convocadas para la prestación de servicios de consultoría. Dentro de cada red, 
las empresas participaban en la conducta con distinta intensidad por el número de licitaciones en 
las que se acredita su participación directa y por el papel de organizadoras de la conducta que 
tienen algunas de ellas. Esto se traduce en la existencia de distintos grados de responsabilidad de 
las entidades y, por tanto, en diferencias en las sanciones.

La CNMC acordó la reducción en un 40 % de las multas impuestas a una sociedad y a su directivo 
en atención a la solicitud de clemencia presentada por aquella una vez incoado el expediente san-
cionador. Adicionalmente, aplicó una reducción del 10 % de la sanción a otra sociedad como con-
secuencia de las actuaciones adoptadas en el marco de su programa de cumplimiento normativo y 
a su colaboración con la investigación de la CNMC. La autoridad de competencia también remitió a 
la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado copia de la Resolución a efectos de iniciar el 
procedimiento tendente a determinar la duración y alcance de la prohibición de contratar para las 
consultoras sancionadas, excepto para aquellas para las que la duración acreditada de la infrac-
ción no se extiende hasta el momento de entrada en vigor de la prohibición de contratar, para el 
solicitante de clemencia y para la empresa que probó la eficacia de su programa de cumplimiento. 
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La CNMC sanciona a una empresa de servicios funerarios por gun jumping

Resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de 18 de mayo de 
2021 en el Expediente SNC/DC/014/21, Funespaña.

La CNMC ha sancionado a Funespaña, S.A. (“Funespaña”) por ejecutar la adquisición de Funeraria 
Alianza Canaria (“Alianza Canaria”) sin notificar previamente la concentración a la CNMC.

Al adquirir el control exclusivo de Alianza Canaria, Funespaña consideró que el mercado geográ-
fico de la prestación de servicios de tanatorio comprendía toda la isla de Gran Canaria y toda la 
isla de Lanzarote. Basándose en esta asunción, Funespaña no notificó la operación. Sin embargo, 
la CNMC considera que la definición geográfica de mercado utilizada por Funespaña es excesi-
vamente amplia y se aparta de los precedentes de la CNMC. Sobre la base de estos precedentes, 
que consideran que el mercado de prestación de servicios de tanatorio tiene ámbito local, la ope-
ración superaba ampliamente los umbrales de cuota de mercado, lo que da lugar a la obligación 
de notificación.

La CNMC requirió a Funespaña la notificación de la operación de oficio y autorizó la concentración 
sin compromisos. No obstante, el expediente sancionador incoado para valorar la posible comi-
sión de una conducta de gun jumping ha concluido con una declaración de infracción grave de las 
normas de competencia y la imposición a Funespaña de una multa de 100.000 euros determi-
nada sobre el volumen de negocios de Funespaña, pero teniendo en cuenta también el volumen 
de negocios de Alianza Canaria en el mercado relevante a efectos de graduación de la sanción.

La CNMC impone sendas sanciones por el incumplimiento de los compromisos adop-
tados en el marco de dos expedientes de concentración

Resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de 20 de abril de 
2021 en el Expediente SNC/DC/044/19, Repsol

La CNMC ha sancionado a Repsol por el incumplimiento de dos compromisos derivados de la 
operación de concentración autorizada en 2014 por la cual Repsol adquirió control exclusivo de 
Petrocat. Los compromisos asumidos por Repsol consistían en garantizar que un volumen mínimo 
anual del aprovisionamiento de productos, gasolinas y gasóleos de Petrocat fuera suministrado 
por terceros operadores distintos de Repsol y en informar periódicamente a la CNMC del cumpli-
miento de la anterior obligación.

Repsol manifestó que no pudo cumplir con los compromisos asumidos por las siguientes razones: 
(i) la situación de insolvencia financiera de Petrocat, lo que motivó que los únicos suministradores 
de producto fueran sus dos accionistas (CEPSA y Repsol) antes de la operación de concentración; 
(ii) la pérdida de la capacidad negociadora de Petrocat y de sus contactos comerciales como con-
secuencia de la situación de insolvencia de esta compañía; (iii) las suspicacias de los potenciales 
suministradores una vez ejecutada la operación, que encontraban extraño que Petrocat quisiera 
suministrarse de terceros en lugar de hacerlo internamente; y (iv) las garantías de pago tan exi-
gentes requeridas por el tercero suministrador seleccionado.
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A pesar de las alegaciones formuladas por Repsol, la CNMC considera que Repsol es responsa-
ble del incumplimiento de los compromisos, habida cuenta de que los dos compromisos fueron 
ofrecidos por la propia Repsol, por lo que las posibles dificultades de aprovisionamiento ya eran 
conocidas por la compañía al tiempo de ofrecer los compromisos, y, además, Repsol disponía de 
medios para hacerlos frente. En todo caso, la CNMC recuerda que Repsol podía haber solicitado, 
en último término, una modificación de los compromisos. Respecto del compromiso de informar 
a la CNMC, Repsol conocía la fecha límite aplicable, que dejó trascurrir sin enviar la información. 
En consecuencia, la CNMC sanciona a Repsol con una multa de 850.000 euros. 

Resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de 25 de mayo de 
2021 en el Expediente SNC/DC/011/21, DISA

La CNMC ha sancionado a DISA Corporación Petrolífera, S.A. (“DISA”) con una multa de 1.000.000 
de euros por el incumplimiento de tres compromisos adoptados en la resolución de autorización 
de la operación de adquisición de control conjunto sobre Shell Aviation España, S.L. (“SAE”).

Los tres compromisos vulnerados imponían a DISA deberes de información pública (publicar y 
actualizar en su página web cierta información), así como de información a la CNMC (reportar a 
la CNMC información detallada). Estas medidas estaban destinadas a asegurar unas condiciones 
objetivas, transparentes y no discriminatorias en la prestación del servicio de transporte marítimo 
de combustible. 

A través de sus actuaciones de vigilancia, la Dirección de Competencia observó que DISA no había 
actualizado su página web para reflejar las condiciones favorables que otorgaba a su principal 
cliente, CEPSA, concediéndole descuentos del 20 % fuera de lo previsto en la información tarifaria 
de la web, ni había reportado a la CNMC la información a la que se había comprometido.

3.	 Decisiones en materia de control de concentraciones

[Unión Europea]

La Comisión Europea aprueba la adquisición de control exclusivo de Lotos por parte 
de PKN Orlen sujeta a compromisos

Decisión de la Comisión de 14 de julio de 2020, asunto M.9014 - PKN ORLEN / GRUPA 
LOTOS 

La Comisión Europea ha aprobado la adquisición de control exclusivo de Grupa Lotos Spółka 
Akcyjna (“Lotos”) por Polski Koncern Naftowy ORLEN Spółka Akcyjna (“PKN Orlen”) en segunda 
fase y sujeta a compromisos. La operación afecta a dos grandes empresas polacas integradas de 
petróleo y gas, propietarias de las dos únicas refinerías existentes en Polonia. Las actividades de 
las partes se solapan en varios países, pero los principales mercados afectados son Polonia y Re-
pública Checa.
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La Comisión Europea consideró que los términos en los que la operación había sido originalmen-
te planteada generaba problemas de competencia en los mercados de suministro (tanto a nivel 
mayorista como minorista) de carburantes para motores en Polonia, de suministro de combustible 
para aviones en Polonia y República Checa, y de suministro de productos relacionados con el pe-
tróleo, como diferentes tipos de betún, en Polonia.

Para abordar las preocupaciones de la Comisión, PKN Orlen ofreció un amplio paquete de com-
promisos que incluía tanto cambios estructurales (desinversiones, ventas de participaciones, etc.) 
como de comportamiento (p. ej., liberar capacidad de almacenamiento, construir una nueva ter-
minal de importación de combustible en un aeropuerto o poner a disposición de los competidores 
por medio de una licitación abierta anual determinadas toneladas de combustible para aviones). 
Tras varios análisis y revisiones de los compromisos inicialmente propuestos, la Comisión Europea 
consideró que la combinación de todos los compromisos finales ofrecidos por PKN Orlen permitía 
mantener en el nivel de competencia que ejercía Lotos antes de la transacción y aprobó la opera-
ción, sujeta al cumplimiento de los citados compromisos. 

[España]

La CNMC autoriza la fusión CaixaBank / Bankia sujeta a compromisos 

Resolución de la Sala de Competencia del Consejo de la CNMC, de 23 de marzo de 2021, 
e Informe y Propuesta de Resolución de la Dirección de Competencia en el Expediente 
C/1144/20, CaixaBank / Bankia

La CNMC ha autorizado con compromisos la fusión por absorción de Bankia, S.A. (entidad absor-
bida) por parte de CaixaBank, S.A. (entidad absorbente). La concentración afectaba principalmen-
te al mercado de banca minorista, de seguros y de cajeros automáticos. 

En relación con el mercado de banca minorista, la CNMC realizó un análisis exhaustivo de las cuo-
tas de mercado resultantes de la operación y del número de competidores, atendiendo a una di-
mensión geográfica del mercado correspondiente al código postal en el que se ubican las oficinas 
de las partes y, en aquellos códigos postales en los que la entidad resultante era la única entidad 
con presencia (veintiún códigos postales), estrechó la dimensión geográfica a una isócrona de 
1,5 km (que se corresponde con una distancia de veinte minutos a pie). Adicionalmente, la CNMC 
realizó un análisis del catálogo de los productos bancarios ofertados por las partes con la finalidad 
de comparar las comisiones asociadas a los productos. La razón que subyacía a este doble análisis 
consistía en analizar el posible riesgo de exclusión financiera (con especial énfasis en el medio 
rural) o empeoramiento de las condiciones comerciales que pudieran tener lugar tras la ejecución 
de la operación. 

En relación con el mercado de cajeros automáticos, la CNMC analizó en detalle la posible ruptura 
de los acuerdos suscritos entre Bankia y Euro6000 y Banco Sabadell, por un lado, y Bankia e ING, 
por otro, en la medida en que estas entidades financieras y sus clientes no podrían acceder gra-
tuitamente a la red de cajeros de Bankia. En cambio, la autoridad de competencia no llevó a cabo 
un análisis tan pormenorizado del mercado de seguros.
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La CNMC consideró que el riesgo de exclusión financiera y de empeoramiento de las condiciones 
comerciales y el acceso a la red de cajeros de Bankia podrían generar un riesgo para la competen-
cia, por lo que exigió la adopción de los siguientes compromisos como condición para autorizar 
la operación: (i) el mantenimiento de las condiciones contractuales de los “clientes vulnerables” 
de Bankia por CaixaBank durante la vigencia de los compromisos; (ii) la comunicación de los 
cambios en las políticas de comisiones para los clientes de Bankia de manera transparente; (iii) 
el mantenimiento de las condiciones comerciales a los clientes de Bankia de los códigos postales 
de concentración elevada; (iv) el mantenimiento de la presencia física en aquellos municipios 
donde únicamente están presentes las partes; (v) el acceso transitorio al parque de cajeros de 
Bankia o, en su defecto, al más cercano de CaixaBank durante un periodo de dieciocho meses; y 
(vi) la desinversión de las participaciones excedentes de los límites estatutaria o parasocialmente 
establecidos y la obligación de no adquirir control negativo en alguna de las sociedades de pago 
como consecuencia de la operación. 
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1.	 Propiedad intelectual. Jurisprudencia

[España]

El Tribunal Supremo condena al Estado a abonar 57 millones de euros a las enti-
dades de gestión de derechos de propiedad intelectual por los perjuicios causados 
entre los años 2015 y 2017 por la ausencia de compensación equitativa por copia 
privada

Sentencias del Tribunal Supremo, Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo, de 12, 14 
y 16 de abril de 2021

El Tribunal Supremo (“TS”) ha estimado los recursos contencioso-administrativos interpuestos por 
Sociedad General de Autores y Editores (“SGAE”), Asociación de Gestión de Derechos Intelectua-
les (“AGEDI”), Asociación de Artistas Intérpretes o Ejecutantes, Sociedad de Gestión de España 
(“AIE”), y Artistas Intérpretes Entidad de Gestión de Derechos de Propiedad Intelectual (“AISGE”), 
frente a la desestimación por silencio administrativo negativo de la reclamación por responsa-
bilidad patrimonial de la Administración que esos entes interpusieron frente al Estado español 
por falta de adopción de las medidas necesarias para garantizar a los titulares de los derechos de 
propiedad intelectual la percepción de una compensación equitativa por copia privada durante los 
años 2015, 2016 y 2017. La reclamación fue fruto de la anulación, por la Sentencia de la Sala Ter-
cera del TS de 10 de noviembre de 2016, como consecuencia a su vez de la Sentencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea (“TJUE”) de 9 de junio de 2016, C-470, EGEDA (“STJUE EGEDA”), 
del sistema de compensación equitativa con cargo a los Presupuestos Generales del Estado articu-
lado a través del Real Decreto 1657/2012, de 7 de diciembre, por el que se regula el procedimiento 

*   Esta sección de Derecho Digital, en su parte de Propiedad Intelectual, ha sido coordinada por Agustín González García y Rafael Sánchez Aristi, y 
elaborada por Rafael Fernández Jordano, Antonio García Vázquez e Iciar Álvarez Bullain, del Área de Derecho Mercantil de Uría Menéndez (Madrid); en 
su parte de Comunicación y Entretenimiento, ha sido coordinada por Pablo González-Espejo y elaborada por José Javier Ariza Rossy e Iciar Álvarez Bullain, 
del Área de Derecho Mercantil de Uría Menéndez (Madrid); en su parte de Comercio Electrónico, Protección de Datos y Privacidad, ha sido coordinada por 
Leticia López-Lapuente y elaborada por Laia Reyes Rico, Ignacio Esteban Avendaño, Jose María Echave-Sustaeta Osuna y Rafael Abad Esteban, del Área 
de Derecho Mercantil de Uría Menéndez (Madrid); y, en su parte de Propiedad Industrial, Competencia Desleal y Derechos de imagen, ha sido coordinada 
por Carles Vendrell Cervantes y elaborada por Ana Ortega Redondo, Marc Calvo y Julia Gallel Moragues, del Área de Derecho Procesal de Uría Menéndez 
(Madrid y Barcelona).
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de pago de la compensación equitativa por copia privada con cargo a los Presupuestos Generales 
del Estado (“RD 1657/2012”).

Las tres sentencias ahora reseñadas (las “Sentencias”) recuerdan que el TS ya rechazó que hu-
biera responsabilidad patrimonial de la Administración en relación con los primeros ejercicios en 
los que el sistema desarrollado por el RD 1657/2012 estuvo en vigor y se llevó a efecto, aunque 
aclaran a continuación que eso no significa que estemos ante una situación de cosa juzgada ma-
terial, por cuanto en este supuesto el objeto de la reclamación no es el resultado de la aplicación 
del RD 1657/2012, sino la falta de adopción de medidas normativas necesarias para garantizar la 
percepción de esa compensación una vez que dicha norma fue declarada contraria al derecho de 
la Unión.

A continuación, las Sentencias recuerdan que la determinación de responsabilidad patrimonial de 
la Administración ha de deducirse a partir de la concurrencia de tres presupuestos: la existencia 
de un daño, la existencia de una infracción suficientemente caracterizada y el nexo de causalidad 
entre ellos. 

Respecto de la existencia de daño, las Sentencias declaran que este se identificaría con las canti-
dades dejadas de percibir por parte de los titulares de derechos vinculados a las entidades recu-
rrentes, por lo que tal requisito debe tenerse por cumplido. Para ello se parte de que la Directiva 
2001/29 confiere derechos a los particulares, pues, por aplicación de esta, las recurrentes y sus 
asociados cuentan con el derecho a que el Estado miembro regule y establezca, de forma explícita, 
un sistema (esto es, la forma, las modalidades de financiación y percepción, así como la cuantía) 
de la compensación equitativa por copia privada, con el que se alcance y consiga su percepción 
efectiva.

En cuanto a la infracción suficientemente caracterizada, no requiere la producción de una activi-
dad positiva del legislador, ya que también una omisión de aquello a lo que viene obligado puede 
colmar tal requisito. En el caso, el TS aprecia que la inactividad producida equivale a una infrac-
ción suficientemente caracterizada, y ello a partir de los siguientes tres argumentos:

i.	 La norma infringida (el artículo 5.2 de la Directiva 2001/29/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 22 de mayo de 2001) resulta clara, precisa e inequívoca en cuanto al 
reconocimiento del derecho a una compensación equitativa con la finalidad de compensar 
los perjuicios derivados de las reproducciones realizadas al amparo del límite de copia 
privada.

ii.	 El precepto no deja margen de apreciación a las autoridades nacionales sobre la existencia 
del deber de compensar en caso de prever la existencia del límite. 

iii.	 La infracción no puede considerarse consecuencia de un error, por la claridad de la ju-
risprudencia del TJUE en sus sentencias de 21 de octubre de 2010 (C467/08), Padawan 
(“STJUE Padawan”), y de 11 de julio de 2013 (C- 521/11), Amazon.com International Sales 
y otros (“STJUE Amazon Sales”), y la propia STJUE EGEDA, respecto a la obligación de ga-
rantizar dicha compensación.
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Por último, las Sentencias creen que existe relación de causalidad directa entre el incumplimiento 
por el legislador español de la obligación de proveer un mecanismo con el que compensar los 
perjuicios ligados al límite de copia privada y el daño sufrido por las recurrentes y los asociados a 
los que representan.

Una vez declarada la existencia de responsabilidad patrimonial por parte del Estado, el TS lleva a 
cabo la determinación del perjuicio causado, que fija en 20.000.000 € para 2015, 22.500.00 € 
para 2016 y 14.520.548 € para 2017. Aunque a las Sentencias no trasciende el cálculo preciso para 
alcanzar estas cantidades, sí se indican algunas bases metodológicas. Así, la toma en consideración 
no solo de las cantidades fijadas en las Órdenes Ministeriales dictadas para los años 2012, 2013, 
2014 y 2015, por las que, sucesivamente, se determinaba la cuantía de la compensación equitativa 
por copia privada correspondiente a los expresados ejercicios (las “Órdenes”), sino también de los 
informes periciales aportados tanto por las partes como por la Administración al efecto de realizar 
la cuantificación, y los importes satisfechos desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 12/2017, 
de 3 de julio, por el que se modifica el Texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en cuanto al sistema de compensación 
equitativa por copia privada, habida cuenta de lo manifestado por el Consejo de Estado en sus 
informes, y sin perjuicio, además, de considerar la aplicación de la regla de minimis prevista en el 
art. 25.5.b) del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

En segundo lugar, las Sentencias proceden a la distribución, entre las tres modalidades de repro-
ducción, de las citadas cantidades anuales globales, de acuerdo con los criterios de las Órdenes, 
de tal forma que asignan un 25 % para la modalidad de reproducción de libros y publicaciones 
asimiladas, un 30 % para fonogramas y un 45 % para videogramas.

Por último, para la distribución entre los distintos acreedores dentro de cada modalidad de repro-
ducción, se sigue lo establecido en el artículo 4 del Real Decreto 1398/2018, de 23 de noviembre, 
por el que se desarrolla el artículo 25 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en cuanto al sistema de compensación 
equitativa por copia privada, con la salvedad de las normas de reparto establecidas para la com-
pensación por copia privada por fonogramas, en atención a la declaración de nulidad de pleno 
derecho de las reglas de distribución establecidas en ese apartado respecto de dicha modalidad 
conforme a la Sentencia del TS, de 30 de septiembre, que recupera la previa regla de reparto del 
50 % para los autores, el 25 % para los artistas intérpretes o ejecutantes y el 25 % para los produc-
tores, conforme al artículo 36.a) del Real Decreto 1434/1992, de 27 de noviembre, de desarrollo 
de los artículos 24, 25 y 140 de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual, en 
la versión dada a estos por la Ley 20/1992, de 7 de julio.

La falta de titularidad por el cedente sobre uno de los elementos descritos en un 
acuerdo de cesión de tecnología y que posibilita su funcionamiento permite la reso-
lución del contrato por incumplimiento 

Sentencia de la Audiencia Provincial de Santander (Sección 2.ª) de 28 de abril de 2021

La Audiencia Provincial de Santander revoca en parte la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia n.º 8 de Santander que había desestimado íntegramente la demanda presentada por ERGON 
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VENTURES S. de R.L. de C.V. —antes denominada FERROSITE MEXICO S. de R.L. de C.V.— (“Er-
gon”) contra FERROSITE S.L. (“Ferrosite”).

El litigio tenía como base el ejercicio de una acción de resolución por incumplimiento del contrato 
de cesión de uso de tecnología y suministro celebrado entre las partes. Por virtud de ese contrato, 
Ferrosite se obligaba frente a Ergon no solo a suministrarle ciertos componentes de equipos de 
conversión de motores de combustión (los “Equipos”), sino también a cederle los derechos de 
explotación necesarios para comercializar e instalar tales equipos, garantizando expresamente 
ser titular de los derechos de propiedad intelectual o industrial necesarios para ello. Como con-
secuencia del descubrimiento por Ergon de que Ferrosite no era la titular de los derechos de 
propiedad intelectual sobre la unidad de control electrónico (la “ECU”) y el software empleado 
para el control de los Equipos, elementos sin los que estos no funcionaban, se ejercitó la acción de 
resolución de la que trae causa el litigo.

Tras el análisis del mencionado contrato, la Audiencia llega a idéntica conclusión que Ergon, res-
pecto del objeto del contrato y su incumplimiento por Ferrosite.

En cuanto al objeto, concluye que este no abarcaba exclusivamente el suministro de los Equipos, 
sino que incluía la cesión en exclusiva de los derechos de propiedad intelectual necesarios para su 
explotación, pues así se refería expresamente en el contrato, en el que se fijaban, de hecho, unas 
regalías a cambio de tal cesión mucho más elevadas que el mero precio de las unidades de los 
Equipos suministradas. 

Respecto de la falta de titularidad de los derechos de propiedad intelectual e industrial por Ferro-
site sobre la ECU y el software, la Audiencia concluye que ello no es identificable con la titularidad 
sobre las unidades físicas de esa ECU, como soportes de uno y otro, y señala que en los contratos 
suscritos por Ferrosite con el titular originario de los derechos sobre ellos no se explicitaba tal 
cesión.

Así, determinándose que la cesión de los derechos de propiedad intelectual e industrial sobre la 
ECU y el software eran necesarios para la explotación en los términos pretendidos de los Equipos 
y, por tanto, parte esencial del objeto del contrato, la Audiencia declara el consiguiente incum-
plimiento por parte de Ferrosite, al que condena a indemnizar a la demandante no solo en las 
regalías pagadas, sino también en el daño emergente producido por dicho incumplimiento, que 
identifica con los gastos incurridos para el desarrollo de la explotación de los Equipos. La Au-
diencia excluye, en cambio, la indemnización del lucro cesante solicitado por Ergon, dado que la 
actora únicamente acreditó cuáles eran sus expectativas de ganancias, que estaban sometidas a 
condicionantes diversos.
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2.	 Comunicación y entretenimiento. Legislación

[España]

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital somete a audiencia 
pública el proyecto de orden por el que se aprueba el nuevo Cuadro Nacional de 
Atribución de Frecuencias

Proyecto de Orden ETD/- - -/2021, por la que se aprueba el Cuadro Nacional de Atribución 
de Frecuencias

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital ha sometido a audiencia pública el 
proyecto de Orden Ministerial por la que se modifica el Cuadro Nacional de Atribución de Fre-
cuencias (“CNAF”), marco regulatorio que establece el uso para el que está reservado cada una 
de las bandas de frecuencia en las que se divide el espectro radioeléctrico.

Las modificaciones propuestas afectan a las condiciones de uso de diferentes bandas de frecuen-
cia, entre ellas las condiciones técnicas armonizadas para 5G de la banda de 26 GHz; las aplicacio-
nes relacionadas con la seguridad de los sistemas de transporte inteligentes; el sistema de infor-
mación de tráfico; las aplicaciones de bucle inductivo, y las aplicaciones para implantes médicos. 

El nuevo CNAF recoge también las necesidades derivadas de la industria española, por lo que, tras 
la consulta pública celebrada el pasado mes de marzo, se ha incluido la habilitación de 20 MHz 
en la banda 2300-2400 MHz para redes de comunicaciones móviles de banda ancha en régimen 
de autoprestación. Esto permitirá a las empresas disponer de espectro para aplicaciones propias, 
entre ellas aplicaciones industriales. 

La incorporación de estas modificaciones facilitará, asimismo, la aplicación de tecnologías de co-
municación inalámbricas en la implementación del Plan para la Conectividad y la Estrategia de 
impulso de la Tecnología 5G presentadas por el Gobierno en diciembre de 2020.

El principal objetivo del nuevo CNAF es la incorporación a la regulación nacional de los acuerdos 
registrados en la última Conferencia Mundial de Radiocomunicaciones de la Unión Internacional 
de Telecomunicaciones, que se celebró a finales de 2019. Asimismo, se incorporan Decisiones de 
Ejecución de la Comisión Europea y Decisiones de la Conferencia Europea Postal y de Telecomu-
nicaciones, relativas al espectro radioeléctrico.

Dada la amplitud de las modificaciones que se han producido, resulta aconsejable aprobar un 
nuevo CNAF que sustituya al hasta ahora vigente, y no una mera modificación como se acometió 
en julio de 2020. La audiencia pública del nuevo CNAF estará abierta hasta el 13 de mayo de 2021.
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Se modifica el artículo 64.2 de la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomu-
nicaciones ampliando la duración de los títulos habilitantes del uso del dominio pú-
blico radioeléctrico con limitación de número a un mínimo de veinte años renovable 
por otros veinte

Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la Unión Europea 
en las materias de competencia, prevención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, 
telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y reparación de daños medioambien-
tales, desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios transnacionales y defen-
sa de los consumidores

A través del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril (“RD 7/2021”), se modifica el artículo 64.2 de 
la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones (“LGT”), en relación con la duración 
de los títulos habilitantes del uso del dominio público radioeléctrico con limitación de número. De 
este modo, el plazo de la concesión se fija en al menos veinte años, con la posibilidad de estable-
cer prórrogas de un mínimo de cinco años y un máximo de veinte.

La ampliación de la duración se adopta para transponer el artículo 49.2 de la Directiva (UE) 
2018/1972, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, dirigida a aumen-
tar la previsibilidad de las inversiones para contribuir a un despliegue más rápido de las redes y 
a mejores servicios, a garantizar la estabilidad para apoyar el comercio y el alquiler del espectro 
radioeléctrico, así como a permitir la recuperación de las inversiones realizadas.

La razón principal para incluir esta medida en el RD 7/2021, y no esperar a la aprobación de la 
nueva Ley General de Telecomunicaciones, radica en la inminente convocatoria de la licitación de 
concesiones demaniales para uso del dominio público radioeléctrico en la banda de frecuencias 
de 700MHz. Esta banda constituye una de las bandas prioritarias para la implantación definitiva 
de la tecnología 5G y, de no modificar el artículo 64.2 LGT, la duración máxima para las conce-
siones demaniales en la banda de 700 MHz sería de veinte años, sin posibilidad de prórrogas o 
renovaciones.

3.	 Comunicación y entretenimiento. Jurisprudencia

[España]

Un juez de lo mercantil adopta medidas cautelares por las que prohíbe a la UEFA, a 
la FIFA y a todas sus federaciones o ligas asociadas adoptar medidas contra la puesta 
en marcha de la Superliga e imponer medidas disciplinarias contra los clubes fun-
dadores

Auto del Juzgado de lo Mercantil n.º 17 de Madrid, de 20 de abril de 2021
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El Juzgado de lo Mercantil n.º 17 de Madrid ha estimado la solicitud de medidas cautelares inau-
dita parte presentada por Superleague Company, S.L. (“Superleague”) para impedir que la FIFA, 
la UEFA y todas sus federaciones o ligas asociadas adopten medidas que impidan o dificulten la 
preparación y puesta en marcha de la Superliga Europea de Fútbol (“Superliga”) e impongan 
medidas disciplinarias o sancionadoras a los clubes y/o jugadores que participen en la creación o 
preparación de la Superliga.

En primer lugar, el juez de lo mercantil afirma en el auto que existe apariencia de buen derecho 
en torno a las acciones ejercitadas por la Superliga al amparo del artículo 101 TFUE, por vulnera-
ción de la libre competencia por parte de la UEFA y la FIFA, y del artículo 102 TFUE por el abuso 
de posición de dominio ejercido por la FIFA y la UEFA en el mercado interior de organización de 
competiciones de fútbol.

Según el juez, existe apariencia de buen derecho de que la FIFA y la UEFA habrían abusado de su 
posición de dominio, restringiendo la competencia en el mercado interior. Ello porque los esta-
tutos de estos organismos someten a su autorización discrecional la creación de competiciones 
deportivas alternativas y, teniendo en cuenta el monopolio de la UEFA y la FIFA en la gestión en 
exclusiva de los rendimientos económicos derivados de la organización de las competiciones, am-
bas tienen un interés claro en denegar la creación de otras competiciones.

En segundo lugar, el juez considera que existe peligro de mora procesal, dado que durante la pen-
dencia del proceso la FIFA y la UEFA podrían adoptar medidas disciplinarias que provocarían que 
la Superliga no pudiese ponerse en marcha, lo que comprometería gravemente su financiación y 
causaría un perjuicio irreparable a los clubes y jugadores llamados a participar en ella. 

Además, las medidas cautelares se adoptan inaudita parte, concurriendo razones de urgencia, 
con base en (i) el anuncio público sobre la inminente adopción de medidas sancionadoras, que 
podrían afectar a las semifinales de la edición 2020/2021 de la UEFA Champions League, en la 
que participarían tres de los clubes fundadores de la Superliga; y (ii) el hecho de que FIFA y UEFA 
tienen sus domicilios en el extranjero, por lo que es necesario acudir al auxilio internacional para 
notificar el presente procedimiento, con la consiguiente mayor dilación.

La Audiencia Provincial de Lleida considera que la firma de un contrato mediante 
DocuSign no se puede considerar una firma electrónica por no contar con un certi-
ficado reconocido

Sentencia de la Audiencia Provincial de Lleida (Sección Civil) de 29 de enero 2021

La Audiencia Provincial (“AP”) estima el recurso de apelación que alegaba error en la valoración 
de la prueba en relación con la firma de un contrato mediante la plataforma DocuSign, una pla-
taforma de firma electrónica que permite enviar y firmar los documentos electrónicamente. En el 
recurso, la parte recurrente alegó que no se trataba de una firma electrónica, sino de una firma 
manual y falsificada. 
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Así pues, la controversia se centra en determinar si la firma efectuada mediante DocuSign puede 
ser considerada o no firma electrónica y, en su caso, si es correcta y si puede afirmarse que la 
realizó la apelante.

En relación con si es o no firma electrónica, la AP recuerda que la operativa de la entidad consiste 
en mandar el documento a un correo y que este se devuelva firmado, pero sin existir ninguna 
acreditación de quién lo firma, pues la firma es manual autografiada y no basada en un certificado 
digital de firma personal. Siendo así, la AP considera que no se trata de una firma propiamente 
electrónica, en la medida en que no se aplica el párrafo 3 del artículo 236 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil (“LEC”) en relación con el artículo 3 de la Ley de Firma Electrónica: “Se considera 
firma electrónica reconocida la firma electrónica avanzada basada en certificado reconocido y gene-
rada mediante un dispositivo seguro de creación de firma electrónica”.

En cuanto a la acreditación de que la firmante fuera la demandada, la AP considera que la firma 
no ha sido reconocida. Para ello se refiere a la regulación del artículo 326.2 LEC, que prevé que, 
cuando se impugne la autenticidad de un documento privado, el que lo haya presentado podrá 
pedir el cotejo pericial de letras o proponer cualquier otro medio de prueba, y cuando no se pu-
diera deducir su autenticidad o no se hubiera propuesto prueba alguna, el tribunal debe valorarlo 
conforme a la sana crítica. En el presente caso, dado que la parte que presentó el documento 
impugnado no propuso medio de prueba alguno, aun contando con el DNI de la firmante, es 
necesario recurrir a la sana crítica. Pues bien, la AP no considera suficiente el hecho de que dos 
días después de que se firmara electrónicamente el contrato, se ingresara en una cuenta de la que 
son cotitulares los cónyuges el dinero que se reclama y, por tanto, la AP no considera probada la 
firma del contrato. 

El Tribunal Supremo considera que las limitaciones para la potestad tributaria de los 
Estados miembros que se derivan de los artículos 12 y 13 de la Directiva 2002/20/CE 
no rigen para las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del do-
minio público local exigidas a las compañías que actúan en el sector de la telefonía 
fija y servicios de internet

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 26 de abril 2021

El Tribunal Supremo (“TS”) declara haber lugar al recurso de casación interpuesto por el Ayun-
tamiento de Pamplona contra la sentencia de 15 de noviembre de 2016 dictada por el Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra (“TSJ”). 

El conflicto surge a partir de la solicitud de rectificación de la autoliquidación de Orange en la que 
alegaba que la Tasa por Ocupación de Dominio Público Local solo era exigible a los titulares de 
las redes de telefonía fija y que, de otra manera, cualquier norma local, estatal o autonómica que 
permita la fijación de un gravamen a las compañías de telefonía fija o móvil que no sean titulares 
de instalaciones debe ser declarada contraria a derecho comunitario, en concreto, al artículo 13 
de la Directiva 2002/20/CE (la “Directiva Autorización”).
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La directora de Hacienda del Ayuntamiento de Pamplona desestimó la solicitud, ante lo que Oran-
ge presentó recurso contencioso-administrativo que también fue desestimado. Posteriormente, se 
elevó la cuestión al TSJ, que dictó sentencia estimatoria parcial al considerar sometidos los servi-
cios de telefonía fija e internet a las previsiones de los artículos 12 y 13 de la Directiva Autorización. 
Frente a esta decisión, el Ayuntamiento de Pamplona solicitó que se casara y anulara la sentencia 
de apelación, y que se confirmara la validez del artículo 5.1 de la Ordenanza Fiscal n.º 22 del 
Ayuntamiento de Pamplona (la “Ordenanza”) y la resolución municipal de 6 de febrero de 2015. 

El recurso fue suspendido por la presentación de la cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea (“TJUE”) para que resolviera sobre las siguientes cuestiones: (i) si la Directiva 
de Autorización resultaba de aplicación a las empresas prestadoras de servicios de telefonía fija e 
internet; y (ii) si de aplicar sus artículos 12 y 13, se permite a los Estados miembros imponer una 
tasa o canon cuantificados exclusivamente en atención a los ingresos brutos obtenidos anual-
mente por la empresa con ocasión de la prestación del servicio de telefonía fija e internet en el 
territorio correspondiente. 

En su sentencia de 27 de enero de 2021, Orange, C-764/18 (“STJUE Orange”), el TJUE responde 
a la primera cuestión afirmativamente y declara que la Directiva Autorización no distingue, al ob-
jeto de definir el concepto de servicios de comunicaciones electrónicas, entre servicios de telefonía 
fija o móvil, concepto que es aplicable a ambos. En cuanto a la segunda cuestión, concluye que 
la tasa por aprovechamiento del dominio público no está incluida en el ámbito de aplicación de 
los artículos 12 y 13. En relación con el artículo 12, porque la tasa no tiene por objeto cubrir los 
gastos administrativos globales relativos a las actividades de la autoridad nacional de reglamen-
tación. Con respecto a la interpretación del artículo 13, considera que el ámbito de la tasa no se 
limita a operadores que suministran redes y servicios de comunicaciones electrónicas ni prevé 
que sea necesario determinar la persona física o jurídica que ha instalados las infraestructuras. 
Así pues, no puede considerarse que la tasa por aprovechamiento de dominio público, impuesta 
por la Ordenanza, se aplique a las empresas que suministran redes y servicios de comunicaciones 
electrónicas como contrapartida al derecho de instalar recursos en el sentido del artículo 13 de la 
Directiva Autorización. 

Aunque el TJUE no se pronuncia expresamente sobre la conformidad al derecho europeo de esa 
tasa cuando se exige a prestadores de servicios que no son propietarios de las infraestructuras o 
de redes necesarias ni sobre la cuantificación de la tasa, el TS sí emite sus apreciaciones al respec-
to. En cuanto al primer punto, el TS considera que de la lectura de la sentencia se puede estimar 
que el TJUE no tiene reproche jurídico frente a esta posibilidad. En relación con el segundo punto, 
el TS defiende que si el TJUE ha considerado que la tasa no se opone al derecho europeo, el de-
bate sobre su cuantificación es una cuestión de ajuste al derecho interno.

Así pues, el TS fija la siguiente doctrina: las limitaciones para la potestad tributaria de los Estados 
miembros que se derivan de los artículos 12 y 13 de la Directiva Autorización, tal y como han sido 
interpretados por la STJUE Orange, no rigen para las tasas por utilización privativa o aprovecha-
miento especial del dominio público local exigidas a las compañías que actúan en el sector de 
la telefonía fija y servicios de internet, tanto si estas son titulares de las redes o infraestructuras 
utilizadas como si son titulares de un derecho de uso, acceso o interconexión referido a esas redes 
o infraestructuras.
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4.	Comercio electrónico, protección de datos  
y privacidad. Legislación

[Europa]

La Comisión Europea publica la propuesta de Reglamento por el que se establecen 
normas armonizadas en materia de inteligencia artificial

Propuesta de Reglamento por el que se establecen normas armonizadas en materia de inte-
ligencia artificial (COM/2021/206 final)

El pasado 21 de abril de 2021, se publicó la Propuesta de Reglamento europeo por el que se esta-
blecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial (la “Propuesta de Reglamento”), 
cuya finalidad es establecer un marco jurídico uniforme en el del mercado interior en relación 
con la inteligencia artificial (la “IA”) con un doble objetivo: (i) fomentar el desarrollo, el uso y la 
adopción de la IA en el mercado interior, y (ii) que, al mismo tiempo, cumpla con un alto nivel de 
protección de los intereses públicos.

La Propuesta de Reglamento sigue un planteamiento basado en el riesgo y distingue cuatro cate-
gorías de riesgos:

i.	 Riesgo inadmisible: las prácticas de IA consideradas de riesgo inadmisible se prohíben 
al considerarse contrarias a los valores de la Unión Europea. Entre ellas, cabe destacar 
aquellas prácticas que tienen un gran potencial para manipular a las personas mediante 
técnicas subliminales que trasciendan su consciencia o las que aprovechan las carencias de 
grupos vulnerables.

ii.	 Alto riesgo: los sistemas de IA de alto riesgo no se prohíben, pero se someten a ciertas 
obligaciones que garanticen su seguridad, como la obligación de obtener una evaluación 
de conformidad ex ante o la exigencia de que su utilización esté sujeta a supervisión hu-
mana. La Propuesta de Reglamento cita, entre otros, los sistemas de IA destinados a la 
identificación biométrica y categorización de personas físicas.

iii.	 Riesgo limitado: se definen como aquellos sistemas de IA con obligaciones específicas de 
transparencia, dado que se debe informar sobre su utilización con el objetivo de que los 
usuarios sean conscientes de que están interactuando con una máquina.

iv.	 Riesgo mínimo: la Propuesta de Reglamento no impone obligaciones específicas sobre 
estos sistemas de IA. De acuerdo con la Comisión Europea, los proveedores de estos sis-
temas pueden, con carácter voluntario, optar por aplicar los requisitos de una IA digna de 
confianza y adherirse a códigos de conducta.
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La Propuesta de Reglamento incluye medidas de apoyo a la innovación, entre las que destacan los 
espacios controlados para desarrollar, probar y validar los sistemas de IA antes de su introducción 
en el mercado. Asimismo, la Propuesta de Reglamento recoge sanciones por la infracción de sus 
disposiciones, cuya cuantía puede ascender a 30 millones de euros o, si el infractor es una empre-
sa, hasta el 6 % del volumen de negocio total anual, si esta cuantía fuese superior.

La Comisión Europea publica una nueva versión de las cláusulas contractuales tipo 
para las transferencias internacionales de datos a terceros países y unas cláusulas 
contractuales tipo de encargo de tratamiento entre responsables y encargados

Decisión de Ejecución (UE) 2021/914 de la Comisión, de 4 de junio de 2021, relativa a las 
cláusulas contractuales tipo para la transferencia de datos personales a terceros países; y 
Decisión de Ejecución (UE) 2021/915 de la Comisión, de 4 de junio de 2021, relativa a las 
cláusulas contractuales tipo entre responsables y encargados bajo el artículo 28.7 del Regla-
mento (UE) 2016/679 y el artículo 29 (7) del Reglamento (UE) 2018/1725 (DOUE de 7 de 
junio de 2021)

La Comisión Europea ha publicado una nueva versión de las cláusulas contractuales tipo para 
las transferencias internacionales de datos. Esta Decisión sustituye a las anteriores cláusulas con-
tractuales tipo para las transferencias internacionales de datos, que fueron aprobadas en 2010 y 
que se basaban en la Directiva 95/46/CE relativa a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, derogada con 
la entrada en vigor del RGPD.

Según indica la propia Decisión, se concede un período de hasta dieciocho meses en el que los 
exportadores e importadores de datos podrán seguir aplicando las cláusulas anteriores, siempre 
que las operaciones de tratamiento que sean objeto del contrato permanezcan inalteradas y que 
las cláusulas garanticen que la transferencia de datos personales está sujeta a garantías adecua-
das. Una vez transcurrido este plazo se deberán utilizar las cláusulas contractuales tipo que regula 
esta nueva Decisión.

La gran novedad de estas cláusulas contractuales tipo es que diferencian entre los cuatro supues-
tos que se pueden dar en materia de transferencias internacionales de datos y están configuradas 
en cuatro módulos: responsable a responsable, responsable a encargado, encargado a encargado 
y encargado a responsable. Si bien con carácter general las cláusulas son comunes en los cuatro 
supuestos, a través de los distintos módulos se pretende regular de manera específica cada trans-
ferencia de datos en función del papel que asumen el importador y el exportador de datos. 

Adicionalmente, la Comisión Europea también ha publicado unas cláusulas contractuales tipo para 
su uso entre encargados y responsables del tratamiento en los contratos en que un encargado 
vaya a tratar datos por cuenta de un responsable con arreglo al contenido mínimo exigido por la 
normativa.
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5.	Comercio electrónico, protección de datos  
y privacidad. Otros

[España]

La Agencia Española de Protección de Datos publica su Memoria de 2020

Memoria de la Agencia Española de Protección de Datos de 2020

El pasado mes de abril de 2021, la Agencia Española de Protección de Datos (la “AEPD”) publicó 
su Memoria del año 2020 (la “Memoria”). En su Memoria, la AEPD destaca como principal hito 
el impacto de la pandemia causada por la COVID-19 en su actividad, especialmente por la res-
puesta que la AEPD ha tenido que dar a las consultas referidas al tratamiento de datos de la salud. 
Al respecto, la AEPD recuerda —entre varias cuestiones— que, si bien la toma de temperatura 
para el control de la epidemia en el entorno laboral puede ser conforme con el Reglamento (UE) 
2016/179 (“RGPD”) en algunos casos, la información sobre la COVID-19 y la existencia de anti-
cuerpos en un candidato no es conforme con la normativa de protección de datos. 

Asimismo, la Memoria destaca la importancia del Canal Prioritario, un portal de la AEPD dirigido 
a procurar una atención urgente en caso de difusión ilegítima en internet de contenidos sensibles, 
así como del Canal Joven, donde una gran parte de las consultas planteadas durante el año 2020 
se han referido a los problemas derivados de la necesidad de realizar clases y exámenes en línea.

La AEPD también destaca la importancia de su labor institucional, especialmente por su participa-
ción en el Comité Europeo de Protección de Datos (el “CEPD”). Respecto a este último, la AEPD 
destaca, entre otras, sus Directrices sobre las transferencias de datos personales entre autoridades y 
organismos del Espacio Económico Europeo a los no pertenecientes a este Espacio, así como su De-
claración sobre la Sentencia Schrems II, en la que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea inva-
lidó la Decisión de Ejecución (UE) 2016/1250, también conocida como el “Escudo de Privacidad”.

Finalmente, la AEPD ofrece algunas cifras relativas a su labor supervisora y señala, entre otros nú-
meros, que en 2020 se presentaron 11.215 reclamaciones si se incluyen los casos transfronterizos, 
los casos en los que la Agencia actúa por iniciativa propia y las quiebras de seguridad trasladadas 
al departamento de inspección. La AEPD también indica que en 2020 dictó 393 resoluciones san-
cionadoras, aunque solo se impusieron sanciones económicas en menos de la mitad de ellas (172). 
En cuanto a los procedimientos ante la jurisdicción contencioso-administrativa, la Memoria indica 
que el 73 % de los que se plantearon ante la Audiencia Nacional concluyeron con sentencia des-
estimatoria o de inadmisibilidad, mientras que respecto a sus actuaciones en el Tribunal Supremo 
el porcentaje favorable a la AEPD fue del 95 %.
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La AEPD publica la guía sobre protección de datos y relaciones laborales

Guía de la AEPD sobre protección de datos y relaciones laborales de 18 de mayo de 2021

El 18 de mayo de 2021, la AEPD publicó la guía sobre protección de datos y relaciones laborales. 
Esta guía ha sido elaborada por la AEPD con la participación tanto del Ministerio del Trabajo y Eco-
nomía Social como de la patronal y organizaciones sindicales, y sirve como herramienta práctica 
de ayuda a las organizaciones públicas y privadas para un adecuado cumplimiento del RGPD y de 
la Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos y garantía de los derechos digitales (“LOPDGDD”) 
en lo referente a los derechos de las personas trabajadoras relativos a la recogida y el uso de sus 
datos por parte de las empresas. 

La guía aborda de forma sistemática y comprensiva las principales cuestiones de protección de 
datos personales que surgen para las empresas desde el inicio hasta el fin de su relación con las 
personas trabajadoras, así como la posición e interpretación de la AEPD respecto de cada una de 
ellas. Entre los distintos aspectos que analiza, destacan algunos por su tratamiento novedoso.

En lo que respecta a las bases de legitimación de la empresa para el tratamiento de los datos per-
sonales de los trabajadores, la guía señala que el consentimiento es insuficiente cuando se da una 
relación de desequilibrio de fuerzas, caso en el que se deben buscar otras bases de legitimación 
aplicables, como el interés legítimo empresarial. 

También hace referencia al tratamiento de datos entre empresas del grupo, remarcando que no 
sería acorde a derecho una organización interna de un grupo empresarial que centralice la infor-
mación de todos los empleados en un solo fichero gestionado de forma indistinta y sin medidas 
de seguridad (p. ej., controles y limitaciones de acceso).

Otra cuestión que trata la guía es la monitorización de datos de salud a través de dispositivos 
inteligentes (wearables), que la AEPD confirma que, a menos que esté establecida por ley o regla-
mentariamente, está prohibida por los siguientes motivos: (i) no se enmarca en la vigilancia de la 
salud; (ii) supone el tratamiento de datos de salud sin una base jurídica (una vez más, se reconoce 
la imposibilidad de solicitar el consentimiento del trabajador, puesto que este no sería libre para 
prestarlo); (iii) su finalidad es ilegítima; y (iv) vulnera el principio de proporcionalidad.

En cuanto a los sistemas de denuncias internas (whistleblowing), la guía hace referencia a los 
deberes de conservación y supresión de estos datos en virtud del artículo 24 de la LOPDGDD, 
aunque no aborda ni aclara del todo algunas de las cuestiones relativas a la conservación de esta 
información que se dan en la práctica de las empresas, especialmente en relación con los deberes 
de supresión que plantea la normativa de protección de datos frente a la conservación requerida 
para garantizar el cumplimiento de los programas de cumplimiento normativo y prevención de 
responsabilidades penales.
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La AEPD publica una nueva versión de su guía para notificar brechas de datos  
personales

Guía de la AEPD para la notificación de brechas de datos personales de 25 de mayo de 2021

El 25 de mayo de 2021, la AEPD publicó la actualización de su guía para la notificación de brechas 
de datos personales que publicó en 2018, cuando empezó a aplicarse el RGPD. Esta actualización 
incluye la experiencia recogida estos años, junto con los criterios establecidos por el CEPD. 

El principal propósito de esta actualización es facilitar el cumplimiento de la notificación de la 
brecha, garantizando así la protección efectiva de los derechos y libertades de las personas. Por 
esta razón, mientras que la guía anterior centraba sus indicaciones en la preparación y respuesta a 
la brecha de seguridad mediante la detección, identificación y clasificación de la brecha, la nueva 
guía concentra su contenido en torno a la notificación. De esta manera, desarrolla extensamente 
el contenido de la notificación a la AEPD explicando el régimen sancionador ante el incumpli-
miento de esta obligación, realiza un análisis en mayor profundidad de la necesidad de notificar 
a los afectados por la brecha y orienta sobre algunos plazos que el RGPD deja abiertos, como la 
notificación de una brecha de seguridad a las personas cuyos datos se han visto afectados o la 
notificación del encargado al responsable del tratamiento (72 horas, plazo no indicado en la guía 
anterior). 

Respecto de las herramientas que ofrece, si bien esta guía no presenta un ejemplo ilustrativo de 
la toma de decisiones relacionada con la notificación a la autoridad de control como sí hacía la 
anterior, proporciona una herramienta útil sobre la necesidad de notificar al interesado cuyos 
datos pueden haberse visto afectados por la brecha. Esta herramienta es un formulario que ayuda 
al responsable de manera orientativa, pero seguirá siendo él quien decida si notificará o no a los 
interesados.

La AEPD sanciona a un grupo societario del sector energético con 3 millones de 
euros por deficiencias en el deber de información en la contratación en virtud del 
artículo 13 del RGPD y en el mecanismo de contratación a través de representante 
por vulneración del artículo 25 del RGPD de la protección de datos desde el diseño 

Resoluciones de la AEPD en los procedimientos sancionadores n.º PS/00236/2020 y n.º 
PS/00037/2020

La AEPD publicó el 4 de mayo de 2021 sendas resoluciones sancionadoras a dos empresas de 
un grupo societario del sector energético por incumplimientos del deber de información en el 
proceso de contratación y por la falta de garantías del mecanismo de contratación a través de re-
presentante. La AEPD sanciona a cada una de las entidades del grupo por infracción del deber de 
informar recogido en el artículo 13 del RGPD por valor de 1.000.000 de euros y por infracción de 
la protección de datos desde el diseño recogida en el artículo del 25 RGPD por valor de 500.000 
euros, con una cuantía total de 1.500.000 de euros a cada una de las entidades.
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Por un lado, en cuanto a la infracción del deber de información sobre el tratamiento de datos per-
sonales, la AEPD señala que la información que se pone a disposición de los clientes al contratar 
por vía telefónica no se adecúa a los requisitos de la normativa de protección de datos. La AEPD 
considera que, si bien la información se organiza en diferentes capas informativas, estas capas 
ofrecen una información fragmentada, dispersa e incompleta, pues el interesado debe acudir a 
diferentes locuciones y a la política de privacidad de la página web para acceder a la información 
completa. Asimismo, la AEPD destaca deficiencias a la hora de informar a los interesados en las 
condiciones generales y la política de privacidad y, entre otros, considera que (i) no se identifica 
al responsable del tratamiento al no quedar clara la entidad con la que se contrata el suministro 
de luz y/o gas; (ii) no se identifican las bases jurídicas que se aplican a las distintas finalidades del 
tratamiento; y (iii) se informa sobre los derechos de los interesados de forma genérica, sin adaptar 
la información a los tratamientos concretos y sin utilizar la terminología recogida en la normativa.

Por otro lado, en lo que respecta a la vulneración del artículo del 25 RGPD, relativo a la protec-
ción de datos desde el diseño y por defecto, la AEPD considera que, aunque es cierto que existe 
una modalidad de contratación que permite al consumidor contratar los servicios en cuestión a 
través de un representante, las entidades sancionadas no implementaron mecanismos adecuados 
que permitan —cuando la contratación es telefónica— acreditar la representación que ostenta el 
tercero, ya que la declaración de ostentar la representación no puede considerarse suficiente. Asi-
mismo, la AEPD señala que, aunque se pueda acreditar la autorización para contratar en nombre 
de un tercero —cuando la contratación se hace de forma presencial—, esta sería para contratar, 
lo que no cubre necesariamente la capacidad para consentir en nombre del representado otros 
determinados tratamientos de datos no relacionados con el contrato (p. ej., para el envío de co-
municaciones comerciales). En este sentido, la AEPD advierte que, en la medida en que no se han 
implantado acciones que permitan acreditar la representación de quien efectúa una contratación 
en nombre de un tercero, se pueden generar diversos riesgos para los interesados, como la su-
plantación de identidad, perjuicios económicos o de otro tipo como consecuencia del cambio de 
compañía suministradora del servicio, con la consiguiente cancelación del contrato de origen, o el 
cambio de titularidad del contrato o de la modalidad del contrato con la compañía suministradora, 
sin que el interesado haya consentido tales modificaciones.

La AEPD sanciona a una sociedad por la creación de un fichero de morosos sin cum-
plir con los principios de legalidad, limitación de la finalidad, minimización del dato, 
exactitud y transparencia 

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador N.º PS/00240/2019

La AEPD publicó el 26 de abril de 2021 una resolución en la que impuso una multa de un millón 
de euros a una sociedad por la gestión de un fichero de morosos que no se ajusta a la normativa 
aplicable. La resolución explica cómo el Fichero de Reclamaciones Judiciales y Organismos Públi-
cos (“FIJ”) de dicha sociedad incumple los artículos 5, 6 y 14 del RGPD.

La sociedad sancionada es una multinacional que elabora informes de solvencia para empresas 
sobre potenciales clientes y su historial crediticio. Uno de los servicios que ofrece es el FIJ, un re-
gistro de deudores con las distintas Administraciones públicas. La principal cuestión identificada 
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por la AEPD es que la sociedad obtenía la información del tablón edictal único del Boletín Oficial 
del Estado, de los diarios oficiales de las comunidades autónomas, de los boletines provinciales y 
a través de la sede electrónica o física de organismos o entidades de derecho público. Estos orga-
nismos publican los datos personales en sus distintos boletines ante la imposibilidad de notificar al 
interesado, por lo que la razón de la publicación de los datos personales es garantizarles el acceso 
a la tutela judicial efectiva, en virtud del artículo 24 de la Constitución. Al ser esta la razón de la 
publicación de los datos personales, la utilización de estos datos para una finalidad distinta —es 
decir, la elaboración de ficheros de morosos— supone un incumplimiento, por parte de la socie-
dad, del principio de limitación de finalidad del artículo 5.1.b) del RGPD, puesto que la sociedad 
estaría utilizando los datos para fines distintos para los que fueron originalmente recogidos. 

Consecuentemente, la AEPD considera que la sociedad incumple el principio de licitud recogido 
en el artículo 6.1 del RGPD. La sociedad defendía que la base de legitimación del tratamiento de 
los datos personales era el interés legítimo del responsable o de los terceros frente a los intereses 
o derechos fundamentales de los titulares de los datos, recogida en el artículo 6.1.f) del RGPD. No 
obstante, la AEPD establece que, al vulnerar el artículo 5.1.b) del RGPD —el principio de limitación 
de la finalidad del tratamiento—, el interés carece de legitimidad, por lo que el tratamiento es 
ilícito. En la misma línea, la AEPD entiende que al infringir el principio de limitación de la finalidad 
los datos no son “adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los 
que son tratados” (principio de minimización), por lo que la sociedad también infringe el artículo 
5.1.c) del RGPD. 

A su vez, la AEPD también entiende que la sociedad incumple el principio de exactitud establecido 
en el artículo 5.1.d) del RGPD por dos razones: (i) la lista no está actualizada en tanto que no reco-
ge el devenir de la deuda a lo largo del tiempo y que solo se actualiza cuando el interesado ejerce 
su derecho de rectificación o supresión, y (ii) los registros del FIJ no permiten identificar siempre 
correctamente al particular, ya que con frecuencia los registros recogen únicamente el nombre y 
los apellidos, el NIF, y a veces esos datos se combinaban con el domicilio. Finalmente, la sociedad 
también incumple el principio de transparencia al no informar a los interesados del tratamiento 
de sus datos en el momento de inscribirlos en el registro. 

Es importante destacar que la sociedad amparaba el tratamiento en el artículo 29 de la derogada 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, que 
habilitaba el uso de datos de carácter personal obtenidos de los registros y las fuentes accesibles 
al público para los servicios de información de solvencia patrimonial y el crédito. No obstante, la 
AEPD establece que esta disposición ha sido derogada y, pese a las alegaciones de la sociedad, el 
nuevo marco normativo no tiene una disposición de las mismas características que ampare dicho 
tratamiento.

Aunque la AEPD aprecia hasta cinco infracciones en la conducta descrita, estimando un concurso 
medial entre la infracción del principio de limitación de la finalidad con el resto de las infracciones, 
impone una única sanción a la sociedad: el pago de una multa de un millón de euros, además de 
la prohibición de continuar con la utilización del FIJ y la supresión de todos los datos personales 
incluidos en el fichero. 
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Procedimiento sancionador de la AEPD por el incumplimiento del deber de informar 
acerca del uso de la huella dactilar como sistema de control

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador n.º PS/00128/2020

La AEPD ha impuesto una sanción de apercibimiento a un ayuntamiento por el incumplimiento 
del deber de informar en relación con la utilización de la huella dactilar como sistema de control 
de presencia y acceso a las instalaciones por parte de sus empleados.

La AEPD indica que las huellas dactilares son datos biométricos, de modo que deben ser conside-
radas categorías especiales de datos, y que la existencia de una relación contractual de carácter 
laboral puede legitimar este tratamiento siempre que se cumplan una serie de requisitos. En con-
creto, la AEPD indica que es preceptivo haber llevado a cabo con carácter previo una evaluación 
de impacto de protección de datos, así como que se debe informar al trabajador sobre el trata-
miento de manera clara y concisa, indicándole tanto las bases legales que legitiman este control 
de acceso como el resto de la información a que se refiere el artículo 13 del RGPD. Además, la 
AEPD señala que:

i.	 Deben respetarse los principios de limitación de la finalidad, necesidad, proporcionalidad 
y minimización de datos.

ii.	 Los datos biométricos deberán almacenarse como plantillas biométricas siempre que sea 
posible.

iii.	 No es posible la reutilización de los datos biométricos para otra finalidad y deben ser su-
primidos cuando no se vinculen a la finalidad que motivó su tratamiento.

iv.	 Deberán utilizarse mecanismos basados en tecnologías de cifrado, a fin de evitar la lectura, 
copia, modificación o supresión no autorizadas de datos biométricos.

v.	 Los sistemas biométricos deberán diseñarse de modo que se pueda revocar el vínculo de 
identidad.

vi.	 Deberá optarse por utilizar formatos de datos o tecnologías específicas que imposibiliten 
la interconexión de bases de datos biométricos y la divulgación de datos no comprobada.

La AEPD sanciona a un particular por disponer de un sistema de videovigilancia con 
el que obtiene de manera desproporcionada imágenes de zona de tránsito público 

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador n.º PS/00401/2020

La AEPD ha publicado recientemente una resolución en la que impuso una multa de 2000 euros 
a un particular por disponer de un sistema de videovigilancia con el que se obtienen, de manera 
desproporcionada, imágenes de zona de tránsito público. A raíz de la obtención de imágenes de 
la policía municipal y su “presunta” publicación en una plataforma, la AEPD ha comprobado que 
el sistema no cumple con las condiciones del artículo 5.1 del RGPD.
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En la resolución, la AEPD recuerda que la instalación de cámaras de videovigilancia en la calle 
corresponde única y exclusivamente a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, siempre en 
cumplimiento de funciones de seguridad, lo que excluye que las compañías de seguridad privada 
o los particulares puedan llevar a cabo dichas instalaciones. Por esta razón, el deseo de defender 
su propiedad privada no legitima al particular a obtener imágenes de espacios públicos. Adicio-
nalmente, señala diversas infracciones cometidas por el particular, tales como no identificar al res-
ponsable del tratamiento de los datos al que poder dirigirse ni indicar el tiempo de conservación 
de las grabaciones e imágenes captadas por el sistema. 

La resolución fija la sanción en 2000 euros por cometer una infracción recogida en el artículo 
83.5 del RGPD y recuerda que esta sanción no exime del deber de regularizar el sistema. En esta 
línea, impone al particular la obligación de presentar, en un plazo improrrogable de un mes, la 
documentación que acredite la reorientación de las cámaras hacia el interior de la propiedad y la 
adecuación del sistema de videovigilancia, con la advertencia de que la persistencia en el incum-
plimiento de la normativa podrá dar lugar a la apertura de un nuevo procedimiento sancionador, 
donde se podrá valorar la continuidad de la conducta infractora a la hora de graduar una sanción 
pecuniaria de mayor cuantía a la impuesta. Si bien la doctrina en el uso de dispositivos de videovi-
gilancia no es novedosa, sí resulta interesante que la AEPD multe a un particular por ello.

La AEPD se pronuncia sobre si el derecho al olvido abarca los resultados de la bús-
queda en internet cuando esta se realice a partir de otras informaciones

Informe jurídico del Gabinete Jurídico de la AEPD n.º 0057/2020

El 22 de abril de 2021, la AEPD publicó un informe jurídico en el que concluye que la regla general 
es que el derecho al olvido frente a buscadores de internet abarca únicamente la búsqueda rea-
lizada a partir del nombre y apellidos de la persona y, con carácter excepcional, se puede admitir 
cuando se realice la búsqueda utilizando otros términos que produzcan los mismos efectos en 
cuanto a la identificación y singularización, derivados del caso concreto, de la persona de que se 
trate.

La AEPD indica que el concepto de dato personal es más restringido frente a los motores de bús-
queda que frente a los responsables de las páginas web, puesto que el derecho al olvido no se 
reconoce siempre que se utilicen datos de carácter personal en la búsqueda, sino que depende 
del nivel de identificación del afectado (i. e., términos equiparables al nombre), así como de la 
injerencia en sus derechos. En este sentido, la AEPD entiende que lo esencial para reconocer la 
existencia del derecho al olvido en la búsqueda en internet es la injerencia que supone que el 
buscador ofrezca una visión completa y estructurada de una persona partiendo de una búsqueda 
realizada a partir del nombre u otros términos equiparables al nombre en cuanto a su capacidad 
para identificar a la persona.

Además, la AEPD señala que, cuando se ejercita el derecho al olvido frente a buscadores, suelen 
entrar en conflicto el derecho fundamental a la protección de datos con otros derechos funda-
mentales, como el derecho a la libertad de información o la libertad de expresión. Por ello, la 
AEPD afirma que, cuando se invoque el derecho al olvido a partir del uso en la búsqueda de otra 
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información que no sea el nombre del afectado y se produzca una colisión con otros derechos 
fundamentales, el afectado debe acreditar que dicha información, en términos de singularización, 
es equiparable al nombre.

La AEPD publica un informe desfavorable sobre la aprobación del Código de Con-
ducta del Sector Infomediario propuesto por la Asociación Multisectorial de la  
Información

Informe jurídico del Gabinete Jurídico de la AEPD n.º 0089/2020 

La AEPD publicó el 26 de marzo de 2021 un informe desfavorable sobre la aprobación del Código 
de Conducta del Sector Infomediario (el “Código”) propuesto por la Asociación Multisectorial de 
la Información. 

El informe centra los fallos del Código en su regulación de los ficheros de solvencia positivos, así 
como en la información sobre solvencia patrimonial con datos obtenidos de fuentes públicas o 
que el interesado haya hecho manifiestamente públicos. Respecto a la regulación que realizaba el 
Código sobre los ficheros de solvencia positivos, las principales acciones que se cuestionan en el 
informe son las siguientes: 

i.	 La AEPD recuerda que, mientras que con respecto a los ficheros de solvencia negativos 
existe en la normativa una presunción iuris tantum de interés legítimo, esta presunción no 
existe respecto de los ficheros de solvencia positivos.

ii.	 La AEPD rechaza que el tratamiento de los datos de los ficheros de solvencia positivos pue-
da ampararse en el interés legítimo e indica que su tratamiento requiere el consentimiento 
del afectado. La AEPD recuerda que el interés legítimo de obtener un beneficio económico 
no prevalece sobre el derecho fundamental a la protección de datos.

iii.	 Para afirmar la existencia de un interés público consistente en la estabilidad y fortaleza del 
sistema financiero, la AEPD considera imprescindible que exista un reconocimiento legal 
en este sentido, que descarta que se haya producido hasta el momento.

iv.	 El Código efectúa un análisis muy limitado de los intereses, derechos y libertades funda-
mentales del interesado, en comparación con la justificación que realiza de la existencia de 
un interés legítimo del responsable o de los terceros concedentes de crédito.

En cuanto al tratamiento que realiza el Código en relación con la información sobre solvencia 
patrimonial con datos obtenidos de fuentes públicas o que el interesado haya hecho manifiesta-
mente públicos, los principales errores que identifica la AEPD en el Código son:

i.	 El hecho de que los datos obren en fuentes públicas no exime del cumplimiento de la nor-
mativa en materia de protección de datos ni legitima sin más el tratamiento de los datos 
sobre la base del interés legítimo del responsable.
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ii.	 El tratamiento ulterior de los datos obtenidos de fuentes públicas debe ser conforme con 
el principio de limitación de la finalidad, de modo que no pueden ser tratados de una ma-
nera incompatible con los fines iniciales por los que se recogieron.

iii.	 La combinación de los datos obtenidos de fuentes públicas con otros obtenidos de otras 
fuentes distintas no puede contravenir el principio de minimización.

iv.	 El tratamiento ulterior de los datos obtenidos de fuentes públicas tampoco puede implicar 
un uso de los datos más allá del tiempo necesario para cumplir con su primigenia finalidad.

Finalmente, la AEPD realiza una serie de críticas adicionales: (i) los códigos de conducta no pue-
den utilizarse como una herramienta de legitimidad general de tratamientos concretos, de modo 
que no eximen de la obligación de valorar las circunstancias del caso en particular; (ii) debe evi-
tarse reproducir en los códigos de conducta el contenido de los artículos del RGPD, y es preferible 
utilizar referencias a sus artículos; y (iii) los códigos de conducta son fuentes de normas jurídica-
mente vinculantes para los que se adhieren a ellos, de modo que las meras recomendaciones no 
son admisibles en un código de conducta.

La AEPD publica un informe sobre el acceso a la historia clínica de los pacientes al 
amparo del artículo 9.2.f) del RGPD

Informe jurídico del Gabinete Jurídico de la AEPD n.º 0098/2020 

El 24 de mayo de 2021, la AEPD publicó un informe sobre el acceso a la historia clínica de los 
pacientes, de conformidad con el RGPD y la LOPDGDD. El informe concreta el alcance del artículo 
9.2.f) del RGPD, que levanta la prohibición del tratamiento de categorías especiales de datos per-
sonales respecto del acceso del personal sanitario del hospital, mercantil o laboral, o de su ase-
guradora, a la historia clínica de los pacientes en tres supuestos, que se detallan a continuación.

El informe establece que el artículo 9.2.f) del RGPD recoge una serie de excepciones a la prohibi-
ción general, lo cual no implica que se permita el tratamiento de estos datos, sino que se deberá 
tener una base de legitimación y el hospital deberá tener un procedimiento que garantice los 
principios en materia de protección de datos recogidos en el artículo 5.1 del RGPD.

El primer supuesto es el acceso a la historia clínica por parte del personal sanitario con la finalidad 
de preparar la defensa jurídica frente a una reclamación o a un procedimiento judicial promo-
vidos por el paciente al que atendieron. Para estos casos, la AEPD reitera, conforme a informes 
anteriores, que ante un requerimiento judicial, el hospital (como centro sanitario responsable 
del tratamiento) debe aportar la información solicitada sin poder acogerse al derecho de secreto 
profesional o confidencialidad, pues el juicio de ponderación ya lo habrá realizado el juez antes 
de hacer el requerimiento. El acceso del hospital a esta información estará limitado estrictamente 
a esa finalidad, sin que pueda aprovecharlo para llevar a cabo ningún otro tratamiento. Cuando 
lo que se pretende es acceder a la historia para preparar la defensa sin que haya habido reque-
rimiento judicial previo, la AEPD recomienda como opción más garantista solicitar al juez que 
determine su aportación al proceso a través de los cauces procesales oportunos, puesto que el 
acceso previo a la admisión como prueba puede implicar que, ante su denegación, el acceso se 
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haya realizado sin amparo en una base jurídica y la parte que accedió al historial habrá infringido 
la normativa de protección de datos, la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación 
clínica e, incluso, podría haber cometido un delito de revelación de secretos.

El segundo supuesto recoge el acceso a la historia clínica con el fin de remitir datos de salud de 
los perjudicados-reclamantes a las compañías de seguros que cubren la responsabilidad civil del 
facultativo responsable de la atención del reclamante, con motivo de la recepción de una reclama-
ción o el inicio de un procedimiento judicial. Para estos supuestos, la AEPD admite la posibilidad 
de que el responsable del tratamiento acceda a esta información, siempre y cuando se acceda con 
la exclusiva finalidad de comunicar a la aseguradora la información que sea estrictamente nece-
saria para analizar los hechos objeto de reclamación y para valorar el pago de la indemnización. 
En dichos supuestos, el acceso y el tratamiento será conforme al artículo 6.1.c) (cumplimiento de 
obligación legal) y f) (defensa de un interés legítimo) del RGPD en cumplimiento de las exigencias 
de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro (“LCS”). 

El último supuesto que trata el informe es el potencial derecho de la aseguradora del centro sa-
nitario o del facultativo de acceder a la historia clínica de los pacientes a los que prestó asistencia 
sanitaria su asegurado para ejercer la defensa en el marco de la acción directa del artículo 76 de 
la LCS, que el paciente puede dirigir directamente frente a la aseguradora. La AEPD indica que la 
mera reclamación no faculta a acceder a la historia, sino que esta debe tener origen directo en 
el proceso asistencial entre el paciente y el facultativo, y recuerda la necesidad de contar con un 
procedimiento interno que cumpla con el artículo 5.1 del RGPD. 

La AEPD publica un informe sobre el estatus de encargado y responsable en las ins-
tituciones de inversión colectiva

Informe jurídico del Gabinete Jurídico de la AEPD n.º 0012//2021 

El 31 de mayo de 2021, la AEPD publicó un informe sobre el estatus de responsable o encargado 
de tratamiento en relación con las figuras intervinientes en la gestión del negocio de las institucio-
nes de inversión colectiva (las “IIC”). 

En su informe, la AEPD explica que las IIC están reguladas en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, 
de Instituciones de Inversión Colectiva, y tienen por objeto la captación de fondos, bienes o dere-
chos del público para gestionarlos e invertirlos en instrumentos, financieros o no, estableciendo el 
rendimiento del inversor en función de los resultados colectivos. Las IIC se constituyen mediante 
el acuerdo entre la Sociedad Gestora de la Institución (la “SGIIC”), que se encarga de la gestión y 
representación, ejerciendo facultades de dominio sin ser propietaria del fondo, y la entidad que 
se considere depositario, que se encarga principalmente de custodiar el patrimonio, así como de 
la vigilancia de la gestión de la SGIIC. 

Una vez constituidas, las IIC reciben las aportaciones de los inversores, que pasan a convertirse en 
partícipes o cotitulares del patrimonio común, gestionado por la SGIIC y custodiado por el depo-
sitario. Además, la SGIIC lleva a cabo acciones de comercialización para que se invierta en la IIC, 
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directamente a través de su propio personal o agentes (que asumirían el papel de encargado), o 
bien indirectamente a través de entidades autorizadas para prestar el servicio de intermediación 
denominado “recepción y transmisión de órdenes”, ya sean entidades de crédito o empresas de 
servicios de inversión (las “ESI”). Asimismo, las SGIIC contratan con plataformas de distribución 
servicios de distribución e intermediación en la suscripción y reembolso de acciones y/o partici-
paciones de las IIC, que permiten que la plataforma pueda realizar acuerdos de subdistribución 
e intermediación con las ESI para la prestación de servicios de inversión. En definitiva, las plata-
formas gestionan la gran mayoría del tráfico de datos relacionados con las órdenes de inversión, 
y su actividad queda regulada mediante sendos contratos: el de distribución con la SGIIC y el de 
subdistribución con las ESI.

Sin analizar las relaciones contractuales entre las figuras intervinientes, a las que la AEPD admite 
no haber tenido acceso, la AEPD concluye que la SGIIC y la ESI son responsables independientes 
por cuanto, aunque los datos que tratan son los mismos y su actividad converge en última instan-
cia en la participación de los clientes en la IIC, cada una realiza un tratamiento independiente y 
desde una perspectiva distinta: la SGIIC lo hace desde la perspectiva de “vendedora” de las partici-
paciones, mientras que la ESI (por mandato de sus clientes) lo hace desde la de “compradora” de 
las participaciones, o, lo que es lo mismo, por un lado, la SGIIC determina el cómo y el porqué, en 
cuanto a la iniciativa de desarrollar acciones de comercialización y, por otro lado, la ESI también 
determina el cómo y el porqué cuando decide prestar el servicio de inversión a sus clientes. 

En la misma línea, la AEPD concluye que la plataforma sería la encargada del tratamiento de am-
bos responsables, la SGIIC y la ESI, y es el nexo entre ambas entidades en la transmisión de órde-
nes de suscripción. La AEPD también señala que la plataforma no toma decisión alguna respecto 
al tratamiento de datos de los clientes, sino que se limita a seguir instrucciones de ambas. Además, 
la AEPD indica que la plataforma carece de relaciones directas con los titulares de los datos, quie-
nes sí tienen una relación jurídica con las SGIIC, a través del contrato de inversión, y con las ESI, en 
virtud del contrato de servicios de inversión.

6.	Propiedad industrial y competencia desleal. 
Derechos de imagen. Jurisprudencia

[España]

La Sección 15.ª de la Audiencia Provincial de Barcelona analiza la relevancia del uso 
publicitario y del uso en Internet de una marca para determinar si ha existido o no 
uso efectivo del signo en cuestión

Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 15.ª, de 12 de febrero de 2021

En el marco del juicio de la posible caducidad por falta de uso de la marca IKONIK HOTELS (la 
“Marca”), solicitada el 3 de junio de 2013 por la empresa hotelera Agincourt 2008, S.L. (“Agin-
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court”), la sentencia concluye que la Marca fue utilizada de forma efectiva por su titular. La Au-
diencia Provincial clarifica cómo deben valorarse ciertos usos relativamente novedosos, como 
son el uso publicitario de una marca y, especialmente, el uso de una marca en Internet, a fin de 
determinar la caducidad de la marca por falta de uso efectivo. 

El periodo relevante para el análisis sobre el uso de la Marca son los cinco años siguientes a su 
solicitud (en este caso, entre el 3 de junio de 2013 y el 3 de junio de 2018). Durante este periodo, 
Agincourt llevó a cabo los siguientes usos de la Marca: (i) aunque no explotó ningún hotel en Es-
paña bajo la Marca hasta 2019, sí que explotó durante este periodo un hotel en Puebla (México); 
(ii) la Marca aparecía en páginas webs de Agincourt y del grupo empresarial al que pertenece, en 
redes sociales, en Google Ads y en plataformas de reservas de alojamientos operadas por terceros 
que se dirigían al público español; y (iii) Agincourt también utilizó la Marca en la Feria Internacio-
nal de Turismo (Fitur).

En primera instancia se concluyó que no había quedado acreditada la intensidad del uso de la 
Marca. Frente a este criterio, la Audiencia Provincial considera que lo que debe determinarse no 
es la intensidad del uso, sino si el conjunto de usos acreditados por Agincourt podían constituir, de 
forma conjunta, un uso efectivo de la Marca en España o no.

Para ello, la Audiencia Provincial analiza la relevancia del uso publicitario de la Marca en Fitur 
y el uso de la Marca en Internet. A continuación, se exponen las principales consideraciones del 
Tribunal en relación con ambos usos:

i.	 Uso publicitario de la Marca: la Audiencia Provincial explica que la publicidad solo puede 
constituir uso efectivo de una marca cuando se refiere a productos o servicios ya comercia-
lizados o cuya comercialización se prevé próxima en el tiempo. En este caso, los servicios 
hoteleros identificados por la Marca no se prestaban en España, por lo que su uso publici-
tario en Fitur no sería, por sí mismo, suficiente.

No obstante, la Audiencia Provincial valora la existencia de preparativos serios para la 
inauguración de un hotel en España (entre otros, el encargo a un despacho de arquitectos 
para su diseño y posterior construcción). Este elemento permite a la Audiencia Provincial 
concluir que el uso publicitario de la Marca estaba ligado a un proyecto empresarial y, por 
lo tanto, constituía un uso genuino.

ii.	 Uso de la Marca en Internet: la Audiencia Provincial explica que la presencia de un signo 
en Internet no implica sin más un uso en todos los países que tienen acceso a la red, sino 
que es necesario identificar factores que permitan deducir su especial vinculación con un 
determinado territorio.

Por ello, debe realizarse un análisis en dos pasos: en primer lugar, debe determinarse si 
existe uso efectivo y, en segundo lugar, si este uso efectivo se ha llevado a cabo en España. 
En este caso, la Audiencia Provincial considera que, analizado en su conjunto, el uso de 
la Marca en Internet constituye uso efectivo. Para ello, tiene en cuenta que, aunque Agin-
court no operaba un hotel en España durante el periodo relevante, sí que existía una oferta 
directa de sus servicios al público español.
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Asimismo, la Audiencia Provincial tiene en cuenta el valor interpretativo de la Recomen-
dación conjunta de la Unión de París y de la OMPI sobre la protección de las marcas y 
otros derechos de propiedad industrial sobre signos, y aplica esta recomendación para 
concluir que la Marca se usó en España. Entre otros factores, la Audiencia Provincial valora 
la existencia de circunstancias que indicaban que Agincourt había emprendido planes de 
envergadura para realizar operaciones comerciales, así como el idioma del texto utilizado 
conjuntamente con el signo (el español). 

El Tribunal Supremo declara que el uso de la imagen de una persona fuera del ám-
bito pactado contractualmente supone un incumplimiento del contrato publicitario, 
pero no una intromisión ilegítima en el derecho fundamental a la imagen

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 9 de marzo de 2021

La sentencia trae causa de la demanda interpuesta por una modelo contra la empresa de publici-
dad con la que contrató, mediante su agente, la cesión de su imagen para una campaña publicita-
ria, así como contra la empresa anunciante por el uso de su imagen fuera de lo pactado. 

Según la tesis de la demandante, en virtud del acuerdo entre las partes —que no quedó recogido 
por escrito—, la empresa publicitaria realizó una serie de fotografías a la modelo que serían usa-
das en la página web de Ron Negrita, en pósteres publicitarios y en revisas durante un periodo de 
un año.

Sin embargo, una vez trascurrido dicho plazo, en mayo de 2014, podían encontrarse packs de tres 
botellas de Ron Negrita y tres botellas de Coca-Cola en algunos establecimientos comerciales y el 
making-of del reportaje estaba disponible en redes sociales.

En este contexto, la demandante alega que se realizó una intromisión ilegítima en su derecho a 
la imagen en la modalidad de apropiación publicitaria o comercial de la imagen, al haber sido 
utilizada para una campaña de publicidad de productos Ron Negrita y Coca-Cola sin mediar con-
sentimiento ni autorización por parte de la modelo o su agente, y que ello le había causado daños. 
Las codemandadas se opusieron a la demanda por distintos motivos, entre ellos, por el alcance 
de la cesión de la imagen de la modelo. Según su tesis, la imagen se cedió durante un año a 
contar desde la primera publicación de la campaña, que tuvo lugar en julio de 2013, y para una 
determinada campaña, la cual terminaba con una oferta promocional dirigida a mayoristas y dis-
tribuidores consistente en un pack de tres botellas de Ron Negrita y Coca-Cola, por lo que su uso 
se habría realizado dentro de lo pactado. Asimismo, alegaba que la cuestión que se planteaba por 
la parte actora no versaba sobre una intromisión ilegítima en su derecho a la imagen, sino sobre 
si se había renovado la cesión y si le correspondía, por tanto, un importe adicional al cobrado por 
la campaña original. 

Tanto el Juzgado de Primera instancia como la Audiencia Provincial desestimaron las pretensiones 
de la parte actora al considerar, en esencia, que la actora había prestado su consentimiento para 
la utilización de su imagen y que la controversia se referiría a un incumplimiento contractual. 
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La actora interpuso recurso de casación al amparo del artículo 477.2.3.º de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y ello por aplicación indebida de los artículos 7.6 y 9.2.c) de la Ley 
Orgánica 1/1982, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen (la “Ley Orgánica 1/1982”).

El Tribunal Supremo recuerda, en línea con su doctrina anterior, que la utilización de la imagen 
con fines publicitarios y comerciales está sometida a las exigencias de la Ley Orgánica 1/1982, de 
modo que es preciso el consentimiento de la persona, que puede ser revocado indemnizando los 
daños causados. Por ello, cuando la explotación comercial se haya producido sin consentimiento 
de la persona, bien porque no se haya prestado, bien porque se haya revocado, puede apreciarse 
intromisión ilegítima, pues la decisión sobre la explotación de la imagen corresponde a la propia 
persona. 

Ahora bien, en los supuestos en los que la persona haya cedido la explotación de los derechos 
sobre su imagen en virtud de un contrato y con fines publicitarios, de modo que el objeto del con-
trato sea la propia imagen, además de lo dispuesto en la citada Ley Orgánica 1/1982, habrá que 
estar al contenido del contrato y a su interpretación. Cuando media consentimiento para la cesión 
de la imagen y lo que se discute es lo que correspondería cobrar de más al cedente en atención 
a un uso que considera que excede de lo acordado, la cuestión, según la Sala Primera, no está 
relacionada con la vulneración de un derecho de la personalidad, sino con la contraprestación que 
tiene derecho a recibir o a la indemnización por incumplimiento de contrato, aspecto puramente 
económico de la explotación de los derechos de imagen cedidos que es ajeno a la tutela de los 
derechos fundamentales.

En este sentido, el Tribunal Supremo concluye que, dada la existencia de consentimiento de la 
demandante para la utilización de su imagen para la campaña y que durante el tiempo de la pro-
moción no hubo revocación del consentimiento, no hay intromisión en el derecho fundamental 
a la propia imagen de la demandante. Y ello sin perjuicio de si, con arreglo a los usos del sector, 
el acuerdo de cesión daba derecho a la demandante a cobrar la cantidad correspondiente a la 
prórroga prevista o una cantidad superior a la cobrada en virtud del contrato, cuestión que la 
demandante no había planteado y sobre la que, por tanto, no se pronuncia el Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo declara que, aunque la fijación de la cuantía de las indemniza-
ciones es competencia de los tribunales de instancia, su decisión puede ser revisada 
cuando no se hubiera atenido a los criterios legales que establece el artículo 9.3 de 
la Ley Orgánica 1/1982

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 20 de abril de 2021

En el caso objeto de autos no es controvertido que un periódico nacional de contenido deportivo 
divulgó unas fotografías en ropa interior y desnuda de una modelo y actriz, sin conocimiento ni 
consentimiento de esta, que obraban en la plataforma digital de una revista norteamericana de 
fotografía —revista que, al parecer, ensalza el lado artístico de la naturaleza humana al desnudo, 
huyendo de visiones sexualizadas del cuerpo de la mujer— y ciertas fotos del perfil profesional de 
Instagram de la modelo.
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La publicación de dichas fotos por la revista fueron autorizadas por la actora con una finalidad 
muy distinta a la buscada por la demandada, que las utilizó, por el contrario, como foco de atrac-
ción de lectores, especialmente del género masculino, en una publicación deportiva.

Las fotografías fueron publicadas en la versión digital de la revista con el titular: “La modelo y actriz 
española natural de León Sonia, nos trae su primera sesión al desnudo para la cámara de Sergio”, 
con lo que se transmitía el mensaje (incierto) de que voluntariamente habían aportado las fotos 
para su publicación.

La publicación, en su versión española, contó con 111.442 visitas, sin computar las de su versión 
inglesa.

La demandante envió un requerimiento de cese en el uso de la imagen, así como una solicitud de 
compensación económica. No hubo respuesta formal al requerimiento por parte de la demanda-
da, aunque sus asesores legales se pusieron en contacto con la actora y retiraron sus fotos un par 
de semanas después del requerimiento.

El Juzgado de Primera Instancia estimó la demanda al considerar que la publicación de las foto-
grafías sin el consentimiento de la actora suponía una vulneración de su derecho fundamental a 
la propia imagen del artículo 18.1 de la Constitución, y se fijó una indemnización de 50.000 euros 
en atención al informe pericial aportado y las circunstancias concurrentes. 

La demandada interpuso recurso de apelación, que fue resulto por la Sección 10.ª de la Audiencia 
Provincial de Madrid. La Sala confirmó la sentencia del juzgado, si bien, en cuanto a la indemniza-
ción correspondiente por daños y perjuicios sufridos, se rebajó a 10.000 euros atendiendo a que 
la difusión del reportaje cesó cuando la demandada fue requerida para ello y que no consta que 
el periódico obtuviese unos beneficios notablemente superiores por la publicación inconsentida. 

La parte actora recurrió en casación esta resolución por considerar que la sentencia vulneraba 
tanto el artículo 9.2, apartados a), b) y c) de la Ley Orgánica 1/1982, ya que la indemnización 
acordada era simbólica y no reponía a la perjudicada en el estado anterior a la lesión sufrida, ni 
disuadía al infractor de cometer ulteriores intromisiones, como el artículo 9.3 de la Ley Orgánica 
1/1982, dado que la sentencia no realizaba una adecuada y específica ponderación del daño aten-
diendo a las circunstancias concurrentes.

En primer lugar, la Sala declara que, aunque la fijación de la cuantía de las indemnizaciones es 
competencia de los tribunales de instancia, su decisión puede ser revisada cuando no se hubiera 
atenido a los criterios legales que establece el artículo 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 o en caso de 
error manifiesto, arbitrariedad o notoria desproporción. En este sentido, concluye que el criterio 
manejado por la Audiencia, a los efectos de fijar la indemnización a favor de la actora por el daño 
sufrido, se fundamenta en una base normativa derogada —el beneficio que haya obtenido el cau-
sante de la lesión como consecuencia de ella— y en un criterio carente de significación jurídica, 
como es haber retirado las fotos a requerimiento de la demandante, lo que no resarce el daño 
efectivamente causado, aun cuando, con dicho proceder, no persista en el tiempo incrementán-
dolo.
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Por otra parte, establece que, a la hora de cuantificar el daño, se deben tener en cuenta las si-
guientes circunstancias:

i.	 La naturaleza de las fotografías, que son desnudos y posados en ropa interior.

ii.	 La forma clandestina, gratuita e ilegítima de la apropiación de las fotos, a las que se desvió 
del destino elegido por la actora.

iii.	 El hecho de que la actora se vio privada de la posibilidad de dirigir y planificar su carrera 
profesional, y de disponer de su imagen, lo cual le causa un perjuicio en su proyección 
pública, máxime dada su condición de modelo profesional, y en su incipiente carrera de 
actriz.

iv.	 La atribución falaz de la iniciativa a la demandante para la publicación de las fotografías a 
través del titular utilizado en su difusión.

v.	 El número de personas que visitaron la web.

vi.	 La conducta en la que incurrió la demandada, que, consciente de la antijuridicidad de su 
proceder, no dudo en utilizar las fotos de la modelo en provecho propio y perjuicio ajeno.

Atendiendo a estas circunstancias, el Tribunal Supremo casa la sentencia de la Audiencia y confir-
ma la dictada por el Juzgado, al reputarse correcta la cantidad fijada de 50.000 euros en concepto 
de daños y perjuicios.

El Tribunal Supremo confirma la condena a un periódico digital a publicar una se-
gunda rectificación de una noticia considerada inexacta y perjudicial para dos em-
presarios en los términos en que estos plantearon su escrito de rectificación. El Tri-
bunal Supremo aprecia que la rectificación inicial llevada a cabo por el medio no 
cumplía con los requisitos legales de relevancia, completitud y claridad

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 4 de mayo de 2021

El periódico digital demandado en primera instancia publicó un artículo el 26 de mayo de 2019 
en el que se ponía de manifiesto un trato de favor hacia los dos empresarios demandantes por 
parte de la alcaldesa de Madrid. En esencia, el trato de favor que denunciaba el periódico se ha-
bría traducido en que se les concediera “el monopolio de la explotación comercial de los eventos 
del Orgullo Gay de Madrid” mediante el otorgamiento de subvenciones y la firma de acuerdos 
con empresas regentadas por los empresarios, con condiciones muy ventajosas, y para que estos 
pudieran organizar y explotar económicamente diversos eventos dirigidos al colectivo LGBTI. 

Además, el artículo explicaba también que una de las empresas titularidad de uno de los empre-
sarios demandantes había sido dada de baja en Hacienda por llevar “cuatro años sin presentar sus 
cuentas anuales y sin cumplir sus obligaciones tributarias” e indexaba en el texto una imagen de 
una nota informativa del Registro Mercantil de Madrid de febrero de 2019 en la que se podía ver 
una baja provisional de la referida empresa por falta de depósito de cuentas.
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En fecha 28 de mayo de 2019, otra de las empresas que citaba el artículo y titularidad del otro 
demandante remitió al director del periódico un burofax en el que (i) solicitó la rectificación de lo 
que consideraba una información inexacta y perjudicial mediante la publicación de un escrito que 
facilitó (junto con tres documentos adjuntos, consistentes en certificados de la AEAT); (ii) solicitó 
la retirada del artículo tanto de la web como de las redes sociales del periódico; y (iii) se reservó 
el ejercicio de cuantas acciones legales en derecho (especialmente en materia de defensa del de-
recho al honor, a la intimidad y a la propia imagen) le asistieran.

La Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de rectificación, permite recti-
ficar la información difundida por cualquier medio de comunicación social a quien considere que 
los hechos que le aludan son inexactos y que su divulgación le puede causar perjuicio. Como es 
sabido, no se trata de un auténtico derecho de rectificación, sino de réplica (no se dirige a que el 
medio rectifique, sino a que facilite al afectado un espacio para exponer su versión de los hechos).

El 30 de mayo de 2019, el medio de comunicación requerido publicó un artículo donde se repro-
ducía de forma parcial el escrito de rectificación que se le había remitido el 28 de mayo. A princi-
pios de junio, los dos demandantes iniciaron las acciones judiciales que traen causa de la presente 
sentencia. El juez de primera instancia estimó parcialmente la demanda y condenó al demandado 
a publicar íntegramente el texto de la rectificación de los demandantes (a excepción de su último 
párrafo). Tanto la sentencia de segunda instancia como el Tribunal Supremo confirmaron íntegra-
mente la sentencia dictada en primera instancia.

El Tribunal Supremo centra la controversia en apreciar si concurren o no los requisitos legal y 
jurisprudencialmente exigidos para considerar procedente la rectificación en los términos de las 
sentencias de primera y segunda instancia. Esto es: la inclusión de forma literal de expresiones 
usadas al inicio de algunos de los párrafos del escrito de rectificación, en las que se empleaba el 
adjetivo “falso” (mientras que, en cambio, la primera rectificación publicada por el periódico el 30 
de mayo de 2019 contenía la expresión “inexacto”). Tiene en cuenta la siguiente doctrina:

i.	 Que el derecho de rectificación “se encuentra directamente relacionado con la tutela del 
honor y, especialmente, con la tutela de la libertad de información” y que “su objeto son los 
hechos (no las opiniones)”.

ii.	 Que el control jurídico del derecho de rectificación permite que se pueda acordar la pu-
blicación parcial del escrito de rectificación, “excluyendo las opiniones o juicios de valor, es 
decir, aquella parte que no se limite a los hechos”, y que para determinar la procedencia o 
no de reducir el escrito de rectificación no se puede exigir al órgano judicial una censura 
minuciosa, sino que deberá ser “el resultado del juicio de ponderación”.

iii.	 Que expresiones como “No es cierto”, “Es incorrecto” “u otras similares no son opiniones o 
juicios de valor excluidos del derecho de rectificación”.

iv.	 Que “no es obstáculo para amparar el derecho de rectificación el hecho de que no se haya 
demostrado la inveracidad de la información publicada”.
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En aplicación de esta doctrina jurisprudencial, se desestima el recurso de casación, en esencia, 
porque (i) la información publicada se refería a hechos que afectaban a los demandantes y que 
les perjudicaba por comportar acusaciones directas de conductas reprobables, incluso ilícitas; (ii) 
el escrito de rectificación solo pretendía ofrecer a los lectores su propia versión de los hechos a 
fin de rebatir las referidas acusaciones; (iii) y dicha publicación no fue una verdadera rectificación, 
sino un complemento de la información originaria, que prescindió injustificadamente tanto de 
los documentos con los que los actores pretendían rebatir lo que se les imputaba como de sus 
expresas y literales manifestaciones, las cuales no eran juicios de valor ni impedían que el medio 
pudiera ratificarse en lo publicado.





9 de junio de 2021

Energía
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9 de junio de 2021

1.	 Legislación

[España]

Normativa estatal

Acuerdo del Consejo de Ministros de 1 de junio de 2021 por el que se aprueba el Proyecto de 
Ley por la que se crea el Fondo Nacional para la Sostenibilidad del Sistema Eléctrico

El 1 de junio de 2021, el Consejo de Ministros aprobó el Proyecto de Ley por la que se crea el Fon-
do Nacional para la Sostenibilidad del Sistema Eléctrico (“FNSEE”) (“Proyecto de Ley”). Se trata 
de un instrumento que pretende compensar los costes energéticos, entre tecnologías o sectores, 
en línea con la política de descarbonización de la economía. 

El FNSEE tiene por finalidad financiar las políticas de fomento de las energías renovables, la coge-
neración y la valorización de residuos (“RECORE”) en cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de la normativa europea y nacional en el ámbito integrado de energía y clima. En particular, el 
FNSSE se destinará a la financiación de los costes del régimen retributivo específico de la actividad 
de generación RECORE y a las compensaciones a los titulares de determinados vehículos previstos 
en los artículos 4 y 6 del Proyecto de Ley. 

El FNSEE se financiará mediante las aportaciones de los “operadores energéticos”, que se definen 
como “sujetos obligados” —i. e., comercializadoras de gas natural y electricidad, los operadores 
de productos petrolíferos al por mayor, los operadores de gases licuados de petróleo al por mayor 
y los consumidores directos de los productos anteriores—. De esta manera, se desplaza parte del 
coste del régimen retributivo específico hacia productos y servicios energéticos intensivos, pro-
ducción de gases de efecto invernadero y consumo de combustibles fósiles, con la intención de 
corregir las pautas de consumo. 

El objetivo de recaudación y las aportaciones de los sujetos obligados se determinará a partir de 
las “estimaciones de ventas” de los operadores. La distribución se realizará de forma proporcional 
al volumen de ventas de energía de cada operador. Para la determinación del objetivo de recau-
dación y la propia recaudación de las contribuciones, el Proyecto de Ley establece un régimen 
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de obligaciones periódicas de aportación de información y de realización de pagos de forma 
trimestral. 

Acuerdo del Consejo de Ministros de 1 de junio de 2021 por el que se aprueba  el Anteproyec-
to de Ley por la que se actúa sobre la retribución del CO2 no emitido en el mercado eléctrico

El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demo-
gráfico, acordó iniciar la tramitación urgente de un Anteproyecto de Ley que tiene por objeto 
regular el procedimiento de reducción de la retribución del precio de la energía en el mercado 
mayorista imputable al “CO2 no emitido” que reciben las instalaciones “inframarginales” que se 
pusieron en marcha antes de la entrada en vigor del “mercado de derecho de emisión” en el año 
2005.

Conforme al Anteproyecto, sujeto a determinadas excepciones, las instalaciones de producción de 
electricidad no emisoras de CO2 que iniciaron su actividad antes del 11 de marzo de 2005 (i. e., fe-
cha de entrada en vigor de la normativa nacional sobre el mercado de derechos de emisión de ga-
ses de efecto invernadero) verán reducida su retribución en el mercado mayorista de electricidad.

Las instalaciones de generación que reciban retribución regulada, con potencia igual o inferior a 
10 MW o capacidad instalada fuera del territorio peninsular, estarán exentas de esta reducción de 
su remuneración. 

La reducción de la remuneración pretende eliminar los ingresos de las instalaciones inframargi-
nales no exentas imputables al valor de los derecho de emisión de gases de efecto invernadero de 
las instalaciones marginalistas. 

La CNMC determinará la reducción de la remuneración con carácter mensual, que será liquidable 
trimestralmente. 

Resolución de 20 de mayo de 2021, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competen-
cia, por la que se modifican los procedimientos de operación 14.4 y 14.6 para su adaptación 
a las normas comunes de liquidación de intercambios intencionados y no intencionados 
previstas en los artículos 50(3) y 51(1) del Reglamento (UE) 2017/2195 de la Comisión, de 23 
de noviembre de 2017, por el que se establece una directriz sobre el balance eléctrico (BOE 
de 1 de junio de 2021)

Resolución de 20 de mayo de 2021, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Compe-
tencia, por la que se establecen las especificaciones de detalle para la determinación de la 
capacidad de acceso de generación a la red de transporte y a las redes de distribución (BOE 
de 1 de junio de 2021)

El pasado 1 de junio se publicó la Resolución de 20 de mayo de 2021, de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, por la que se establecen las especificaciones de detalle para 
la determinación de la capacidad de acceso de generación a la red de transporte y a las redes de 
distribución.
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La Resolución aprueba, en desarrollo de lo previsto en el artículo 13 de la Circular 1/2021, de 20 
de enero, las especificaciones de detalle para determinar la capacidad de acceso de generación a 
la red de transporte y a las redes de distribución, recogidas en los anexos I y II de la Resolución. 

Las especificaciones de detalle serán aplicables a Red Eléctrica de España (operador del sistema, 
gestor de la red de transporte y gestores de la red de distribución), a los gestores de la red de 
distribución, los distribuidores que excepcionalmente sean propietarios de instalaciones de trans-
porte y los titulares de instalaciones de generación o de almacenamiento en los términos previs-
tos en el artículo 6.3 del Real Decreto 1183/2020, de 29 de diciembre, con conexión a la red de 
transporte.

Asimismo, la Resolución prevé la publicación de información por parte de los gestores de las redes 
de transporte y distribución relativa a, entre otras cuestiones, la capacidad de acceso disponible, 
ocupada y solicitada. La publicación de dicha información por los gestores de las redes de trans-
porte y distribución sobre el acceso y conexión a las redes de transporte y distribución de energía 
eléctrica ha tenido lugar a las 8 de la mañana del 1 de julio de 2021.

Resolución de 6 de mayo de 2021, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competen-
cia, por la que se aprueban las reglas de funcionamiento de los mercados diario e intradia-
rio de energía eléctrica para su adaptación de los límites de oferta a los límites de casación 
europeos (BOE de 20 de mayo de 2021)

Entre otras cuestiones, la Resolución establece, con efectos a partir del 6 de julio, unos nuevos 
límites máximos y mínimos de precio de oferta de -500 y 3.000 €/MWh para el mercado diario y 
de -9.999 y 9.999 €/MWh para el mercado intradiario.

Circular informativa 4/2021, de 5 de mayo, de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, de petición de información a las empresas titulares de instalaciones de trans-
porte de energía eléctrica para la supervisión y cálculo de la retribución de la actividad (BOE 
de 18 de mayo de 2021)

Orden TED/456/2021, de 29 de abril, por la que se determina el contenido y las condiciones 
de remisión al Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico de la informa-
ción sobre los precios aplicados a los consumidores finales de electricidad (BOE de 12 de 
mayo de 2021)

Resolución de 28 de abril de 2021, de la Dirección General de Política Energética y Minas, 
por la que se establece el contenido mínimo y el modelo de factura de electricidad a utilizar 
por los comercializadores de referencia (BOE de 30 de abril de 2021)

En virtud de la disposición adicional tercera del Real Decreto 148/2021, de 9 de marzo, se habilita 
a la Dirección General de Política Energética y Minas (“DGPEM”) para establecer por resolución (la 
“Resolución”) el contenido mínimo de las facturas de electricidad y el modelo de factura de elec-
tricidad a utilizar por los comercializadores de referencia que desglose los peajes de transporte y 
distribución y los cargos.



80

Energía

La Resolución, que se dicta en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 17.7 de la LSE, actualiza el 
contenido de la factura recogido en la Resolución de 23 de mayo de 2014, de la DGPEM, por la 
que se establece el contenido mínimo y el modelo de factura de electricidad. La actualización pre-
tende reflejar en la factura la división entre los peajes de transporte y distribución —que aprueba 
la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia—, y los cargos, cuya aprobación co-
rresponde al Gobierno.

El nuevo formato de factura será de aplicación a los consumidores acogidos al precio voluntario 
para el pequeño consumidor (“PVPC”), a los consumidores que tengan la condición de vulnera-
bles y a los que resulte de aplicación el bono social, y a los consumidores que, sin tener derecho 
al PVPC, transitoriamente carezcan de un contrato de suministro en libre mercado.

La Resolución también prevé el contenido mínimo obligatorio a incluir en la factura emitida a los 
consumidores con derecho a PVPC acogidos a la oferta a precio fijo anual y a los consumidores 
con contrato en libre mercado cuyo suministro se realice en baja tensión hasta 15 kW de potencia 
contratada.

Cabe destacar que los comercializadores tienen obligación de especificar en la factura el origen 
e impacto ambiental de la electricidad consumida, conforme a la Circular 2/2021 de la Comisión 
Nacional de los Mercados y de la Competencia sobre etiquetado de electricidad, dictada el pasado 
10 de febrero.

Orden TED/371/2021, de 19 de abril, por la que se establecen los precios de los cargos del 
sistema eléctrico y de los pagos por capacidad que resultan de aplicación a partir del 1 de 
junio de 2021 (BOE de 22 de abril de 2021)

Real Decreto 266/2021, de 13 de abril, por el que se aprueba la concesión directa de ayudas 
a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución de pro-
gramas de incentivos ligados a la movilidad eléctrica (MOVES III) en el marco del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia Europeo (BOE de 14 de abril de 2021)

Normativa autonómica

Decreto de 15 de mayo de 2021, de aprobación definitiva de la modificación del Plan Direc-
tor Sectorial Energético de las Illes Balears (BOIB de 15 de mayo de 2021)

Resolución de 14 de mayo 2021, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de 
Cooperación Administración General del Estado-Generalitat, en relación con el Decreto ley 
14/2020, de 7-8-2020 (LCV 2020\336), del Consell, de medidas para acelerar la implanta-
ción de instalaciones para el aprovechamiento de las energías renovables por la emergencia 
climática y la necesidad de la urgente reactivación económica (DOGV de 9 de junio de 2021)

Orden ICD/418/2021, de 26 de abril, por la que se modifica la Orden EIE/1940/2016, de 16 
de noviembre de 2016 (LARG 2017\3), por la que se establecen las bases reguladoras de 
subvenciones en materia de ahorro y diversificación energética, uso racional de la energía, 
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aprovechamiento de los recursos autóctonos y renovables, e infraestructuras energéticas 
(BOA de 4 de mayo de 2021)

Decreto-Ley Foral 4/2021, de 14 de abril, por el que se aprueban medidas urgentes para la 
gestión y ejecución de las actuaciones financiables con fondos europeos provenientes del 
Instrumento Europeo de Recuperación (BON de 23 de abril de 2021)

El Decreto-ley tiene por objeto establecer las disposiciones precisas para facilitar en la Comunidad 
Foral de Navarra la programación, gestión y ejecución de las actuaciones financiables con fondos 
europeos provenientes del Instrumento Europeo de Recuperación aprobado por el Consejo Euro-
peo el 21 de julio de 2020. 

El Decreto-ley recoge en su título II varias medidas relacionadas con el sector eléctrico. Cabe des-
tacar las siguientes:

i.	 Siempre que no estén sometidas a evaluación de impacto ambiental y no se solicite de-
claración en concreto de utilidad pública, no se requerirá trámite de información pública 
para la autorización administrativa de (a) instalaciones de producción de potencia igual o 
inferior a 1 MW, su transformación y sus líneas de evacuación; (b) instalaciones de tensión 
nominal igual o inferior a 66 kV; (c) modificaciones de instalaciones de tensión nominal 
superior a 66 kV ubicadas en el interior de instalaciones de la persona titular; y (d) insta-
laciones de carácter temporal.

ii.	 Sin perjuicio de la documentación que sea necesario presentar conforme a la reglamen-
tación técnica aplicable, y siempre que no estén sometidas a evaluación de impacto am-
biental, no precisarán autorización administrativa previa, autorización administrativa de 
construcción y autorización de explotación las siguientes instalaciones de generación de 
energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables: (a) instalaciones en la moda-
lidad de autoconsumo sin excedentes; (b) instalaciones en la modalidad de autoconsumo 
con excedentes, siempre que estén conectadas a redes de tensión inferior a 1 kV; y (c) 
instalaciones aisladas.

iii.	 Para aquellas instalaciones fotovoltaicas y sus infraestructuras de evacuación que estén 
sometidas a evaluación de impacto ambiental, el promotor presentará la solicitud de auto-
rización de actividades en suelo no urbanizable de forma simultánea a la solicitud de inicio 
de la evaluación de impacto ambiental. Dicha autorización será otorgada con anterioridad 
a la autorización administrativa previa de la instalación.
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2.	 Jurisprudencia

Reducción o aplazamiento del pago de los incentivos a la energía procedente de las 
instalaciones solares fotovoltaicas

Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 15 de abril de 
2021, asuntos acumulados C-798/18 y C-799/18, que tiene por objeto una petición de deci-
sión prejudicial planteada por el Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo del La-
cio (Italia), el 28 de septiembre de 2018, recibido en el Tribunal de Justicia el 17 de diciembre 
de 2018, en los procedimientos entre la Federazione nazionale delle imprese elttrotechniche 
ed elettroniche, Athesia Energy, Srl y el Ministero dello Sviluppo economico y el Gestore dei 
servici energetici SpA 

La sentencia se refiere a la reducción o el aplazamiento del pago de los incentivos a la energía 
procedente de las instalaciones solares fotovoltaicas concedidos mediante resoluciones adminis-
trativas y confirmados mediante acuerdos específicos celebrados entre los operadores de dichas 
instalaciones y una sociedad pública. 

El Tribunal declara que tales reducciones y aplazamientos no vulneran los derechos fundamen-
tales de propiedad y de libertad de empresa, como tampoco vulnera los objetivos que para el 
fomento de uso de energías renovables se recogen en le Directiva 2009/28/CE.

Actualización de los parámetros retributivos de las instalaciones tipo aplicables a 
determinadas instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de 
energía renovables, cogeneración y residuo

Sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 833/2021 de 
10 de junio, 849/2021 de 14 de junio, 848/2021 de 14 de junio, 847/2021 de 14 de junio 

Las sentencias estiman parcialmente los recursos frente a la Orden TED/171/2020, de 24 de fe-
brero, por la que se actualizan los parámetros retributivos de las instalaciones tipo aplicables a 
determinadas instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía re-
novables, cogeneración y residuo. En particular, declaran la nulidad de los parámetros retributivos 
correspondientes a aquellas instalaciones tipo referidas a determinadas plantas de cogeneración 
que venden todo o parte del calor útil producido a industrias que están dentro del régimen de 
comercio de derecho de emisión y que perciben los derechos de emisión de CO2 asignados gra-
tuitamente por el calor útil consumido.
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9 de junio de 2021

1.	 Legislación

[España]

Plan de vivienda. Préstamos cualificados. Tipos de interés efectivos

Resolución de 24 de marzo de 2021, de la Dirección General de Vivienda y Suelo, por la que 
se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de marzo de 2021, por el que se revisan 
y modifican los tipos de interés efectivos anuales vigentes para los préstamos cualificados 
o convenidos concedidos en el marco del Programa 1997 del Plan de vivienda 1996-1999, 
Plan de vivienda 2002-2005 y Plan de vivienda 2005-2008 (BOE de 7 de abril de 2021)

Se revisan y modifican los tipos de interés efectivos anuales vigentes para los préstamos cualifica-
dos o convenidos concedidos en diversos planes estatales de vivienda.

Información catastral. Normas técnicas para la incorporación de la representación 
gráfica de inmuebles en documentos notariales

Resolución de 8 de abril de 2021, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución de 
29 de marzo de 2021, conjunta de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
y de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueban las normas técnicas para la 
incorporación de la representación gráfica de inmuebles en documentos notariales (BOE del 
15 de abril de 2021)

La resolución tiene por objeto la adaptación de protocolos y el ajuste de los requisitos técnicos de 
la incorporación de la representación gráfica de los inmuebles a los instrumentos públicos, con 
la finalidad de lograr la coherencia entre la descripción literaria de la parcela en el instrumento 
público y la descripción gráfica en el Catastro Inmobiliario. Con ello se incrementa desde su for-
malización la seguridad de los negocios jurídicos de toda índole que tengan por objeto bienes in-

*   Esta sección ha sido coordinada por Felipe Iglesias, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid), y en su elaboración han participado Belén 
Simbor, Andrea Sandi, Piedad Medina, Emma Villasante, Alicia Martín, M.ª Amparo Guerrero, Mirian Goitia, Irene Rodríguez, Héctor Nogués, Iván Abad, 
Ignacio Nägele, Rafael Castillo y Miguel Herraiz, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid, Valencia).
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muebles, sirviendo además como paso previo para la subsiguiente coordinación entre el Catastro 
y el Registro de la Propiedad.

Medidas urgentes en el orden sanitario, social y jurisdiccional tras el fin del estado 
de alarma

Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes en el orden 
sanitario, social y jurisdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, por el que se declara el estado de alarma 
para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 (BOE del 5 de 
mayo de 2021. Acuerdo de convalidación publicado en el BOE de 27 de mayo de 2021)

En el ámbito inmobiliario, el Real Decreto-ley 8/2021 prorroga medidas de carácter económico y 
social, que estaban condicionadas al tiempo de vigencia del estado de alarma. Además, contiene 
regulaciones que afectan al régimen de autorización o ratificación judicial de las medidas que 
hayan de adoptarse, cuando impliquen limitación o restricción de derechos fundamentales.

Establece medidas extraordinarias aplicables a las juntas de propietarios de las comunidades en 
régimen de propiedad horizontal. Suspende la obligación de convocar y celebrar la junta de pro-
pietarios hasta el 31 de diciembre de 2021, la obligación de aprobar el plan de ingresos y gastos 
previsibles, las cuentas correspondientes y el presupuesto anual. Durante el periodo que transcu-
rra hasta la celebración de la junta correspondiente, se entenderán prorrogados el último presu-
puesto anual aprobado y los nombramientos de los órganos de gobierno. Se permite que la junta 
pueda celebrarse por videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple, con determinadas 
condiciones.

Respecto a las situaciones de vulnerabilidad económica y social, se prorrogan por un plazo de tres 
meses, hasta el 9 de agosto de 2021, las medidas extraordinarias como la garantía de suministro 
de agua, electricidad y gas natural a los consumidores vulnerables. También se extiende esta pró-
rroga a los perceptores del bono social.

Asimismo se prorrogan por un plazo de tres meses más las medidas de protección en situaciones 
de vulnerabilidad en materia de vivienda establecidas en el Real Decreto-ley 11/2020, referidas a 
la suspensión de los procedimientos y lanzamientos de vivienda. 

Se amplía la posibilidad de prórroga extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por 
un periodo máximo de seis meses, durante los cuales se seguirán aplicando los términos y con-
diciones establecidos para el contrato en vigor a aquellos contratos cuyo vencimiento estuviese 
establecido entre el 9 de mayo y el 9 de agosto de 2021.

También se amplía hasta el 9 de agosto de 2021 la posibilidad de solicitar la moratoria o la condo-
nación parcial de la renta cuando el arrendador sea una empresa o entidad pública de vivienda o 
un gran tenedor. Se prolongan por igual periodo los contratos de arrendamiento de vivienda que 
pueden acogerse a la prórroga extraordinaria de seis meses, durante los que se seguirán aplican-
do los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. 
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Por último, respecto a los arrendadores y titulares de viviendas afectados por la suspensión ex-
traordinaria prevista en el Real Decreto-ley 11/2020, de 30 de marzo, se prorroga hasta el 9 de 
septiembre de 2021 el plazo para que puedan presentar la solicitud de compensación.

Línea de avales de arrendamiento COVID-19

Orden TMA/498/2021, de 21 de mayo, por la que se modifican los plazos para solicitar y 
formalizar los préstamos avalados y subvencionados por el Estado establecidos en la Orden 
TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y requisitos de los arren-
datarios de vivienda habitual que pueden acceder a las ayudas transitorias de financiación 
establecidas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer 
frente al COVID-19 (BOE del 25 de mayo de 2019)

Se prorroga hasta el 9 de agosto de 2021 el plazo para solicitar los préstamos y hasta el 9 de 
septiembre de 2021 para formalizarlos. Dichos plazos podrán ser prorrogados, respectivamente, 
hasta el 31 de agosto y el 30 de septiembre de 2021 mediante Orden ministerial, previa propuesta 
de la Comisión de Seguimiento prevista en el Convenio entre el MITMA y el ICO.

Eficiencia energética de los edificios

Real Decreto 390/2021, de 1 de junio, por el que se aprueba el procedimiento básico para la 
certificación de la eficiencia energética de los edificios (BOE del 2 de junio de 2021)

El Real Decreto 390/2021 establece las condiciones técnicas y administrativas que deben regir la 
realización de las certificaciones de eficiencia energética de los edificios y la correcta transmisión 
de los resultados obtenidos en este proceso de certificación energética a sus usuarios y propieta-
rios. 

Modifica el apartado primero del artículo 5, el primer punto del apartado b) del artículo 7, el 
apartado b) del primer punto del artículo 8 y el anexo I del Real Decreto 56/2016, por el que se 
transpone la Directiva 2012/27/UE, relativa a la eficiencia energética, en lo referente a auditorías 
energéticas, acreditación de proveedores de servicios y auditores energéticos y promoción de la 
eficiencia del suministro de energía, y el punto treinta y uno del artículo único del Real Decreto 
178/2021, por el que se modifica el Real Decreto 1027/2007, por el que se aprueba el Reglamento 
de instalaciones térmicas en los edificios. Deroga el Real Decreto 235/2013, por el que se aprueba 
el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios.
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Aragón. Plan de Inspección de Vivienda

Orden VMV/359/2021, de 30 de marzo, por la que se aprueba el Plan de Inspección de Vi-
vienda para 2021 (BOA de 19 de abril de 2021)

El Plan se desarrollará entre el 1 de mayo y el 31 de diciembre de 2021 y tiene por objeto ins-
pecciones de ocupación de viviendas, ocupación de viviendas protegidas adjudicadas, publicidad 
engañosa sobre vivienda protegida de intermediarios comerciales y fianzas de arrendamientos.

Aragón. Oficinas públicas de vivienda

Orden VMV/528/2021, de 10 de mayo, por la que se aprueba el programa para la implan-
tación de oficinas públicas de vivienda (BOA de 25 de mayo)

El objetivo de la Orden VMV/528/2021 es implantar las oficinas de vivienda pública (dependencias 
administrativas especializadas en materia de vivienda para orientar y asesorar a los ciudadanos). 
La orden, además, establece los criterios funcionales y territoriales y los instrumentos administra-
tivos para su implantación.

Baleares. COVID-19. Vivienda. Ayudas, simplificación de procedimientos y viviendas 
protegidas y desocupadas

Decreto-ley 4/2021, de 3 de mayo, para impulsar y agilizar la tramitación de ayudas y otras 
actuaciones en materia de vivienda (BOIB de 4 de mayo de 2021)

El Decreto-ley 4/2021 regula un régimen especial de concesión de subvenciones en materia de 
vivienda y sus bases reguladoras, para establecer un procedimiento más ágil y simplificado, elimi-
na la exigencia de acreditar el depósito de la fianza para conceder ayudas al alquiler e impulsa la 
cesión temporal de viviendas desocupadas pertenecientes a grandes tenedores, mediante la obli-
gación de oferta de alquiler social en supuestos de procesos judiciales o extrajudiciales. Asimismo, 
modifica el régimen de adquisición preferente en transmisiones entre grandes tenedores para 
aclarar cuestiones interpretativas suscitadas en aplicación de la Ley, ampliar el plazo para ejercer 
el derecho de retracto en transmisiones de viviendas protegidas hasta los tres meses e incorporar 
nuevas infracciones.

Por último, modifica, entre otras normas, la Ley 5/2018, de 19 de junio, de la vivienda de las Illes 
Balears, y el Decreto 36/2019, de 10 de mayo, por el que se regulan las viviendas desocupadas, el 
Registro de viviendas desocupadas de grandes tenedores y el procedimiento de cesión obligatoria 
por parte de los grandes tenedores.
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Galicia. Edificios. Informe de evaluación de edificios y registro

Decreto 61/2021, de 8 de abril, por el que se regula el informe de evaluación de los edificios 
y se crea el Registro Gallego de Informes de Evaluación de los Edificios (DOG de 20 de abril 
de 2021)

El decreto establece, entre otros, el contenido, ámbito de aplicación, criterios a evaluar y vigencia 
del informe de evaluación de los edificios, que es el instrumento que acredita la situación en la 
que se encuentra un edificio, tal y como se define en la Ley 1/2019, de 22 de abril. Además, crea y 
regula el Registro Gallego de Informes de Evaluación de los Edificios.

Galicia. Recuperación de la tierra agraria

Ley 11/2021, de 14 de mayo, de recuperación de la tierra agraria de Galicia (DOG de 21 de 
mayo de 2021)

La Ley 11/2021 regula la gestión y recuperación de la tierra agroforestal mediante la delimitación 
de las competencias administrativas de la Consejería del Medio Rural, la coordinación de los ins-
trumentos de ordenación territorial y planeamiento urbanístico con las determinaciones del catá-
logo de suelos agropecuarios y forestales, la fijación y control de los precios del Banco de Tierras 
de Galicia y su enajenación y arrendamiento, entre otros.

Madrid. Plan de inspección y disciplina urbanística 2021-2024

Orden 656/2021, de 30 de marzo, de la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación del Te-
rritorio y Sostenibilidad, por la que se aprueba el Plan de Inspección y Disciplina Urbanística 
de la Comunidad de Madrid para el cuatrienio 2021-2024 (BOCM de 14 de abril de 2021)

La orden establece el objeto, ámbito de aplicación, objetivos y principales líneas de actuación del 
Plan para los años 2021-2024. Prevé, entre otras, acciones de inspección prioritaria en relación 
con las actuaciones en suelo no urbanizable de especial protección, actuaciones de parcelación 
urbanística en suelo no urbanizable que puedan generar asentamientos con riesgo de formación 
de núcleo de población y actuaciones que afecten a suelos de dominio público. 

Madrid. Actuaciones de calificación urbanística en el medio rural

Orden 899/2021, de 29 de abril, de la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación del Terri-
torio y Sostenibilidad, por la que se dictan instrucciones generales sobre la innecesariedad 
de someter algunas actuaciones a calificación urbanística con el fin de agilizar y facilitar la 
implantación de actividades propias del medio rural (BOCM de 30 de abril de 2021)

La Orden 899/2021 exime de la necesidad de someter al procedimiento de calificación urbanística 
a aquellas actividades propias del medio rural, en suelo no urbanizable, que pueden llevar aso-
ciado el empleo de medios técnicos e instalaciones indispensables para el ejercicio de la actividad 
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(como instalación de invernaderos temporales o cerramientos perimetrales de fincas o parcelas), 
ello sin perjuicio de la necesidad del oportuno título habilitante urbanístico.

Murcia. COVID-19. Medidas de reactivación en el área de vivienda e infraestructuras

Decreto-ley 1/2021, de 6 de mayo, de reactivación económica y social tras el impacto del 
COVID-19 en el área de vivienda e infraestructuras (BORM de 10 de mayo de 2021)

El Decreto-ley 1/2021 adopta, entre otras, medidas para dinamizar los alquileres de viviendas y lo-
cales, y acelerar procedimientos administrativos; agilizar la tramitación de la agenda de paisaje de 
la Región de Murcia; agilizar la implantación de actividades económicas en suelos urbanizables ya 
ordenados no desarrollados; y adaptar la normativa autonómica al principio de autonomía local 
reconocido por la sentencia del Tribunal Constitucional n.º 878/2019 en materia de compatibili-
dad urbanística en los usos provisionales.

Su artículo 5, sobre el sistema de autorización de los usos, instalaciones y construcciones del suelo, 
fue modificado por el Decreto-ley 3/2021, de 27 de mayo (BORM de 28 de mayo), al detectarse 
unas dudas en su interpretación.

Murcia. Vivienda protegida de promoción privada

Decreto 99/2021, de 13 de mayo, por el que se regula el régimen jurídico de la vivienda 
protegida de promoción privada en la Región de Murcia (BORM de 19 de mayo de 2021)

El Decreto 99/2021 regula el régimen legal de esta categoría de vivienda protegida. Para ello esta-
blece (i) su clasificación en función del régimen de uso (para venta, para uso propio o para arrenda-
miento con o sin opción de compra) y en función de la renta de sus destinatarios, bien de régimen 
general, o bien de régimen especial; (ii) los requisitos de acceso y los de las viviendas; (iii) la duración 
del régimen de protección, la calificación (provisional y definitiva) y la descalificación; (iv) el tanteo y 
retracto a favor de la administración; y (v) los precios máximos de venta y renta, entre otros.

Navarra. Ordenación del Territorio y Urbanismo. Autoconsumo y puntos de recarga

Ley Foral 4/2021, de 22 de abril, para la modificación del artículo 192 del Texto Refundido 
de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo aprobado mediante Decreto Foral 
Legislativo 1/2017, de 26 de julio (BON de 28 de abril de 2021)

La Ley Foral 4/2021 modifica el artículo 192 del Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo, para sujetar a declaración responsable o comunicación previa las siguien-
tes actuaciones: instalaciones de aprovechamiento de energía solar para autoconsumo sobre edi-
ficaciones o construcciones y pérgolas de aparcamiento, sin limitación de potencia (con algunas 
excepciones), y puntos recarga de vehículos eléctricos situados en el interior de edificaciones, 
salvo que pudieran suponer un impacto sobre los bienes declarados de interés cultural o sujetos a 
cualquier otro régimen de protección.
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Valencia. COVID-19. Ejecución de actuaciones financiadas por instrumentos eu-
ropeos

Decreto-ley 6/2021, de 1 de abril, del Consell, de medidas urgentes en materia económi-
co-administrativa para la ejecución de actuaciones financiadas por instrumentos europeos 
para apoyar la recuperación de la crisis consecuencia de la COVID-19 (DOGV de 15 de abril 
de 2021)

Además de normativa presupuestaria y financiera, se modifica la Ley 5/2014, de 25 de julio, en 
relación con la composición del Consejo de Dirección de la Agencia Valenciana de Protección del 
Territorio. 

Fue validado por la resolución 343/X, de 20 de mayo de 2021 (DOGV de 2 de junio).

Valencia. Observatorio del hábitat y segregación urbana

Decreto 51/2021, de 9 de abril, del Consell, de modificación del Decreto 9/2019, de 1 de 
febrero, del Consell, de creación del Observatorio del Hábitat y la Segregación Urbana de la 
Comunitat Valenciana (DOGV de 23 de abril de 2021)

Se modifican los siguientes puntos del Decreto 9/20219: funciones del Observatorio del Hábitat 
y Segregación Urbana de la Comunidad Valencia, su estructura, la composición del Pleno y las 
comisiones.

Valencia. Catálogo de áreas de necesidad de vivienda

Orden 2/2021, de 20 de abril, de la Vicepresidencia Segunda y Conselleria de Vivienda y 
Arquitectura Bioclimática, por la que se aprueba el Catálogo de áreas de necesidad de vi-
vienda, contemplado en el capítulo II del título II del Decreto-ley 6/2020, de 5 de junio, del 
Consell, para la ampliación de vivienda pública en la Comunitat Valenciana mediante los 
derechos de tanteo y retracto (DOGV de 29 de abril de 2021)

La orden aprueba y publica el Catálogo de áreas de necesidad de vivienda (ANHA) a los efectos del 
Decreto-ley 6/2020 para las adquisiciones preferentes en transmisiones singulares. El catálogo 
tiene una vigencia de diez años, sin perjuicio de su modificación y actualización.

Valencia. Plataforma urbanística digital

Decreto 65/2021, de 14 de mayo, del Consell, de regulación de la Plataforma Urbanística 
Digital y de la presentación de los instrumentos de planificación urbanística y territorial 
(DOGV de 1 de junio)

El decreto regula la elaboración, acceso y difusión de la información urbanística a través de la 
Plataforma Urbanística Digital, que está integrada por el Registro Autonómico de Instrumentos 
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de Planeamiento, las herramientas informáticas de tramitación electrónica de los instrumentos 
urbanísticos y la información urbanística generada por la Generalitat y por el visor urbanístico. 
Además, regula la obligación de las Administraciones para tramitar determinadas disposiciones 
y actos por este medio y el funcionamiento del Registro Autonómico de Instrumentos de Planea-
miento Urbanístico y su coordinación con el Registro de la Propiedad y el Catastro.

[Portugal]

Prorrogação da redução da remuneração mensal fixa ou mínima a pagar pelos  
lojistas em centros comerciais

Despacho n.º 3287-A/2021, de 25 de março

Através do Despacho n.º 3287-A/2021, de 25 de março, a redução da remuneração mensal fixa 
ou mínima a pagar pelos lojistas de estabelecimentos abertos ao público inseridos em centros co-
merciais, até 30 de junho de 2021, ao abrigo do n.º 2 do artigo 8.º-D da Lei n.º 4-C/2020, de 6 de 
abril, foi prorrogada. A presente prorrogação produziu efeitos na data da publicação do referido 
despacho a 25 de março de 2021. 

Para mais informações sobre a aplicação do regime da Lei n.º 4-C/2020, de 6 de abril aos lojistas 
de estabelecimentos abertos ao público inseridos em centros comerciais, consulte aqui o Boletim 
UMPC de Dezembro de 2020. 

2.	 Jurisprudencia

[España]

La responsabilidad del arquitecto técnico en el certificado final de obra

Sentencia 205/2021 del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 15 de abril de 2021

La sentencia analiza el alcance de la responsabilidad por vicios constructivos de un arquitecto 
técnico que fue nombrado en la fase final de la ejecución material de la obra y que firmó el certi-
ficado final de obra. 

En este caso concreto, el arquitecto técnico que ejecutaba la obra falleció antes de la finalización 
completa de la obra, tras lo cual se nombró a un segundo arquitecto técnico (el “Arquitecto Téc-
nico”) que asumió las tareas hasta la conclusión de la obra y participó únicamente en la fase de 
acabados. Tras terminarse la obra, el Arquitecto Técnico firmó el certificado final de obra. 

La obra no se finalizó en condiciones óptimas y, en consecuencia, la comunidad de propietarios 
exigió a los agentes de la edificación la subsanación de los defectos constructivos existentes en el 

https://www.uria.com/documentos/circulares/1362/documento/12109/Boletim_UM_dezembro_2020.pdf?id=12109
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edificio con base en lo regulado en el artículo 17 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Orde-
nación de la Edificación (“LOE”).

La Audiencia Provincial de Málaga exoneró de responsabilidad al Arquitecto Técnico por conside-
rar que su responsabilidad no podía derivar únicamente de la firma del certificado final de obra, 
sino que el Arquitecto Técnico debía responder por los daños que este causó a los perjudicados.

El Tribunal Supremo confirma el criterio de la Audiencia Provincial y concluye que, de acuerdo con 
los artículos 13.2.e y 17.7 LOE, el director de obra y el director de ejecución suscriben el certificado 
de obra final y son responsables de la veracidad y exactitud de ese documento. Asimismo, quien 
acepte la dirección de la obra cuyo proyecto no haya realizado él mismo asume las responsabili-
dades derivadas de las omisiones, deficiencias o imperfecciones del proyecto. 

Ahora bien, el director de obra y el director de ejecución de obra no responden de manera auto-
mática, sino que es necesario que se acrediten algunos presupuestos básicos, como la realidad y 
cuantía de los daños y su imputación a estos agentes. 

En este sentido, el Tribunal Supremo concluye que, en este caso, el Arquitecto Técnico no intervi-
no en la supervisión de la ejecución material de las partidas defectuosas y, por lo tanto, no se le 
puede responsabilizar de los defectos que se produjeron cuando él no dirigía la ejecución, salvo 
que los defectos de ejecución sean detectables o de ejecución grosera en el momento de firmar 
el certificado. 

Incumplimiento de contrato de permuta por obra futura por la falta de aprobación 
del planeamiento urbanístico 

Sentencia 261/2021 del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 6 de mayo de 2021

La sentencia analiza si la falta de aprobación de un instrumento de planeamiento urbanístico pue-
de tener la consideración de imposibilidad sobrevenida en relación con el cumplimiento de las 
obligaciones de un contrato de permuta por obra futura. 

En el supuesto enjuiciado, las partes suscriben un contrato de permuta por obra futura por el cual 
la parte que promovía las obras y estaba obligada a entregar unidades del edificio ya construidas 
a la otra parte asumía ciertas obligaciones relativas a la urbanización del sector correspondiente 
y la obtención de licencias. Asimismo, el incumplimiento de la obligación por esta parte de solici-
tar la licencia de obras tras la recepción provisional de las obras de urbanización se configuraba 
expresamente como condición resolutoria, y se establecía, además, una cláusula penal para dicho 
incumplimiento. 

Así las cosas, tras la firma del contrato, en relación con el citado proceso de urbanización, no se 
obtiene la aprobación del planeamiento urbanístico por parte de las autoridades municipales. 

En este sentido, la parte demandante alega que la falta de aprobación del planeamiento constituye 
un supuesto de imposibilidad sobrevenida y, por ende, solicita la moderación de la cláusula penal. 
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El Tribunal Supremo considera que en este caso no existe imposibilidad sobrevenida, pérdida o 
imposibilidad física o legal, en relación con el cumplimiento de la prestación, por considerar que 
las partes son profesionales de la construcción y debían prever las dificultades derivadas del pla-
neamiento, incluso si han decidido no regularlo expresamente en el contrato. En este sentido, el 
Tribunal Supremo afirma que la no obtención del planeamiento urbanístico era algo previsible y 
no ajeno en la práctica urbanística, por lo que decide no moderar la cláusula penal. 

Anulación de resolución administrativa por exigir una aprobación definitiva del ca-
tálogo de edificaciones del Plan de Ordenación de Recursos Naturales que no era 
necesaria

Sentencia núm. 95/2021 de 10 de febrero, del Tribunal Superior de Justicia de Islas Baleares 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1.ª) 

El Tribunal Superior de Justicia de Islas Baleares estima la sentencia del Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo n.º1 de Palma que anulaba la resolución que denegaba la solicitud de declara-
ción de interés general de la autorización para la instalación de una red soterrada de baja tensión 
para una vivienda en suelo rústico. Dicha resolución exponía que la vivienda se encontraba en 
situación de fuera de ordenación por no haberse aprobado definitivamente el catálogo de edifi-
caciones exigido por el Plan de Ordenación de Recursos Naturales (PORN) en el que se incluía la 
vivienda. El TSJ enfatiza que la vivienda ya dispone de suministro eléctrico por medio de placas 
fotovoltaicas, y que el suministro en cuestión se realizaría por línea eléctrica soterrada, con lo que 
el impacto medioambiental sería mínimo, por lo que considera que entre las obras de mejora cabe 
incluir con naturalidad el suministro eléctrico.

Utilización de los intereses legales de las cuotas de urbanización satisfechas como 
método de cuantificación del perjuicio por demora en la finalización de obras de 
urbanización

Sentencia núm. 208/2021 de 17 de febrero, del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencio-
so-Administrativo, Sección 5.ª) 

El Tribunal Supremo considera que, en la demora en la finalización de obras de urbanización 
por parte de la Administración, pueden considerarse como perjuicio efectivo, individualizado y 
evaluable los intereses legales devengados por las cuotas de urbanización satisfechas hasta la 
recepción definitiva de las obras.

Rechazo de violación del derecho al respeto a la vida privada y familiar por la demo-
lición de una vivienda ilegalmente construida

Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Sección 3.ª) de 23 de marzo de 2021

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos desestima la demanda de ciudadanos marroquíes 
contra España en la que se alegaba la vulneración del derecho al respeto del domicilio por la eje-
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cución de una orden de demolición de una vivienda ilegalmente construida. El Tribunal considera 
que la medida llevada a cabo por las autoridades españolas era conforme a derecho —dado que 
la orden de demolición de la vivienda se llevó a cabo con base en la Ley de Suelo de la Comunidad 
Autónoma de Madrid—, y perseguía los objetivos legítimos de proteger derechos y libertades, 
prevenir el desorden y promover el bienestar económico del país. Asimismo, el TEDH considera 
especialmente relevante el hecho de que los demandantes tuvieran la oportunidad efectiva de 
impugnar la proporcionalidad de la demolición antes de que pudiera ejecutarse.

Improcedencia de aplicación retroactiva de la Ley de Suelo para la retasación de 
fincas expropiadas cuya finalidad originaria ya fue cumplida

Sentencia núm. 1453/2021 de 26 de marzo, del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2.ª) 

El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña considera improcedente la retasación de una finca 
expropiada para la implantación de un centro recreativo turístico en Vilaseca y Salou por haberse 
solicitado al amparo de una aplicación retroactiva del Texto Refundido de la Ley de Suelo de 2007 
—sin que ello sea admisible, por cuanto esta aplicación retroactiva no está prevista en la norma y 
es contraria al principio de seguridad jurídica— y por haberse cumplido la finalidad expropiatoria 
del expediente del que derivó la expropiación de la finca.

[Portugal]

Condomínio – requisitos para qualificação da ata da assembleia de condóminos 
como título executivo

Acórdão de 25 de março de 2021 (Processo n.º 4731/10.9TBCSC.L1-6) – TRL

No acórdão em referência, o TRL considerou que uma ata de assembleia de condóminos da qual 
simplesmente consta a aprovação da lista de dívidas dos condóminos apresentada à assembleia 
pela administração do condomínio, desacompanhada da deliberação que fixou as quotas apre-
sentadas como em dívida, não constitui título executivo nos termos e para efeitos do disposto no 
n.º 1 do artigo 6.º do Decreto-Lei n.º 268/94, de 25 de Outubro.

Assim, no entendimento do TRL, apenas constituirá título executivo uma ata da assembleia de con-
dóminos que documente a deliberação de onde nasce a obrigação de pagamento de contribuição 
por parte do condómino, ou seja, que fixa a quota-parte de comparticipação de cada condómino 
nas despesas e serviços comuns, e estabelece o prazo e o modo de pagamento, não se limitando 
portanto a declarar apenas o montante da dívida.
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Valor probatório de mapa cadastral rústico

Acórdão de 9 de março de 2021 (Processo n.º 224/17.1T8PTS. L1-7) –TRL

No caso em apreço, o requerido alegou que um Mapa Cadastral Rústico não podia ter sido des-
considerado pelo tribunal de 1ª instância por se tratar de um documento autêntico com força 
probatória plena. Ora, o TRL considerou que o mapa em questão foi preparado pelas autoridades 
públicas locais competentes, no ano de 1978, mas nunca foi homologado, isto é, atestado oficial-
mente após reclamação.

Entende o TRL que, mesmo que se considerasse que o Mapa Cadastral Rústico era um documento 
autêntico por ter sido elaborado por organismo com competência administrativa pública na maté-
ria, a sua força probatória não impede que os juízos de valoração nele atestados sejam sujeitos ao 
princípio da livre apreciação do julgador, nos termos do artigo 371.º, n.º 1 do CC.

Requisitos formais da modificação do título constitutivo da propriedade horizontal 

Acórdão de 4 de março de 2021 (Processo n.º 39/18.0T8PRG.G1) – TRG

No presente acórdão, é decidido que é admissível a aquisição da compropriedade de um espaço 
de entrada num prédio por usucapião, mesmo contrariando o título constitutivo da propriedade 
horizontal, que, no caso em apreço, não incluía menção ao espaço em questão, mas sim uma 
menção a “entrada comum”. 

Mesmo não incluindo menção expressa ao espaço, nos termos dos artigos 236.º e 239.º do CC, o 
TRG entendeu que se deverá interpretar o título constitutivo da propriedade horizontal no sentido 
de a menção a “entrada comum” presente no título, pressupor todo o espaço necessário à efetiva-
ção da entrada, e não só uma linha abstrata de delimitação entre o exterior e o interior do espaço.

Existindo um conflito entre o n.º 1 do artigo 1417.º do CC, que consagra que a propriedade ho-
rizontal pode ser constituída por usucapião, e o n.º 1 do artigo 1419.º do CC, que prevê que o 
título constitutivo da propriedade horizontal pode ser modificado por escritura pública ou por 
documento particular autenticado, havendo acordo de todos os condóminos, deve-se interpretar 
restritivamente a segunda norma. No entender do TRG, sufragando uma posição do STJ, as exi-
gências de forma impostas pelo n.º 1 do artigo 1419.º do CC para a modificação da propriedade 
horizontal (escritura pública ou documento particular autenticado) deverão ser aplicáveis às hi-
póteses em que a modificação do título constitutivo da propriedade horizontal é feita por negócio 
jurídico. Já quando esteja em causa, ao abrigo do n.º 1 do artigo 1417.º do CC, uma das demais 
fontes de constituição/modificação da propriedade horizontal (usucapião, decisão administrativa 
ou decisão judicial), deverá entender-se que a norma não é aplicável.
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Arrendamento Não-Habitacional - COVID-19 - Alteração Das Circunstâncias - Garan-
tia Bancária 

Acórdão de 8 de abril de 2021 (19222/20.1T8LSB.L1-6) - TRL

No presente Acórdão, o TRL foi chamado a decidir sobre a aplicabilidade do regime geral da 
alteração das circunstâncias, previsto no artigo 437.º do CC, a um contrato de arrendamento não 
habitacional, em face do impacto que resultou para a relação contratual do contexto de crise pan-
démica da COVID-19.

Cumpria ao TRL apreciar a situação jurídica de um arrendatário de uma loja, que sofreu uma que-
bra de faturação na ordem dos 85%, entre os meses de março e julho de 2020, em resultado da 
crise pandémica. Assim, no dia 17 de agosto de 2020, e não tendo conseguido resolver a questão 
pela via negocial, o arrendatário enviou uma carta ao senhorio, através da qual resolveu o contra-
to de arrendamento com fundamento no instituto da alteração das circunstâncias. 

Em face desta atuação, o senhorio acionou uma garantia bancária on first demand, no valor de 
€240.000,00, emitida em garantia do contrato de arrendamento. Subsequentemente, o arren-
datário interpôs uma providência cautelar para paralisar o pagamento da garantia bancária, ale-
gando (i) a extinção do contrato de arrendamento e (ii) que o pagamento da garantia bancária o 
colocaria numa situação financeira irremediável. A procedência da providência cautelar foi nega-
da pelo Tribunal de 1.ª instância, tendo o arrendatário recorrido da decisão, originando assim o 
presente Acórdão.

Assim, o Tribunal começou por abordar o tema da alteração das circunstâncias, tendo concluído 
(i) que a situação pandémica é suscetível de enquadrar os pressupostos da resolução ou modifica-
ção dos contratos por alteração das circunstâncias, nos termos do artigo 437.º do CC, e (ii) que, no 
caso concreto, este instituto aplicar-se-ia ao contrato de arrendamento comercial, tendo sido lícita 
a resolução do contrato operada por declaração extrajudicial do arrendatário.

O Tribunal argumentou que, em contexto de pandemia, o equilíbrio contratual estaria bastante 
afetado e que a manutenção do contrato teria consequências muito mais gravosas para o arrenda-
tário do que aquelas que a sua resolução teria para o senhorio. Adicionalmente, referiu o TRL que 
esta conclusão em nada seria prejudicada pela existência de legislação de apoio à recuperação 
de empresas relacionada com a COVID-19 porquanto, por um lado, estas normas não revogaram 
o artigo 437.º do CC e, por outro, não poderiam ser entendidas como vinculativas nem obrigató-
rias, cabendo às empresas “a autonomia para avaliar da pertinência e utilidade da recorrer a tais 
apoios”.

Em face da resolução do contrato de arrendamento, o TRL decidiu que o acionamento da ga-
rantia bancária não seria lícito, uma vez que estaríamos perante um contexto excecional. Como 
tal, dever-se-ia excecionar a regra geral da autonomia da garantia bancária, porquanto, por o 
seu acionamento ser abusivo. Assim, o Tribunal revogou a decisão de primeira instância, dando 
procedência ao recurso.
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Usucapião - Propriedade Horizontal - Fração Autónoma

Acórdão de 15 de abril de 2021 (1082/18.4T8PTL.G1) - TRG

No presente Acórdão, o Tribunal foi chamado a decidir um recurso relacionado com um pedido 
de aquisição, por usucapião, de uma fração autónoma de um prédio que não havia sido constituí-
do em propriedade horizontal.

Convocando os princípios da tipicidade e da especialidade, o Tribunal veio concordar com o Tri-
bunal de 1.ª instância ao referir que, de facto, é possível alegar a aquisição por usucapião de uma 
fração autónoma de um prédio que não tenha sido constituído em propriedade horizontal. No 
entanto, para que tal pedido seja procedente, o Autor terá o ónus de pedir a constituição da pro-
priedade horizontal sobre o prédio, e alegar os factos necessários para tanto.

Aplicação Da Lei No Tempo - Arrendatários em Situações de Especial Fragilidade - 
Oposição à Renovação - Regime Transitório

Acórdão de 15 de abril de 2021 (2518/19.2YLPRT.G1) - TRG

No presente Acórdão, o Tribunal veio analisar uma questão de aplicação da lei no tempo, relacio-
nada com a eficácia de uma oposição à renovação de um contrato de arrendamento habitacional 
anterior à entrada em vigor da Lei n.º 30/2018, de 16 de julho, que aprovou o regime extraordi-
nário e transitório para proteção de pessoas idosas ou com deficiência (“Lei 30/2018”).

No caso em análise, o senhorio opôs-se à renovação de um contrato de arrendamento cujos 
inquilinos estariam abrangidos pelo regime da Lei 30/20018, No entanto, esta oposição foi lhes 
comunicada no dia 22 de junho de 2018, ou seja, antes da aprovação desta Lei, produzindo efeitos 
extintivos em 31 de agosto de 2019. 

Ora, com a aprovação da Lei 30/2018, a eficácia da oposição às renovações de arrendamentos por 
ela abrangidas ficou suspensa. Quanto às oposições anteriores à entrada em vigor da Lei 30/2018, 
dispunha o seu artigo 3.º, n.º 2, que ficaria suspensa a sua eficácia “quando a produção de efeitos 
dessas comunicações deva ocorrer durante a vigência da mesma”. Porém, a Lei 30/2018 tinha 
uma vigência limitada, cessando em 31 de março de 2019. Como tal, o caso sub judice não seria 
por ela abrangido (visto que a oposição produziria efeitos extintivos em 31 de agosto de 2019). 

No entanto, posteriormente, foi aprovada a Lei n.º 13/2019, de 12 de fevereiro (“Lei 13/2019”), 
que também prevê a ineficácia da oposição a renovações de arrendamentos cujos inquilinos se 
enquadrem nos grupos referidos, em termos semelhantes aos da Lei 30/2018, sem no entanto se 
prever qualquer limite temporal para o futuro. Quanto à sua aplicação às oposições já efetuadas, 
de acordo com o seu artigo 14.º, n.º 5, apenas seriam ineficazes as oposições feitas durante a 
vigência da Lei 30/2018.

Em face deste enquadramento, os inquilinos vieram arguir que deveriam beneficiar dos regimes 
de proteção explanados, não podendo o contrato extinguir-se. 
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No entanto, o Tribunal decidiu que, uma vez que a oposição foi feita antes da entrada em vigor 
da Lei 30/2018, e apenas operaria a 31 de agosto de 2019, após cessar a vigência daquela lei 
(não beneficiando do respetivo regime de proteção), também não estava abrangida pelo regime 
transitório da Lei 13/2019 (por não ter sido feita durante a vigência da lei anterior, mas antes). Por 
isso, entendeu ser a oposição lícita e eficaz.

3.	 Resoluciones de la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública

Inscripción de una opción de compra pactada en escritura de hipoteca en garantía 
del crédito del acreedor

Resolución de 15 de marzo de 2021 (BOE de 28 de abril de 2021)

La DGSJyFP entiende que, entre empresarios, debe ser admitido el pacto por el que el acreedor 
pueda adquirir el bien objeto de una garantía hipotecaria, siempre que exista un procedimiento 
de valoración del bien que evite situaciones abusivas para el deudor.  

El registrador deniega la inscripción de una cláusula hipotecaria por la que se concede a la acree-
dora una opción de compra sobre la finca hipotecada, a ejercitar en caso de falta de pago del 
crédito garantizado. El registrador entendía que se trataba de un pacto comisorio, al surgir la 
opción en caso de impago de la deuda, evidenciando que tal derecho pretendía posibilitar que el 
acreedor se apropiase del bien en pago de su crédito. Asimismo, argumentaba que el derecho de 
opción vulneraba el artículo 14 del Reglamento Hipotecario, al establecer un plazo para el ejerci-
cio de la opción superior a cuatro años. 

Sin embargo, la resolución acoge los argumentos del recurrente, que señala que la prohibición 
del pacto comisorio no es absoluta y que es admisible cuando se haga una valoración objetiva 
del bien y se garanticen los derechos de terceros. Así, la cláusula se corresponde con el llamado 
“pacto marciano”, al contener un procedimiento, con amplia intervención notarial, que garantiza 
que la realización de la garantía se efectúe con fijación objetiva de su valor, evitando un enrique-
cimiento patrimonial injusto. Con respecto al plazo, la Dirección entiende que, cuando se trata 
de una opción complementaria de otra figura jurídica, será válida una opción con plazo superior 
sobre la base del principio de libertad civil.

Condiciones para la notificación de ejercicio de condición resolutoria

Resolución de 16 de marzo de 2021 (BOE de 28 de abril de 2021)

La DGSJyFP considera que para acreditar el incumplimiento de una condición resolutoria consis-
tente en la construcción por el comprador de un edificio sobre la finca vendida no basta con el 
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otorgamiento de un acta notarial de presencia en la que se deje constancia de la inexistencia de 
la construcción cuando el comprador incumplidor no ha recibido un requerimiento fehaciente. 

Intentada infructuosamente la notificación de resolución de forma presencial en el domicilio so-
cial del comprador sin pasividad voluntaria o resistencia activa de este, la notificación notarial de 
resolución deberá intentarse, además, por correo certificado con acuse de recibo que permita 
dejar constancia fehaciente de la entrega, tal y como exige el párrafo sexto del artículo 202 del 
Reglamento Notarial.



9 de junio de 2021

Laboral y 
Seguridad Social
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9 de junio de 2021

1.	 Legislación

[España]

Registro retributivo 

Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, de igualdad retributiva entre mujeres y hombres 
(BOE de 14 de octubre de 2020)

El 14 de octubre de 2020 se publicó el Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre, de igualdad 
retributiva entre mujeres y hombres. La norma, en consonancia con la obligación de elaborar 
planes de igualdad desde el 7 de marzo de 2021, prevé la obligación de todas las empresas de 
llevar un registro salarial a partir del 14 de abril de 2021. Concretamente, las empresas estarán 
obligadas a registrar los valores medios de los salarios, los complementos salariales y las percep-
ciones extrasalariales, desagregados por sexo y distribuidos por grupos profesionales, categorías 
profesionales o puestos de trabajo iguales o de igual valor. 

En cuanto a qué salarios debe comprender el registro, las empresas deberán registrar los salarios 
de toda la plantilla, incluidos altos cargos y directivos. Además, debe destacarse que la vigencia 
de estos registros será de un año, aunque podrán modificarse durante ese mismo año si fuera 
necesario.

Por otro lado, aquellas empresas que estén obligadas a aprobar un plan de igualdad también 
estarán obligadas a realizar auditorías retributivas. En estos casos, adicionalmente, se deberá des-
glosar la información retributiva del registro salarial en agrupaciones de trabajos que tengan igual 
valor en la empresa. Además, el registro deberá incluir una justificación siempre que la media 
aritmética o la mediana de las retribuciones totales de las personas trabajadoras de un sexo sea 
superior a las del otro en, al menos, un veinticinco por ciento.

*   Esta sección ha sido elaborada por Jesús Mercader Uguina, Raúl Boo Vicente, Albert Roche Carneros, Carmen Hans González y María Baixauli Puig 
Puig, del Área Fiscal y Laboral de Uría Menéndez (Madrid, Barcelona, Valencia y Lisboa).
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La ausencia de registro retributivo, sin perjuicio de las posibles acciones administrativas o judicia-
les, puede dar lugar a infracciones con sanciones de hasta 6.250 euros o incluso de hasta 187.515 
euros en caso de que se constate que efectivamente hay discriminación salarial por razón de sexo.

A los efectos de llevar a cabo dicho registro, pueden resultar útiles el Modelo oficial para realizar 
el registro retributivo para cumplir con lo dispuesto en el Real Decreto 902/2020 y la Guía de uso 
de la herramienta de registro retributivo. 

ETT. Registro retributivo

Consulta informativa de la Dirección General del Trabajo de 26 de abril de 2021

El 26 de abril de 2021, la Dirección General del Trabajo comunicó en una consulta informativa que, 
en el caso de trabajadores puestos a disposición por empresas de trabajo temporal (“ETT”), son 
estas quienes deben llevar el registro retributivo, y no las empresas usuarias, ya que, aunque la 
prestación efectiva de servicios se realiza en la empresa usuaria, se trata de personas trabajadoras 
de la ETT. Los contratos se suscriben entre la ETT y las personas trabajadoras, y es responsabilidad 
de la ETT el cumplimiento de las obligaciones salariales y de Seguridad Social. 

Debe destacarse que esta consulta tiene un carácter meramente informativo y que no es vincu-
lante, dado que la competencia para la interpretación legal con carácter vinculante corresponde 
exclusivamente a los órganos jurisdiccionales. Sin embargo, la consulta arroja luz sobre una nor-
mativa muy reciente y sobre la que aún no hay jurisprudencia.

También cabe señalar que, si bien es la ETT la que debe llevar el registro salarial, las personas 
trabajadoras puestas a disposición de la empresa usuaria deberán ser tomadas en consideración 
por esta con relación a determinados efectos del plan de igualdad. Por ejemplo, deberán tenerse 
en cuenta las personas trabajadoras cedidas por la ETT a efectos de cuantificar la plantilla mínima 
para determinar si la empresa usuaria está obligada o no a elaborar un plan de igualdad, y tam-
bién deberán considerarse para elaborar el diagnóstico de situación, analizando los efectos que 
tiene la prestación del trabajo mediante la utilización de personal cedido. Asimismo, las medidas 
que deriven de la aplicación del plan de igualdad de la empresa usuaria también se aplicarán a las 
personas trabajadoras cedidas por la ETT.

En conclusión, la Dirección General del Trabajo informa de que tendría que ser la ETT, y no la em-
presa usuaria, la que debería incluir las personas trabajadoras puestas a disposición por la ETT en 
su registro retributivo. Sin embargo, la empresa usuaria sí deberá tomarlos en consideración para 
determinados aspectos del plan de igualdad.
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[Portugal]

Retribuição Mínima Mensal Garantida – Região Autónoma da Madeira 

Decreto Legislativo Regional n.º 6/2021/M (DR 51, 1.º Suplemento, Série I, de 15 de março 
de 2021) 

A retribuição mínima mensal garantida para vigorar na Região Autónoma da Madeira foi fixada 
em € 682. 

Este decreto produz efeitos retroativos a 1 de janeiro de 2021.

Idade Normal de Acesso à Pensão de Velhice 

Portaria n.º 53/2021, de 10 de março (DR 48, 1.º Suplemento, Série I, de 10 de março de 
2021) 

A idade normal de acesso à pensão de velhice do regime geral de Segurança Social é fixada, em 
2022, em 66 anos e 7 meses, adicionando, assim, um mês à idade fixada para o ano de 2021

COVID-19 – Suspensão dos Prazos de Sobrevigência e Caducidade de Convenções 
Coletivas de Trabalho 

Lei n.º 11/2021, de 9 de março (DR 47, 1.º Suplemento, Série I, de 9 de março de 2021) 

O presente diploma procede à suspensão excecional dos prazos associados à sobrevigência e 
caducidade de convenções coletivas de trabalho, determinando que ficam suspensos os prazos de 
sobrevigência previstos nos n.os 3 a 7 do artigo 501.º do Código do Trabalho, durante 24 meses, 
contados a partir da entrada em vigor do diploma. 

Os n. os 3 a 7 do mencionado preceito regulam os prazos de sobrevigência da convenção coletiva 
em caso de denúncia, quer durante a fase de negociação subsequente à mesma, quer após o 
termo do prazo de tal negociação, que se poderá estender por 18 meses, incluindo um eventual 
período de suspensão. 

O regime de suspensão excecional ora aprovado aplica-se quer a denúncias de convenções coleti-
vas ocorridas após a entrada em vigor da presente lei, quer aos prazos de sobrevigência já em cur-
so, em resultado de denúncia da convenção realizada em data anterior à da sua entrada em vigor. 

Este diploma entrou em vigor no dia 10 de março de 2021.
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COVID-19 – Prorrogação do Prazo Legal para Aprovação e Afixação do Mapa de 
Férias 

Decreto-Lei n.º 22-A/2021, de 17 de março (DR 53, 1.º Suplemento, Série I, de 17 de março 
de 2021) 

O artigo 32.º-A do presente Decreto-Lei determinou a extensão excecional do prazo para apro-
vação e afixação do mapa de férias dos trabalhadores pelas entidades empregadoras, permitindo 
que esta pudesse ter lugar até ao dia 15 de maio de 2021.

COVID-19 – Medidas de Apoio aos Trabalhadores e Empresas - Atualização 

Decreto-Lei n.º 23-A/2021, de 24 de março (DR 58, 1.º Suplemento, Série I, de 24 de março 
de 2021) 

O diploma em apreço aprova uma série de alterações aos apoios e medidas laborais a que as 
empresas podem recorrer, por força da pandemia, alterando o Decreto-Lei n.º 46-A/2020, de 
30 de julho, e o Decreto-Lei n.º 6-E/2021, de 15 de janeiro. De entre as alterações introduzidas 
destacam-se, em particular, as seguintes: 

i.	 o alargamento do acesso ao regime do apoio extraordinário à manutenção do contrato 
de trabalho em situação de crise empresarial (também designado como “lay-off simplifica-
do”), aprovado pelo Decreto-Lei n.º 10-G/2020, de 26 de março; 

ii.	 a prorrogação do apoio extraordinário à retoma progressiva da atividade (regulado pelo 
Decreto-Lei n.º 46-A/2020, de 30 de julho) e aprovação de medidas especiais para em-
pregadores dos setores do turismo e da cultura; 

iii.	 as alterações ao regime do apoio simplificado para microempresas (também regulado 
pelo diploma referido no parágrafo que antecede), com a criação de um apoio adicional; 
e, por fim, 

iv.	 a criação de um novo incentivo extraordinário à normalização da atividade empresarial, 
sujeito a posterior regulamentação por portaria do membro do Governo responsável pela 
área do trabalho. 

Para uma descrição mais detalhada das alterações introduzidas, consulte a Circular de Direito 
Laboral n.º 58, de 5 de abril de 2021, disponível no nosso website, aqui.

https://www.uria.com/documentos/circulares/1385/documento/12193/20210405_Newsletter_Retoma_lay-off_novo_incentivo.pdf?id=12193
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COVID-19 - Regime Excecional de Pagamento de Dívidas de Contribuições à Segu-
rança Social

Decreto-Lei n.º 24/2021, de 26 de março (DR 60, 1.º Suplemento, Série I, de 26 de março 
de 2021) 

O presente Decreto-Lei estabelece, entre outros aspetos, um regime excecional de pagamento 
de dívidas de contribuições à Segurança Social em execução fiscal, respeitantes a factos ocorridos 
entre 1 de janeiro e 31 de março de 2021 e/ou a dívidas de contribuições vencidas no mesmo pe-
ríodo, em complemento a medidas anteriormente tomadas nesta matéria. 

Nos termos do regime ora instituído, nos planos prestacionais relativos às dívidas acima referidas, 
o pagamento da primeira prestação é efetuado no segundo mês seguinte àquele em que for noti-
ficado o despacho de autorização do pagamento em prestações pela Segurança Social. 

Sem prejuízo do mencionado supra, a retoma do pagamento das prestações de planos aprovados 
antes de 1 de janeiro de 2021 terá lugar no segundo mês após o termo da suspensão dos proces-
sos de execução fiscal (que ocorreu em 31 de março de 2021). 

Em caso de adesão aos planos prestacionais em análise, a situação contributiva deve ser enqua-
drada como situação regularizada, nos termos e para todos os efeitos legais. 

Adicionalmente, se o devedor estiver a cumprir plano prestacional autorizado pela Segurança 
Social, nos termos de plano de recuperação aprovado no contexto de processo de insolvência, 
processo especial de revitalização, processo especial para acordo de pagamento, ou acordo sujei-
to ao regime extrajudicial de recuperação de empresas, e tiver constituído, ou venha a constituir, 
dívidas enquadráveis neste regime (i.e. dívidas respeitantes a factos ocorridos entre 1 de janeiro 
e 31 de março de 2021 e/ou vencidas no mesmo período), poderá requerer à Segurança Social o 
pagamento em prestações dessas dívidas, nos termos e condições do plano em curso. Se o plano 
prestacional em curso terminar antes de 31 de dezembro de 2021, o número de prestações apli-
cáveis às novas dívidas pode ser estendido até essa data.

Por fim, estabelece-se que a reformulação do plano prestacional não depende da prestação de 
quaisquer garantias adicionais, mantendo-se as garantias já constituídas. 

Este diploma entrou em vigor no dia 27 de março de 2021.

COVID-19 – Teletrabalho - Regime de Reorganização de Trabalho e Minimização de 
Riscos de Contágio 

Decreto-Lei n.º 25-A/2021, de 30 de março (DR 62, 1.º Suplemento, Série I, de 30 de março 
de 2021) 

O presente diploma procedeu à prorrogação do Decreto-Lei n.º 79-A/2020, de 1 de outubro, que 
estabelece um regime excecional e transitório de reorganização do trabalho e de minimização de 
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riscos de transmissão da infeção da doença COVID-19 no âmbito das relações laborais, que deverá 
vigorar até 31 de dezembro de 2021. 

Entre as medidas previstas naquele diploma destacam-se: 

i.	 a obrigatoriedade da adoção do regime de teletrabalho, sempre que a natureza da ati-
vidade o permita e independentemente do número de trabalhadores, nas empresas com 
estabelecimento em áreas territoriais em que a situação epidemiológica o justifique, de 
acordo com o que vier a ser definido pelo Governo, em cada momento, bem como dos 
trabalhadores que aí residam ou trabalhem. 

ii.	 a organização desfasada de horários, 

iii.	 a manutenção do distanciamento físico entre trabalhadores; e 

iv.	 a utilização de equipamento de proteção individual. 

Dívidas à Segurança Social – Contribuições e Quotizações – Regime Excecional de 
Pagamento em Prestações 

Portaria n.º 80/2021, de 7 de abril (DR 67, 1.º Suplemento, Série I, de 7 de abril de 2021) 

Por via do artigo 420.º da Lei de Orçamento de Estado para 2021 (Lei n.º 75-B/2020, de 31 de 
dezembro) foi aprovado um regime excecional de pagamento em prestações de dívidas de contri-
buições à Segurança Social que não se encontrassem em fase de processo executivo. 

A presente Portaria procede à regulamentação das condições e procedimentos relativos à regula-
rização de dívidas de contribuições e quotizações das entidades empregadoras, dos trabalhadores 
independentes e das entidades contratantes cujo prazo legal de pagamento termine até 31 de 
dezembro de 2021. 

Nos termos deste diploma, o pagamento a prestações poderá ser requerido desde que: 

i.	 a dívida a regularizar não se encontre em fase de cobrança coerciva nem integrada em 
outros mecanismos de regularização (como processos de insolvência, de recuperação e 
de revitalização, processo especial para acordo de pagamento, processo extraordinário de 
viabilização e empresas, regime extrajudicial de recuperação de empresas, entre outros); 

ii.	 o acordo para pagamento abranja a totalidade da dívida, incluindo dívida de contribuições 
resultantes do apuramento como entidade contratante e de juros de mora vencidos e 
vincendos. 

Esclarece-se ainda que, para os efeitos do referido acordo para pagamento, não é exigível que o 
contribuinte não tenha dívidas de contribuições ou quotizações em cobrança coerciva, judicial ou 
extrajudicial de conciliação e não se aplica o limite de autorização de planos prestacionais pelo 
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Instituto da Segurança Social, I.P. (que nos termos do regime geral dos acordos de regularização 
voluntária seria de apenas um por cada período de 12 meses).

O requerimento deverá ser submetido através da Segurança Social Direta, sendo avaliado e deci-
dido automaticamente, sem prejuízo de eventuais adaptações ao plano de pagamento em caso de 
alteração dos valores relativos ao apuramento total da dívida. A falta de decisão no prazo de 30 
dias determina o deferimento tácito do requerimento. 

O pagamento da dívida pode ser autorizado até ao máximo de seis prestações mensais. No entan-
to, se o valor em dívida ultrapassar € 3.060 (para pessoas singulares) ou € 15.300 (para pessoas 
coletivas), o prazo do plano prestacional pode ser alargado até 12 meses. 

O plano de pagamento aprovado pelo presente diploma tem como principais vantagens a imedia-
ta consideração da situação contributiva regularizada assim que o pagamento da primeira pres-
tação é realizado (e enquanto se mantiver o cumprimento das restantes prestações) e a dispensa 
da prestação de garantias.

Transmissão de Estabelecimento – Alteração ao Código do Trabalho 

Lei n.º 18/2021, de 8 de abril (DR 68, 1.º Suplemento, Série I, de 8 de abril de 2021) 

O presente diploma estende o regime jurídico aplicável à transmissão de empresa ou estabeleci-
mento às situações de transmissão por adjudicação de fornecimento de serviços que se concretize 
por concurso público, ajuste direto ou qualquer outro meio. Trata-se, por conseguinte, do escla-
recimento de uma questão que muito tem ocupado os tribunais portugueses, confirmando a ten-
dência jurisprudencial que já se vinha notando, introduzindo alterações nos artigos 285.º, 286.º e 
286.º-A do Código do Trabalho, das quais destacamos as seguintes: 

Quanto ao artigo 285.º do Código do Trabalho, destacamos em particular o novo n.º  10 que 
vem clarificar que o regime previsto naquele artigo se aplica a todas as situações de transmissão 
de empresa ou estabelecimento por adjudicação de contratação de serviços que se concretize 
por concurso público ou por outro meio de seleção, no setor público e privado, nomeadamente 
quanto à adjudicação de serviços de vigilância, alimentação, limpeza ou transportes, produzindo 
efeitos no momento da respetiva adjudicação. 

Por seu turno, a alteração introduzida no artigo 286.º do Código do Trabalho esclarece que, 
caso as partes requeiram a intervenção do serviço competente do ministério responsável pela 
área laboral nas negociações a decorrer entre transmitente, adquirente e representantes dos tra-
balhadores abrangidos pela transmissão, o requerimento deve incluir elementos de informação 
essenciais, como a data e motivos da transmissão, as suas consequências jurídicas, económicas e 
sociais para os trabalhadores, as medidas projetadas em relação a estes e o conteúdo do contrato 
celebrado entre transmitente e adquirente. 

As alterações entraram em vigor no dia 5 de agosto, aplicando-se a quaisquer concursos públicos 
ou outros meios de seleção, no setor público ou privado, em curso durante o ano de 2021, incluin-
do aqueles cujo ato de adjudicação já se encontre concretizado.
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COVID-19 – Apoio Extraordinário ao Rendimento dos Trabalhadores – Apoio Ex-
traordinário à Redução da Atividade de Trabalhador – Regulamentação

Decreto-Lei 26-C/2021, de 13 de abril (DR 71, 1.º Suplemento, Série I, de 13 de abril de 2021) 

O presente diploma procede à regulamentação do Apoio Extraordinário ao Rendimento dos Tra-
balhadores, criado pela Lei n.º 75-B/2020, de 31 de dezembro, e do Apoio Extraordinário à Re-
dução da Atividade Económica de Trabalhador, regido pelo Decreto-Lei n.º 6-E/2021, de 15 de 
janeiro. 

No que respeita ao Apoio Extraordinário ao Rendimento dos Trabalhadores, deixa de ser neces-
sária a verificação de uma dupla quebra de faturação ou rendimento. Assim, este diploma vem 
determinar que podem aceder ao apoio os trabalhadores independentes e os trabalhadores do 
serviço doméstico com regime diário ou horário que tenham pelo menos três meses de contribui-
ções nos 12 meses imediatamente anteriores ao requerimento, desde que apresentem uma que-
bra do rendimento relevante médio mensal superior a 40%. A quebra de rendimento é aferida 
mediante comparação entre a última declaração trimestral disponível à data do requerimento e o 
rendimento relevante médio mensal de 2019. Quando a quebra de rendimento não se verifique 
por comparação ao ano de 2019, é considerada a comparação entre a última declaração trimes-
tral disponível à data do requerimento e o rendimento relevante médio mensal de 2020. 

Por força da alteração das condições de acesso, a fórmula de cálculo do apoio é também adapta-
da, passando a considerar, como base de cálculo, o rendimento relevante médio mensal de 2019 
ou 2020 (conforme o ano de referência utilizado na condição de acesso), não podendo, em todo 
o caso, o valor do apoio exceder o rendimento relevante médio mensal utilizado como base de 
cálculo do apoio. 

Por outro lado, quer para efeito do cumprimento das condições de acesso, quer do cálculo do 
valor apoio, passam a considerar-se, nos processos em que o requerimento tenha sido submetido 
até 31 de março de 2021, os rendimentos da declaração trimestral do primeiro trimestre de 2021, 
caso seja mais favorável ao trabalhador. 

Relativamente ao Apoio Extraordinário à Redução da Atividade de Trabalhador, o diploma vem 
esclarecer que da alteração realizada ao artigo 3.º, n.º 6 do Decreto-Lei n.º 6-E/2021, de 15 de 
janeiro, não pode resultar a consideração de um rendimento médio anual mensualizado do tra-
balhador inferior ao que resultaria da versão original do diploma, produzindo efeitos desde a 
entrada em vigor da Lei n.º 15/2021, de 7 de abril. 

As restantes alterações introduzidas pelo diploma produzem efeitos desde 1 de janeiro de 2021.
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2.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

Cuando un trabajador tenga varios contratos con uno o varios empresarios, el perio-
do mínimo de descanso debe interpretarse en su conjunto y no de forma separada 
para ser conforme a la Directiva 2003/88

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 17 de marzo de 2021 (as. C-585/19)

El presente supuesto versa sobre la interpretación de la Directiva 2003/88/CE relativa a determi-
nados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo y, en concreto, sobre la interpretación del 
número máximo de horas que una persona puede trabajar al día.

La parte demandada empleaba a unos expertos que desempeñaban sus funciones a raíz de dos 
contratos distintos, realizando trabajos correspondientes a su jornada ordinaria y después trabajos 
relacionados con otras actividades y proyectos. Por esta razón, se declararon no subvencionables 
los costes salariales de esos empleados, ya que se superaba el número máximo de horas diarias.

La parte demandada recurrió en reposición el acta que declaraba esos costes como no subven-
cionables, y su recurso fue desestimado con el argumento de que el límite de once horas diarias 
que recoge la Directiva 2003/88/CE no se aplica individualmente por cada contrato que tenga 
el trabajador, sino en su conjunto. Ante estos hechos, el Tribunal de Distrito de Bucarest decidió 
suspender el procedimiento y plantear dos cuestiones prejudiciales: una relativa a la expresión 
tiempo de trabajo cuando el trabajador tiene varios contratos con el empresario y otra relativa a los 
límites de las obligaciones de descanso que establece la Directiva 2003/88/CE con respecto a un 
solo contrato o con respecto a todos los contratos celebrados con el mismo o distinto empresario. 

Ante las cuestiones planteadas, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (“TJUE”) aborda las dos 
cuestiones de manera conjunta y declara que el periodo mínimo de descanso diario, cuando el 
trabajador tenga varios contratos con el empresario, debe interpretarse en su conjunto por varios 
motivos: (i) el artículo 3 de la Directiva 2003/88/CE, al utilizar la expresión todos, se está refiriendo 
al trabajador con independencia de que haya celebrado o no varios contratos con el empresario; 
(ii) los conceptos tiempo de trabajo y periodo de descanso son excluyentes y, en ese sentido, si los 
contratos se examinasen por separado, las horas consideradas períodos de descanso en el marco 
de un contrato podrían constituir tiempo de trabajo en otro; y (iii) si se interpretase separadamen-
te, se estaría debilitando la posición del trabajador, pues mediante la acumulación de los tiempos 
de trabajo de los distintos contratos difícilmente podría garantizarse el periodo de descanso. 

En definitiva, el TJUE concluye que lo que debe tutelarse es el interés del trabajador, que su tiempo 
de descanso mínimo sea respetado, independientemente de que su prestación laboral se haga 
como consecuencia de uno o varios contratos. 
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El periodo de guardia debe considerarse tiempo de trabajo cuando se establezcan 
límites que afecten de manera objetiva y considerable la capacidad del trabajador 
de administrar libremente el tiempo en el cual no se requieren sus servicios profe-
sionales 

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 9 de marzo de 2021 (as. C-344/19 
y C-580/19)

En ambos supuestos, se enjuicia sobre la consideración del periodo de guardia como tiempo de 
trabajo efectivo y sobre su retribución. El TJUE se limita a verter criterios interpretativos a la luz 
de la Directiva 2003/88/CE, pero en ningún caso ofrece un dictamen claro. Deja en manos de 
los tribunales nacionales la decisión final, pues aclara que su labor debe limitarse a proporcionar 
indicaciones interpretativas de la legislación europea.

En el primero de los casos, el trabajador tenía una jornada ordinaria de 12:00 a 00:00 y un perio-
do de guardia de 6:00 a 12:00. Durante el periodo de guardia, el trabajador no estaba obligado 
a permanecer en el centro de trabajo, pero debía estar telefónicamente disponible y acudir, en 
una hora a más tardar, en el caso de que el empresario le requiriera. En el segundo, un trabajador 
desempeñaba funciones propias de su jornada laboral y periódicamente un servicio que se pres-
taba entre las 17:00 y las 7:00 del día siguiente y durante los fines de semana, desde las 17:00 del 
viernes hasta las 7:00 del lunes, que requería estar localizable en todo momento, tener consigo su 
uniforme de intervención y un vehículo proporcionado por la empresa. 

En ambos supuestos se plantea al TJUE que se pronuncie sobre la consideración del periodo de 
guardia como tiempo de trabajo. En ese sentido, el alto tribunal comienza expresando que tiempo 
de trabajo y periodo de descanso son conceptos excluyentes y que deben interpretarse de manera 
autónoma atendiendo a sus características objetivas. 

El TJUE continúa analizando supuestos abordados por la jurisprudencia relativos al periodo de 
guardia que efectivamente han sido considerados tiempo de trabajo, como (i) la presencia del 
trabajador en el lugar y su disponibilidad; (ii) gozar de poca libertad para administrar su tiempo, 
o (iii) permanecer alejado de su entorno social y familiar, con independencia de que durante ese 
tiempo no se realicen prestaciones laborales. 

El TJUE declara que, aunque el trabajador no esté obligado a permanecer en su lugar de trabajo, 
el periodo de guardia puede considerarse tiempo de trabajo cuando el trabajador ve limitada su 
capacidad de dedicarse a asuntos personales y cuando se distingue del periodo durante el cual 
el trabajador solamente debe estar localizable. En dicho sentido, los órganos jurisdiccionales na-
cionales tendrán en cuenta el plazo en el que el trabajador debe volver al puesto de trabajo para 
realizar la intervención o la frecuencia de las prestaciones efectivas durante el periodo de guardia. 

Además, solo podrán considerarse limitaciones impuestas al trabajador las que se deriven de una 
normativa del Estado miembro o de un convenio colectivo, o las que vengan impuestas por el 
propio empresario, sin que deban tenerse en cuenta límites, consecuencia de elementos natura-
les o de libre elección del trabajador, como por ejemplo la elección del domicilio por parte del 
trabajador.
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En relación con la retribución de los trabajadores, el TJUE aclara que esta no se rige por la Direc-
tiva 2003/88/CE, sino por las disposiciones pertinentes del derecho nacional. En consecuencia, la 
Directiva 2003/88/CE no se opone a ninguna normativa de un Estado, convenio colectivo o de-
cisión unilateral del empresario de retribuir de forma distinta los periodos en los que se efectúen 
o no prestaciones de trabajo, con independencia de que se consideren en su totalidad tiempo de 
trabajo. 

Un permiso parental no puede limitarse a la condición de estar trabajando en la 
empresa en el momento del nacimiento del hijo, pues supone una restricción del 
derecho individual 

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 25 de febrero de 2021 (as. 
C-129/20)

La presente sentencia del TJUE resuelve una cuestión prejudicial planteada por el Tribunal de 
Casación del Gran Ducado de Luxemburgo. El alto tribunal trata de dar respuesta a si algunas 
cláusulas del Acuerdo marco sobre el permiso parental anexo a la Directiva 2010/18/UE (“Acuer-
do Marco”) son contrarias a una disposición de derecho interno que supedita la concesión del 
permiso parental a dos requisitos: (i) ocupar un puesto de trabajo dentro de la empresa y estar 
afiliado a la Seguridad Social (en un periodo de doce meses ininterrumpidos anteriores al inicio 
del permiso parental), y (ii) estar trabajando en la empresa en el momento del nacimiento o, en 
su caso, de la acogida. 

Atendiendo a los hechos que son origen del pleito, una trabajadora extinguió su contrato de 
trabajo con una empresa y, mientras estaba en situación de desempleo, dio a luz a dos gemelos. 
Dos años después, celebró un nuevo contrato con la empresa y, basándose en ese nuevo contrato, 
solicitó un permiso parental para dedicarse de forma exclusiva durante un tiempo a la crianza de 
sus hijos. La empresa denegó dicha solicitud y la trabajadora impugnó la decisión, hasta llegar a 
casación, argumentando que la decisión dependía de si las cláusulas del Acuerdo Marco se opo-
nían al derecho interno. 

En ese sentido y en relación con el primero de los requisitos, el TJUE viene a decir que el Acuer-
do Marco no se opone a la normativa nacional, pues los Estados miembros pueden supeditar la 
concesión de un permiso parental a un período (continuado o no) de trabajo o antigüedad no 
superior a un año y, además, al ser una medida suspensiva de la relación laboral, pueden incluso 
exigir que el período de trabajo previo sea inmediatamente anterior al inicio del permiso parental. 

De forma contraria, en relación con el segundo requisito, considera que sí que se opone, ya que 
se aplica de manera restrictiva el derecho individual de cada trabajador a acogerse a un permiso 
parental. Así, sería contrario al derecho individual de todo trabajador el hecho de excluir a los pa-
dres que no trabajasen en el momento del nacimiento o de la adopción, limitando el derecho de 
los progenitores a disfrutar del permiso en un momento posterior. Dicha interpretación supondría 
una quiebra del derecho de conciliación familiar y profesional.
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En consecuencia, se deja clara la regla de que el hecho de estar trabajando o no en el momento 
del nacimiento del hijo es irrelevante a los efectos del derecho al permiso parental regulado en la 
Directiva 2010/18/UE.

[España]

La vulneración de derechos fundamentales por monitorización de una persona tra-
bajadora debe ir ligada a una indemnización

Sentencia del Tribunal Constitucional, Sala Primera, de 15 de marzo de 2021

La Sala Primera del Tribunal Constitucional (“TC”) ha estimado parcialmente el recurso de amparo 
de una trabajadora que fue despedida después de que la empresa, mediante la monitorización 
de su ordenador, se percatara de que dedicaba tan solo alrededor de un treinta por ciento de su 
jornada laboral a cuestiones profesionales. El otro setenta por ciento lo dedicaba a cuestiones 
meramente personales y fuera del ámbito laboral.

La sentencia resuelve que el Tribunal Superior de Justicia (“TSJ”) de Madrid vulneró el derecho a 
la tutela judicial efectiva de la trabajadora: por un lado, afirma la vulneración de su derecho a la 
intimidad y al secreto de las comunicaciones con el fin de rechazar la prueba por ilícita; por otro 
lado, niega la concesión de indemnización alguna, rechazando que hubiera tal vulneración. La 
denegación de la indemnización se tilda de “incongruente, ilógica y contradictoria”. 

Asimismo, la sentencia rechaza que la nulidad de una prueba obtenida mediante la monitori-
zación de la trabajadora, violando el derecho a la intimidad y al secreto de las comunicaciones, 
conlleve, en todo caso, que el despido deba calificarse como nulo. 

Finalmente, la sentencia cuenta con un voto particular que sostiene que el amparo debería haber-
se concedido. 

La Tesorería General de la Seguridad Social puede determinar el CNAE a efectos de 
cotización por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 23 de abril de 
2021

El código de la clasificación nacional de actividades económicas (“CNAE”) asignado a una em-
presa, entre otros aspectos, determina la cotización por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de los trabajadores. 

En este caso, después de que la Tesorería General de la Seguridad Social (“TGSS”) denegara la 
modificación del código CNAE que tenía atribuida una empresa a los efectos de cotización por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, dicha empresa recurre por la vía contencio-
so-administrativa. Tras la desestimación del recurso, el Tribunal Supremo (“TS”) resuelve en casa-
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ción que la TGSS no infringe ninguna norma si determina el CNAE de una empresa a los efectos 
mencionados.

El TS fundamenta su decisión basándose en la disposición adicional 4.ª de la Ley 42/2006, de 
28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, y el artículo 4 del Real 
Decreto 475/2007, de 13 de abril, por el que se aprueba la clasificación nacional de actividades 
económicas 2009 (CNAE-2009). La primera establece la correlación entre el tipo de cotización 
aplicable y el CNAE de la empresa, mientras que la segunda trata las actividades de facilitación del 
Instituto Nacional de Estadística (“INE”) para el uso del CNAE.

En las citadas disposiciones, en ningún momento se establece que deba ser el INE el que indique el 
código CNAE que corresponde a cada empresa ni excluye que sea la propia TGSS la que lo deter-
mine. A pesar de que la normativa dispone que el INE “garantizará la difusión y el mantenimiento 
de la CNAE”, de ello no se desprende que el INE deba emitir una especie de informe vinculante 
en estos casos.

Por lo tanto, la intervención del INE no es vinculante ni preceptiva a efectos distintos de los esta-
dísticos, y la TGSS podrá determinar un CNAE siempre que se cumpla con el criterio de la actividad 
económica principal. 

El Tribunal Supremo aplica la reciente doctrina sobre el contrato de obra y servicio 
a actividades escolares impartidas en un centro privado y remarca la importancia de 
la temporalidad, autonomía y sustantividad

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 5 de marzo de 2021

Los hechos enjuiciados por el TS se relacionan con la impugnación del “Convenio colectivo na-
cional de centros de enseñanza privada de régimen general o enseñanza reglada sin ningún nivel 
concertado o subvencionado”, en concreto sobre la utilización del contrato de obra y servicio para 
ciertas actividades que se imparten dentro de la actividad escolar.

Así, dichas actividades son las siguientes: (i) impartir asignaturas del plan de estudios a extinguir o 
no contempladas en los nuevos planes; (ii) impartir actividades extraescolares, y (iii) vigilar la ruta 
escolar y/o comedor. La recurrente alega que estas actividades no gozan de autonomía y sustan-
tividad propia y que no tienen una duración incierta, contradiciendo los presupuestos para poder 
celebrar contratos bajo la modalidad de obra y servicio. 

El TS comienza recordando pronunciamientos jurisprudenciales en relación con la actividad de 
enseñanza y el artículo 15 del Estatuto de los Trabajadores (“ET”), y viene a decir que el elemento 
temporal en la actividad no puede servir de fundamento para concertar contratos de obra y servi-
cio si no pueden apreciarse las características de autonomía y sustantividad propia en la actividad 
desarrollada. Con todo ello, el TS analiza cada una de esas actividades para ver si cumplen con los 
requisitos del artículo 15.3 del ET.

En relación con las asignaturas del plan de estudios a extinguir o que no se contemplan en los nue-
vos planes, la sentencia recurrida equipara dicha consideración, criterio que el TS no comparte, ya 
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que no se aprecia ese elemento de duración determinada en las asignaturas no contempladas en 
los nuevos planes, pues el centro privado tiene plena autonomía para decidir incluirlas o no, y, en 
cualquier caso, la mera decisión del empleador de continuar o no la actividad no determina el ca-
rácter temporal. Seguidamente, aclara que la temporalidad del contrato no puede venir determi-
nada por la demanda de la materia, pues es un criterio que no atiende a la esencia de la actividad. 

Con las actividades extraescolares y la vigilancia de la ruta escolar y/o comedor, se aplica el ante-
rior criterio. Las actividades extraescolares se imparten de forma voluntaria, sin límite temporal, 
y en ese caso no puede dejarse en manos del empleador la facultad de celebrar contratos tem-
porales con base en el número de matrículas que reciba dicha actividad. Lo mismo ocurre con la 
vigilancia de la ruta escolar y/o comedor, que es voluntaria y no tiene una duración limitada.

Otro motivo que invoca la parte recurrente es la infracción del artículo 73 del convenio colectivo, 
que permite inaplicar la subida salarial de los años 2019 y 2020 cuando se acrediten pérdidas 
derivadas de la bajada de matriculación. Considera que se está introduciendo una modificación 
automática y alternativa a la negociación colectiva. El TS descarta el argumento y clarifica que no 
se están eludiendo las exigencias para inaplicar condiciones de trabajo previstas, ya que las partes 
simplemente negociaron e incluyeron una causa que encaja en el concepto de causa productiva, 
como es la pérdida de negocio derivado de una bajada en la matriculación. 

En conclusión, y a modo de resumen, el TS considera que las actividades extraescolares, la im-
partición de asignaturas que no se contemplan en nuevos planes y la actividad de vigilancia de la 
ruta y/o comedor no pueden cubrirse a través de contratos de obra y servicio al no tener carácter 
temporal.

El incumplimiento del prorrateo de las pagas extras cuando así lo establece el conve-
nio colectivo supone su consideración como salario ordinario e implica la obligación 
empresarial de abonarlas 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 8 de febrero de 2021

El presente supuesto versa sobre la posibilidad de que los trabajadores cobren las pagas extras 
de junio y Navidad que habían sido prorrateadas aun cuando el convenio colectivo prohibía di-
cha distribución. Atendiendo a los hechos del caso, una trabajadora de una empresa de servicios 
médicos había venido percibiendo en sus retribuciones mensuales una parte correspondiente al 
prorrateo de las pagas extras de junio y Navidad, y fue despedida el día 31 de enero de 2017.

Tras celebrarse el acto de conciliación, interpuso demanda ante el Juzgado de lo Social n.º 18 de 
Madrid, que dictó sentencia que condenó a la demandada a abonar 2.152,62 euros en concepto 
de pagas extras más un 10 % de intereses por mora. La empresa recurrió en suplicación y el TSJ 
de Madrid desestimó el recurso. La empresa sostenía que la obligación había sido satisfecha y que 
la deuda estaba exenta.

La controversia surge porque el “Convenio colectivo del sector de establecimientos sanitarios de 
hospitalización, asistencia sanitaria, consultas y laboratorios de análisis clínicos” dispone en su 
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artículo 25 que las pagas extras no pueden ser prorrateadas, aunque no menciona nada sobre los 
efectos de dicho incumplimiento. 

El TS expone que ya se ha pronunciado previamente sobre esta cuestión diferenciando entre si el 
convenio colectivo establecía una consecuencia o no ante la prohibición del prorrateo. Así, si el 
convenio colectivo establecía que la empresa no quedaba liberada de la obligación, no se consi-
deraba satisfecha la obligación, mientras que si no establecía ninguna consecuencia aparejada a 
dicho incumplimiento, se imputaba lo abonado a dicho concepto si la suma coincidía con el sala-
rio anual pactado. En relación con esta distinción, el TS decide entre si la actuación empresarial 
contraria al convenio colectivo supone el incumplimiento de la obligación principal de abonar un 
total de catorce pagas en cómputo anual o si, por el contrario, la obligación del pago de las pagas 
extras se entiende cumplido mediante su prorrateo. 

El TS se pronuncia en el mismo sentido que la sentencia recurrida y falla a favor de la trabajadora 
con base en los siguientes argumentos: (i) el hecho de que aparezca en las nóminas el concepto 
de pagas extras no puede ser suficiente para determinar su naturaleza, pues se estaría calificando 
unilateralmente dicha percepción; (ii) la retribución percibida mensualmente por la trabajadora 
no puede considerarse pagas extraordinarias cuando el marco normativo que rige la relación con-
tractual estipula la retribución de las pagas extras en dos momentos específicos, y (iii) las partes no 
alcanzaron ningún acuerdo bilateral para salvar las previsiones del convenio colectivo. 

Por último, la sentencia contiene un voto particular del magistrado D. Ángel Blasco Pellicer en 
el que defiende una postura contraria a la esgrimida, ya que el prorrateo se estuvo realizando 
desde el inicio de la relación laboral sin que se constatase ningún incumplimiento en relación con 
el abono del salario y, en consecuencia, la postura correcta habría sido sancionar y exigir que se 
abonasen las pagas extras al trabajador tal y como dispone el convenio colectivo, pero en ningún 
caso exigirse el pago de lo ya abonado. 

Los problemas académicos de un niño de nueve años no justifican la excedencia de 
una persona trabajadora por cuidado de su hijo

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 5 de febrero de 2021

La Sala de lo Social del TS resolvió en casación para la unificación de doctrina a favor de una em-
pleadora que negó la excedencia a una trabajadora que la había solicitado para cuidar de su hijo 
de nueve años con problemas de rendimiento escolar.

De acuerdo con el TS, la excedencia para cuidado de familiares que, por razón de edad, no pue-
den valerse por sí mismos no puede interpretarse tan ampliamente como solicita la trabajadora 
(con la inclusión de su hijo de nueve años). Si se entendiera de esta manera, todos o casi todos los 
hijos mayores de tres años podrían causar derecho a una segunda excedencia por no poder los 
hijos valerse por sí mismos.

En esta línea, en una interpretación finalista y sistemática del artículo 46.3 del ET, afirma que el 
legislador tenía en mente a personas de avanzada edad cuando introdujo este precepto. Asimis-
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mo, la imposibilidad de trabajar de los menores de dieciséis años no puede comprenderse como 
la imposibilidad de estos de valerse por sí mismos a los efectos de esta excedencia.

De este modo, el alto tribunal delimita el alcance de la excedencia por cuidado de familiares que, 
por razón de edad, no pueden valerse por sí mismos, y niega que dicha excedencia pueda con-
cederse a una madre para que pueda ayudar a mejorar el rendimiento académico de su hijo de 
nueve años.

El plazo de prescripción de las cuotas de la Seguridad Social se computa desde la 
fecha en que finaliza el plazo de ingreso y no desde el momento en que se produce 
el devengo de la deuda 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 3 de febrero de 
2021

El presente recurso de casación se dirige contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del TSJ de Andalucía que falló que el plazo de prescripción de cuatro años para el abono 
de cuotas de la Seguridad Social se calcula desde el momento en que se produce el devengo de 
la deuda. 

La Dirección Provincial en Málaga de la TGSS consideró a una mercantil responsable solidaria de 
deudas pendientes con la Seguridad Social de varias sociedades del mismo grupo empresarial. 
La mercantil interpuso recurso de apelación alegando que entendía prescrita la deuda referida al 
mes de enero 2009, porque excedía del plazo de cuatro años, y que eran exigibles las cuotas entre 
febrero 2009 y mayo 2013. La Sala de apelación dio la razón a la empresa con el argumento de 
que, al haberse producido un hecho interruptivo de la prescripción el día 19 de febrero de 2013 
(por una visita inspectora), la cuota de enero 2009 habría prescrito. La representación procesal 
de la Seguridad Social interpuso recurso de casación con el fin de que se clarificase si el término 
a quo del plazo de prescripción está constituido por la fecha del devengo de las cuotas o por la 
fecha de su liquidación. 

Con fundamento en los artículos 42.1 y 56.1 del Reglamento general de recaudación de la Segu-
ridad Social, la TGSS sostiene que el plazo de prescripción comienza desde el momento en que 
finaliza el periodo de pago. Así, dichos preceptos se refieren a “la fecha en que finalice el plazo del 
ingreso” y a que se ingresarán “dentro del mes siguiente al que corresponda su devengo”. Asimis-
mo, argumenta que esta línea interpretativa casa con la regla contenida en el artículo 1969 del 
Código Civil sobre el cálculo de la prescripción de las acciones, que se contará desde el “día en 
que pudieron ejercitarse”. 

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del TS anula la sentencia del TSJ de Andalucía y conside-
ra exigibles las cuotas de enero 2009. En ese sentido, considera que debe entenderse que el dies 
a quo del plazo de prescripción de las cuotas de la Seguridad Social es la fecha en que finalice el 
plazo de ingreso de aquellas, pues no puede considerarse exigible una obligación cuando aún no 
ha finalizado el tiempo en que el deudor puede cumplir espontáneamente. 
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En conclusión, según la regulación reglamentaria relativa al periodo de pago, no comienza a 
correr el plazo de prescripción durante el mes siguiente a aquel en que se produjo el devengo de 
la cuota. 

Un despido efectuado en un año con pérdidas menores que en el año anterior no 
altera la consideración de la concurrencia de causas económicas 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 14 de enero de 2021 

El TS ha resuelto un recurso sobre el significado y la concurrencia de causas económicas que 
regula el artículo 51.1 del ET. Estamos ante un supuesto en el que una empresa registra pérdidas 
constantes en 2014 por importe de 72.509,77 euros, en 2015 por importe de 220.605,10 euros y 
en 2016 por importe de 19.387,72 euros.

En consecuencia, la empresa decidió extinguir el contrato de un trabajador vía artículo 52.c) ET 
alegando causas económicas. El trabajador impugnó su despido, que fue declarado improcedente 
en primera y segunda instancia. La empresa recurrió en casación alegando que las pérdidas con-
tinuas y el descenso de facturación de la empresa acreditaban la concurrencia de la causa econó-
mica que justificaba el despido objetivo del demandante. 

La sentencia recurrida argumentaba que no se entendía superado el juicio de razonabilidad de 
la medida adoptada por la empresa, pues en el momento del despido objetivo las pérdidas eran 
inferiores a las de los años anteriores. Por ello, el TS trata de dilucidar si se entiende justificado 
el despido basado en causas económicas cuando la empresa tiene pérdidas persistentes, pero se 
despide al trabajador en el año en el que las pérdidas son inferiores en comparación con las de 
los otros años. 

En este sentido, el TS declara que sí se entienden justificadas las causas económicas, ya que se ha 
acreditado el presupuesto de hecho de la norma, una disminución relevante y persistente de las 
pérdidas de la empresa, pues, aunque el resultado negativo fue peor en el año previo al del despi-
do, la situación negativa persistió. Además, el hecho de que la empresa trate de mitigar los efectos 
de la situación crítica que atraviesa no extinguiendo el contrato no impide que pueda hacerlo en el 
año siguiente si las causas económicas subsisten. Es más, una interpretación en el sentido contra-
rio podría crear un efecto disuasorio para empresas que intentan superar la situación económica 
sin realizar despidos. 

En definitiva, el TS estima el recurso interpuesto por la empresa y niega cualquier valor al carácter 
decreciente de las pérdidas de una empresa a la hora de estimar la presencia de una causa eco-
nómica para sostener un despido, rechazando los argumentos acogidos por los órganos a quo. 
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[Portugal]

Administrador - Extinção de Contrato de Trabalho – Inconstitucionalidade

Acórdão de 25 de fevereiro de 2021 (Processo n.º 360/20.7T8EVR.E1) – Tribunal da Relação 
de Évora 

No presente acórdão, o Tribunal da Relação de Évora teve oportunidade de se pronunciar sobre 
a extensão dos efeitos da declaração de inconstitucionalidade, com força obrigatória geral, do 
artigo 398.º, n.º 2 do CSC, na parte em que determina a extinção de contratos de trabalho com 
duração inferior a um ano em resultado da designação de trabalhador para cargo de administra-
ção da entidade empregadora. 

Recorde-se que no Acórdão n.º 774/2019, de 27 de janeiro, o Tribunal Constitucional declarou a 
inconstitucionalidade, com força obrigatória geral, daquela norma por, sendo considerada nor-
mativa laboral, não terem sido ouvidas as estruturas representativas dos trabalhadores no respe-
tivo processo legislativo. 

No caso em apreço, discutia-se se um trabalhador que havia sido admitido em setembro de 2005 
e nomeado vogal do conselho de administração apenas dois meses depois, podia ou não benefi-
ciar da declaração de inconstitucionalidade com força obrigatória geral, datada de 2019. 

Em particular, o então administrador, tendo renunciado recentemente ao seu cargo no conselho 
de administração, requereu ao tribunal que determinasse a sua reintegração no seu anterior posto 
de trabalho. 

O tribunal de primeira instância negou provimento ao pedido do ex-administrador, entendendo 
que este não poderia beneficiar da decisão de inconstitucionalidade, uma vez que os efeitos dessa 
decisão foram limitados de forma a não afetar factos passados, nos termos do artigo 282.º, n.º 4, 
da Constituição da República Portuguesa. Com efeito, o então trabalhador tinha assumido o car-
go de vogal do conselho de administração da entidade empregadora em 2005, muito antes da 
declaração de inconstitucionalidade com força obrigatória geral, que só veio a ocorrer em 2019. 
Nesse sentido, o Tribunal da Relação de Évora confirmou a decisão proferida em sede de primeira 
instância na integralidade, considerando que o contrato de trabalho se extinguiu, logo em 2005, 
por efeito da lei em vigor à data.

Insolvência – Créditos Laborais – Privilégio Imobiliário Especial 

Acórdão de 9 de março de 2021 (Processo n.º 1098/15.2T8FNC-F.L1-1) – Tribunal da Rela-
ção de Lisboa 

No acórdão em apreço foi analisada a questão de saber se os créditos dos trabalhadores – que 
gozam de privilégio imobiliário especial sobre “bem imóvel do empregador no qual o trabalhador 
presta a sua atividade”, nos termos do artigo 333.º, n.º 1, al. b), do Código do Trabalho – recla-
mados no âmbito de um processo de insolvência, devem preferir sobre um crédito hipotecário, 
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apesar de os trabalhadores não terem indicado, no requerimento de reclamação de créditos, o 
local onde prestavam a sua atividade. No caso concreto, a insolvente dispunha de dois imóveis, 
sendo que apenas um se encontrava onerado com hipoteca a favor da recorrente. 

Em sede de primeira instância, o tribunal decidiu que os créditos laborais deveriam prevalecer 
sobre o crédito hipotecário da recorrente. Inconformada com a decisão, a recorrente alegou, em 
sede de recurso, que o privilégio imobiliário especial se aplica apenas ao imóvel em que os traba-
lhadores desenvolvem fisicamente a sua atividade, não devendo estender-se a todos os imóveis 
da entidade empregadora insolvente, sob pena de se “neutralizar” qualquer hipoteca face a qual-
quer crédito laboral e de, por conseguinte, se esvaziar o princípio da segurança jurídica. De outro 
modo, no entender da recorrente, estar-se-ia a criar um verdadeiro privilégio imobiliário geral a 
favor dos créditos laborais, que não se encontra consagrado na lei. 

O Tribunal da Relação de Lisboa discordou, porém, daquele entendimento, determinando que 
o privilégio imobiliário especial deve ser entendido com maior amplitude, incluindo todos os 
imóveis que sejam propriedade da entidade empregadora que integram o estabelecimento para 
o qual o trabalhador presta a sua atividade e não apenas aqueles em que desenvolve a sua ativi-
dade fisicamente. No caso, dedicando-se a insolvente à indústria panificadora, e estando o imóvel 
hipotecado qualificado como “padaria” no relatório do administrador de insolvência, o tribunal 
concluiu que o mesmo integrava a garantia conferida aos trabalhadores. 

Neste contexto, o tribunal não relevou a circunstância de os trabalhadores não terem mencionado 
expressamente que trabalhavam no imóvel hipotecado e provado o seu concreto local de trabalho. 

De acordo com o entendimento sufragado na decisão, a circunscrição deste benefício ao local 
físico onde os trabalhadores prestam a sua atividade pode causar situações de desigualdade entre 
trabalhadores, nomeadamente, quanto a trabalhadores de uma empresa que não se encontram 
adstritos a qualquer imóvel (motorista ou distribuidor), que não teriam acesso a esta garantia, 
gerando um “injustificado tratamento diferenciado dos trabalhadores de uma mesma empresa, em 
função da atividade profissional de cada um e do local onde a exercem”.

Por outro lado, na ponderação entre o princípio da segurança jurídica e o direito à retribuição dos 
trabalhadores, o Tribunal da Relação de Lisboa entendeu que este último deve prevalecer já que 
se destina a assegurar a existência condigna dos trabalhadores.

Transmissão de Unidade Económica – Adjudicação de Serviços de Segurança –  
Despedimento Ilícito 

Acórdão de 8 de abril de 2021 (Processo n.º 1028/19.2T8VRL.G1) – Tribunal da Relação de 
Guimarães 

No presente acórdão, o Tribunal da Relação de Guimarães considerou não ter ocorrido uma trans-
missão de unidade económica, para efeitos do disposto no artigo 285.º do Código do Trabalho, 
na sequência da adjudicação de serviços de segurança e vigilância a nova entidade, uma vez que 
não tinham sido transmitidos os instrumentos materiais nem o know how necessários ao desen-
volvimento da atividade. 
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No caso em apreço, uma trabalhadora requereu ao tribunal que se pronunciasse pela ilicitude 
do seu despedimento pela entidade empregadora que prestava os serviços de segurança antes 
da adjudicação e a condenasse ao pagamento de indemnização substitutiva da sua reintegração. 

Contestou a entidade empregadora, invocando que o contrato de trabalho da trabalhadora tinha 
sido transmitido à nova entidade adjudicatária do serviço de segurança, nos termos e para os efei-
tos do artigo 285.º do Código do Trabalho. Por seu lado, a nova adjudicatária invocou que não es-
tavam cumpridos os requisitos da transmissão de unidade económica previstos naquele preceito. 

O tribunal pronunciou-se no sentido da inexistência de uma transmissão da unidade económica, 
tendo para tal sido determinante o facto de não terem sido transmitidos equipamentos, bens e 
dispositivos (como bastões eletrónicos e respetivos controladores de picagens, que foram introdu-
zidos pela nova entidade adjudicatária), bem como o know how, elementos considerados “neces-
sários, imprescindíveis e indissociáveis” da prossecução da atividade contratada. 

Por outro lado, o facto de a nova entidade adjudicatária ter contratado exatamente as mesmas 
duas trabalhadoras que já estavam afetas àquele serviço antes da adjudicação e a inexistência de 
interrupção da prestação do serviço contratado não foram entendidos como elementos determi-
nantes pelo tribunal. 

Para o Tribunal da Relação de Guimarães, este era o único entendimento viável à luz da Diretiva 
2001/23/CE do Conselho, de 12 de março de 2001, e da jurisprudência predominante o Tribunal 
de Justiça da União Europeia, sublinhando a importância da manutenção da identidade da unida-
de económica (com autonomia técnico-organizativa própria, constituindo uma unidade produtiva 
autónoma com organização específica, visível no exercício da atividade retomada). 

O Tribunal da Relação de Guimarães confirmou, assim, o entendimento pugnado pelo tribunal de 
primeira instância, ao pronunciar-se pelo despedimento ilícito da trabalhadora, porquanto não 
considerou ter havido transmissão de unidade económica e, como tal, do seu contrato de traba-
lho, para a nova entidade adjudicatária do serviço.

Despedimento Coletivo – Fundamentos – Critérios de Seleção de Trabalhadores

Acórdão de 15 de abril de 2021 (Processo n.º 3404/17.6T8STR.E1) – Tribunal da Relação de 
Évora 

No acórdão em apreço, o Tribunal da Relação de Évora foi chamado a decidir sobre a licitude de 
um despedimento coletivo, tendo assumido uma postura de maior sindicabilidade dos fundamen-
tos e dos critérios de seleção de trabalhadores invocados pela entidade empregadora. 

O caso concreto prendia-se com uma sociedade prestadora de serviços intragrupo que vira ser 
vendida a empresa que representava cerca de 72% do volume de vendas total do grupo. Invocou, 
por isso, motivos de mercado e estruturais como fundamentos do despedimento, nos termos das 
alíneas a) e b) do número 2 do artigo 359.º do Código do Trabalho. 
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No entanto, entendeu o tribunal que a entidade empregadora não prestava serviços diretamente 
à empresa vendida, pelo que a sua venda não tinha tido impacto direto na sua atividade. Acresce 
ainda que, no entender do Tribbunal da Relação de Évora, foi dado como provado que a venda 
não teria tido impacto no EBITDA do grupo e que, pelo contrário, permitiu ao grupo obter um 
lucro de cerca de 318 milhões de euros.

Finalmente, tendo sido provado que os acionistas do grupo tinham aprovado a distribuição de di-
videndos no valor de 150 euros por ação, num total de cerca de 200 milhões de euros, entendeu o 
tribunal serem os fundamentos invocados insuficientes para justificar a decisão de despedimento 
coletivo. Para chegar a tal decisão, o tribunal conduziu um juízo de verificação do nexo de cau-
salidade entre os motivos invocados e o efeito do desaparecimento daqueles postos de trabalho, 
tendo considerado a decisão de despedimento desproporcional e, como tal, violadora da proi-
bição de despedimento sem justa causa, consagrada no artigo 53.º da Constituição da República 
Portuguesa. 

Quanto aos critérios de seleção dos trabalhadores abrangidos pelo despedimento coletivo, o Tri-
bunal da Relação de Évora entendeu que a decisão de despedimento não era suficientemente 
clara, por não estabelecer um nexo causal entre os motivos do despedimento e os critérios de 
seleção de cada um dos trabalhadores, sublinhando a importância deste nexo causal para evitar 
práticas arbitrárias e discriminatórias na seleção dos trabalhadores a despedir. 

No entender do Tribunal da Relação de Évora, os critérios de seleção dos trabalhadores a despedir 
devem ser claros ao ponto de permitir (i) concluir qual o departamento da empresa e quais os 
trabalhadores afetados e (ii) a sindicabilidade judicial de tal decisão. 

Sucede que, no caso em apreço, um dos trabalhadores abrangidos pelo despedimento tinha as-
sumido funções de chefia na empresa e, posteriormente, foi parcialmente substituído por outro 
trabalhador contratado para o efeito. Com este contexto, o tribunal entendeu haver elevado risco 
de a inclusão daquele trabalhador no despedimento ter sido premeditada, com vista à sua substi-
tuição pelo trabalhador entretanto contratado. 

Por todos estes motivos, o tribunal confirmou a decisão de ilicitude do despedimento, conde-
nando a entidade empregadora à reintegração do trabalhador, sem prejuízo da sua categoria e 
antiguidade e ao pagamento dos respetivos créditos laborais.
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9 de junio de 2021

1.	 Legislación

[Unión Europea]

Transporte aéreo

Reglamento de Ejecución (UE) n.º 2021/664 de la Comisión, de 22 de abril de 2021, sobre 
un marco regulador para el U-Space (Texto pertinente a efectos del EEE) (DOUE L 139/61, 
de 23 de abril de 2021)

Este Reglamento establece una serie de normas y procedimientos para operar aeronaves no tripu-
ladas (UAS) en determinadas zonas geográficas, denominadas “espacio aéreo U-Space”. 

Se busca así integrar de forma segura a las UAS en el sistema de aviación y la prestación de servi-
cios que faciliten su acceso al espacio aéreo U-Space.

Reglamento de Ejecución (UE) n.º 2021/666 de la Comisión, de 22 de abril de 2021, por el que se 
modifica el Reglamento (UE) n.º 923/2012 en lo que se refiere a los requisitos para la aviación tri-
pulada que opera en el espacio aéreo U-Space (Texto pertinente a efectos del EEE) (DOUE L 139/187, 
de 23 de abril de 2021)

Se modifica el Reglamento (UE) n.º 923/2012 en lo que se refiere a los requisitos para que la 
aviación tripulada opere en el espacio aéreo U-Space, esto es, en las zonas geográficas en las que 
operan aeronaves no tripuladas (UAS).

Transporte ferroviario

Reglamento (CE) n.º 2021/782 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2021, sobre los derechos y las obligaciones de los viajeros de ferrocarril (Texto pertinente a 
efectos del EEE) (DOUE L 172, de 17 de mayo de 2021)

*   Esta sección ha sido coordinada por Luz Martínez de Azcoitia, y en su elaboración han participado Nicolás Nägele García de Fuentes, Magdalena Oriol 
y Laura Peláez, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid y Oporto).
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El presente Reglamento pretende mejorar los servicios de transporte de viajeros por ferrocarril 
dentro de la Unión. Para ello, los Estados miembros deben poder conceder exenciones tempora-
les para servicios ofrecidos en regiones en las que una parte significativa de ellos se explota fuera 
de la Unión.

Así, con el fin de garantizar una protección eficaz de los viajeros y fomentar los viajes por ferro-
carril, el presente Reglamento establece normas referentes al transporte por ferrocarril aplicables 
(a) a la no discriminación entre viajeros en lo que respecta a las condiciones de transporte y la 
emisión de billetes; (b) a la responsabilidad de las empresas ferroviarias y a sus obligaciones en 
materia de seguros para los viajeros y sus equipajes; (c) a los derechos de los viajeros en caso 
de accidente derivado del uso de servicios ferroviarios y con el resultado de muerte, lesiones, o 
pérdida o daño de su equipaje; (d) a los derechos de los viajeros en caso de perturbación de los 
servicios, como por ejemplo en caso de cancelación o retraso, con inclusión de la indemnización; 
(e) a la información mínima y exacta, incluida la información relativa a la expedición de billetes, 
que debe facilitarse a los viajeros a su debido tiempo y en un formato accesible; (f) a la no discri-
minación y la asistencia a las personas con discapacidad y las personas con movilidad reducida; (g) 
a la definición y control de normas de calidad del servicio y la gestión del riesgo para la seguridad 
personal de los viajeros; (h) a la tramitación de las reclamaciones; y (i) a las normas generales en 
materia de ejecución.

[España]

Transporte terrestre

Real Decreto 266/2021, de 13 de abril, por el que se aprueba la concesión directa de ayu-
das a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución de 
programas de incentivos ligados a la movilidad eléctrica (MOVES III) en el plan de Recupe-
ración, Transformación y Resiliencia Europeo (BOE de 14 de abril de 2021)

Este Real Decreto tiene por objeto regular la concesión directa, con carácter extraordinario, y 
por razones de interés público, social y económico, de ayudas a las comunidades autónomas y 
ciudades de Ceuta y Melilla, cuya finalidad sea la contribución a los objetivos que se establecen 
en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia que aprueben las instituciones europeas 
competentes, así como la “descarbonización” del sector del transporte mediante el fomento de la 
electrificación de la movilidad para la consecución de los objetivos fijados tanto en el Plan Nacio-
nal Integrado de Energía y Clima 2021-2030 como en el Programa Nacional de Control de la Con-
taminación Atmosférica, promoviendo la adquisición de vehículos eléctricos y la infraestructura de 
recarga adecuada en todo el territorio nacional.

Los programas de incentivos a la movilidad eléctrica aprobados por este Real Decreto estarán en 
vigor hasta el 31 de diciembre de 2023.



129

 Marítimo, Transporte y Logística

Orden ICT/370/2021, de 14 de abril, por la que se modifican los anejos del Real Decreto 237/2000, de 
18 de febrero, por el que se establecen las especificaciones técnicas que deben cumplir los vehículos 
especiales para el transporte terrestre de productos alimentarios a temperatura regulada y los procedi-
mientos para el control de conformidad con las especificaciones (BOE de 22 de abril de 2021)

Mediante esta orden se actualizan los anexos del Real Decreto 237/2000, lo que permitirá adaptar 
la reglamentación española en el ámbito del transporte de mercancías perecederas a la evolución 
de la técnica. Con ello se contribuirá a garantizar la seguridad y la protección del medio ambiente, 
así como la competencia efectiva del mercado en beneficio de los consumidores. Además de esto, 
la presente modificación normativa fomenta la mejora de la eficiencia energética de las unidades 
de transporte, todo ello alineado con los principios fundamentales de la economía circular.

COVID-19

[España]

Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes en el orden 
sanitario, social y jurisdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el 
estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 
(BOE de 5 de mayo de 2021)

Durante la vigencia y prórroga del estado de alarma, las autoridades competentes delegadas 
adoptaron numerosas medidas cuya vigencia decayó en el momento de expiración de la prórroga 
del estado de alarma. No obstante, la mayoría de esas medidas pueden articularse, en caso de 
necesidad, en el marco definido por la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especia-
les en Materia de Salud Pública, y por la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, 
quedando sujetas al control jurisdiccional ordinario.

Así, el presente real decreto-ley contiene, en relación con la situación sanitaria, regulaciones pun-
tuales que afectan al régimen de autorización o ratificación judicial de las medidas que hayan 
de adoptarse en aplicación de la legislación citada cuando impliquen limitación o restricción de 
derechos fundamentales o cuando sus destinatarios no estén identificados individualmente, re-
forzando su eficacia y coherencia. Por otra parte, se establecen medidas de control sanitario de 
los pasajeros internacionales para prevenir la introducción de vectores de infección por el SARS-
CoV-2 y sus variantes.

Transporte marítimo

Resolución de 27 de mayo de 2021, de la Dirección General de la Marina Mercante, por la 
que se adoptan medidas sanitarias para los buques de pasaje tipo crucero y se deja sin efec-
tos la Resolución de 23 de junio de 2020, por la que se establecen medidas restrictivas a los 
buques de pasaje tipo crucero, para afrontar la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
(BOE 29 de mayo de 2021)
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Se establecen las medidas sanitarias necesarias para garantizar la actividad de buques de pasaje 
tipo crucero que realicen viajes internacionales cuando entren en los puertos españoles, de forma 
que estos deberán cumplir con las condiciones recogidas en las “Medidas sanitarias para el resta-
blecimiento de los cruceros internacionales” dictadas por el Ministerio de Sanidad.

Esta resolución producirá efectos el 7 de junio de 2021 tras su publicación en el BOE.

Transporte aéreo

Orden INT/519/2021, de 27 de mayo, por la que se prorroga la Orden INT/657/2020, de 17 
de julio, por la que se modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal 
de viajes no imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados 
Schengen por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria oca-
sionada por la COVID-19 (BOE 29 de mayo de 2021)

Se prorrogan las restricciones establecidas por esta orden ministerial hasta las 24:00 horas del 30 
de junio de 2021.

Orden PCM/545/2021, de 2 de junio, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Minis-
tros de 1 de junio de 2021, por el que se prorroga el Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 
de febrero de 2021, por el que se establecen medidas excepcionales para limitar la propaga-
ción y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos entre la República 
Federativa de Brasil y la República de Sudáfrica y los aeropuertos españoles (BOE de 4 de 
junio de 2021)

Se prorrogan las restricciones establecidas desde las 00:00 horas del día 8 de junio de 2021 (hora 
peninsular) hasta las 00:00 horas del día 22 de junio de 2021 (hora peninsular).

Orden INT/552/2021, de 4 de junio, por la que se prorroga la Orden INT/657/2020, de 17 
de julio, por la que se modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal 
de viajes no imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados 
Schengen por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria oca-
sionada por la COVID-19 (BOE de 5 de junio de 2021)

Esta Orden, que ha surtido efectos con fecha 7 de junio de 2021, modifica los criterios aplicables 
para denegar la entrada por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sa-
nitaria ocasionada por la COVID-19.
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2.	 Jurisprudencia

[España]

El porteador contractual puede ejercitar acción directa contra la compañía asegu-
radora del porteador efectivo, y dicha acción se somete al plazo de prescripción del 
Convenio Internacional de Transporte de Mercancías por Carretera (CMR)

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 26 de marzo de 2021

En esta sentencia, el Tribunal Supremo concluye lo siguiente: 

i.	 Con base en el artículo 76 de la Ley de Contrato de Seguro, es admisible que el porteador 
contractual ejercite acción directa contra la compañía aseguradora del porteador efectivo 
tras haber sido condenado este último por sentencia firme en un procedimiento judicial 
que le enfrentaba contra el primero.

ii.	 La reclamación formulada contra el porteador efectivo afecta a la prescripción de la acción 
que se ejercite contra su compañía aseguradora al hallarse unidos solidariamente. Con 
esta premisa, el Tribunal Supremo concluye que no son de aplicación ni el plazo de pres-
cripción del artículo 23 de la Ley de Contrato de Seguro ni el del artículo 1968.2 del Código 
Civil propio de las reclamaciones derivadas de la responsabilidad extracontractual. En este 
contexto, el Tribunal Supremo determina que el plazo de prescripción debe ser el que rija 
para el ejercicio del derecho que tiene el perjudicado frente a la entidad asegurada, que, 
en este caso, es el propio del contrato de transporte internacional de mercancías y, por 
consiguiente, el de uno o tres años según resulta del artículo 32 del CMR.





9 de junio de 2021

Medio ambiente
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1.	 Legislación

Estatal

Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética (BOE de 21 de mayo 
de 2021)

Las principales novedades de esta Ley se pueden resumir como sigue:

i.	 Energías renovables y eficiencia energética. Se establecen como objetivos a alcanzar en 
2030 la obtención de al menos el 74 % de producción de energía renovable en el sector 
eléctrico, que el 42 % de consumo final de energía provenga de energías renovables y un 
aumento de la eficiencia energética de al menos el 39,5 %.

ii.	 Digitalización de la economía. Se prevén una serie de acciones de impulso a la digitaliza-
ción de la economía que contribuyan a los objetivos de descarbonización, en el marco de 
la estrategia España Digital 2025, entre las que se encuentra el empleo de la inteligencia 
artificial.

iii.	 Movilidad sostenible. Se fija como objetivo que los turismos y vehículos comerciales ligeros 
nuevos sean de cero emisiones para el año 2040. Además, se impone a los operadores 
de ciertas gasolineras la obligación de instalar puntos de recarga para coches eléctricos. 
Lo mismo se les impone a los propietarios de edificios no residenciales con más de veinte 
plazas de garaje. 

Además, se establece que los municipios de más de 50.000 habitantes y los territorios in-
sulares deben aprobar planes de movilidad urbana sostenible, que incluyan zonas de bajas 
emisiones, y se añade que la misma obligación pesará sobre aquellos municipios de más 
de 20.000 habitantes cuando superen los valores límite de los contaminantes regulados 
en el Real Decreto 102/2011, de 28 de enero, relativo a la calidad del aire.

*   Esta sección ha sido coordinada por Jesús Andrés Sedano Lorenzo. En su elaboración han colaborado Bárbara Fernández Cobo, Claudia Lastella 
Ortega, Luis Villar González y Garazi Tomás García, del Grupo de Práctica de Derecho Público y Medio Ambiente de Uría Menéndez.
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iv.	 Uso de recursos naturales. Se prohíbe el otorgamiento de permisos de exploración, inves-
tigación o explotación de hidrocarburos, incluyendo el mar territorial y la zona económica 
exclusiva de España. También se prohíbe el fracking y se prevé el cese de la producción de 
carbón nacional.

En el caso de minerales radioactivos (p. ej., el uranio), se establece la obligación de re-
chazar cualquier nueva solicitud de exploración, investigación o explotación. Lo mismo 
se aplica en caso de la autorización de las instalaciones radiactivas del ciclo combustible 
nuclear para el procesamiento de dichos minerales radiactivos. 

v.	 Inversión sostenible. Se obliga a las empresas que elaboran el informe anual de gestión 
como parte de las cuentas anuales a incluir en él una evaluación de los riesgos asociados al 
cambio climático y las medidas adoptadas en consecuencia. Además, los bancos y demás 
instituciones de crédito deberán publicar objetivos específicos de descarbonización de sus 
carteras de créditos y de inversión. 

vi.	 Administración pública. Se obliga a la Administración a dejar de ser titular de participacio-
nes o instrumentos financieros en compañías cuya actividad económica esté vinculada con 
la extracción o procesamiento de combustibles fósiles, a desistir de los arrendamientos 
de inmuebles que no sean de consumo energético casi nulo en 2030 y a establecer como 
criterio de adjudicación en caso de contratos de obra o concesiones de obra aspectos 
ambientales, como el nivel de eficiencia energética de la construcción, la utilización de 
materiales sostenibles o la reducción de la producción de residuos. Por último, destaca el 
establecimiento de la obligación de destinar un mínimo de los Presupuestos Generales del 
Estado a la cuestión climática. 

vii.	 Biodiversidad. Se establece la actualización y revisión de los planes o instrumentos de ges-
tión de los espacios naturales protegidos y espacios de la Red Natura 2000 que no dispon-
gan de un apartado sobre lucha y adaptación al cambio climático.

Buena parte de las previsiones de la Ley 7/2021 requieren de un posterior desarrollo reglamenta-
rio. Asimismo, la Ley prevé la elaboración de una estrategia de transición justa y de una reforma 
fiscal verde, así como la inclusión de la cuestión climática en la programación educativa o la sim-
plificación de trámites para la instalación de paneles fotovoltaicos en edificios residenciales con 
finalidad de autoconsumo.

Resolución de 25 de marzo de 2021, conjunta de la Dirección General de Política Energética 
y Minas y de la Oficina Española de Cambio Climático, por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 16 de marzo de 2021, por el que se adopta la versión final del Plan 
Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030 (BOE de 31 de marzo de 2021)

El 16 de marzo de 2021, el Consejo de Ministros aprobó el acuerdo por el que se adopta la versión 
final del Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030 (“PNIEC”), versión que había sido 
evaluada por la Comisión Europea el 14 de octubre de 2020.



137

 Medio ambiente

El PNIEC prevé que la ejecución de sus medidas exigirá una inversión aproximada de 241.412 
millones de euros, de los cuales el sector privado aportará el 80 %. Algunas de esas medidas son 
las siguientes: 

i.	 Descarbonización de la economía: desarrollo de nuevas instalaciones de generación eléc-
trica con renovables, incorporación de las renovables al sector industrial, desarrollo del 
autoconsumo, uso de biocombustibles avanzados en el transporte, etc.

ii.	 Mejora de la eficiencia energética: renovación del parque y del equipamiento residencial, 
así como de la maquinaria agrícola, impulso del vehículo eléctrico, contratación pública 
eficiente energéticamente, auditorías energéticas, etc.

iii.	 Seguridad energética: mantenimiento de existencias mínimas de seguridad de productos 
petrolíferos y gas, reducción de la dependencia del petróleo y el carbón en las comunida-
des insulares, aumento de la interconexión eléctrica con Francia y Portugal, integración del 
mercado gasista, etc.

Resolución del Consejo de Ministros de 25 de mayo de 2015, a propuesta del Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, de aprobación del I Plan de Acción de 
Economía Circular

El Consejo de Ministros del pasado 25 de mayo de 2021 aprobó el I Plan de Acción de Economía 
Circular (“PAEC”), con un presupuesto de 1529 millones de euros y 116 medidas que la Adminis-
tración General del Estado pondrá en marcha a lo largo del trienio 2021-2023 para apoyar y con-
solidar de manera progresiva el despliegue de un modelo económico circular y descarbonizado. 

Entre otras medidas de información al consumidor, como la etiqueta informativa sobre la vida útil 
del producto y su índice de reparabilidad, recoge medidas de fomento del mercado de segunda 
mano, así como el propósito de desarrollar criterios de fin de condición de residuo y de revisar el 
marco normativo de la reutilización del agua para fomentar la utilización de aguas regeneradas. 

Autonómica

Decreto 63/2021, de 28 de abril, del Consejo de Gobierno, por el que se modifican diferentes 
normas reglamentarias para la simplificación normativa y reducción de cargas administra-
tivas (BOCM de 29 de abril de 2021)

Este Decreto se orienta a la activación de la economía y el empleo a través de la simplificación 
normativa en el ámbito de la Comunidad de Madrid y a la reducción de los trámites burocráticos. 

Para ello, se modifican diversas normas reglamentarias vinculadas con la protección del medio 
ambiente, los aprovechamientos forestales y la ganadería. En particular, se modifica el Decreto 
154/1997, de 13 de noviembre, sobre normas complementarias para la valoración de la contami-
nación y aplicación de tarifas por depuración de aguas residuales, con la actualización del sistema 
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de cálculo del índice representativo de la contaminación de un vertido mediante la consideración 
de determinados contaminantes habituales de gran incidencia ambiental.

Asimismo, el Decreto deroga una serie de normas reglamentarias vinculadas con residuos, tales 
como el Decreto 4/1991, de 10 de enero, por el que se crea el Registro de Pequeños Productores 
de Residuos Tóxicos y Peligroso; el Decreto 93/1999, de 10 de junio, sobre gestión de pilas y acu-
muladores usados en la Comunidad de Madrid; y el Decreto 148/2001, de 6 de septiembre, por el 
que se somete a autorización la eliminación en la Comunidad de Madrid de residuos procedentes 
de otras partes del territorio nacional.

2.	 Jurisprudencia

Sentencia del Tribunal Supremo núm. 790/2021, de 11 de febrero, Sala Tercera de lo Con-
tencioso-Administrativo (Sección Tercera) (recurso núm. 65/2019)

Esta sentencia resuelve el recurso de casación interpuesto contra el Real Decreto 1519/2018, de 28 
de diciembre (el “RD 1519/2018”), por el que se otorgó la segunda prórroga a una concesión de 
explotación de hidrocarburos ubicada en la costa de Tarragona. La concesión había sido original-
mente otorgada por un periodo de treinta años y fue prorrogada por diez años más. 

La demandante solicitó la nulidad de pleno derecho del RD 1519/2018 por incumplimiento de 
obligaciones en materia de evaluación ambiental de la Ley 21/2013 de evaluación ambiental (la 
“Ley de Evaluación Ambiental”). 

El Tribunal Supremo desestima el recurso, entre otras razones, porque entiende que la prórroga 
no constituye un proyecto a los efectos del artículo 7 de la Ley de Evaluación Ambiental y que, por 
tanto, no procedía su sometimiento al trámite de evaluación de impacto ambiental. 

La Sala concluye que no se dan intervenciones que modifiquen la realidad física del emplaza-
miento, sino la mera “prolongación temporal del título jurídico habilitante (concesión) del que son 
titulares las entidades codemandadas”. A estos efectos, el Tribunal Supremo afirma que “el Real 
Decreto impugnado, al otorgar la segunda prórroga de la concesión de explotación de hidrocarburos 
«Casablanca», no puede identificarse con un proyecto, ni constituye, desde luego, un plan o progra-
ma, según las definiciones legales que de ellos ofrece la Ley y que antes hemos dejado transcritas”.

Con el mismo razonamiento, concluye que tampoco deben evaluarse las posibles repercusiones 
sobre la ZEPA Delta de l’Ebre-Illes Clumbretes, por cuanto la segunda prórroga “no constituye un 
plan o programa y tampoco un proyecto” a efectos de los artículos 6.3 y 6.7 de la Directiva 92/43/
CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y 
de la fauna y flora silvestres, así como del equivalente artículo 46.4 de la Ley 42/2007, de 13 de 
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.



139

 Medio ambiente

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León núm. 362/2021, de 25 de ene-
ro, Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Primera) (recurso núm. 1204/2018) 

La sentencia analiza la conformidad a derecho de una sanción por incumplimiento grave de la 
obligación de disponer de licencia o autorización ambiental prevista en el artículo 74.3.a) de la 
Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, en un supuesto en el que, 
en cumplimiento de un Plan de Restauración, se realizan retiradas de acopios mineros obtenidos 
durante el funcionamiento de la actividad minera ya finalizada, sin disponer de licencia o autori-
zación ambiental en vigor en el momento de la retirada. 

La sanción impuesta consistía en multa de 16.000 euros, suspensión de la actividad extractiva, or-
den de finalización de las labores de restauración en seis meses y la pérdida de derecho a obtener 
subvenciones durante dos años.

En primer lugar, el Tribunal consideró probado que las actuaciones de la empresa consistentes en 
la retirada de acopios mineros no suponían una actividad extractiva ni de explotación minera, sino 
parte de las tareas de restauración impuestas en el Plan de Restauración.

A continuación, el Tribunal analizó si en tal caso era necesaria la obtención de una licencia am-
biental, como defendía la Administración. En este sentido, el Tribunal afirma que “estas labores se 
encuentran amparadas, primero, por el propio Plan de Restauración aprobado por resolución de 25 
de marzo de 1999 junto con el Proyecto de explotación, pues se exige este Plan conforme al Decreto 
329/1991 (...), en cuyo artículo 1º se dispone que el otorgamiento de las concesiones de explotación, 
de autorizaciones de aprovechamiento y de los permisos de investigación en que las instalaciones o 
trabajos en el exterior alteren sensiblemente el espacio natural, lleva aparejada la obligación no solo 
de elaborar un Plan de Restauración de los espacios afectados sino también de su cumplimiento, 
conforme señalan los artículos 6 y 7 de ese Decreto”, lo que significa que la propia Administración 
había aprobado ya su realización. No es correcto, por tanto, exigir una licencia ambiental adicional. 

Por estos motivos, el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León estimó el recurso contencio-
so-administrativo y declaró nulas las sanciones impuestas.





9 de junio de 2021
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1.	 Legislación

[Unión Europea]

Sistemas de pago de importancia sistémica

Reglamento (UE) 2021/728 del Banco Central Europeo, de 29 de abril de 2021, por el que se 
modifica el Reglamento (UE) 795/2014 sobre los requisitos de vigilancia de los sistemas de 
pago de importancia sistémica (BCE/2021/17) (DOUE de 5 de mayo de 2021)

El Reglamento modifica los artículos 1 y 2 del Reglamento (UE) 795/2014 sobre los requisitos de 
vigilancia de los sistemas de pago de importancia sistémica, añade los artículos 2 bis a 2 quinquies, 
y sustituye en el artículo 21, el apartado 2 y el apartado 6 en el artículo 22.

Decisión (UE) 2021/730 del Banco Central Europeo, de 29 de abril de 2021, por la que se modifica 
la Decisión (UE) 2019/1349 sobre el procedimiento y las condiciones de ejercicio por las autoridades 
competentes de ciertas facultades relativas a la vigilancia de los sistemas de pago de importancia 
sistémica (BCE/2021/19) (DOUE de 5 de mayo de 2021)

La Decisión modifica el artículo 2 de la Decisión 2019/1349, sobre el procedimiento y las condicio-
nes de ejercicio por las autoridades competentes de ciertas facultades relativas a la vigilancia de 
los sistemas de pago de importancia sistémica.

Lucha contra el blanqueo de capitales. Controles de la entrada o salida de efectivo

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/776 de la Comisión, de 11 de mayo de 2021, por el que 
se establecen los modelos de determinados formularios, así como las normas técnicas para 
el intercambio efectivo de información en virtud del Reglamento (UE) 2018/1672 del Parla-
mento Europeo y del Consejo, relativo a los controles de la entrada o salida de efectivo de la 
Unión (DOUE de 12 de mayo de 2021)

*  Esta sección ha sido elaborada por Ignacio Klingenberg, Leyre López Itoiz, Teresa Tellechea, Joana Torres Guilherme Neves y Guilherme Drummond, 
del Grupo de Práctica de Derecho Mercantil de Uría Menéndez (Madrid, Barcelona y Lisboa).
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Entidades de crédito y empresas de servicios de inversión

Divulgación de información

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/763 de la Comisión, de 23 de abril de 2021, por el que 
se establecen normas técnicas de ejecución para la aplicación del Reglamento (UE) n. o 
575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo y de la Directiva 2014/59/UE del Parla-
mento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la presentación con fines de supervisión y 
la divulgación pública de información sobre el requisito mínimo de fondos propios y pasivos 
admisibles (DOUE de 12 de mayo de 2021)

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/637 de la Comisión, de 15 de marzo de 2021, por el que se es-
tablecen normas técnicas de ejecución en lo que respecta a la divulgación pública por las entidades 
de la información a que se refiere la parte octava, títulos II y III, del Reglamento (UE) 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan el Reglamento de Ejecución (UE) 1423/2013 de la 
Comisión, el Reglamento Delegado (UE) 2015/1555 de la Comisión, el Reglamento de Ejecución 
(UE) 2016/200 de la Comisión y el Reglamento Delegado (UE) 2017/2295 de la Comisión (DOUE de 
21 de abril de 2021)

El Reglamento de Ejecución establece las normas técnicas de ejecución en lo que respecta a la 
divulgación pública por las entidades de la información a que se refiere la parte octava, títulos II 
y III, del Reglamento 575/2013, sobre los requisitos prudenciales de las entidades de crédito y las 
empresas de inversión, y por el que se modifica el Reglamento 648/2012. 

Deroga: 

i.	 El Reglamento de Ejecución 1423/2013, por el que se establecen normas técnicas de eje-
cución en lo que se refiere a la publicación de los requisitos de fondos propios de las enti-
dades, de conformidad con el Reglamento 575/2013.

ii.	 El Reglamento Delegado 2015/1555, por el que se completa el Reglamento 575/2013 en 
lo relativo a las normas técnicas de regulación para la divulgación de información relativa 
al cumplimiento, por las entidades, del requisito de disponer de un colchón de capital an-
ticíclico con arreglo al artículo 440.

iii.	 El Reglamento de Ejecución 2016/200, por el que se establecen normas técnicas de eje-
cución en lo que se refiere a la publicación de la ratio de apalancamiento de las entidades, 
de conformidad con el Reglamento 575/2013.

iv.	 El Reglamento Delegado 2017/2295, por el que se completa el Reglamento 575/2013 en 
lo que respecta a las normas técnicas de regulación relativas a la divulgación de informa-
ción sobre activos con cargas y sin cargas.
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Exposiciones de financiación especializada 

Reglamento Delegado (UE) 2021/598 de la Comisión, de 14 de diciembre de 2020, por el 
que se completa el Reglamento (UE) 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo 
que respecta a las normas técnicas de regulación para la asignación de ponderaciones de 
riesgo a las exposiciones de financiación especializada (DOUE de 14 de abril de 2021)

Autoridad Europea de Valores y Mercados

Entidades de contrapartida central. Normas de procedimiento relativas a las sanciones

Reglamento Delegado (UE) 2021/731 de la Comisión, de 26 de enero de 2021, por el que 
se completa el Reglamento (UE) 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que 
respecta a las normas de procedimiento relativas a las sanciones impuestas por la Autoridad 
Europea de Valores y Mercados a las entidades de contrapartida central de terceros países o 
a los terceros vinculados BCE (DOUE de 6 de mayo de 2021)

Multas. Agente investigador

Reglamento Delegado (UE) 2021/732 de la Comisión, de 26 de enero de 2021, que modifica 
el Reglamento Delegado (UE) 667/2014 en lo relativo al contenido del expediente que debe 
presentar el agente investigador a la Autoridad Europea de Valores y Mercados, al derecho 
a ser oído en el marco de las decisiones provisionales y a la imposición de multas y multas 
coercitivas (DOUE de 6 de mayo de 2021)

El Reglamento Delegado sustituye el apartado 1 en el artículo 3 y añade el artículo 3 bis en el 
Reglamento Delegado 667/2014, por el que se completa el Reglamento 648/2012 en lo que res-
pecta a las normas de procedimiento relativas a las sanciones impuestas a los registros de opera-
ciones por la Autoridad Europea de Valores y Mercados, incluidas las normas relativas al derecho 
de defensa y las disposiciones temporales.

Brexit

[Unión Europea]

Comercio y cooperación y seguridad para el intercambio y la protección de informa-
ción clasificada

Decisión (UE) 2021/689 del Consejo, de 29 de abril de 2021, relativa a la celebración, en 
nombre de la Unión, del Acuerdo de Comercio y Cooperación entre la Unión Europea y la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica, por una parte, y el Reino Unido de Gran Breta-
ña e Irlanda del Norte, por otra, y del Acuerdo entre la Unión Europea y el Reino Unido de 
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Gran Bretaña e Irlanda del Norte relativo a los procedimientos de seguridad para el inter-
cambio y la protección de información clasificada (DOUE de 30 de abril de 2021)

La Decisión aprueba, en nombre de la UE, (i) el acuerdo de comercio y cooperación entre la UE 
y la Comunidad Europea de la Energía Atómica, por una parte, y el Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte, por otra, en lo relativo a las cuestiones que no entran dentro del ámbito de 
aplicación del Tratado Euratom, y (ii) el acuerdo entre la UE y el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte relativo a los procedimientos de seguridad para el intercambio y la protección 
de información clasificada.

Asimismo:

i.	 publica las versiones definitivas de dichos acuerdos;

ii.	 regula la representación de la UE en el Consejo de Asociación y los comités creados en 
virtud del Acuerdo de Comercio y Cooperación;

iii.	 regula ciertas actuaciones de la Comisión en ejecución de dicho acuerdo; y

iv.	 regula la celebración de acuerdos bilaterales entre los Estados miembros y el Reino Unido 
en los ámbitos del transporte aéreo, la cooperación administrativa en materia aduanera, 
el IVA y la seguridad social.

Seguridad para el intercambio y la protección de información clasificada

Acuerdo entre la Unión Europea y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte sobre 
procedimientos de seguridad para el intercambio y la protección de información clasificada 
(DOUE de 30 de abril de 2021)

El Acuerdo recoge el texto auténtico y definitivo que sustituye ab initio la versión firmada publica-
da en el DOUE del 31 de diciembre de 2020. Por medio de este acuerdo, la UE y el Reino Unido 
reconocen que una cooperación y una consulta plenas y efectivas pueden requerir el acceso a 
información y material clasificados de las partes, así como intercambios entre ellas de dicha infor-
mación y material. Además, pretenden reforzar su propia seguridad en todos los aspectos, impul-
sar entre ellas la cooperación sobre cuestiones de interés común en el ámbito de la seguridad de 
la información e intercambiar información clasificada.

[España]

Fomento de la implicación a largo plazo de los accionistas de sociedades cotizadas

Ley 5/2021, de 12 de abril, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de Sociedades 
de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y otras normas 
financieras, en lo que respecta al fomento de la implicación a largo plazo de los accionistas 
en las sociedades cotizadas (BOE de 13 de abril de 2021)
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La Ley 5/2021, de 12 de abril, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de Sociedades de 
Capital (la “Ley”), además de transponer la Directiva (UE) 2017/828 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de mayo de 2017, por la que se modifica la Directiva 2007/36/CE en lo que respecta 
al fomento de la implicación a largo plazo de los accionistas en las sociedades cotizadas, incorpora 
modificaciones en la Ley de Sociedades de Capital (“LSC”), entre otras. 

Las modificaciones introducidas abarcan un amplio elenco de materias, entre las que destacan las 
siguientes: gobierno corporativo, operaciones vinculadas, derechos del accionista, captación de 
capital y obligaciones de información. A continuación, se detallan las más relevantes:

i.	 Fomento de la implicación de los accionistas: 

Se exige que gestores de activos y otros inversores institucionales hagan públicas sus políti-
cas de implicación de los accionistas y cómo las aplican. Concretamente, esta política debe 
explicar, entre otros aspectos, cómo integran la implicación de los accionistas en su política 
de inversión y cómo han ejercido, en su caso, los derechos de voto en las juntas generales 
de accionistas de las sociedades en las que invierten, en especial en las votaciones más im-
portantes y, en su caso, el recurso a los servicios de asesores de voto. Asimismo, reconoce 
el derecho de las sociedades a identificar no solo a los accionistas formales, sino también 
a los beneficiarios últimos, y mantiene expresamente inalterado el sistema español vigente 
en la actualidad de registro de valores.

ii.	 Juntas exclusivamente telemáticas: 

La Ley introduce la posibilidad de celebrar juntas de forma exclusivamente telemática. 
Para ello, los estatutos de las sociedades de capital pueden prever que los administradores 
convoquen la junta general sin asistencia física de los socios o sus representantes, enten-
diéndose celebrada en su domicilio social. Para la aprobación de la modificación estatuta-
ria se requiere una mayoría de 2/3 del capital presente o representado. 

Además, se debe garantizar la identificación y legitimación de socios y representantes, así 
como la participación efectiva y en tiempo real con medios de comunicación a distancia 
apropiados. Para las sociedades cotizadas se requiere que el acta de la reunión sea le-
vantada por notario, y los accionistas han de tener la posibilidad de delegar o ejercitar 
anticipadamente el voto mediante correspondencia postal, electrónica y otro medio de 
comunicación a distancia, tal y como se prevea en los estatutos.

iii.	 Operaciones vinculadas: 

La Ley introduce determinadas novedades derivadas de la Directiva aplicables a las so-
ciedades cotizadas. Como consecuencia, se ha flexibilizado el régimen de las operaciones 
vinculadas dentro de un grupo de sociedades, dejando de ser exigible la abstención de los 
consejeros dominicales conflictuados. Se imponen deberes adicionales de procedimiento 
y transparencia en el caso de sociedades cotizadas y se permite que, bajo determinadas 
condiciones, las operaciones vinculadas no precisen ser aprobadas por el consejo de admi-
nistración. Además, la nueva definición de operación vinculadas en sociedades cotizadas 
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ha conllevado, aun sin requerirlo la Directiva, un cambio en la definición de “personas 
vinculadas” al administrador persona física del artículo 231 LSC.

iv.	 Acciones de lealtad: 

Se han introducido las acciones de voto doble para aquellas sociedades cotizadas que así 
lo decidan, que deberán contemplarlas en sus estatutos sociales. Las acciones de lealtad 
permitirán que accionistas titulares de acciones por un periodo ininterrumpido de dos 
años desde la inscripción en el libro especial de acciones con voto doble puedan emitir el 
doble de votos que le correspondan en función de su valor nominal. 

v.	 Simplificación y agilización de los aumentos de capital en sociedades cotizadas:

La Ley flexibiliza el régimen de aumentos de capital y emisión de obligaciones convertibles 
en las sociedades cotizadas: se reduce a catorce días el periodo de ejercicio del derecho 
de suscripción preferente y se prevé que no sea necesario un informe de experto indepen-
diente cuando se excluya el derecho de suscripción preferente y el importe de la emisión 
no supere el 20 % del capital (y, en caso de los aumentos de capital, cuando el descuento 
sea inferior al 10 % del precio de cotización). 

vi.	 Remuneraciones: 

En cuanto al derecho de los accionistas a pronunciarse sobre las remuneraciones de los 
administradores (say on pay), se exige un mayor nivel de detalle en la política de remune-
raciones y en el informe anual sobre remuneraciones. Se incluye también en la LSC una 
referencia a que la remuneración por funciones ejecutivas en sociedades cotizadas deberá 
ajustarse, además de a la política de remuneraciones, a los estatutos. 

Asimismo, se modifica la Ley 22/2015, de Auditoría de Cuentas, para incluir el informe 
anual de remuneraciones de los consejeros entre la información cuya existencia debe 
comprobar el auditor al analizar el informe de gestión de las sociedades cotizadas.

vii.	 Identificación de accionistas y beneficiarios últimos: 

Se regula el derecho del emisor (y, bajo determinadas condiciones, de los accionistas sig-
nificativos o de las asociaciones de accionistas) a conocer la identidad tanto del accionista 
como del beneficiario último (esto es, aquel por cuya cuenta actúa la entidad intermedia-
ria legitimada como accionista en virtud del registro contable).

viii.	 Fomento de la participación de los trabajadores en las empresas: 

La Ley modifica también el Código de Comercio para avanzar en la promoción y fomento 
de la participación de los trabajadores en las empresas. En este sentido, la Ley desarrolla el 
apartado del estado de información no financiera correspondiente a la información sobre 
cuestiones sociales y relativas al personal, para detallar los mecanismos y procedimientos 
con los que cuenta la empresa para promover la implicación de los trabajadores en la ges-
tión de la compañía en términos de información, consulta y participación.
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ix.	 Asesores de voto (proxy advisors): 

La Ley prevé que aquellos que tengan su domicilio en España, que tengan su estableci-
miento principal en España, pero su domicilio fuera de la UE, o que tengan un estable-
cimiento en España, pero su domicilio y su establecimiento principal estén fuera de UE, 
deberán cumplir determinadas obligaciones de información y transparencia y someterse 
al régimen de supervisión de la CNMV. En este caso, la reforma legal se aborda en el texto 
refundido de Ley del Mercado de Valores.

x.	 Obligaciones de transparencia e información: 

Se imponen obligaciones adicionales de transparencia e información a sociedades ges-
toras de instituciones de inversión colectiva (SGIIC), sociedades gestoras de entidades 
de tipo cerrado (SGEIC) y empresas de servicios de inversión y entidades de crédito que 
presten el servicio de gestión discrecional e individualizada de carteras. Esas obligaciones 
consisten, principalmente, en elaborar y publicar políticas de implicación en las que den 
cuenta de cómo integran su implicación como accionistas con sus políticas de inversión y 
en informar anualmente acerca de la aplicación de sus políticas de implicación, cómo han 
ejercido sus derechos de voto en las juntas generales y si han contratado los servicios de 
asesores de voto.

Se elimina la obligación de las sociedades cotizadas de publicar información financiera 
trimestral, sin perjuicio de que los emisores podrán seguir publicando dichos informes de 
forma voluntaria, y la CNMV podrá requerir la publicación de esta información.

También se elimina la obligación de que las entidades emisoras de valores distintas de las 
sociedades anónimas cotizadas elaboren el informe anual de gobierno corporativo, ya que 
es suficiente con que incluyan en el informe de gestión alguna información sobre gobierno 
corporativo. Por último, la Ley también regula las obligaciones de los administradores de 
comunicar participaciones significativas conforme a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
596/2014 sobre el abuso de mercado, de tal forma que ya no es necesario que comu-
niquen estas participaciones conforme al artículo 125.5 del texto refundido de la Ley del 
Mercado de Valores.

xi.	 Gobierno corporativo:

Se prohíbe que los consejeros de sociedades cotizadas (nombrados o cuyos cargos sean 
renovados a partir del mes siguiente de la publicación de la Ley) sean personas jurídicas, 
con la excepción de las sociedades pertenecientes al sector público.

La Ley prevé que las sociedades de capital emisoras de valores distintos de acciones ad-
mitidos a negociación en mercados regulados que estén obligadas a contar con comisión 
de auditoría quedarán obligadas a contar con una comisión de nombramientos y retribu-
ciones. 
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xii.	 Mercado de Valores: 

La Ley, además de adaptar la Ley del Mercado de Valores al Reglamento (UE) 2017/1129, 
aumenta de 5 a 8 millones de euros el importe a partir del cual una oferta de valores en 
la Unión Europea requiere la publicación de un folleto, límite que se computará en un 
periodo de doce meses.

En caso de exclusión de negociación no será preciso formular una opa si previamente ha 
habido otra dirigida a la totalidad de los valores a un precio igual o superior al exigible 
para una oferta de exclusión, siempre que a resultas de dicha oferta el oferente haya al-
canzado al menos el 75 % del capital con derecho a voto de la sociedad afectada.

Transposición de directivas. Prevención de blanqueo de capitales, solvencia de en-
tidades de crédito, protección de la competencia, desplazamiento de trabajadores y 
medidas tributarias

Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la Unión Europea 
en las materias de competencia, prevención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, 
telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y reparación de daños medioambien-
tales, desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios transnacionales y defen-
sa de los consumidores (BOE de 28 de abril de 2021)

El Real Decreto-ley transpone directivas en materias de competencia, prevención de blanqueo de 
capitales, entidades de crédito, medidas tributarias, prevención y reparación de daños medioam-
bientales y desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios transnacionales. Entre 
otros, aborda los siguientes asuntos:

i.	 Prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo:

Transpone la Directiva 2018/843 (AMLD5), incorporando nuevas medidas para reforzar 
los sistemas de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Una de las principales novedades es la inclusión de nuevos sujetos obligados que deben 
cumplir con las medidas de prevención y que deberán estar registrados y supervisados por 
las autoridades.

Además, se refuerza el sistema de identificación de los titulares reales de las personas jurí-
dicas, para lo que se crea un sistema registral único en el que se incluirá la información ya 
existente de los titulares reales en el Registro Mercantil y en las bases de datos notariales, 
e incorporará la obligatoriedad del registro de los trust y entidades de naturaleza similar 
que operen en nuestro país, así como de sus titulares reales.

Asimismo, establece el deber para los sujetos obligados de solicitar esta información re-
gistral en sus relaciones de negocios con personas jurídicas, y el deber para las personas 
jurídicas y entidades sin personalidad jurídica de obtener, conservar y actualizar la infor-
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mación de su titularidad real y proveerla a autoridades y a sujetos obligados cuando así 
se requiera.

Finalmente, también se da cumplimiento a las exigencias establecidas por la Directiva en 
relación con la información a declarar en el Fichero de Titularidades Financieras, ya exis-
tente en España desde 2016.

ii.	 Directivas sobre solvencia y resolución de entidades de crédito:

Transpone la Directiva de Requisitos de Capital (CRD-V) y la segunda Directiva de Rees-
tructuración y Resolución de Entidades de Crédito y Empresas de Servicios de Inversión 
(BRDD-II), incluidas en el denominado paquete bancario.

Se avanza así en la incorporación al ordenamiento jurídico español del paquete bancario 
aprobado por la UE en 2019, que traslada a la normativa europea los acuerdos alcanzados 
a nivel internacional sobre requisitos de capital en el Comité de Basilea (Basilea III) y sobre 
la capacidad de absorción de pérdidas en la Junta de Estabilidad Financiera del G-20.

iii.	 Refuerzo de la competencia en el mercado interior:

Transpone la Directiva 2019/1 (ECN+), que tiene como objetivos proporcionar a los Es-
tados miembros los medios necesarios para reforzar la aplicación efectiva de las normas 
sobre competencia y garantizar el correcto funcionamiento del mercado interior.

Se establecen nuevos instrumentos para impulsar la asistencia entre la autoridad española 
de competencia y las autoridades de otros Estados miembros y la Comisión Europea para 
evitar la posible duplicidad de las actuaciones. Asimismo, se amplían y concretan los de-
beres de información y colaboración y las facultades de inspección de las autoridades de 
competencia.

Finalmente, la norma establece un incremento de determinadas sanciones, la posibilidad 
de que la CNMC rechace denuncias con base en criterios de priorización y mayores incen-
tivos para la utilización del programa de clemencia.

Solvencia de autónomos y empresas

Código de buenas prácticas para mejorar la solvencia de autónomos y empresas, y extensión 
del vencimiento de los préstamos con aval público (BOE de 11 de mayo de 2021)

El Consejo de Ministros ha aprobado un acuerdo por el que se establecen las características y re-
quisitos de aplicación de las medidas de apoyo público a la solvencia de autónomos y empresas 
establecidas en el Real Decreto-ley 5/2021, así como el Código de Buenas Prácticas al que podrán 
adherirse las entidades financieras que hayan canalizado avales públicos o se hayan beneficiado 
de avales públicos desde el 17 de marzo de 2020.
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Con el fin de reforzar la solvencia de las empresas, se han establecido tres medidas para los prés-
tamos que cuentan con aval público: 

i.	 una nueva ampliación de vencimiento de los préstamos cubiertos con aval público; 

ii.	 el mantenimiento del aval público en los casos de conversión de los préstamos en présta-
mos participativos, y 

iii.	 como medida de último recurso, la realización de transferencias por parte del Estado para 
reducir la financiación con aval público solicitada durante la pandemia. Esta medida su-
pondrá que las entidades financieras concedentes de la financiación asumirán una quita 
por la parte proporcional no avalada del préstamo.

En cuanto al Código de Buenas Prácticas aprobado, regula el marco de reestructuración para 
clientes con financiación avalada. Aunque se trata de un código de adhesión voluntaria para las 
entidades financieras, con el fin de proporcionar transparencia a los clientes y de generar los 
incentivos adecuados, se establece la obligación de informar a los clientes sobre las entidades ad-
heridas y no adheridas a él. En este sentido, las entidades dispondrán de un mes para comunicar 
a la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional su adhesión, y esta Secretaría Ge-
neral publicará un listado de entidades con avales públicos que han suscrito el Código de Buenas 
Prácticas y otro con las entidades que no lo han ratificado.

En cuanto a la extensión del vencimiento de los préstamos que cuenten con aval público, se trata 
de un medida de obligada aplicación por las entidades que hayan suscrito el Código de Buenas 
Prácticas, que deberá otorgarse a las empresas que lo soliciten y que cumplan los requisitos es-
tablecidos, entre otros, no estar en mora de ninguno de los préstamos que tengan suscritos con 
la entidad, no estar incursas en un procedimiento concursal y haber registrado una caída de la 
facturación en 2020 respecto a 2019 de al menos el 30 %. En los casos en que no se cumpla el 
tercer requisito, será posible la ampliación del vencimiento por acuerdo entre las partes. Adicio-
nalmente, también por acuerdo entre las partes, se permitirá la ampliación del plazo de carencia.

Asimismo, se establece la posibilidad de que, por acuerdo entre la entidad financiera y la empresa, 
se pueda convertir el préstamo avalado en un préstamo participativo, manteniendo la cobertura 
del aval público. Para poder beneficiarse de esta medida, la empresa deberá haber tenido una 
caída de su facturación del 30 % en 2020 y con la cuenta de pérdidas y ganancias del año 2020 
con un resultado negativo después de impuestos. La empresa también deberá cumplir con los re-
quisitos de no estar en mora en ninguna financiación suscrita con la entidad financiera y no estar 
en concurso de acreedores.

También se contempla la realización de transferencias directas a autónomos y empresas para la 
reducción del principal de la financiación avalada contraída durante la pandemia. Para la conce-
sión de estas ayudas será necesario que la entidad financiera y el deudor, que ha de reunir los 
requisitos establecidos, alcancen un acuerdo de renegociación de la totalidad de la deuda, avalada 
y no avalada, que mantiene la empresa con el banco y que se haya generado entre el 17 de marzo 
de 2020 y la aprobación del Real Decreto-ley 5/2021.
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La reducción podrá ser del 50 % del principal avalado pendiente de cada operación si la caída de 
la facturación de la empresa o del autónomo en 2020 fue inferior al 70 %, y de hasta el 75 % del 
importe avalado si la caída de facturación en 2020 fue superior al 70 %. 

En todos los casos, para optar a estas transferencias, la empresa o el autónomo deberá haber re-
gistrado una caída de la facturación en 2020 del 30 % y la cuenta de pérdidas y ganancias tendrá 
que haber presentado un resultado negativo después de impuestos en el año 2020.

Las entidades financieras deberán asumir la parte proporcional de la reducción del préstamo, y 
el abono de las transferencias se realizará por orden de comunicación, estando limitado al agota-
miento de los fondos establecidos para cada uno de los organismos que han concedido préstamos 
avalados: 2750 millones de euros para avales gestionados por ICO, 100 millones para avales de 
CESCE y 150 millones para avales gestionado por CERSA.

El plazo máximo para la ejecución de los acuerdos de reducción de deuda y comunicación de las 
transferencias a los organismos concedentes de los avales es el 1 de diciembre de 2022.

CNMV. Contabilidad de ESI, SGIIC y SGEIC

Circular 1/2021, de 25 de marzo, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre 
normas contables, cuentas anuales y estados financieros de las Empresas de Servicios de 
Inversión y sus grupos consolidables, Sociedades Gestoras de Instituciones de Inversión Co-
lectiva y Sociedades Gestoras de Entidades de tipo cerrado (BOE de 16 de abril de 2021)

La Circular modifica el régimen contable de ciertas entidades sujetas a la supervisión de la Comi-
sión Nacional del Mercado de Valores (“CNMV”) de manera que, con carácter general, les resulte 
aplicable por remisión el marco contable general establecido a través de la habilitación normativa 
recogida en la disposición final primera de la Ley 16/2007, de reforma y adaptación de la legisla-
ción mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa 
de la UE, que se concreta en el Plan General de Contabilidad (“PGC”) aprobado por el Real Decre-
to 1514/2007, el Plan General de Contabilidad de pymes aprobado por el Real Decreto 1515/2007 
y las normas para la formulación de las cuentas anuales consolidadas aprobadas por el Real De-
creto 1159/2010. 

La Circular modifica: 

i.	 Los apartados 4 y 5 de la norma 6.ª de la Circular 4/2008, de la CNMV, sobre el contenido 
de los informes trimestral, semestral y anual de instituciones de inversión colectiva y del 
estado de posición.

ii.	 El apartado 6 de la norma 20.ª de la Circular 11/2008, de la CNMV, sobre normas contables, 
cuentas anuales y estados de información reservada de las entidades de capital-riesgo.

iii.	 La letra c) del apartado 1 de la norma 1.ª de la Circular 9/2008, de la CNMV, sobre normas 
contables, estados de información reservada y pública y cuentas anuales de las sociedades 
rectoras de los mercados secundarios oficiales, con la exclusión del Banco de España, de 



154

Mercantil

las entidades rectoras de los sistemas multilaterales de negociación, de la Sociedad de 
Sistemas, de las entidades de contrapartida central, de la Sociedad de Bolsas, de las socie-
dades que tengan la titularidad de todas las acciones de organismos rectores de mercados 
secundarios oficiales y de sistemas multilaterales de negociación, y de otros sistemas de 
compensación y liquidación de los mercados que se creen al amparo de lo previsto en la 
Ley del Mercado de Valores.

Asimismo, deroga la Circular 7/2008, de la CNMV, sobre normas contables, cuentas anuales y es-
tados de información reservada de las empresas de servicios de inversión, sociedades gestoras de 
instituciones de inversión colectiva y sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y la dispo-
sición adicional 1.ª de la Circular 1/2012, de la CNMV, por la que se modifica la Circular 6/2010, so-
bre operaciones con instrumentos derivados y de otros aspectos operativos de las instituciones de 
inversión colectiva; la Circular 4/2008, sobre el contenido de los informes trimestrales, semestral 
y anual de las instituciones de inversión colectiva y del estado de posición; y la Circular 3/2006, 
sobre folletos explicativos de las instituciones de inversión colectiva.

Seguros

[Unión Europea]

Seguro y reaseguro. Solvencia II. Cálculo de provisiones técnicas y fondos propios

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/744 de la Comisión, de 6 de mayo de 2021, por el que 
se establece información técnica para el cálculo de las provisiones técnicas y los fondos pro-
pios básicos a efectos de la presentación de información con fecha de referencia compren-
dida entre el 31 de marzo de 2021 y el 29 de junio de 2021 de conformidad con la Directiva 
2009/138/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre el acceso a la actividad de seguro 
y reaseguro y su ejercicio (DOUE de 7 de mayo de 2021)

[España]

Entidades de seguros. Formación y remisión de la información estadístico-contable

Real Decreto 287/2021, de 20 de abril, sobre formación y remisión de la información esta-
dístico-contable de los distribuidores de seguros y reaseguros (BOE 21 de abril de 2021)

El Real Decreto establece los criterios que definen los conocimientos y aptitudes que deben po-
seer los distribuidores de seguros y de reaseguros y su personal relevante, el modo en que dichos 
conocimientos y aptitudes deben ser evaluados y la forma en la que las personas y entidades 
obligadas podrán acreditarlos.

Regula los libros-registro y la información estadístico-contable, en desarrollo de lo dispuesto en 
el título I del libro segundo del Real Decreto-ley 3/2020, de medidas urgentes por el que se in-
corporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito 
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de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de 
pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales.

Deroga el Real Decreto 764/2010, por el que se desarrolla la Ley 26/2006 de mediación de se-
guros y reaseguros privados en materia de información estadístico-contable y del negocio, y de 
competencia profesional.

Seguros privados

Real Decreto 288/2021, de 20 de abril, por el que se modifica el Real Decreto 1060/2015, 
de 20 de noviembre, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras 
y reaseguradoras; se da nueva redacción al artículo 34 del Reglamento de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de 
noviembre; y se modifica el Reglamento para la aplicación de la Ley 87/1978, de 28 de di-
ciembre, sobre Seguros Agrarios Combinados, aprobado por el Real Decreto 2329/1979, de 
14 de septiembre (BOE de 12 de abril de 2021)

El Real Decreto refuerza la solidez y solvencia de las entidades aseguradoras. En particular, modi-
fica el Real Decreto 1060/2015 y transpone parcialmente las siguientes directivas:

i.	 Directiva (UE) 2017/828, por la que se modifica la Directiva 2007/36/CE en lo que respecta 
al fomento de la implicación a largo plazo de los accionistas, en lo relativo a las entidades 
aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida y a las entidades reaseguradoras 
que cubran obligaciones de seguros de vida, obligando a las entidades de seguros y rease-
guros a que desarrollen y hagan pública su política de implicación como accionista en sus 
inversiones en sociedades cotizadas. 

ii.	 Directiva (UE) 2019/2177, por la que se modifican la Directiva 2009/138/CE sobre el acceso 
a la actividad de seguro y de reaseguro y su ejercicio (Directiva Solvencia II), la Directi-
va 2014/65/UE relativa a los mercados de instrumentos financieros y la Directiva (UE) 
2015/849 relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo 
de capitales o la financiación del terrorismo, en lo relativo al sector asegurador regulando 
el intercambio de información y la cooperación entre los supervisores de seguros nacio-
nales y el supervisor europeo y estableciendo la creación de plataformas de cooperación 
entre ellos.

Asimismo, el Real Decreto 288/2021 también introduce modificaciones a la regulación de las 
tablas biométricas utilizadas en los seguros de vida y decesos, para actualizarlas con respecto a la 
evolución de la longevidad. En particular, obliga a utilizar tablas biométricas actualizadas, fiables y 
robustas, buscando una mayor solidez en el cálculo de las provisiones técnicas y fomentar la sol-
vencia de las entidades aseguradoras y la transparencia en la formación de precios de los seguros. 

Finalmente, el Real Decreto también modifica el Reglamento de seguros agrarios combinados 
para aclarar la participación del Consorcio de Compensación de Seguros en el Consejo de Agro-
seguro.
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[Portugal]

COVID-19 - Fundo de Contragarantia Mútuo - Períodos de Carência de Capital

Decreto-Lei n.º 22-C/2021, de 22 de março (DR 56, Série I, de 22 de março de 2021)

Foi publicado o Decreto-Lei n.º 22-C/2021, de 22 de março (“DL 22-C/2021”), que, entre outros, 
aprova a prorrogação dos períodos de carência de capital e extensão de maturidade estabeleci-
dos em operações de crédito (i) contratadas entre 27 de março de 2020 e 23 de março de 2021, 
(ii) que beneficiam de garantias prestadas pelas sociedades de garantia mútua ou pelo Fundo de 
Contragarantia Mútuo e (iii) que não se encontram abrangidas pelo artigo 3.º do Decreto-Lei n.º 
10-J2020, de 26 de março e aprova também um regime especial de concessão de garantias pelo 
Fundo de Contragarantia Mútuo.

Estão abrangidas por esta prorrogação, portanto, as operações de crédito contratadas ao abrigo 
dos diversos protocolos celebrados entre o Banco Português de Fomento, S. A., à data, a SPGM 
— Sociedade de Investimento, S. A., as instituições de crédito a eles aderentes e as sociedades de 
garantia mútua.

A prorrogação terá um prazo máximo de nove meses e, regra geral, deveria ter sido acionada me-
diante comunicação de adesão do mutuário à instituição bancária até ao dia 31 de março de 2021.

Contudo, relativamente a empresas dos setores mais afetados pelas restrições decorrentes da 
pandemia COVID-19, isto é, aquelas cujo Código de Atividade Económica referente à sua atividade 
principal esteja abrangido pela lista constante do anexo ao referido DL 22-C/2021, do qual faz par-
te integrante, é consagrada uma presunção de aceitação da prorrogação de nove meses, dispen-
sando-se, portanto, a comunicação de adesão. Esta presunção seria ilidível, mediante comunica-
ção à respetiva instituição de crédito até ao dia 31 de março de 2021. Entre os setores abrangidos 
pela presunção estão, a título meramente exemplificativo, a restauração e o alojamento.

Por outro lado, é ainda previsto que qualquer mutuário pode beneficiar da prorrogação do perío-
do de carência de capital e extensão de maturidade associada por período inferior a nove meses, 
devendo, para o efeito, comunicar essa intenção à instituição bancária com a antecedência míni-
ma de 30 dias relativamente à data em que pretende a produção de efeitos.

O DL 22-C/2021 entrou em vigor no dia 23 de março de 2021.
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Instituições de Pagamento e Instituições de Moeda Eletrónica

Aviso do BdP n.º 2/2021, de 8 de abril de 2021

Foi publicado o Aviso do BdP n.º 2/2021, de 8 de abril, que define o enquadramento regulamentar 
aplicável às instituições de pagamento e às instituições de moeda eletrónica (“Aviso 2/2021”).

Em face dos desenvolvimentos regulamentares ocorridos nestas matérias e da tendência legisla-
tiva de tratamento unitário quanto ao regime legal das instituições de pagamento e das institui-
ções de moeda eletrónica, o Aviso n.º 2/2021, pretende atualizar o enquadramento regulamentar 
quanto às matérias relativamente às quais as instituições de pagamento e instituições de moeda 
eletrónica ficam sujeitas à supervisão do BdP. 

São, assim, aplicáveis às instituições de pagamento e às instituições de moeda eletrónica as regras 
de governo interno decorrentes do Aviso do Banco de Portugal n.º 3/2020, nomeadamente nos 
seguintes domínios: (i) conduta e cultura organizacional, (ii) estrutura de fiscalização interna, (iii) 
registo das reuniões dos órgãos colegiais, (iv) estrutura organizacional e planeamento estratégico, 
(v) sistema de controlo interno e de gestão de riscos, com especial enfoque no quadro confor-
mador do estabelecimento, organização e atuação das funções de controlo interno e respetivos 
responsáveis, (vi) política de conflitos de interesses, (vii) participação de irregularidades, (viii) sub-
contratação no quadro das funções de controlo interno, (ix) seleção e designação de revisor oficial 
de contas ou de sociedade de revisor oficial de contas, (x) estabelecimento de serviços comuns, 
(xi) autoavaliação dos sistemas de governo e controlo interno e, por último, (xii) sistema de do-
cumentação, sistematização e divulgação de informação relativa ao sistema de controlo interno. 

As instituições já constituídas e a operar no mercado nacional disporão de um período de adap-
tação de 6 meses a contar da entrada em vigor do Aviso 2/2020, a qual ocorreu em 9 de abril de 
2021.

Registo de Entidades que exerçam Atividades com Ativos Virtuais

Aviso do BdP n.º 3/2021, de 23 de abril de 2021

Foi publicado o Aviso do BdP n.º 3/2021, de 23 de abril, que regulamenta o registo de entidades 
que exercem atividades com ativos virtuais (“Aviso 3/2021”). A regulamentação deste regime tem 
como objetivo contribuir para a celeridade e eficácia dos procedimentos de tramitação e decisão 
dos pedidos de registo e de alteração de registo, assim como para a certeza e segurança jurídicas 
na interpretação e aplicação das disposições legais relevantes.

Na sequência da transposição da Diretiva (UE) 2018/843 do Parlamento e do Conselho, de 30 de 
maio de 2018, o exercício de atividades com ativos virtuais a título profissional passou a estar su-
jeito a registo prévio junto do BdP. Neste sentido, o BdP define os termos de apresentação, junto 
do mesmo, (i) dos pedidos de registo destas e (ii) dos pedidos de alteração dos elementos sujeitos 
a registo pelas entidades que exerçam ou pretendam exercer atividades com ativos virtuais, como 
previsto no artigo 112.º-A da Lei n.º 83/2017, de 18 de agosto, que estabelece medidas de combate 
ao branqueamento de capitais e ao financiamento do terrorismo.
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Assim, as entidades requerentes deverão apresentar um pedido de registo junto do BdP, reme-
tendo o modelo de notificação previsto no Anexo I do Aviso 3/2021, incluindo informação sobre 
a entidade requerente; os beneficiários efetivos, titulares de participações sociais, membros dos 
órgãos de administração e fiscalização; e planos de negócio e procedimentos internos. 

Os pedidos adicionais de informação ou de esclarecimento relacionados com a aplicação do Aviso 
3/2021 deverão ser enviados para o endereço ativosvirtuais@bportugal.pt. 

O Aviso 3/2021 entrou em vigor no dia 24 de abril de 2021.

Prorrogação de prazos no âmbito da pandemia da doença COVID-19 – assembleias 
gerais anuais e confirmação anual da informação constante do RCBE

Decreto-Lei n.º 22-A/2021, de 17 de março (DR 53, Série I, de 17 de março de 2021)

O Decreto-Lei n.º 22-A/2021, de 17 de março, veio atualizar diversos diplomas, prorrogar prazos 
e estabelecer medidas excecionais e temporárias no âmbito da pandemia da doença COVID-19, 
visando diminuir os encargos que recaem sobre os cidadãos, as empresas e outras pessoas cole-
tivas. 

Em especial, este diploma veio:

i.	 prorrogar os prazos para a realização de assembleias gerais das sociedades comerciais, 
cooperativas e associações que devam ter lugar por imposição legal ou estatutária, não 
obstante a possibilidade de realização das mesmas através de meios telemáticos conforme 
os termos legais, estabelecendo que as mesmas podem ter lugar até 30 de junho de 2021 
ou, no caso de cooperativas e associações com mais de 100 cooperantes ou associados, 
até 30 de setembro de 2021; e

ii.	 dispensar, durante o exercício de 2021 e independentemente da data da declaração inicial, 
a confirmação anual da informação constante do Registo Central de Beneficiário Efetivo 
(“RCBE”), a que se refere o artigo 15.º do Regime Jurídico do Registo Central do Bene-
ficiário Efetivo, desde que não tenha ocorrido facto que determine a alteração da infor-
mação constante do RCBE.

Este diploma entrou em vigor no dia 18 de março de 2021.

Liquidação de sociedades - responsabilidade dos antigos sócios e dos liquidatários

Acórdão de 4 de março de 2021 (Processo n.º 278/19.7T8BCL.G1) − TRG

No acórdão em apreço, o TRG foi chamado a pronunciar-se sobre a responsabilidade pessoal da 
Ré, enquanto sócia e liquidatária, pelas dívidas da sociedade extinta. 

A Autora, antiga trabalhadora da sociedade extinta, veio propor ação declarativa contra a Ré vi-
sando obter a declaração de ilicitude do seu despedimento e a condenação da Ré ao pagamento 
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de indemnização por créditos laborais e danos morais. Segundo a Autora, esta compensação seria 
devida, pois embora a Ré tivesse declarado em ata de encerramento da liquidação que a socieda-
de não possuía ativo nem passivo por distribuir, tal não seria verdadeiro uma vez que a sociedade 
teria débitos laborais por liquidar, bem como diversos bens. 

O tribunal de primeira instância deu razão à Autora, condenando a Ré ao pagamento de compen-
sação pela caducidade do contrato de trabalho, acrescida de compensação por créditos laborais. 

Inconformada, a Ré interpôs recurso para o TRG, afirmando que o tribunal recorrido, apesar de 
ter dado como provada a existência de património por referência a faturas, não dera como pro-
vado se os mesmos bens que integravam o património da sociedade teriam sido vendidos, não se 
podendo concluir com certeza se no momento da sua extinção a sociedade dissolvida seria titular 
desses ou de quaisquer bens. 

Face a esta argumentação, a Autora defendeu que, estando demonstrado o seu crédito e a disso-
lução e liquidação da sociedade, a Ré teria de responder pelo passivo não satisfeito, nos termos 
do artigo 163.º do CSC, e de responder pessoalmente como única liquidatária, de acordo com o 
artigo 158.º do CSC. 

Tendo em conta este enquadramento, o TRG esclareceu que, estando em causa dívidas sociais, em 
regra, só responde o património da sociedade, enquanto pessoa jurídica distinta dos seus sócios, 
existindo, contudo, duas exceções para proteção dos credores sociais em caso de extinção da 
sociedade: a responsabilidade dos antigos sócios (nos termos do artigo 163.º do CSC) e a respon-
sabilidade dos liquidatários (nos termos do artigo 158.º do CSC). 

No caso da responsabilidade dos liquidatários, o TRG considerou que, para que a mesma opere, 
é necessário que se verifiquem os pressupostos do artigo 158.º CSC em conjunto com o princípio 
geral da responsabilidade extracontratual por facto ilícito, sendo, por isso, necessário que se ve-
rifique o seguinte: (i) a existência de um liquidatário; (ii) a indicação falsa de que os direitos dos 
credores da sociedade estão devidamente satisfeitos ou acautelados (facto ilícito); (iii) a falsidade 
consubstanciada numa atuação dolosa ou culposa dos liquidatários; (iv) a efetivação da partilha 
com entrega dos bens aos sócios, o que pressupõe a existência de bens à data da dissolução; (v) 
a existência de um dano; e (vi) um nexo de causalidade entre o dano e a atuação do liquidatário 
(significando, em particular, que se não fosse a falsidade da declaração, o credor teria sido pago, 
o que pressupõe que haja bens da sociedade que, ou foram partilhados, ou, de algum modo, 
transitaram para os antigos sócios). 

Quanto à responsabilidade dos antigos sócios, o TRG esclareceu que, de acordo com o artigo 163.º 
do CSC, os mesmos podem ser responsáveis pelo passivo social não satisfeito até ao montante que 
receberam em partilha, sendo suficiente provar a existência de bens recebidos pelos sócios.

Já no caso de falsa declaração pelos sócios de inexistência de ativo e/ou passivo, torna-se necessá-
rio provar os demais pressupostos de responsabilidade civil, em particular, o nexo de causalidade 
entre a atuação ilícita (falsas declarações) e o dano (não pagamento do crédito), o que, por sua 
vez, pressupõe a existência de património que deveria ter sido usado para satisfazer o passivo e 
que, ao invés, veio beneficiar pessoalmente os antigos sócios.
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Por fim, o TRG analisou a questão de saber sobre quem deve recair o ónus da prova da existência 
de bens da sociedade que passaram para o património pessoal dos antigos sócios – problemática 
igualmente aplicável à responsabilidade do liquidatário em caso de partilha imediata na sequência 
de declaração de inexistência de passivo –, subscrevendo a posição da jurisprudência maioritária 
de acordo com a qual tal ónus cabe ao credor.

Voltando ao caso em análise, o TRG considerou que a Autora não conseguira provar que a Ré 
recebera, formal ou informalmente, quaisquer bens que a tivessem beneficiado pessoalmente, 
tendo-se, aliás, provado a venda dos bens da sociedade anteriormente à deliberação de dissolu-
ção e o pagamento posterior de salários aos trabalhadores, concluindo, assim, que não estavam 
preenchidos os pressupostos para a responsabilidade da Ré, nem nos termos do artigo 163.º do 
CSC, nem nos termos do artigo 158.º do CSC.

2.	 Jurisprudencia

Cláusulas estatutarias 

Resolución de 17 de mayo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Públi-
ca (BOE de 4 de junio de 2021)

En el presente expediente se discute si es posible inscribir una cláusula estatutaria que prevé, por 
un lado, un sistema de determinación del valor razonable de las participaciones determinado 
por experto independiente para supuestos de transmisiones voluntarias inter vivos, transmisiones 
mortis causa y exclusiones de socios por causas diferentes al inicio de un procedimiento de em-
bargo, y, por otro lado, la fijación del valor de las participaciones por referencia al valor contable 
que resulte del último balance aprobado por la junta para supuestos de transmisión forzosa inter 
vivos y exclusiones de socios como consecuencia de procedimientos de embargo. 

El registrador concluye con base en distintos argumentos jurídicos que la anterior previsión es-
tatutaria —cuyo objeto es regular el derecho de la sociedad y de los socios a evitar el ingreso de 
nuevos miembros mediante el abono del valor de las participaciones— no es incompatible con 
las normas de procedimiento de los artículos 635 de la LEC, 28 y 109 LSC y 1255 del Código Civil. 
Sin embargo, añade que esta previsión “no puede ser contraria o impeditiva del derecho del socio o 
de los acreedores a obtener el verdadero valor de las participaciones”. La adquisición por un valor 
inferior al real supondría un enriquecimiento injusto en favor de quien haya ejercitado el derecho 
de adquisición preferente o en favor de la sociedad. A estos efectos, el artículo 123.6 del RRM 
impide la inscripción en el Registro de aquellas restricciones estatutarias que impidan al accionista 
obtener el valor real de las acciones.

La DGSJFP rechaza la concreta objeción que opone el registrador, quien, frente a la doctrina 
seguida por el centro directivo, rechaza que el valor razonable sea con carácter general coinci-
dente con el valor contable. Aludiendo a distintas resoluciones, expone que el centro directivo ha 
admitido como válidas aquellas cláusulas que, por asegurar al accionista la razonable posibilidad 
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de transmitir sus acciones, no pueda entenderse que le convierta en una suerte de prisionero de 
sus títulos. “Así, una cláusula que por el sistema de fijación de dicho precio impida, prima facie, al 
accionista obtener el valor razonable de las acciones ha de reputarse nula conforme al artículo 63.2 
de la Ley de Sociedades Anónimas (actualmente, artículo 123.2 de la Ley de Sociedades de Capital) 
en tanto en cuanto haga prácticamente intransmisible la acción”. Asimismo, en la Resolución de 2 
de noviembre de 2010, se ha admitido “la inscripción de cláusulas de valoración de participaciones 
sociales para el caso de transmisión voluntaria por acto inter vivos de las mismas aun cuando no 
coincida dicho valor con el valor razonable determinado por auditor de cuentas, por entender que no 
rebasan los límites generales de la autonomía de la voluntad” (ex artículos 1255 y 1258 del Código 
Civil y 28 de LSC). 

Por lo tanto, una cláusula de este tipo “no puede reputarse como prohibición indirecta de disponer, 
pues no impide «ex ante» y objetivamente obtener el valor razonable, o un valor que será más o 
menos próximo a aquél según las circunstancias y los resultados de la sociedad”, es decir, “no puede 
afirmarse que dicha cláusula tenga objetivamente carácter expropiatorio o sea leonina para el socio 
transmitente”.

No obstante lo anterior, el registrador también niega la inscripción porque entiende que el sistema 
previsto supone un perjuicio a los acreedores. Y es precisamente esta segunda objeción la que 
comparte la DGSJFP, que concluye que no deben considerarse inscribibles las cláusulas debatidas 
en tanto en cuanto el criterio del valor contable se aplica para las ejecuciones forzosas inter vivos y 
exclusiones de socios como consecuencia de procedimientos de embargo, pero no para las trans-
misiones voluntarias por actos inter vivos, para las transmisiones mortis causa ni para la exclusión 
de socios por causas diferentes al inicio de procedimiento de embargo (supuestos para los que se 
establece el criterio de valor razonable determinado por un auditor de cuentas).

Por lo tanto, la DGSJFP acuerda desestimar el recurso y confirmar la calificación impugnada. 

Reducción de capital social de una sociedad limitada 

Resolución de 17 de mayo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Públi-
ca (BOE de 4 de junio de 2021)

El recurso tiene por objeto determinar si es inscribible una operación de reducción de capital por 
pérdidas con una aportación directa a los fondos propios mediante una compensación de créditos 
y una aportación en metálico (en cuyo caso se integraría en la cuenta 118 del PGC) que ha utilizado 
como base un balance no verificado por un auditor de cuentas (tal y como exige el artículo 323 
LSC). 

El registrador acordó no practicar la inscripción porque entendía que “el balance que ha de servir 
de base a la operación de reducción del capital social por pérdidas tiene que estar verificado por el 
auditor de cuentas de la sociedad si estuviera obligada a auditar las cuentas y si no lo estuviera por 
un auditor nombrado por los administradores de la sociedad […]”.

La Dirección General ha venido entendiendo que para que la reducción de capital por pérdidas 
pueda acceder al Registro “sin que el balance aprobado haya sido objeto de verificación y por tanto 
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sin que se haya verificado la concurrencia de los datos de hecho que lo justifican, es imprescindible 
que al menos la situación resultante del conjunto de las operaciones cuya inscripción se solicita sea 
neutra para los intereses de los acreedores, algo que sólo se produce si la reducción por pérdidas 
viene acompañada de un sucesivo e inmediato aumento de capital a cargo de nuevas aportaciones 
o por compensación de créditos que iguale o supere la cifra del capital social inicial” (también cono-
cida como “operación acordeón”).  

Partiendo de esta doctrina, la DGSJFP concluye que la alternativa planteada en el presente expe-
diente no puede ser admitida porque mediante una aportación a fondos propios —“negocio jurí-
dico traslativo del dominio por virtud del cual uno o varios socios aportan dinero, bienes o derechos 
a los fondos propios de una sociedad sin contraprestación”, fondos que tienen consideración de una 
“reserva disponible”— “no se produce la neutralidad requerida en beneficio de los acreedores pues 
el capital final resultante es inferior al inicial y por lo tanto no cumple con la función de garantía que 
le corresponde”. 

Con base en lo anterior, la DGSJFP acuerda desestimar el recurso interpuesto y confirmar la nota 
de calificación del registrador. 

Convocatoria de la junta general de una sociedad anónima 

Resolución de 17 de mayo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Públi-
ca (BOE de 4 de junio de 2021)

En este expediente se discute si se puede practicar la anotación preventiva (ex artículo 104 del 
RRM) de la solicitud de la publicación de un complemento a la convocatoria (de acuerdo a lo 
previsto en el artículo 172 LSC) cuando se acredita que la convocatoria de la junta general se pu-
blicó en el BORME del 21 de septiembre de 2020 y la solicitud de complemento de convocatoria 
fue realizada mediante correo electrónico, enviado y recibido el día 25 de septiembre de 2020, y 
mediante burofax con fecha de 25 de septiembre de 2020 y recibido por la sociedad el día 28 de 
septiembre de 2020.

El registrador considera que en el presente supuesto no se han cumplido los requisitos de forma y 
plazo exigidos en el artículo 172 LSC, ya que el burofax fue recibido por la sociedad más de cinco 
días después de la publicación de la convocatoria y el correo electrónico no se puede equiparar 
a una “notificación fehaciente” por no intervenir una entidad “prestadora de servicios de certi-
ficación”. Frente a esta postura el recurrente alega en su escrito que la comunicación efectuada 
por correo electrónico sí se debe reputar “fehaciente” aunque no haya intervenido un “prestador 
de servicios de certificación”, ya que no es el único medio que permite acreditar la recepción del 
correo electrónico.

Por su parte, la DGSJFP expone la doctrina existente respecto a la distinción entre los conceptos 
autenticidad y fehaciencia en el ámbito administrativo (aunque sea diferente del ámbito notarial y 
registral). Como resulta del artículo 22.4 de la Ley 43/2010 de 30 de diciembre, del servicio postal 
universal, únicamente las notificaciones efectuadas por el prestador del servicio postal universal 
gozan de “la presunción de veracidad y fehaciencia en la distribución, entrega y recepción o rehúse 
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o imposibilidad de entrega (...), tanto las realizadas por medios físicos, como telemáticos” y “las no-
tificaciones practicadas por los demás operadores postales surtirán efecto de acuerdo con las normas 
de derecho común […]”. Añade que “la prueba de la notificación infructuosa o del rechazo de la 
misma resulta fortalecida cuando la hace el operador postal universal, pero no por ello la notifica-
ción resultaría inválida”.

A lo anterior la DGSJFP añade que, según la doctrina sentada por el centro directivo, “la confir-
mación de lectura de un correo electrónico permite acreditar el acuse de recibo del envío, como 
alternativa a otras formas, igualmente válidas, de acreditar la recepción del correo electrónico. Por 
tanto, si el correo electrónico y su confirmación de lectura se envían dentro del plazo hábil de cinco 
días desde la convocatoria, solo cabe afirmar que la comunicación, en nuestro caso de la solicitud de 
publicación del complemento a la convocatoria”, ha cumplido con los requisitos de forma (“notifi-
cación fehaciente”) y plazo (“dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la convocatoria”) 
exigidos por el artículo 172 LSC y el artículo 104 del RRM. No obstante, (i) la dificultad de aprecia-
ción de la prueba por el registrador, y más teniendo en cuenta que la sociedad no ha sido parte en 
este expediente, (ii) los efectos que se producirían de practicarse la anotación (pues conllevaría la 
consideración de la junta como nula por el registrador) conforme a los artículos 172 LSC y 104 del 
RRM al no haberse publicado el complemento de convocatoria, y (iii) la posibilidad de impugnar 
los acuerdos adoptados en esa junta general en vía judicial (ex artículo 204 LSC) determinan que 
la DGSJFP confirme la nota de calificación.

Compraventa con precio aplazado y condición resolutoria 

Resolución de 11 de mayo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Públi-
ca (BOE de 24 de mayo de 2021)

La escritura de compraventa con precio aplazado y condición resolutoria que es objeto de dis-
cusión en el presente expediente tiene como defecto, según resuelve el registrador, la falta de la 
exigencia de la acreditación de consignación de las cantidades percibidas por el vendedor en un 
establecimiento bancario o caja oficial sin que quepa deducción alguna en concepto de cláusula 
penal, ya que puede tener lugar la corrección judicial en atención a las circunstancias del caso (es 
decir, la facultad moderadora reconocida al juez en el artículo 1154 del Código Civil). Las partes 
se limitan a pactar que “el impago de una cualquiera de las cuotas dará lugar a la resolución de 
pleno derecho de esta compraventa, teniendo dicha condición resolutoria el carácter de expresa e 
inscribible”, y que “en caso de operarse tal resolución la parte compradora perderá una cantidad 
equivalente al importe que en el momento del impago llevare satisfecho; pero  no se pacta la ex-
clusión de la facultad moderadora de los tribunales prevista en el artículo 1154 del mismo Código; 
ni la compradora ha aceptado la cláusula penal declarando su proporcionalidad y adecuación a la 
vista de los perjuicios que soporta el vendedor por la falta de cobro del precio de la compraventa; ni 
dicha compradora ha renunciado, de forma expresa e irrevocable, a cualquier reclamación judicial 
o extrajudicial orientada a excluir la aplicación de la cláusula penal o a obtener una minoración o 
retraso”. En consecuencia, el registrador concluye que es precisa la consignación. 

El centro directivo señaló en su Resolución de 29 de agosto de 2019 que la naturaleza de la 
condición resolutoria determina que “lo que sí resulta evidente es que se está ante un poder reso-
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lutorio con autonomía jurídica, fruto de la autonomía de la voluntad de las partes y no asimilable a 
un mecanismo de ejecución en sentido técnico. Eso sí, con un automatismo —sin prejuicios y bien 
entendido— en su operativa y ulterior efecto de reinscripción a favor del vendedor”. Por ello, el cen-
tro directivo no tuvo inconveniente en separarse de la doctrina tradicional anterior para sostener 
la validez del pacto de no restitución de cantidades ya entregadas y la renuncia a la moderación 
judicial ex artículo 1154 Código Civil, de acuerdo con la doctrina sentada por el Tribunal Supremo. 
No obstante, si en el presente caso no concurren las circunstancias excepcionales que dieron oca-
sión a las resoluciones planteadas (“una, desde la perspectiva ex ante propia del juicio de validez de 
las cláusulas penales; y otra, desde la perspectiva ex post que atiende a las consecuencias dañosas 
efectivamente causadas al acreedor por el incumplimiento contemplado en la cláusula penal de que 
se trate, en relación con las razonablemente previsibles al tiempo de contratar”) la conclusión a la 
que se tiene que llegar es que en cualquier supuesto “de reinscripción como consecuencia de la 
resolución de una compraventa con precio aplazado garantizado con condición resolutoria explícita, 
al amparo del artículo 59 RH, es necesaria la consignación del importe que haya de ser devuelto al 
adquirente o –si hubiera cargas posteriores– que corresponda, por subrogación real, a los titulares 
de derechos extinguidos por la resolución (artículo 175.6.ª del Reglamento Hipotecario)”.

Con base en lo anterior, la DGSJFP confirma el criterio del registrador.

COVID-19. Convocatoria de junta. Cargos caducados 

Resolución de 7 de mayo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
(BOE de 24 de mayo de 2021)

El objeto del recurso consiste en resolver si es válida la junta general convocada para proceder 
al nombramiento de administradores y aprobación de las cuentas anuales de una sociedad por 
parte de un consejo de administración cuyos cargos habían caducado. “El registrador entiende que 
el órgano de administración ya no estaba legitimado para convocar la junta general celebrada, sin 
perjuicio de que cualquier socio pueda solicitar del juez de lo Mercantil del domicilio social la con-
vocatoria de junta general a los solos efectos del nombramiento de cargos”. El notario recurrente 
alega que “en el caso concreto de la junta celebrada ningún interés social ni individual de socios ni 
de terceros se puede considerar lesionado por el retraso en la realización de la convocatoria”.

Por su parte, la DGSJFP recuerda que (partiendo de la doctrina de este órgano que se ha cons-
truido sobre la fundamentación jurídica expuesta en la Sentencia del Tribunal Supremo número 
784/2010, de 9 de diciembre) “el carácter permanente del órgano de administración de la sociedad 
justifica sobradamente que aun vencido el plazo subsista el deber de diligencia de la persona que 
tiene encomendada la función de gestión de la sociedad, quien debe proveer lo necesario para que 
la vida social no sufra una paralización y el perjuicio inherente a una situación semejante”. Fruto de 
esta doctrina fue la reforma del RRM en su artículo 145 y el actual artículo 222 LSC, que dicen lo 
siguiente: “El nombramiento de los administradores caducará cuando, vencido el plazo, se haya ce-
lebrado junta general o haya transcurrido el plazo para la celebración de la junta que ha de resolver 
sobre la aprobación de las cuentas del ejercicio anterior”.
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Por lo tanto, conforme al artículo 222 LSC, “debe considerarse que el órgano de administración 
vencido y no caducado [...] es un órgano de administración de derecho, con pleno ejercicio de las 
funciones que le son inherentes”. Caducado el nombramiento del órgano de administración, debe 
entenderse, para evitar que la sociedad se vea afectada, “que el órgano de administración funciona 
de hecho, con facultades para convocar junta con la exclusiva finalidad de nombrar a los miembros 
del órgano de administración”.

“En el caso debatido la junta se convoca no solo para el nombramiento de administradores, sino 
también para la aprobación de las cuentas anuales. Si se tiene en cuenta que la aprobación de las 
cuentas anuales es una materia sobre la que la junta (de conformidad con el artículo 164 de la Ley 
de Sociedades de Capital) debe tratar necesariamente en cada ejercicio, y que por tanto es un punto 
del orden del día de inserción obligatoria en la convocatoria, sin perjuicio de que se pudiera tratar en 
otra junta, llegamos a la conclusión de que la validez de la convocatoria admitida para la renovación 
de los administradores se puede extender a la aprobación de las cuentas anuales”. 

“Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, deben tenerse en cuenta en el presente expediente las 
especiales circunstancias concurrentes derivadas de la pandemia producida por el COVID-19 y del 
alto número de socios que dificultaba la posibilidad de encontrar un lugar adecuado para la celebra-
ción de la junta”. Se estima el recurso y se revoca la nota de calificación.

Derecho de suscripción preferente. Operación acordeón

Resolución de 5 de mayo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
(BOE de 24 de mayo de 2021)

En el presente expediente se debate sobre el alcance que deba darse a la locución adverbial “en 
todo caso” que inicia el mandato que ordena respetar el derecho de asunción o de suscripción 
preferente de los socios en las operaciones de aumento y reducción de capital simultáneos (artícu-
lo 343.2 LSC). La recurrente alega básicamente que la delimitación con la expresión “en todo caso” 
del derecho de suscripción preferente supondría que dicho derecho solo alcanzase a las opera-
ciones acordeón en que la ampliación encadenada a la reducción lo fuera mediante aportación 
dineraria, única modalidad en que se reconoce tal derecho.

La tesis así planteada no puede ser admitida. “La quiebra del razonamiento que la sustenta se en-
cuentra en referir la orden incondicionada de la expresión “en todo caso” a la ampliación de capital 
subsiguiente a la reducción, orillando que se trata de dos modificaciones concatenadas y recíproca-
mente condicionadas” que conforman una operación compleja. La singularidad de esta operación 
consiste en “permitir una minoración prohibida con carácter general por el artículo 5.1 de la Ley de 
Sociedades de Capital (reducción del capital por debajo del mínimo legal), a la que los artículos 343 
a 345 del mismo cuerpo legal vienen a dar cobertura legal, supeditándola a la ejecución efectiva del 
aumento de capital consecutivo que lo amplíe hasta una cantidad igual o superior a la cifra mínima”.

“La contemplación conjunta de ambas operaciones pone de manifiesto que la misión del derecho 
de asunción o de suscripción preferente [...] no se agota en el de mecanismo antidilución ordinario, 
sino que cumple el cometido fundamental de impedir que, merced a un acuerdo mayoritario, los 
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minoritarios queden excluidos de hecho de la compañía a causa de la reducción total, o relegados 
a la insignificancia a través de una minoración considerable de su participación en la compañía; 
por esta razón, el respeto exigido “en todo caso” al derecho de preferencia se orienta a garantizar a 
todos los socios la permanencia en la compañía, aunque sometida a la carga de efectuar un nuevo 
desembolso”.

“La ampliación de capital vinculada a una previa reducción en los términos examinados habrá de 
tener como contrapartida aportaciones dinerarias, única modalidad en la que el artículo 304.1 de la 
Ley de Sociedades de Capital lo reconoce a los socios. No obstante, pese a esta regla general, resul-
tarían igualmente válidas otras fórmulas que respeten la finalidad perseguida por la norma, como 
sucedería si algunos socios dispusieran del elemento no dinerario que constituyera el objeto de la 
aportación (como los créditos), mediante una ampliación con contravalor mixto. Este supuesto fue 
expresamente admitido por la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de junio de 2006 [...] y por la 
Resolución de este Centro Directivo 20 de noviembre de 2013 [...], donde se declara que «la sociedad 
podía haber cumplido el imperativo precepto 343 LSC y con ello los principios generales señalados, 
previendo un aumento de capital por tramos o mixto, en el que los socios que no pudieran acudir, 
por la naturaleza de la aportación, a la compensación de los créditos preexistentes, pudieran, en 
proporción a su participación preexistente en el capital social, contribuir al procedimiento de sanea-
miento social y asumir mediante aportaciones dinerarias la parte correspondiente a su cuota inicial 
en el mismo»”.

La recurrente señala que “en el informe del órgano de administración sobre los créditos objeto de 
compensación, se hizo constar que no se generaba ese derecho, que todos los socios acudieron a 
la junta general, que, a consecuencia del informe, todos ellos eran plenamente conscientes de tal 
circunstancia, y que ninguno formuló en ella oposición a la privación del derecho de preferencia”. 
Respecto a este último extremo la DGSJFP entiende que “no cabe atribuir relevancia alguna [...] a 
la mención incluida en un informe de administradores sobre la falta de concurrencia del derecho de 
preferencia que (i) no forma parte del contenido obligatorio de este documento (artículo 301 de la 
Ley de Sociedades de Capital), sobre la que los socios no han de manifestar su parecer, y a la que no 
alcanza la aceptación para la celebración de la junta universal”. 

Con base en lo anterior, se desestima el recurso y se confirma la calificación impugnada.

Constitución de una sociedad limitada. Remuneración de administradores y aporta-
ciones dinerarias 

Resolución de 26 de abril de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
(BOE de 19 de mayo de 2021)

En primer lugar, se discute si es inscribible o no una cláusula contemplada en los estatutos en vir-
tud de la cual se dispone que el cargo de administrador será gratuito, sin perjuicio del pago que 
pueda hacerse en concepto de honorarios o salarios que pudieran acreditarse frente a la sociedad, 
en razón de la prestación de servicios profesionales o de vinculación laboral, según sea el caso. 
El registrador considera que para que dicha disposición pudiera reputarse válida las retribuciones 
que el administrador perciba por relaciones laborales deberán condicionarse a que el administra-
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dor desarrolle como consecuencia de las ellas “una actividad distinta a la que le corresponde como 
órgano de administración y excluyendo las relaciones laborales de alta dirección”. Para la DGSJFP el 
defecto debe ser revocado al afirmar que la redacción de la cláusula estatutaria objeto de debate 
podría haber sido más clara; “pero, interpretada en su conjunto [...] y del modo más adecuado 
para que produzca efecto, resulta indubitado que el cargo de administrador es gratuito para todos 
los administradores, sin perjuicio de la remuneración que puedan corresponderles en concepto de 
honorarios o salarios por prestación de servicios profesionales o de vinculación laboral, que no cabe 
sino entender que se trata de servicios o relaciones laborales ajenos a las facultades inherentes al 
cargo de administrador, sin que nada se exprese que conduzca a concluir, como hace el registrador 
en su calificación, que aquéllos sean derivados de su condición de administradores”.

La segunda objeción se plantea porque, “según consta en la escritura calificada, la realidad de las 
aportaciones dinerarias se acredita con certificaciones bancarias [...] en las que figura el sello de [la] 
entidad y sendas firmas ilegibles, si bien aquellas son copia impresa del certificado generado en for-
mato digital firmado electrónicamente, conforme a la Ley 59/2003 de Firma Electrónica, haciéndose 
constar que «se puede comprobar su autenticidad contrastándolo con la versión digital del mismo, 
en el que se puede comprobar la firma en el panel de firmas»”. 

“El registrador suspende la inscripción solicitada porque no consta la persona, apoderado del banco, 
que expide la correspondiente certificación acreditativa de la aportación dineraria ni tampoco se 
puede comprobar la firma electrónica, al venir extendida en papel. Añade que tampoco el notario ha 
legitimado dichas firmas electrónicas conforme a los artículos 261 y 262 del Reglamento Notarial”.

Por su parte, la DGSJFP considera que este defecto también ha de ser revocado al afirmar que 
“si se opta por acreditar la realidad de aquéllas [las aportaciones dinerarias en la constitución de 
la sociedad] (en vez de manifestar los fundadores en la escritura que responderán solidariamente 
frente a la sociedad y frente a los acreedores sociales de la realidad de las mismas)”, conforme a 
los artículos 62.1 LSC y 189 del RRM, dicha “acreditación deberá realizarse mediante certificación 
del depósito de las correspondientes cantidades a nombre de la sociedad en entidad de crédito, que 
el notario incorporará a la escritura, o mediante su entrega para que aquél lo constituya a nombre 
de ella. De este modo, se permite que el desembolso se justifique mediante un documento privado, 
expedido por la entidad de crédito, pero sin exigencia alguna de legitimación de la firma de quien lo 
expide ni acreditación de su representación”.

Cancelación de una reserva de dominio

Resolución de 15 de abril de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
(BOE de 5 de mayo de 2021)

Se debate si se puede cancelar la reserva de dominio inscrita a favor de una entidad sobre un ve-
hículo adquirido por el recurrente, “sin acompañar consentimiento cancelatorio —con expresión de 
la causa de la cancelación— por la entidad financiera, ni carta de pago emitida por ésta”, dado que, 
tal y como alega el recurrente, la entidad titular de la reserva de dominio se ha disuelto.
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La DGSJFP desestima el recurso al entender que “la forma procedente de cancelar la reserva de do-
minio, ante la inexistencia de una cláusula convencional de cancelación por caducidad, pasa por la 
cancelación expresa por parte de la entidad disuelta -a través de sus liquidadores-, o bien a través de 
la correspondiente resolución judicial”. En este sentido, la lectura del artículo 400 LSC en relación 
a la formalización de actos jurídicos tras la cancelación de la sociedad no lleva a confusión alguna 
al disponer lo siguiente: “1. Para el cumplimiento de requisitos de forma relativos a actos jurídicos 
anteriores a la cancelación de los asientos de la sociedad, o cuando fuere necesario, los antiguos li-
quidadores podrán formalizar actos jurídicos en nombre de la sociedad extinguida con posterioridad 
a la cancelación registral de ésta. 2. En defecto de liquidadores, cualquier interesado podrá solicitar 
la formalización por el juez del domicilio que hubiere tenido la sociedad”.

Constitución de una sociedad limitada. Cláusulas estatutarias  

Resolución de 14 de abril de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
(BOE de 5 de mayo de 2021)

La primera objeción a la inscripción que opone la registradora recae sobre la cláusula de los esta-
tutos sociales en virtud de la cual se establece la posibilidad de que cada socio pueda designar un 
representante para el ejercicio de los derechos sociales, constante comunidad hereditaria, si así lo 
establecen los respectivos títulos sucesorios. A su juicio, esta disposición contradice lo establecido 
en el artículo 126 LSC, según el cual debe designarse una sola persona física para el ejercicio de 
los derechos de socio, siendo el socio la comunidad hereditaria, y no cada coheredero. 

En relación con este primer defecto la DGSJFP indica que “si la cláusula estatutaria cuestionada se 
interpreta atendiendo no solo a su sentido literal sino también al sentido más adecuado para que 
produzca efecto y a los demás criterios hermenéuticos de los contratos [...], debe concluirse que lo 
que se pretende con dicha disposición estatutaria es permitir al socio causante —y no al socio co-
heredero como interpreta la registradora— que en el título que haya de regir su sucesión designe 
un representante para el ejercicio de los derechos sociales constante la comunidad hereditaria”. Por 
ello, la DGSJFP revoca el defecto señalado.

“La segunda objeción expresada [...] es relativa a la disposición estatutaria por la cual se establece 
que la distribución de dividendos a los socios no se realizará en proporción a su participación en el 
capital social, sino que todos los socios tendrán derecho a una misma proporción de dividendos, con 
independencia de su participación en el capital o de sus derechos de voto”. 

Al respecto, la registradora explica que dicha cláusula contradice lo dispuesto en el artículo 275 
LSC. Este último precepto “permite romper la proporcionalidad entre la distribución de dividendos 
a los socios y su participación en el capital social si así consta en estatutos”. Sin embargo, para que 
esta regla pueda ser alterada se deberán crear participaciones privilegiadas con observación de 
lo dispuesto en el artículo 184.2.2 RRM, el cual dispone lo siguiente: “2. En caso de desigualdad 
de derechos, las participaciones se individualizarán por el número que les corresponda dentro de la 
numeración correlativa general y los derechos que atribuyan se concretarán del siguiente modo: […] 
2.º Cuando concedan derechos que afecten al dividendo o a la cuota de liquidación, se indicará la 
cuantía de éstos por medio de múltiplos de la unidad”.
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Sobre este segundo defecto, la DGSJFP indica que “debe admitirse que los estatutos establezcan 
el reparto de dividendos por un sistema exclusivamente “viril” o por “cabezas” como el estipulado 
en el presente caso, que no infringe la prohibición de pacto leonino que excluya a uno o más socios 
de toda parte en las ganancias o en las pérdidas”. Según la DGSJFP “así lo demuestra, entre otras 
normas, la que prohíbe la creación de participaciones sociales con derecho a percibir un interés (ar-
tículo 96.1 de la Ley de Sociedades de Capital), prohibición que sería innecesaria si la única forma 
de desigualdad en el reparto de las ganancias sociales fuera la del privilegio en el dividendo fijado 
numéricamente conforme al artículo 184.2.2º del Reglamento del Registro Mercantil”. 

En virtud de lo anterior, la DGSJFP acuerda estimar el recurso y revocar la calificación impugnada.

Hipoteca unilateral

Resolución de 29 de marzo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pú-
blica (BOE de 29 de abril de 2021)

Este expediente gira en torno a un supuesto de hecho en el que una sociedad mercantil de na-
cionalidad española ha constituido una hipoteca unilateral en favor de otra (nacional de las Islas 
del Canal de la Mancha) en garantía de la restitución de una deuda por la suma de 800.000 
euros, cantidad que, según se hace constar en la escritura, la entidad deudora reconoce que será 
entregada por la acreedora, en Alemania, con posterioridad a la firma de la referida escritura. 
Posteriormente, la sociedad alemana hace constar en un acta notarial, “por un lado, que la suma 
garantizada fue efectivamente entregada a la sociedad deudora e hipotecante, acompañando a tal 
efecto una serie de documentos, y por otro, que hubo un error en la escritura de constitución unila-
teral de hipoteca dado que se designó como acreedor hipotecario” a una sociedad cuando, en reali-
dad, la sociedad acreedora era otra, por lo que entre ellas “se daba una relación de «partnership» 
conforme a las leyes de Guernsey, Reino Unido”.

“La registradora entiende que no es posible la inscripción de la hipoteca unilateralmente constituida 
por la sociedad española deudora por dos razones. En primer lugar, porque es necesario que conste 
la entrega de la suma asegurada para entender perfeccionado el préstamo, al no haber sido confi-
gurada expresamente la hipoteca como hipoteca en garantía de una deuda futura conforme al artí-
culo 143 de la Ley Hipotecaria. En segundo lugar, porque cualquier modificación de la escritura de 
constitución de hipoteca unilateral ha de ser otorgada en otra escritura pública por el titular registral 
de la finca que constituyó la hipoteca, y no por el acreedor hipotecario, quien solo podrá hacer será 
aceptar o no tal hipoteca.

El Notario, por el contrario, defiende la posibilidad de practicar la inscripción. En cuanto a la perfec-
ción del préstamo considera suficientemente acreditada en el acta la entrega del dinero con los docu-
mentos que en la misma constan incorporados. Y en cuanto al segundo defecto, defiende que dado 
que la sociedad designada como acreedora en la escritura de constitución unilateral de hipoteca [...] 
conforme a la legislación de Guernsey, Reino Unido, carece de personalidad jurídica, habiendo entre 
esta y la verdadera acreedora [...] una relación de «partnership», enmarcada en el ámbito de los 
«trust», procede acceder a la rectificación pues, a su juicio, se debe «en determinados supuestos 
permitir que figuras extranjeras puedan producir efecto en España»”.
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La DGSJFP estima parcialmente el recurso, únicamente en cuanto al primero de los defectos ex-
presados en la calificación (entrega de la suma), y lo desestima respecto del segundo defecto 
(modificación de la escritura de hipoteca unilateral).

Constitución de hipoteca. Pacto comisorio 

Resolución de 15 de marzo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pú-
blica (BOE de 28 de abril de 2021)

El objeto de debate del presente expediente es una escritura en virtud de la cual se otorga un 
derecho real de hipoteca sobre una finca registral en garantía de las obligaciones derivadas de 
una deuda, así como un derecho real de opción de compra sobre la misma finca en el supuesto 
de falta de pago de, al menos, tres plazos mensuales, sin cumplir la obligación de pago por el 
procedimiento que expresamente se pacta en la citada escritura objeto de calificación. La escritura 
fue inscrita en lo que se refiere a la garantía hipotecaria, pero se denegó respecto al derecho de 
opción, porque, a juicio de la registradora, “la opción de compra se concede en función de garan-
tía, dada la conexión directa entre el derecho de opción y las vicisitudes de la deuda reconocida, 
de forma que el ejercicio de aquel derecho se condiciona al impago de ésta, entendiendo que ello 
vulnera la tradicional prohibición del pacto comisorio de los artículos 1859 y 1884 del Código Civil. 
Asimismo, como se ha indicado, la inscripción del derecho de opción requiere el cumplimiento de 
los requisitos establecidos en el artículo 14 del reglamento hipotecario, en especial el plazo, puesto 
que, aunque el citado artículo se refiere al plazo de ejercicio de la opción estableciendo que no puede 
exceder de cuatro años, el cómputo es desde la fecha de su constitución. Ello implica que aunque las 
partes concreten el período de ejercicio en la forma que tengan por conveniente, ha de ser siempre 
dentro de los 4 años desde la vigencia del derecho de opción, sin que pueda dilatarse estableciendo 
un cómputo posterior para su ejercicio”. 

i.	 Respecto a la admisibilidad del derecho de opción, la DGSJFP recuerda que “la Dirección 
General ha puesto de relieve en numerosas ocasiones (vid. las Resoluciones de 26 de diciem-
bre de 2018 y 28 de enero y 27 de octubre de 2020 [...]) que el Código Civil rechaza enérgica-
mente toda construcción jurídica en cuya virtud, el acreedor, en caso de incumplimiento de la 
obligación, pueda apropiarse definitivamente de los bienes dados en garantía por el deudor 
(vid. artículos 6, 1859 y 1884 Código Civil)”; y que “el pacto comisorio, configurado como la 
apropiación por el acreedor de la finca objeto de la garantía por su libérrima libertad”, ha 
sido siempre rechazado sobre la base del principio de “conmutatividad” de los contratos, 
siendo de aplicación tal prohibición “incluso cuando las operaciones elusivas del mismo se 
instrumentan mediante negocios jurídicos indirectos”. No obstante lo anterior, también se 
han venido admitiendo “aquellos pactos o acuerdos que permitan un equilibrio entre los 
intereses del acreedor y del deudor, evitando enriquecimientos injustos o prácticas abusivas, 
pero que permitan al acreedor, ante un incumplimiento del deudor, disponer de mecanismos 
expeditivos para alcanzar la mayor satisfacción de su deuda”. “En definitiva, se admite el 
pacto por el que pueda adjudicarse al acreedor o venderse a un tercero el bien objeto de la 
garantía siempre que se establezca un procedimiento de valoración del mismo que excluya 
la situación de abuso para el deudor”. Con base en lo anterior, la DGSJFP concluye que la 
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disposición objeto de calificación encaja en los esquemas conceptuales expuestos y que 
debe revocar el primero de los defectos invocados por la registradora.  

ii.	 Respecto al segundo defecto alegado por la registradora (extralimitación del plazo máxi-
mo de 4 años para el ejercicio del derecho de opción), la DGSJFP señala que, aunque el 
artículo 14 del Reglamento Hipotecaria impediría la inscripción de un derecho de opción 
por más de cuatro años, también “cabe entender que cuando se trata de una opción com-
plementaria de otra figura jurídica que lo admita, siempre que esté suficientemente delimita-
da, pueda acceder a los libros registrales configurada al amparo de los principios de libertad 
civil y numerus apertus en materia de derechos reales”. En el presente recurso, precisamen-
te por esa complementariedad del derecho de opción respecto del negocio principal, la 
limitación de los 4 años haría inviable el ejercicio de la opción. La DGSJFP revoca también 
este segundo defecto y, por lo tanto, la calificación impugnada. 

Reducción de capital social por amortización de acciones 

Resolución de 30 de marzo de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pú-
blica (BOE de 28 abril de 2021)

La registradora decide no practicar la inscripción de una reducción de capital social por amorti-
zación de acciones por falta de desembolso de dividendos pasivos tras la celebración infructuosa 
de subasta notarial de los títulos por no haberse constituido la reserva que exige la LSC para el 
supuesto de amortización de acciones adquiridas a título gratuito. 

El análisis se centra en determinar si es pertinente aplicar analógicamente el régimen de amorti-
zación de las acciones propias adquiridas a título gratuito recogido en el artículo 335 c) LSC (“ex-
clusión del derecho de oposición”) a un supuesto de amortización de acciones parcialmente des-
embolsadas cuando, por haber desatendido la reclamación de los dividendos pasivos, se hubiera 
intentado infructuosamente su venta por cuenta y riesgo del socio moroso (ex artículo 84 LSC). 

i.	 La premisa inicial para la aplicación del artículo 335 c) LSC sería la previa adquisición por 
la sociedad a título gratuito de las acciones objeto de amortización posterior (y que, por 
tanto, adquiere en propiedad), debiendo haber cumplido con las prescripciones recogidas 
en los artículos 144 c) y 146 LSC. En este supuesto, la amortización no comporta ninguna 
disposición de activos, “sino un asiento contable de desafectación de fondos adscritos al 
capital social y su asignación por el mismo importe a una reserva de la que solo será posible 
disponer con los mismos requisitos exigidos para la reducción del capital”. 

ii.	 En cambio, el supuesto del artículo 84 LSC parte del ejercicio por parte de la sociedad del 
ius distrahendi de unas acciones, pero que no tiene en propiedad y que, por lo tanto, difí-
cilmente ha podido adquirir a título gratuito. En este caso, las acciones habrían quedado 
en beneficio de la sociedad como consecuencia de la venta frustrada y sin adscripción a 
un fondo especial de reserva sometido a algún género de inmovilización. En definitiva, la 
ley se limita a establecer la obligatoriedad de la reducción de capital ante el intento fallido 
de venta.
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Con base en lo anterior, la DGSJFP concluye que se trata de dos supuestos de hecho distintos 
que impiden apreciar la concurrencia de una identidad de razón que conmine a someterlos a un 
mismo régimen (artículo 4.1 del Código Civil). Por lo tanto, acuerda estimar el recurso y revocar 
la calificación impugnada. 

Depósito de cuentas anuales de una sociedad limitada 

Resolución de 25 de febrero de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública (BOE de 22 de abril de 2021)

Se debaten en el expediente tres cuestiones derivadas de la calificación de una solicitud de de-
pósito de cuentas anuales: si se puede incluir en la declaración de titulares reales a un socio que 
tiene un 25 % del capital social, junto con otro que tiene el 75 %; si esa declaración tiene que estar 
firmada por el administrador único de la sociedad (es decir, por quien ostente la facultad certifi-
cante), y las consecuencias de que falte uno de los documentos que integran el depósito.

i.	 En relación al primer defecto, la DGSJFP indica que “sólo existe la obligación de declarar 
las personas físicas que ostenten más de un 25% del capital; pero si cumpliendo con esta 
obligación, en este caso se declara un socio que ostenta el 75%, voluntariamente, por parte 
de la sociedad, se añade al otro socio que ostenta el 25% restante, nada se le puede objetar, 
ya que con ello se conseguirá que el Registro de Titularidades Reales sea más completo”. Por 
lo tanto, la DGSJFP decide estimar parcialmente el recurso y revocar este primer defecto. 

ii.	 En relación con el segundo defecto, la DGSJFP señala que de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 9.1 del Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo, “la identificación y comprobación de la identidad del titular 
real se realizará, con carácter general, mediante una declaración responsable de la persona 
que tenga atribuida la representación de la persona jurídica”. Al respecto, la DGSJFP razona 
que, “si la presentación de las cuentas se hubiera realizado de forma telemática, la firma 
electrónica del archivo que contiene todos los documentos a presentar, equivale a la firma 
individualizada de cada uno de ellos, ya que alcanza a todo su contenido” (incluida la decla-
ración). “Pero si la presentación se hace en formato papel, debe garantizarse la autoría de la 
persona que ha efectuado la declaración de identificación del titular real, mediante la firma 
de la misma”; por lo que debe rechazarse la alegación de la recurrente (“no consta espacio 
en el formato” o “nada opuso la Sra. Receptora de lo obvio, la falta de firma”). 

iii.	 Sobre el tercero de los defectos, la DGSJFP indica que, si uno de los documentos que inte-
gran el depósito de cuentas no está entre los presentados, no se puede culpar al Registro 
de haberlo extraviado. En este sentido recuerda que no existe obligación legal de compro-
bar si están todas las hojas que integran las cuentas. 

Por lo tanto, la DGSJFP decide, junto con el segundo de los defectos mencionados, confirmar la 
calificación, y apunta que estos dos últimos defectos no se hubieran producido de haberse reali-
zado la presentación de forma telemática. 
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9 de junio de 2021

1.	 Legislación

[España]

Medidas económicas en respuesta a la crisis sanitaria de la COVID-19

Proyecto de Ley de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respues-
ta a la pandemia de la COVID-19 (procedente del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo)

El Boletín Oficial de las Cortes Generales de 9 de abril de 2021 ha publicado el Proyecto de Ley arri-
ba indicado, inicialmente tramitado en las Cortes como Real Decreto-Ley 5/2021, de 12 de marzo. 
Se trata de la respuesta del poder legislativo a los problemas de liquidez y solvencia que están 
atravesando ciertos sectores de la economía a raíz de la larga duración de la crisis sanitaria del 
COVID-19. En ese sentido, el Proyecto de Ley indica en su exposición de motivos que el objetivo 
de la norma es cuádruple: (i) proteger el tejido productivo hasta que el progreso del proceso de 
vacunación permita recuperar la actividad económica; (ii) evitar un impacto estructural que lastre 
la recuperación de la economía; (iii) proteger el empleo; y (iv) paliar el impacto negativo que la 
merma de la actividad económica dimanante de la crisis sanitaria podría producir en las finanzas 
públicas y en los balances del sector financiero.

Las medidas previstas en el Proyecto de Ley se articulan en torno a los siguientes grandes bloques:

i.	 Ayudas directas a autónomos y empresas

El Proyecto de Ley prevé la creación de una “línea COVID”, dotada presupuestariamente 
con 7000 millones de euros, que tendrá por finalidad proveer a empresas y autónomos 
con unas ayudas directas de carácter finalista.

*   Esta sección ha sido coordinada por Eduardo Trigo Sierra, Antonio José Moya Fernández y Laura Salas Gómez, y en su elaboración han participado 
Sonia Borges Fernández, Guillermo García Berdejo, Miguel Ángel Cepero Aránguez, Diego Rubio Domingo, Xuan Wu Zhuo, Jorge Azagra Malo, David 
García Martín, Miguel Moratinos López, Kevin Kumar Rohira Abad, Borja Sabater Torrontegui, Alberto Bermejo Nieto, Francisco José Caamaño Rodríguez, 
Marcos Aurelio Rodrigo Henfling, Jorge Izquierdo Fernández, Valentina Johanna Pacella Garay y Eduardo Martínez Albors, del Área de Derecho Público, 
Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid, Barcelona y Bilbao).
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Los destinatarios de las ayudas serán los autónomos y empresas con domicilio social en 
territorio español, cuyo valor de operaciones anual en 2020 haya caído como mínimo un 
30 % con respecto a su cifra de negocios de 2019 y que se dediquen a los sectores econó-
micos previstos en el anexo I del Proyecto de Ley.

Las ayudas concedidas se repartirán entre todos los solicitantes, por comunidades autó-
nomas, atendiendo a indicadores de renta (porcentaje de caída del PIB en 2020 de cada 
región), de desempleo (contribución de la comunidad autónoma al incremento del paro 
nacional registrado en 2020) y de desempleo juvenil (contribución de la comunidad autó-
noma al incremento del paro registrado en la franja de edad de entre los 16 y los 25 años).

Las ayudas concedidas tendrán un objetivo finalista y solo podrán aplicarse a satisfacer 
deuda y a realizar pagos a proveedores y otros acreedores (financieros y no financieros), al 
pago de costes fijos (como los relativos a los suministros de energía, entre otros). Además, 
el acceso a las ayudas de la “línea COVID” determinará que las empresas y autónomos que 
se beneficien de la ayuda se comprometan tanto al mantenimiento de su actividad como 
al no reparto de dividendos. 

ii.	 Flexibilización de los préstamos dotados con avales públicos

Como segunda medida paliativa de los efectos económicos causados por la crisis sanitaria 
del COVID-19, el Proyecto de Ley prevé destinar 3000 millones de euros a permitir que las 
empresas y autónomos que hayan accedido a operaciones de créditos con avales públicos 
puedan flexibilizar las condiciones de devolución de esas operaciones de financiación. Ta-
les medidas son complementarias a las líneas de avales otorgadas por el Instituto de Crédi-
to Oficial (ICO), la Compañía Española de Crédito a la Exportación (CESCE) y la Compañía 
Española de Refinanciamiento (CERSA).

En el Proyecto de Ley se prevén tres niveles de actuación:

A.	 En primer lugar, y a los efectos de que las empresas y autónomos con negocios via-
bles, pero con problemas puntuales de liquidez, puedan restaurar su solvencia, se 
prevé que el deudor y el acreedor puedan ampliar la fecha de vencimiento de las ope-
raciones de crédito, garantizadas con aval público, más allá de los límites temporales 
previstos en el Real Decreto-ley 34/2020, de 19 de noviembre. En esos casos, se man-
tendrá el aval público concedido como garantía a las obligaciones de financiación.

B.	 En segundo lugar, el Proyecto de Ley facilita que los deudores puedan pactar con los 
acreedores la conversión de las operaciones de financiación en préstamos participa-
tivos manteniendo la cobertura del aval público. Con ello no solo se logra una mayor 
involucración del acreedor en el mantenimiento de la actividad empresarial, sino que 
se permite a la sociedad beneficiada por la operación de financiación dar a esa opera-
ción un tratamiento asimilable, a efectos mercantiles, al que tendría el propio capital 
social.
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C.	 En tercer lugar, y como estrictamente residual y excepcional, se prevé que el Estado 
pueda efectuar transferencias directas a empresas y autónomos con problemas pun-
tuales de solvencia derivados de la crisis sanitaria del COVID-19 para que estos puedan 
reducir parcialmente el principal de la financiación avalada. 

Como medidas de refuerzo del grado de solvencia de las empresas, el Proyecto de 
Ley prevé que, cuando el deudor y el acreedor se acojan a cualquiera de las medidas 
antes descritas, los intereses de demora queden legalmente limitados al interés remu-
neratorio más un diferencial del 1 %. También se prevé un régimen de bonificación 
del arancel notarial para reducir el coste de las escrituras públicas en que se deben 
instrumentar las medidas. 

iii.	 Lanzamiento de un fondo de rescate para empresas no estratégicas

Como bien es sabido, en fechas recientes el Estado ha creado un fondo de rescates para 
empresas consideradas estratégicas que tenían un negocio viable antes de desencadenar-
se la crisis sanitaria del COVID-19. Sin embargo, aquel primer fondo —gestionado por la 
Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI)— impide a muchas empresas el 
acceso a los rescates públicos por carecer de las condiciones necesarias para acogerse a 
ellos, al no tener la condición de estratégicas para la economía española.

A fin y efecto de extender la opción del rescate público a empresas igualmente viables y 
afectadas por problemas de liquidez, pero que carezcan de la condición de estratégicas, 
el Proyecto de Ley ha creado el Fondo de Recapitalización de Empresas Afectadas por 
COVID, con una dotación presupuestaria de 1000 millones de euros, que será gestionado 
por la Compañía Española de Financiación del Desarrollo (COFIDES). 

iv.	 Aplazamiento de deudas tributarias

Para aliviar las obligaciones tributarias de empresas y autónomos, el Proyecto de Ley pre-
vé en su disposición adicional tercera que la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
conceda de forma automática el aplazamiento de todas aquellas declaraciones-liquidacio-
nes y autoliquidaciones de impuestos cuyo plazo de presentación e ingreso finalice desde 
el 1 de abril hasta el 30 de abril de 2021 (ambos incluidos), siempre que el aplazamiento 
de pago no supere cuantitativamente los 6.010.121,04 euros en el año 2020 y que la soli-
citud de aplazamiento no sea por un periodo superior a los seis meses. 

La solicitud de aplazamiento dará lugar al pago de los correspondientes intereses de de-
mora devengados a favor de la AEAT, si bien el Proyecto de Ley establece que tales in-
tereses de demora no se devengarán durante los primeros cuatro meses del periodo de 
aplazamiento.

v.	 Medidas en materia concursal

Finalmente, el Proyecto de Ley persigue, a través de su disposición final séptima, modifi-
car la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer 
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frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, en el sentido de ampliar 
la vigencia de algunas medidas adoptadas en aquel momento para evitar que las empre-
sas se vieran abocadas a una situación concursal, fruto de la incidencia puntual de la crisis 
sanitaria en la economía y en el tejido productivo. 

En particular, el legislador parte de la premisa de que existen numerosas empresas que 
eran viables antes del estallido de la crisis sanitaria del COVID-19, pero que se han visto 
afectadas por problemas coyunturales de solvencia a raíz de la contracción económica de-
rivada de la pandemia. Por aquel motivo, la Ley 3/2020 adoptó medidas que pretendían 
evitar el cese de la actividad de empresas viables (o en proceso de salida de la situación 
concursal) que se mantenían al día en el pago de sus obligaciones derivadas de un conve-
nio suscrito con sus acreedores, de un acuerdo extrajudicial de pagos o de un acuerdo de 
refinanciación. 

Para evitar que la aplicación de la legislación concursal expulse del tráfico mercantil a 
numerosas empresas coyunturalmente insolventes, lesionando gravemente los intereses 
económicos, el Proyecto de Ley amplía la aplicabilidad temporal de las medidas paliativas 
previstas en la Ley 3/2020, en particular:

A.	 Se amplía hasta el 31 de diciembre de 2021 tanto la exención del deber del deudor 
que se encuentre en estado de insolvencia de solicitar la declaración de concurso vo-
luntario como la interdicción de admitir a trámite las solicitudes de concurso necesario 
que presenten los acreedores. Igualmente se aclara que el periodo de que dispondrán 
los concursados para solicitar el concurso necesario será de dos meses a partir del 31 
de diciembre de 2021.

B.	 Se fomenta que los deudores que se encuentren en dificultades para cumplir con un 
convenio de acreedores (o con un acuerdo extraprocesal de pagos o con un acuerdo 
de refinanciación homologado por el juez del concurso) puedan presentar una solici-
tud de modificación de cualesquiera de esos instrumentos. De forma particular:

•	 se aplaza el deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación cuando, durante 
la vigencia del convenio, el deudor conozca la imposibilidad de cumplir con los 
pagos comprometidos y presente una propuesta de modificación de convenio; y

•	 se facilita que el convenio, acuerdo extrajudicial de pagos o acuerdo de refinan-
ciación homologado sea modificado, al permitirse que hasta el 31 de diciembre de 
2021 el deudor pueda solicitar una modificación, sin necesidad de esperar el plazo 
de un año desde la homologación, lo que fomenta la negociación de acuerdos con 
los acreedores.

C.	 Se prevé la inadmisión a trámite de las solicitudes de declaración de incumplimiento 
de un acuerdo de refinanciación, de convenio o de acuerdo extrajudicial de pagos, 
que quedarán en suspenso hasta el 31 de diciembre de 2021. Con ello se favorece la 
concesión de un plazo al deudor y a los acreedores para que se pueda renegociar otro 
acuerdo o convenio que sustituya al que ha sido incumplido.
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D.	 Se establecen medidas de agilización del proceso concursal, al tramitarse con carácter 
preferente todas aquellas actuaciones tendentes a la protección de los derechos de 
los trabajadores y/o a asegurar la continuidad de la empresa en el tráfico mercantil o 
a proteger y conservar el valor de los bienes y derechos de la empresa en concurso.

Medidas urgentes en el orden sanitario, social y jurisdiccional a aplicar tras la finali-
zación de la vigencia del estado de alarma

Proyecto de Ley por la que se adoptan medidas urgentes en el orden sanitario, social y ju-
risdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de alarma declarado por 
el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para 
contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2 (procedente del Real 
Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo) 

El 20 de mayo de 2021, el Congreso de los Diputados acordó la convalidación del Real Decreto-ley 
8/2021, de 4 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes en el orden sanitario, social y ju-
risdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de alarma declarado por el Real 
Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la 
propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. Este Real Decreto-ley entró en vigor el 
9 de mayo de 2021. 

No obstante, el Congreso de los Diputados acordó la tramitación de dicho Real Decreto-ley como 
Proyecto de Ley, que se tramitará por el procedimiento de urgencia.

La idea que subyace tras esta norma es prorrogar la eficacia temporal de algunas de las medidas 
adoptadas durante el estado de alarma declarado con ocasión de la crisis sanitaria del COVID-19 
mientras subsistan los efectos negativos de la pandemia, con independencia del fin de la vigencia 
del estado de alarma.

Así, entre las principales cuestiones en materia civil reguladas en esta norma, destacan las siguien-
tes:

i.	 Hasta el 9 de agosto de 2021 (incluido), no podrá suspenderse el suministro de energía 
eléctrica, gas natural y agua a aquellos consumidores en los que concurra la condición 
de consumidor vulnerable, vulnerable severo o en riesgo de exclusión social, según se 
definen en los artículos 3 y 4 del Real Decreto 897/29017, de 6 de octubre, por el que se 
regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección 
para los consumidores domésticos.

ii.	 Hasta el 9 de agosto de 2021, en todos los juicios verbales incoados por el titular dominical 
de una finca urbana frente a su inquilino, en los que se pretenda recuperar la posesión de 
la finca como consecuencia de un impago de rentas u otras cantidades debidas o por la 
expiración del plazo de vigencia de la relación arrendaticia, el arrendatario podrá:
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A.	 instar un incidente de suspensión extraordinaria del desahucio o lanzamiento ante el 
Juzgado por encontrarse en una situación de vulnerabilidad económica que le impo-
sibilite encontrar una alternativa habitacional para sí y para las personas con las que 
conviva; o 

B.	 si todavía no estuviese señalada la fecha de lanzamiento, pedir la suspensión de ese 
señalamiento o de la celebración de la vista de juicio verbal. 

C.	 En los procedimientos previstos en los ordinales 2.º, 4.º y 7.º del art. 250.1 LEC, esto 
es, los que pretendan la recuperación de la posesión de un finca ocupada por un pre-
carista o por personas que carezcan de justo título para ello, el juez tendrá la facultad 
de suspender el lanzamiento hasta el 9 de agosto de 2021. 

Para poder suspender el lanzamiento, será necesario que se cumpla acumulati-
vamente lo siguiente: que la vivienda pertenezca a una persona jurídica o a una 
persona física titular de más de diez viviendas, que el ocupante sea una persona 
dependiente, víctima de violencia sobre la mujer, persona con menor de edad o de-
pendiente a su cargo, y que, además, se halle incurso en una situación de especial 
vulnerabilidad económica.

No procederá la suspensión si la entrada o permanencia en la vivienda ha tenido 
lugar en los siguientes supuestos: (i) si se produce en un inmueble propiedad de 
una persona física, si en él tiene su domicilio habitual o segunda residencia debida-
mente acreditada, sin perjuicio del número de viviendas de la que sea propietario; 
(ii) cuando se haya producido en un inmueble propiedad de una persona (física o 
jurídica) que lo tenga cedido por cualquier título válido a una persona física que 
tuviere en él su domicilio habitual o segunda residencia debidamente acreditada; 
(iii) si la entrada o permanencia en el inmueble se ha producido mediando intimi-
dación o violencia sobre las personas; (iv) cuando existan indicios racionales de que 
la vivienda se esté utilizando para la realización de actividades ilícitas; (v) cuando 
la entrada o permanencia se haya producido en inmuebles de titularidad pública 
o privada destinados a vivienda social y ya se hubiera asignado la vivienda a un 
solicitante por parte de la administración o entidad que gestione dicha vivienda; o 
(vi) cuando la entrada en la vivienda se haya producido con posterioridad al 9 de 
mayo de 2021.

iii.	 En aquellos contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la Ley 29/1994, de 
24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos (“LAU”) en los que el periodo de prórroga 
obligatoria o el periodo de prórroga tácita de los artículo 9.1 y 10.1 de la LAU finalice entre 
el 9 de mayo de 2021 y el 9 de agosto de 2021, podrá aplicarse, si el arrendatario así lo so-
licita, una prórroga extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo 
máximo de seis meses, durante los cuales se seguirán aplicando los términos y condiciones 
establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga extraordinaria deberá 
ser aceptada por el arrendador, salvo que se hayan fijado otros términos y condiciones 
por acuerdo entre ambas partes o que el arrendador haya comunicado, en los plazos y 
condiciones del artículo 9.3 de la LAU, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para 
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destinarla a vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de consanguini-
dad o por adopción o para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, 
divorcio o nulidad matrimonial.

iv.	 Los arrendatarios de un contrato de vivienda habitual suscrito al amparo de la LAU que 
se encuentren en situación de vulnerabilidad económica podrán solicitar a su arrendador, 
hasta el 9 de agosto de 2021, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la 
renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la renta no se 
hubiera conseguido ya con carácter voluntario por acuerdo entre ambas partes.

Esta solicitud se podrá realizar siempre que el arrendador sea una empresa o entidad pú-
blica de vivienda o un gran tenedor (persona física o jurídica que sea titular de más de diez 
inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 
1500 m2).

[Portugal]

Cessação do Regime de Suspensão de Prazos Processuais e Procedimentais

Lei n.º 13-B/2021, de 5 de abril (DR 65, Série I, 2.º Suplemento, de 5 de abril de 2021)

A Lei n.º 13-B/2021, de 5 de abril (“Lei 13-B/2021”), revogou os artigos 6.º-B e 6.º-C da Lei n.º 
1-A/2020, de 19 de março (“Lei 1-A/2020”), fazendo cessar o regime de suspensão de prazos 
processuais e procedimentais consagrado nos aludidos artigos. Deste modo, os prazos processuais 
e procedimentais que se encontravam suspensos retomaram a sua contagem a partir da data de 
entrada em vigor da Lei 13-B/2021, ou seja 6 de abril de 2021. 

Não obstante, ao abrigo da Lei 13-B/2021, permanecerão suspensos os seguintes prazos e atos: 

i.	 o prazo de apresentação do devedor à insolvência;

ii.	 os atos a realizar em sede de processo executivo ou de insolvência relacionados com a 
concretização de diligências de entrega judicial da casa de morada de família;

iii.	 os atos de execução da entrega do local arrendado, no âmbito das ações de despejo, 
dos procedimentos especiais de despejo e dos processos para entrega de coisa imóvel 
arrendada, quando o arrendatário, por força da decisão judicial final a proferir, possa ser 
colocado em situação de fragilidade por falta de habitação própria ou por outra razão 
social imperiosa;

iv.	 os prazos de prescrição e de caducidade relativos aos processos e procedimentos referi-
dos nas alíneas anteriores, que são alargados pelo período correspondente à vigência da 
suspensão;

v.	 os prazos de prescrição e de caducidade relativos aos processos cujas diligências não pos-
sam ser realizadas presencialmente ou através de meios de comunicação à distância ade-
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quados ou, sendo atos a realizar em sede de processo executivo ou de insolvência referen-
tes a vendas e entregas judiciais de imóveis, estes sejam suspensos por serem suscetíveis 
de causar prejuízo à subsistência do executado ou do insolvente.

A Lei 13-B/2021 determina ainda que, na audiência de discussão e julgamento, bem como noutras 
diligências que importem inquirição de testemunhas, deverá ser dada preferência, sempre que 
possível, à prática de atos e à realização de diligências de forma presencial. Nas demais diligências 
que requeiram a presença física das partes, dos seus mandatários ou de outros intervenientes pro-
cessuais, deverá ser dada preferência aos meios de comunicação à distância. No caso específico 
dos maiores de 70 anos, bem como dos imunodeprimidos ou portadores de outras doenças cróni-
cas que sejam considerados de risco, é-lhes concedido o direito de não se deslocarem ao tribunal 
e de serem inquiridos ou intervirem por meios de comunicação à distância.

2.	 Jurisprudencia

[España]

El Pleno de la Sala Primera del Tribunal Supremo considera que la acción del bene-
ficiario del seguro está sujeta al plazo de prescripción previsto en el artículo 23 de 
la Ley de Contrato de Seguro. No obstante, flexibiliza su dies a quo en atención a las 
circunstancias personales del demandante

Sentencia del Pleno del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 10 de mayo de 2021

La Sala Primera del Tribunal Supremo establece en esta sentencia que la reclamación del benefi-
ciario del contrato de seguro frente a la entidad aseguradora está sujeta al plazo de prescripción 
previsto en el artículo 23 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de contrato de seguro —“LCS”— 
(dos años en caso de seguros de daños, y cinco años si se trata de un seguro de personas) y no a 
los plazos de prescripción previstos en la legislación común. El Alto Tribunal justifica esta decisión 
en que, aunque el beneficiario puede no ser parte contratante del seguro, no resulta ajeno al con-
trato por cuanto su derecho nace de su designación. 

Fijado lo anterior, sin embargo, la Excma. Sala considera que la reclamación interpuesta en el 
caso de autos (ocho años después de que la entidad aseguradora hubiera remitido una carta al 
beneficiario poniendo a su disposición la suma de la indemnización que le correspondía como 
beneficiario y más de cinco años después de haber firmado la declaración de heredero abintestato 
del asegurado) no debe entenderse prescrita, dado que debe llevarse a cabo una interpretación 
restrictiva que atienda al momento en que la acción pudo ejercitarse y que, en este análisis, deben 
valorarse las concretas y particulares circunstancias del caso.

En concreto, tomando en consideración que el demandante tenía limitadas capacidades intelec-
tivas, que vivía solo en un ambiente rural y que carecía de apoyos estables, aunque no se había 
modificado judicialmente su capacidad, el Tribunal Supremo considera que el plazo no habría 
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empezado a correr sino hasta el momento en que, en octubre de 2016, con intervención de un 
abogado, “adquiere un conocimiento lo más aproximado posible de la situación (dentro de sus li-
mitaciones intelectuales)”, sin que pueda entenderse que la acción estuviera prescrita cuando, en 
este caso, se ejercitó.

El Tribunal Supremo matiza la doctrina contenida en su sentencia n.º 427/2017, de 7 
de julio, y establece que, si bien la emisión de la certificación de cargas y extensión 
de nota marginal no causa estado definitivo, constituye una prórroga temporal (de 
cuatro años) de la anotación preventiva de embargo, de forma que durante este 
periodo podrá hacerse valer el efecto de cancelación de cargas posteriores del even-
tual decreto de adjudicación dictado en esa ejecución

Sentencia del Pleno del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 4 de mayo de 2021

En el supuesto de autos, la mercantil demandante interpuso demanda de impugnación de la cali-
ficación del Registro de la Propiedad que denegaba la inscripción del decreto de adjudicación por 
el que había resultado adjudicataria de un inmueble en el seno de un procedimiento de ejecución 
que había incoado.

La justificación de la negativa a la inscripción del decreto de adjudicación y cancelación de cargas 
posteriores por el Registro de la Propiedad se basaba en que, a su entender, la anotación de em-
bargo había caducado y existía una prohibición de disponer sobre la finca hipotecada. 

En primera instancia, el juzgado conocedor del asunto desestimó la demanda y confirmó la ca-
lificación de la registradora de la propiedad. En segunda instancia, sin embargo, la audiencia 
provincial revocó este pronunciamiento, de forma que dejó sin efecto la calificación negativa del 
Registro y ordenó la cancelación de todas las inscripciones y anotaciones posteriores a la anota-
ción preventiva de embargo. 

Como sustento de esta decisión, la Audiencia Provincial aplicó la doctrina jurisprudencial fijada 
por el Tribunal Supremo respecto a que la anotación de embargo que beneficiaba al ejecutante 
“causa estado” y producía su finalidad para dicha ejecución desde la fecha de emisión de la certi-
ficación de cargas y gravámenes, y, en consecuencia, que “es indiferente a esta situación de caduci-
dad de la anotación de embargo extendida a favor del ejecutante, que tuvo lugar con posterioridad”.

La sentencia fue recurrida por la registradora en casación por infracción de los artículos 82 de la 
Ley Hipotecaria y 175.2 del Reglamento Hipotecario, y razonaba que el primero de ellos establece 
que las anotaciones preventivas caducan a los cuatro años de la fecha de la anotación, salvo que 
tuvieran señalado en la Ley un plazo más breve, y que, si bien la Excma. Sala, en su sentencia  
n.º 427/2017, de 7 de julio, introdujo una excepción a la necesidad de prórroga, al concluir que 
desde el momento de la emisión de la certificación de cargas la anotación de embargo “ha cau-
sado estado y producido su finalidad para dicha ejecución desde la fecha de la emisión de la citada 
certificación de cargas y gravámenes”, esta excepción debería haber sido introducida por una mo-
dificación legislativa. También hacía referencia a una instrucción dictada por la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública (“DGSJFP”) con posterioridad sobre la caducidad de las anota-
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ciones de embargo y sus efectos sobre la posible cancelación de cargas posteriores, que entraba 
en contradicción con lo decidido por la Excma. Sala. 

En la sentencia, el Tribunal Supremo recalca que, frente a las objeciones formuladas por la DGSJFP 
en las que se advertía la inexistencia de un precepto legal que habilitase una suerte de prórroga de 
la anotación preventiva y que ello atentaría contra la seguridad registral, debe primar una inter-
pretación sistemática y teológica del ordenamiento jurídico y que “cuando la dicción literal de los 
preceptos legales vigentes da lugar a una contradicción con una merma de seguridad jurídica para 
el sistema de ejecución o vías de apremio, con remedios desproporcionadamente onerosos y en mu-
chas ocasiones insuficientes para quien adquiere confiado en la certificación de cargas, como es la 
tercería de mejor derecho o de dominio, los tribunales deben realizar una interpretación integradora 
de las normas del ordenamiento jurídico”.

No obstante, el Alto Tribunal matiza la doctrina sentada en sus anteriores resoluciones y precisa 
que “la emisión de la certificación de cargas y la extensión de la nota marginal más que “causar 
estado” definitivo, constituyen una prórroga temporal, de cuatro años, a la anotación preventiva de 
embargo de forma que durante ese periodo podrá hacerse valer el efecto de cancelación de cargas 
posteriores del eventual decreto de adjudicación dictado en esa ejecución”.

Pese a este matiz en su anterior doctrina, en el caso de autos el Tribunal Supremo termina por 
desestimar el recurso al considerar acreditado que no resultaba procedente la cancelación por 
caducidad de la anotación preventiva de embargo (de 18 de noviembre de 2009), después de que 
hubiera sido solicitada y emitida la certificación de cargas (el 18 de octubre de 2010), mientras no 
transcurriera el plazo de cuatro años desde esta última fecha. Así, para cuando se presentó al re-
gistro el testimonio del decreto de adjudicación y el mandamiento de cancelación (el 1 de agosto 
de 2014), la anotación preventiva debiera haber estado vigente.

El Tribunal Supremo condena a una empresa que desarrollaba una actividad indus-
trial con uso de amianto a pagar indemnizaciones por los daños causados, como 
consecuencia de esa actividad, a 43 personas, entre las que se incluyen familiares 
de trabajadores de la planta, vecinos que vivían en las proximidades de la fábrica 
y que se vieron perjudicados por su contaminación ambiental, y herederos de los 
anteriores

Sentencia del Pleno del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 15 de marzo de 2021

Entre los años 1907 y 1997 la empresa demandada desarrolló una actividad industrial en Cer-
danyola del Vallés (Barcelona) consistente en la fabricación de elementos para la construcción 
mediante el uso del amianto. 

En la sentencia, el Pleno de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo resuelve los recursos inter-
puestos por 43 personas contra la sociedad demandada, por los daños causados por la actividad 
industrial de esta empresa. En particular, los demandantes reclamaban que la inhalación de las 
fibras de amianto había causado diversas patologías para la salud tanto en los trabajadores que lo 
manipulaban en el proceso industrial como en los familiares convivientes que se vieron expuestos 
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a las fibras presentes en las ropas contaminadas de los trabajadores (pasivos domésticos) y las 
personas que vivían en las proximidades de la fábrica debido a las emanaciones y residuos proce-
dentes de ella (pasivos ambientales).

En primera instancia, la demanda fue estimada únicamente en relación con las pretensiones de los 
familiares de trabajadores que habían prestado sus servicios en la empresa entre 1971 y 1977. La 
Audiencia Provincial, por su parte, amplió la responsabilidad de la empresa demandada a todos 
los pasivos domésticos, sin limitarla al periodo 1971-1977, y estimó también la demanda en cuanto 
a los denominados pasivos ambientales.

En la sentencia, el Alto Tribunal repasa su conocida “doctrina del riesgo”, para recordar que:

i.	 La creación de un riesgo no es un elemento suficiente para imponer responsabilidad (tan-
to objetiva como por riesgo). Se requiere, además, la concurrencia de un elemento de cul-
pa. El mero hecho de que se haya producido el resultado dañoso no puede considerarse 
prueba de culpa, ya que ello equivaldría a establecer una responsabilidad objetiva o por 
resultado, que no tiene encaje en el artículo 1902 del Código Civil.

ii.	 La aplicación de la doctrina del riesgo en el ámbito de la responsabilidad civil exige que 
el daño provenga de una actividad peligrosa que implique un riesgo considerablemente 
anormal. Es decir, no es extensible a las actividades ordinarias, usuales o habituales de la 
vida.

iii.	 Para estos supuestos de daños en actividades especial o anormalmente peligrosas se eleva 
considerablemente el umbral del deber de diligencia exigible.

Con base en lo anterior, el Tribunal Supremo considera que el uso del amianto constituía un in-
discutible riesgo para la salud perfectamente conocido y, por tanto, que la sociedad demandada 
tenía perfecta constancia de los riesgos que estas sustancias generaban para la salud de los traba-
jadores y de terceros, así como de la peligrosidad de su actividad.

En consecuencia, en relación con los llamados pasivos ambientales, la Excma. Sala considera que 
la empresa sabía que su actividad era anormalmente peligrosa y que ello le obligaba a elevar las 
precauciones debidas en un grado muy alto y adoptar medidas eficientes para evitar o disminuir 
los riesgos y garantizar la indemnidad de las personas. Sin embargo, con base en los hechos de-
clarados probados en la instancia, lejos de observarse ese especial deber de cuidado exigible, se 
incrementó el riesgo en la gestión. Por ello, la compañía debe responder de los daños producidos.

Por su parte, en relación con los pasivos domésticos, el Tribunal Supremo valora que era conocida 
por la empresa la retención y depósito del amianto sobre las prendas de trabajo. Por ello, era sen-
cillo para ella imaginarse, en su activa obligación de prevenir daños, que la vestimenta iba a llegar 
impregnada de tales sustancias a los domicilios de sus trabajadores y constituir un foco de peligro 
para sus familiares convivientes. Por esta razón, el Alto Tribunal confirma igualmente la condena 
al abono de los daños y perjuicios causados a esos familiares por esta circunstancia.
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Finalmente, la Excma. Sala confirma también que las indemnizaciones que los familiares de las vícti-
mas pueden reclamar por la defunción de sus parientes son compatibles con las que les correspon-
den como herederos de las acciones judiciales de los fallecidos. Para ello, remarca que el derecho 
a la indemnización por causa de muerte no es un derecho sucesorio, sino ejercitable por derecho 
propio, al no poder sucederse en algo que no había ingresado en el patrimonio del fallecido.

En otro orden de cosas, la sentencia también confirma que la utilización orientativa del baremo de 
tráfico no impide que puedan aplicarse criterios correctores en atención a las circunstancias con-
currentes en el sector de actividad en que se produjo el daño. Asimismo, estima parcialmente el 
recurso de los demandantes, en el sentido de incluir en la indemnización el daño moral derivado 
de la angustia provocada por el temor a que la enfermedad se desarrollase en el futuro.

El Tribunal Supremo establece que el artículo 17.2 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, 
de Cooperativas, debe ser interpretado en el sentido de considerar que la comuni-
cación de la resolución del Consejo Rector al socio que solicita la baja es recepticia y 
que la sociedad, por tanto, debe asegurarse de que este la recibe en el plazo de tres 
meses previsto en la ley

Sentencias del Tribunal Supremo n.os 229/2021 y 231/2021, de 27 de abril (recs. n.os 
3364/2018 y 4358/2018)

La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, establece en su artículo 17 que:

i.	 “El socio podrá darse de baja voluntariamente en la cooperativa en cualquier momento, me-
diante preaviso por escrito al Consejo Rector. El plazo de preaviso, que fijarán los Estatutos, 
no podrá ser superior a un año, y su incumplimiento podrá dar lugar a la correspondiente 
indemnización de daños y perjuicios” (apartado primero). 

ii.	 “La calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del Consejo Rec-
tor que deberá formalizarla en el plazo de tres meses, excepto que los Estatutos establezcan 
un plazo distinto, a contar desde la fecha de efectos de la baja, por escrito motivado que 
habrá de ser comunicado al socio interesado. Transcurrido dicho plazo sin haber resuelto el 
Consejo Rector, el socio podrá considerar su baja como justificada a los efectos de su liquida-
ción y reembolso de aportaciones al capital, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
51 de esta Ley” (apartado segundo).

Atendiendo a la redacción de la norma, entre las audiencias provinciales se había suscitado el 
debate de si, para poder desactivar la presunción de justificación de la baja prevista en el artículo 
17.2 de la Ley de Cooperativas resultaba suficiente con que el Consejo Rector hubiese adoptado 
el acuerdo de calificación en el plazo de tres meses o si, de forma adicional a lo anterior, era ne-
cesario que, en ese plazo, se le comunicase dicho acuerdo al socio que había solicitado la baja.

En las sentencias 229/2021 y 231/2021, de 27 de abril, el Alto Tribunal aborda esta cuestión y 
determina que el artículo 17.2 de la Ley de Cooperativas debe ser interpretado en el sentido de 
considerar que la comunicación de la resolución del Consejo Rector al socio que solicita la baja es 
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recepticia y que la sociedad, por tanto, debe asegurarse de que este la recibe en el plazo de tres 
meses previsto en la ley. 

Para el Alto Tribunal “la obligatoriedad de la comunicación de la calificación de la baja al socio 
interesado no es casual, ni un mero requisito formal sin contenido, porque precisamente de dicha 
comunicación depende el nacimiento de una serie de consecuencias jurídicas” En concreto:

(i) “si la calificación es contraria a los intereses del socio, se abre un período para su impugnación 
( art. 17.6 de la Ley de Cooperativas) que no puede quedar al albur de una notificación de la que se 
desconoce su efectividad y fecha”, hecho que, a juicio de la Excma. Sala “refuerza inequívocamente 
su naturaleza recepticia”; y,

(ii) si, por el contrario, “se clasifica la baja como justificada, se abre un procedimiento para el re-
embolso cooperativo, como plasmación de la liquidación parcial del contrato de sociedad (sentencia 
289/2020, de 11 de junio). Procedimiento que también está sujeto a unos plazos y condiciones de 
ejercicio que igualmente dependen del conocimiento por parte del socio de la calificación de la baja 
como justificada”.

Concursal. Límites al contenido de un convenio concursal con proposiciones de espera

Sentencia n.º 179/2021, de 30 de marzo de 2021, de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 

El Tribunal Supremo analiza una propuesta de convenio concursal que incorpora esperas de quin-
ce años. La Sala determina que, si bien es cierto que la versión del artículo 100 de la Ley Concursal 
(“LC”) que resulta de aplicación no incluye límites a las proposiciones de quita o de espera, dicho 
precepto debe ser integrado por el artículo 124 LC. 

En concreto, el apartado 1 del artículo 124 LC establece las mayorías necesarias para que una 
propuesta de convenio sea aceptada por la junta, y dichas mayorías requeridas varían conforme 
a la cuantía de la quita y a la duración de la espera. De la lectura de este precepto, el Tribunal 
argumenta que no se establece ninguna mayoría extraordinaria cuando el plazo de la espera es 
superior a diez años, por lo que considera que la ley las excluye del contenido del convenio.

Por último, la sentencia constata que esta interpretación sistemática de la ley no supone un obstá-
culo a la finalidad liberalizadora de la reforma pretendida y que, de hecho, el nuevo Real Decreto 
Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal 
ratifica el límite de diez años a las proposiciones de espera en su artículo 317.

Concursal. Se califica un crédito como subordinado a pesar de no concurrir los requi-
sitos para entender que exista un grupo de sociedades a efectos de la Ley Concursal 

Sentencia n.º 761/2021, de 2 de marzo de 2021, de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 

En el supuesto de autos, la administración concursal de una asociación deportiva calificó un cré-
dito como subordinado al entender que el acreedor (una sociedad instrumental de la concursada 
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y orientada a proporcionarle liquidez) era una persona jurídica especialmente relacionada con la 
concursada, en la medida en que el 70 % del capital de la sociedad estaba suscrito por los socios 
de la asociación deportiva y estaba controlada por los mismos administradores. 

El Juzgado de lo Mercantil mantuvo la calificación del crédito como subordinado al considerar que 
existía una relación de dependencia y control entre la sociedad concursada y la acreedora. Este 
criterio fue confirmado en segunda instancia al considerar aplicables los supuestos 4.º y 6.º del 
apartado primero del artículo 93.1 LC relativo a las “personas especialmente relacionadas con el 
concursado persona natural”, en virtud de la remisión realizada al final del apartado segundo del 
artículo 93.2.1.º LC. 

Finalmente, el Tribunal Supremo considera que el artículo 93.2.1.º LC no puede aplicarse al caso 
de autos, puesto que los socios personas físicas de la concursada, que es una asociación deportiva, 
no son responsables de sus deudas, por lo que no se dan los requisitos para considerar al acreedor 
como persona especialmente relacionada con la concursada. 

Sin embargo, el Alto Tribunal entiende que la anterior estimación de la argumentación del acree-
dor demandante no tiene efecto útil, dado que no altera el fallo de la Audiencia porque a la misma 
se llega por la vía del artículo 93.2.3.º LC, entendiendo que procede la calificación del crédito 
como subordinado cuando nos encontremos ante sociedades que forman parte de un mismo gru-
po, sin que sea necesario que se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 42 del Código 
de Comercio sobre la obligación legal de consolidar las cuentas anuales y el informe de gestión. 
El Alto Tribunal recuerda que este artículo está ubicado en el título que regula las obligaciones 
contables y los libros de los empresarios, por lo que, por razones sistemáticas, ha de interpretarse 
que el precepto contiene elementos que son relevantes a efectos contables que son irrelevantes 
a otros efectos. Para ello, además, es indiferente que en la cúspide del grupo se encuentre una 
sociedad mercantil o algún otro sujeto (persona física, fundación, etc.).

Concursal. El Tribunal Supremo recuerda que la compensación de créditos no es 
automática y debe analizarse si existen circunstancias que privan de justificación a la 
operación de compensación rescindible

Sentencia n.º 170/2021, de 25 de marzo de 2021, de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo

En el supuesto de autos se discute si determinadas operaciones de cesión intragrupo de derechos 
de crédito y compensaciones pueden ser rescindibles en el concurso. En concreto, se discute si 
deben reintegrarse, al amparo del artículo 71 LC, las operaciones de compensación de créditos 
realizadas por la concursada y otras dos sociedades del mismo grupo, en virtud de las cuales las 
últimas habrían cobrado, por compensación, determinados créditos, cuyo reconocimiento con la 
calificación de subordinados se interesa, al considerar el acreedor demandante que esas com-
pensaciones constituían un acto perjudicial para la masa del concurso y contrario a la par conditio 
creditorum.

La controversia se centraba, por tanto, en si concurrían o no los requisitos legales para el ejercicio 
de la acción de reintegración del artículo 71 LC de las compensaciones realizadas y si supusieron o 
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no un pago por compensación, si puede identificarse o no como un acto dispositivo del deudor y si 
las deudas y crédito compensables cumplían el requisito de la homogeneidad del artículo 1196.2.º 
del Código Civil. 

El Alto Tribunal recuerda que los dos requisitos que establece el artículo 71 LC son que el acto sea 
perjudicial para la masa activa y que se haya realizado dentro de los dos años anteriores a la fecha 
de la declaración de concurso, y concluye que, aunque los pagos conllevan una disminución del 
haber del deudor y reducen la garantía patrimonial de los acreedores, no por ello pueden consi-
derarse todos ellos perjudiciales para la masa. Su justificación venía determinada por el carácter 
debido de la deuda satisfecha. Sin embargo, sí debe analizarse el momento y las circunstancias en 
las que se realiza el pago, porque esos elementos sí podían privar de justificación a algunos pagos, 
determinando la vulneración de la par conditio creditorum.

En el caso de autos, el Tribunal Supremo confirma que concurren circunstancias que privan de 
justificación al sacrificio patrimonial que comporta para la masa las compensaciones: (i) el mo-
mento en que se produce la alegación de la compensación, en el breve intervalo de tiempo que 
medió entre la comunicación de la sociedad concursada del artículo 5 bis LC y la declaración del 
concurso, es decir, en un momento muy próximo a esta declaración, en el que ya era conocida la 
situación de insolvencia; (ii) que las sociedades cedentes, cesionarias y concursada/cedida, están 
integradas en un mismo grupo de sociedades, en que el presidente o consejero-delegado es una 
misma persona; (iii) la previa cesión de créditos entre sociedades del grupo para provocar la 
compensación; y (iv) que los créditos contra la concursada, que desaparecen del pasivo a cambio 
de la supresión en el activo de los correlativos créditos de la concursada, dada la especial relación 
de las sociedades acreedores con esta, tendrían carácter subordinado (art. 92.5.º y 93.2.3.º LC).

Finalmente, el Tribunal Supremo concluye que la rescisión de las operaciones de compensación 
(que tampoco tienen la condición de actos ordinarios de la actividad profesional o empresarial 
del deudor) no alcanza a las cesiones de créditos, de modo que los efectos de la rescisión del acto 
unilateral que supone el pago o cumplimiento de una de las contraprestaciones del negocio no 
afecta a la validez y eficacia del contrato o negocio del que nace aquella.

Concursal. La Audiencia Provincial de Oviedo determina la imposibilidad de que un 
socio único, a pesar de poseer un crédito muy cualificado, pueda vincular al resto de 
los acreedores a una quita excesiva

Sentencia n.º 59/2021, de 11 de febrero de 2021, de la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Oviedo

En el supuesto de autos, se discute si una quita del 90 % sobre el importe de los créditos aprobado 
por el 77,79 % del pasivo es válida cuando en el acuerdo participa con su voto un socio único que 
tiene más del 62 % de la totalidad del pasivo.

Los acreedores demandantes alegaron que las mayorías exigidas para la adopción del acuerdo 
habían sido alcanzadas en fraude de ley y de acreedores, dado que todos los acreedores que 
habían votado a favor del acuerdo mantenían algún tipo de vinculación con la concursada. Ade-
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más, hacían referencia a la desproporción de las medidas acordadas, pues una quita del 90 % es 
imposible de aceptar. 

El Juzgado de lo Mercantil acuerda desestimar la demanda, pues la infracción esgrimida no se en-
cuentra recogida entre los motivos de impugnación contemplados legalmente a tal fin. Tampoco 
considera que sea relevante la clasificación de los créditos que se pretende.

La Audiencia Provincial niega de forma sucinta varias cuestiones alegadas en el recurso de ape-
lación por los demandantes por considerar que, o bien son términos novedosos o pretensiones 
modificativas, o bien meras manifestaciones carentes de cualquier soporte probatorio. Sin embar-
go, desarrolla de una forma más extensa si una quita del 90 % acordada se considera una medida 
desproporcionada.

En su argumentación, la Audiencia asimila el acuerdo extrajudicial de pagos con los acuerdos 
de refinanciación de la disposición adicional cuarta de la LC, siguiendo la exposición de motivos 
de la Ley 25/2015 y la Recomendación de la Comisión Europea de 12 de marzo de 2014. De esta 
manera, la solución extrajudicial que se ofrece a los acreedores no puede ser de peor condición 
a la que resultaría en un escenario concursal. En este caso, uno de los acreedores es el socio 
unipersonal de la sociedad deudora, que es titular del 62,25 % de la totalidad del pasivo. Si se 
hubiera llegado a concurso, la mayoría del 65 % del pasivo ordinario del artículo 124.1 b) de la 
LC no habría sido alcanzada para una quita del 90 %, puesto que el socio unipersonal no tendría 
derecho de voto para la aprobación del convenio, pues habría sido degradado a la categoría de 
acreedor subordinado.

En resumen, no parece admisible una situación en la que el socio único, gracias al importe muy 
cualificado de su crédito, pueda vincular al resto de los acreedores a un quita nada menos que del 
90 % de sus créditos, pues supone una situación de abuso de la unipersonalidad. 

Concursal. La legislación no prohíbe que el porteador efectivo ejercite una acción 
directa frente al cargador principal aunque el porteador intermedio haya sido de-
clarado en concurso

Sentencia n.º 113/2021, de 2 de marzo de 2021, de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo

En esta resolución, el Alto Tribunal confirma la posibilidad de que el porteador efectivo ejercite la 
acción directa prevista en la disposición adicional sexta (“DA 6”) de la Ley 9/2013, de 4 de julio, 
por la que se modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, 
y la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea (“Ley 9/2013”), frente al cargador principal, 
aun cuando el porteador intermedio haya sido declarado en concurso. Y ello por cuanto (i) la DA 
6 de la Ley 9/2013 no contiene ninguna previsión que excepcione su aplicación en caso de concur-
so del porteador intermedio y la Ley Concursal tampoco ha incluido esta acción entre las vetadas 
para su ejercicio tras la declaración de concurso; y (ii) porque, en virtud de esta acción, el cargador 
principal se obliga frente al porteador efectivo no por el contrato, sino por Ley, a diferencia de lo 
que sucede con la acción directa del artículo 1597 del Código Civil.



191

 Procesal Civil

Asimismo, la Sala distingue dos supuestos diferentes en función de si, antes de declararse el con-
curso del porteador intermedio, este ha cobrado ya del cargador efectivo o no. “En el primer caso, 
no hay ningún crédito en la masa activa del concurso que pueda verse afectado, por lo que el ejer-
cicio de la acción directa queda al margen del proceso concursal”, sin perjuicio de que el éxito de 
la acción haga surgir un crédito de regreso del cargador frente al intermediario concursado. En el 
segundo caso, el ejercicio de la acción directa “tampoco afecta al concurso, puesto que el porteador 
efectivo opta por reclamar, no contra el concursado, con quien contrató directamente, sino contra el 
cargador principal, que cumple la función de garante ex lege de la deuda”.

Concursal. El Juzgado de lo Mercantil n.º 2 de Málaga, compartiendo el razonamien-
to de los Juzgados Mercantiles de Barcelona, estima la solicitud de prepack concursal 
formulada por una sociedad en situación de insolvencia

Auto del Juzgado de lo Mercantil n.º 2 de Málaga de 15 de febrero de 2021

En el supuesto de autos, una sociedad en situación de insolvencia formula una solicitud de prepack 
concursal ante el Juzgado de lo Mercantil n.º 2 de Málaga, con el propósito de evitar, tras treinta 
años de historia, el cierre, la pérdida del valor de sus activos y la pérdida de los puestos de trabajo.

La juzgadora, tras repasar el origen y los requisitos de esta novedosa figura, que permite anticipar 
la designación del futuro administrador concursal (denominado en esta fase administrador interi-
no o silente) con el objeto de supervisar, durante la fase preconcursal, la preparación de un posible 
acuerdo de venta de la unidad productiva que se podría implementar de forma inmediata una 
vez declarado el concurso, estima la solicitud al entender que “la declaración de concurso podría 
suponer, dado el agotamiento de la tesorería y la situación descrita en la solicitud el cierre definitivo 
del negocio y la pérdida total de los puestos de trabajo si no se adopta algún sistema que permita 
vender de forma rápida la unidad productiva en funcionamiento”, por lo que “esa necesidad de ser 
ágiles justifica no acudir únicamente a los medios ordinarios de venta concursal, mucho más lentos 
y que probablemente impedirían salvar esta unidad productiva atendiendo a las circunstancias del 
caso descritas en la solicitud”.

Guía de buenas prácticas para la venta de unidades productivas publicada por el Ilus-
tre Colegio de Abogados de Madrid

Presentación oficial

El pasado mes de abril tuvo lugar la presentación oficial de la Guía de buenas prácticas para la 
venta de unidades productivas elaborada por el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid en colabo-
ración con los Jueces de lo Mercantil de Madrid, el Colegio de Economistas de Madrid, el Colegio 
Central de Titulados Mercantiles de Madrid y el Colegio de Registradores de Madrid. 

La guía, aun cuando comparte que sería deseable avanzar en la dirección apuntada por los Juzga-
dos de Barcelona, considera que el mecanismo del prepack no tiene aún encaje en nuestro orde-
namiento jurídico. Por ello, opta en su lugar por agilizar el procedimiento previsto en el artículo 
530 TRLC.
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En este caso, el deudor deberá solicitar la declaración del concurso y aportar un plan de liquida-
ción con una oferta en firme de venta de la unidad productiva. El concurso será declarado en un 
plazo máximo de dos días y el juzgado designará al administrador concursal, que deberá tomar 
posesión del cargo de manera inmediata, y, en todo caso, en un plazo no superior a cinco días. 
En la misma resolución se acordará la apertura de la fase de liquidación, que seguirá el trámite 
ordinario, y se abrirá una pieza separada para tramitar la venta de la unidad productiva. El admi-
nistrador concursal deberá emitir un informe, que deberá justificar detalladamente en caso de que 
su opinión sea desfavorable o favorable con reservas y, finalmente, el juez del concurso dictará 
resolución, en el plazo de dos días, para autorizar o denegar la operación. Si la operación de venta 
de la unidad productiva fracasa, la enajenación de los activos se ajustará a las reglas generales de 
cualquier procedimiento concursal, que serán las previstas en el artículo 518 TRLC o en el plan de 
liquidación que se apruebe judicialmente.

Aunque su aplicación es voluntaria, los Juzgados Mercantiles de Madrid asumen el compromiso 
de tramitar, con carácter urgente y preferente, este tipo de solicitudes y de unificar la tramitación 
de los procedimientos en beneficio de la seguridad jurídica.

[Portugal]

Exoneração do Passivo Restante – Valor da Causa para efeitos de Recurso 

Acórdão n.º 70/2021 – Tribunal Constitucional (DR 131, Série I, de 19 de abril de 2021)

O Tribunal Constitucional declarou a inconstitucionalidade, com força obrigatória geral, da norma 
resultante das disposições conjugadas do artigo 15.º do CIRE e do n.º 1 do artigo 629.º do CPC 
quando interpretados no sentido de que, no recurso de decisões proferidas no incidente de exo-
neração do passivo restante em processo de insolvência, o valor da causa para efeitos da alçada 
do tribunal recorrido é determinado pelo ativo do devedor, por violação do princípio da igualda-
de consagrado no n.º 1 do artigo 13.º da CRP. Esta posição já tinha sido sufragada nos Acórdãos 
n.º 328/2012, 585/2014 e 131/2020 e nas Decisões Sumárias n.º 376/2014 e 213/2018, passando 
agora a ter força obrigatória geral.
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1.	 Jurisprudencia 

[España]

El Tribunal Supremo declara que (i) las investigaciones penales realizadas en otros 
Estados se presumen legítimas, salvo supuestos de vulneraciones clamorosas, (ii) la 
dirección IP de un usuario no está amparada en el derecho fundamental al secreto 
de las comunicaciones (art. 18.3 CE), sino que, en su caso, podría relacionarse con 
los derechos a la intimidad y protección de datos personales previstos en los párra-
fos 1 y 4 del art. 18 CE, así como con derechos de nueva generación, como la auto-
determinación informativa o el derecho a la identidad virtual, y (iii) la cesión de la 
dirección IP de un usuario por parte de una red social que tiene acceso legítimo a esa 
información y que lo hace con la finalidad de cumplir con su obligación de denunciar 
delitos no puede considerarse irregular

Sentencia n.º 197/2021 del Tribunal Supremo de 4 de marzo de 2021

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo (Pdte. del Moral García) resuelve el recurso de casación 
interpuesto por la defensa frente a la sentencia dictada por la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, de 25 de febrero de 2019, que confirmaba la condena impuesta 
por la Audiencia Provincial de Las Palmas al acusado por un delito de explotación sexual de me-
nores (pornografía infantil).

La investigación de los hechos en nuestro país se activó a raíz de una comunicación de una ONG 
que opera en EE. UU. Una red social había reportado a la ONG la aparición de unos vídeos con 
escenas pornográficas de menores, especificando el número de IP a través de la que se efectuaron 
las conexiones. A partir de dicha información, la ONG elaboró un informe y lo remitió a la Policía 
Nacional española, que, con autorización judicial, obtuvo los datos necesarios para localizar el ser-
vidor que suministraba esa IP y después al concreto usuario que realizó la actividad denunciada.

*   Esta sección ha sido coordinada por Enrique Rodríguez Celada, y en su elaboración han participado Arianna Vázquez Fernández, Mario Montes 
Santamaría, Andrés Turiel Miranda y Belén Adell Troncho, del Área de Derecho Público, Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid y Barcelona). 
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El principal fundamento del recurso es que la cesión del número de IP por parte de la red social 
había sido ilícita, ya que no contaba con la preceptiva autorización judicial para desvelar esa in-
formación. Esa actuación, según indica el recurrente, vulneraría el derecho fundamental a la inti-
midad personal (art. 18.1 CE), el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones (art. 18.3 
CE), el derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), así como la Ley 25/2007 de 
conservación de datos relativos a las comunicaciones electrónicas y a las redes públicas de comu-
nicaciones y demás normativa concordante en materia de protección de datos. Así, la consecuen-
cia jurídica de esa actuación irregular debería ser la ilicitud de la prueba (art. 11.1 LOPJ), lo que 
impediría valorar no solo la concreta prueba obtenida irregularmente, sino todas las obtenidas a 
raíz de aquella (en particular, la identificación del usuario, el registro de su domicilio y su decla-
ración judicial, diligencias que fueron practicadas por las autoridades españolas con autorización 
judicial). El recurso concluye que, sin ese material probatorio, la condena no puede sustentarse 
(presunción de inocencia).

El Tribunal Supremo realiza una serie de interesantes razonamientos que le llevan a desestimar el 
recurso y a confirmar la licitud de la prueba obtenida:

i.	 Los Estados no pueden entrometerse en la legitimidad de la normativa de otros países, ni 
fiscalizar investigaciones tomando como parámetro la regulación interna propia, salvo su-
puestos de vulneraciones clamorosas. De lo contrario, nos instalaríamos en una suerte de 
imperialismo jurídico imponiendo soluciones adoptadas por nuestro legislador a los de-
más países. No podemos aplicar la vigencia de la actual legislación española (necesidad de 
autorización judicial para determinadas investigaciones policiales en la red) a actuaciones 
llevadas a cabo en otros países conforme a su normativa. Por ello, el principio general es 
presumir que las actuaciones desarrolladas en otros países están dentro de la ley, salvo que 
se demuestre lo contrario.

ii.	 La dirección IP no está amparada en el derecho fundamental al secreto de las comunicacio-
nes. El artículo 18.3 CE prohíbe la intromisión de terceros en el contenido de un proceso 
comunicativo en curso sin autorización judicial o consentimiento expreso de alguno de los 
comunicantes. Sin embargo, la cesión de datos que no constituyen la propia comunicación 
(su contenido), pero que están asociados a ese proceso comunicativo (como puede ser 
la dirección IP) no incide en el derecho al secreto de las comunicaciones, sino que dicha 
cesión podría, en su caso, afectar a los derechos a la intimidad y protección de datos perso-
nales que afecten a esa intimidad previstos en los párrafos 1 y 4 del artículo 18 CE, así como 
a derechos de nueva generación, como la autodeterminación informativa o el derecho a la 
identidad virtual. Esta distinción es importante porque solo en los casos de inviolabilidad 
del domicilio o secreto de las comunicaciones la autorización judicial se torna un presu-
puesto inderogable desde el punto de vista constitucional.

iii.	 La necesidad de autorización judicial no se exige para cualquier actividad de investigación 
policial en la red, o para cualquier identificación de una IP (vid. arts. 588 ter 1 o 588 ter k 
LECrim). Cuando la comunicación a través de la red se establece mediante un programa 
P2P al que puede acceder cualquier usuario, el operador asume que muchos de los datos 
que incorpora a la red pasen a ser de público conocimiento. En esos supuestos, es impor-
tante subrayar que la IP es pública (i. e., la huella de la entrada al programa queda regis-
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trada siempre), que es registrada por el usuario al utilizar el programa P2P y que, además, 
la IP por sí sola no identifica al usuario. En esta línea, con cita de jurisprudencia de la Sala, 
señala que “no se precisa autorización judicial para conseguir lo que es público”. Cuestión 
distinta es la obtención de la identidad del usuario (para lo que se precisa el número de 
teléfono y la titularidad del contrato), para lo que sí es necesario contar con la debida au-
torización judicial (lo que se cumplió en el caso objeto de enjuiciamiento).

No obstante lo anterior, dejando de lado el plano constitucional y refiriéndose ahora al 
plano de la legalidad ordinaria, el Alto Tribunal aclara que desde la aprobación de la Ley 
25/2007 (en concreto, en sus artículos 6 y 7) sí se exige expresamente la autorización ju-
dicial para la cesión de la IP, si bien esa norma no estaba en vigor en el momento en que 
sucedieron los hechos. 

iv.	 La red social tenía conocimiento legítimo de la IP del usuario y estaba obligada a denunciar 
los hechos presuntamente constitutivos de delito. En este contexto, la sentencia destaca 
la importancia de que estemos en el marco de una relación entre empresa y usuario, 
situación muy distinta de aquella en la que la información hubiera sido obtenida por una 
autoridad frente a un particular. A este respecto, el Tribunal Supremo subraya que (i) los 
usuarios de la red social son conscientes de que la empresa conoce las IP desde las que 
se efectúan las comunicaciones, por lo que carece de fundamento cualquier expectativa 
de privacidad respecto de ese dato concreto y (ii), en todo caso, ese dato (la IP) es muy 
escasamente invasivo de la intimidad si no se acompaña de indagaciones posteriores para 
averiguar la identidad de los usuarios (lo que ya ocurrió con autorización judicial). Por 
tanto, ese conocimiento legítimo de la empresa —y asumido por quien hace uso de esa 
red— le habilita para desvelar ese dato, no en cualquier caso y por cualquier motivo, pero 
sí para cumplir con la obligación legal tanto de denunciar delitos como de impedir su 
perpetuación.

Por todo ello, el Tribunal Supremo desestima el recurso y confirma la condena a seis años de pri-
sión del acusado por un delito de explotación sexual de menores (pornografía infantil).

El Tribunal Supremo rechaza que la falta de audiencia al Ministerio Fiscal antes de 
acordar la interceptación de comunicaciones constituya per se una infracción cons-
titucionalmente relevante, sin perjuicio de que sea considerada una irregularidad 
procesal. En todo caso, lo que debe acreditarse es que esa medida haya sido noti-
ficada al Ministerio Fiscal para que pueda ejercer un control de legalidad sobre la 
decisión judicial

Sentencia n.º 244/2021 del Tribunal Supremo de 17 de marzo de 2021

El Tribunal Supremo (Pdte. Llarena Conde) desestima en su práctica integridad los recursos inter-
puestos contra la sentencia de la Sección 5.ª de la Audiencia Provincial de Valencia de 7 de junio 
de 2019 que condenaba a los recurrentes como miembros de una organización criminal dedicada 
al asalto y robo de viviendas alejadas de núcleos urbanos, actuaciones estas que, en algunas oca-
siones, terminaron en lesiones y detenciones ilegales de sus moradores.
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En primer lugar, los recurrentes sostienen que se habría vulnerado su derecho a un procedimiento 
con todas las garantías y al secreto de las comunicaciones en la medida en que el instructor acor-
dó la intervención de determinados dispositivos móviles sin la preceptiva audiencia del Ministerio 
Fiscal (art. 588 bis c.1 LECrim), A este respecto, el Tribunal Supremo indica que la omisión de la 
audiencia al Ministerio Fiscal debe considerarse como una irregularidad procesal y no como un 
defecto constitucionalmente relevante. Esa exigencia legal (introducida por la reforma de la LE-
Crim del año 2015) tiene como objetivo reforzar la garantía de que el Ministerio Público ejerza un 
control efectivo sobre la legalidad de la medida. Sin embargo, desde el punto de vista constitu-
cional lo relevante es que la intervención de las comunicaciones se haya adoptado en el marco de 
un procedimiento judicial y que esa decisión sea puesta en conocimiento del Ministerio Fiscal a fin 
de que pueda ejercer el debido control sobre su desarrollo y cese, y realizar las actuaciones que 
estime oportunas en defensa de la legalidad. La vulneración de los derechos fundamentales in-
vocados, por lo tanto, se habría producido si este trámite de notificación no hubiera tenido lugar, 
permaneciendo la Fiscalía en la ignorancia respecto de la adopción de la medida. No obstante, 
eso no sucedió en el caso examinado, puesto que el Ministerio Fiscal no intervino, pese a haber 
sido correcta y puntualmente informado.

En segundo lugar, los recurrentes aducían que se habían quebrantado sus derechos a la tutela judi-
cial efectiva y a la presunción de inocencia por no existir elementos probatorios de cargo que sos-
tuviesen una condena. A este respecto, el Alto Tribunal recuerda que, cuando no existe prueba de 
cargo directa, es perfectamente posible acudir a lo que la doctrina denomina prueba indiciaria, que 
permite considerar probados aquellos hechos que el tribunal de instancia deduzca lógicamente de 
otros hechos base de los que sí haya prueba directa. En esos supuestos, solo se entenderá vulnerado 
el derecho a la presunción de inocencia cuando la inferencia realizada por el tribunal sea tan ilógica 
o arbitraria que la conclusión alcanzada no pueda darse por probada. En el caso concreto, el Tribu-
nal Supremo rechaza el motivo del recurso al considerar que la participación de los acusados está 
probada por múltiples indicios (por ejemplo, los distintos robos fueron ejecutados de acuerdo con 
un mismo modus operandi, algunos miembros fueron identificados conduciendo en días separados 
los distintos coches vinculados a la organización, la Policía identificó a algunos miembros recogiendo 
al resto de sujetos de la organización las noches de los atracos, etc.). 

En tercer lugar, algunos de los recurrentes cuestionan que se les puedan aplicar las agravantes 
que solo concurrían en otros de los acusados (como el uso de armas o la utilización de disfraz). 
Sobre esta cuestión, el Tribunal Supremo recuerda que cuando el resto de los partícipes en la co-
misión del hecho delictivo conozcan y acepten la utilización de esos medios comisivos (o al menos 
se lo representen como posibilidad), esas circunstancias agravantes se entenderán extensibles a 
todos los miembros del grupo. Se considera probado que hubo un reparto de roles dentro del 
plan, de manera que cada uno realizó una aportación necesaria para su desarrollo. Por ello, el 
Alto Tribunal concluye que es posible extender la condena por estos delitos a todos los miembros 
de la organización a título de coautores. En un sentido análogo, todos los miembros se beneficia-
ron del uso de armas y de ropa que ocultara el rostro, por lo que también les son extensibles las 
correspondientes agravantes.

En cuarto lugar, el Tribunal Supremo ratifica la condena por pertenencia a grupo criminal. A di-
ferencia de las meras coautorías, el relato fáctico de la sentencia recurrida contiene indicios de la 
voluntad constante de los acusados de agruparse para la perpetración concertada de delitos (el 
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grupo criminal del art. 570 ter CP, a diferencia de la organización criminal, no exige acreditar un 
carácter estable y un formal reparto de funciones entre sus miembros). Por tanto, a estos efectos 
lo relevante es que no se trate de un consorcio puramente ocasional (ya que ello encuadraría en el 
concepto de codelincuencia ordinaria), sino que exista una finalidad de realización concertada de 
una pluralidad de delitos. Teniendo en cuenta lo anterior, el órgano de casación estima la impug-
nación de un recurrente, que se encontraba preso hasta una semana antes de participar en uno 
de los robos, ya que el Tribunal Supremo concluye que difícilmente puede observarse la necesaria 
voluntad de integrarse de manera persistente en un grupo criminal en quien materialmente no 
tuvo la posibilidad de formar parte de esa conexión duradera.

La Sala Segunda del Tribunal Supremo establece que el derecho de las partes a co-
nocer las pruebas materiales que estén en posesión de las autoridades competentes 
se refiere solo al material que integra el procedimiento judicial. Por tanto, este de-
recho no abarca el conocimiento del contenido de la investigación preprocesal, cuyo 
resultado final, al tener simple valor de denuncia o de mero objeto de la prueba, 
solo sirve para el arranque del procedimiento penal

Sentencia n.º 312/2021 del Tribunal Supremo de 13 de abril de 2021

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo (Pdte. Llarena Conde) resuelve sendos recursos de ca-
sación interpuestos por los dos condenados frente a la sentencia dictada por la Sala de lo Civil y 
Penal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (TSJM) de 7 de julio de 2020. En ella, los magis-
trados del TSJM estimaron el recurso de apelación del Ministerio Fiscal y desestimaron los recursos 
de apelación que interpusieron los condenados frente a la Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Madrid (Sección 30.ª), de 11 de diciembre de 2019, que condenó en instancia a los acusados a 
ocho años de prisión por un delito contra la salud pública.

Los recursos de casación formulados por las respectivas defensas incorporan distintos motivos. 
No obstante, el pronunciamiento que despierta mayor interés es el referido al motivo único del 
recurso de casación de uno de ellos (también incluido en el recurso de casación del otro acusado).

En esencia, los condenados reprochan que se les haya negado el acceso a la investigación que el 
Grupo de Blanqueo de Capitales de la Unidad Central Operativa (UCO) de la Guardia Civil siguió 
frente a uno de los condenados y su mujer. En el seno de esa investigación preprocesal por un 
posible delito de blanqueo de capitales se estableció un dispositivo de vigilancia policial en la re-
sidencia de uno de los condenados, que incluía el recurso a un perro adiestrado en la detección 
de drogas y estupefacientes. Durante el seguimiento, y de forma casual según las autoridades, 
los condenados fueron sorprendidos con parte de un cargamento de cocaína introducida ya en 
bolsas y con otros paquetes de droga en los compartimentos ocultos de un vehículo que estaban 
vaciando.

Los recurrentes alegaron que no era posible que hubieran sido sorprendidos de forma casual y 
solicitaron, como prueba anticipada al juicio oral, entre otras, que se librase oficio a la Fiscalía 
Especial Antidroga de la Audiencia Nacional a fin de que remitiera testimonio íntegro de sus dili-
gencias de investigación (incoadas a raíz de la actuación policial), así como que se reclamase a la 
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Guardia Civil copia del informe económico patrimonial que la UCO había realizado sobre uno de 
los condenados y su mujer en el contexto de la investigación por supuesto blanqueo de capitales. 
También solicitaron las comunicaciones recibidas en su día del FBI estadounidense y que habrían 
dado lugar a la actuación policial de seguimiento. Sin embargo, todas estas peticiones de prueba 
fueron denegadas.

Por todo ello, los recurrentes entienden que se ha producido un quebranto de su derecho a la uti-
lización de los medios de prueba pertinentes para la defensa, así como de su derecho a ser infor-
mados de cuáles son los materiales que conforman el proceso. En particular, consideran que de-
bieron ser autorizados a conocer cuándo, cómo y con qué medios se procedió a la investigación. 
Y, en caso de que la investigación hubiera afectado a sus derechos fundamentales, conocer por 
orden de quién y por qué se siguió la investigación que ha concluido en la sentencia condenatoria.

El Tribunal Supremo, tras realizar un exhaustivo análisis de la normativa aplicable (sobre todo, de 
la Directiva 2012/13/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, relativa 
al derecho a la información en los procesos penales —en concreto, los arts. 6 y 7—, así como su 
transposición a nuestro ordenamiento jurídico, que supuso la modificación de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal —en particular, los arts. 570 y 118— y de la Ley Orgánica del Poder Judicial) y 
de la jurisprudencia, desestima los recursos de casación y confirma la condena con base en los 
siguientes argumentos:

i.	 Las partes personadas, y en particular los encausados, tienen derecho a conocer el con-
tenido íntegro de las actuaciones procesales, sin más excepción que la derivada de su 
eventual declaración de secreto (art. 302 LECrim).

ii.	 Este derecho se extiende, en virtud de la doctrina de los hallazgos casuales, a conocer 
actos jurisdiccionales limitativos de derechos fundamentales realizados en otro procedi-
miento judicial, cuando de su legitimidad dependa la validez del medio probatorio que le 
afecta y no se hayan incorporado ya al proceso (arts. 579 bis y 588 bis i LECrim).

iii.	 Ahora bien, el derecho de las partes a conocer y examinar las actuaciones procesales, 
plasmado en los arts. 118, 627, 780.1, 784.1 LECrim, no faculta a conocer la investigación 
preprocesal que no se haya reflejado en las actuaciones. En este sentido, el Alto Tribunal 
apunta que en este caso es todavía más claro porque las actuaciones de investigación no 
solo eran preprocesales, sino que ni siquiera se dirigían a la averiguación de los mismos 
hechos (delito contra la salud pública frente a delito de blanqueo de capitales).

iv.	 Excepcionalmente, cuando se presenten indicios fundados de concurrir circunstancias 
que comprometan la validez de la prueba o que razonablemente puedan condicionar su 
credibilidad o su capacidad indicativa, afectando con ello al derecho de defensa de las 
pretensiones de las partes, estas pueden solicitar a la autoridad judicial competente que 
incorpore, únicamente, los extremos concretos de la investigación preprocesal que refle-
jen tales condicionantes.

i.	 En esos supuestos, la autoridad judicial realizará un doble análisis de la pertinencia y 
necesidad de la indagación solicitada (arts. 311, 659, 785 y 786.2 LECrim). Desde una 
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consideración externa, se evaluará si concurren indicios fundados de que pueda existir 
información no reflejada en las actuaciones que condicione el contenido de la prueba y 
que sugiera razonablemente que su verificación tendrá capacidad para aportar un eficaz 
reforzamiento de la tesis de la defensa. El examen interno se activa en los supuestos en los 
que el control anterior se supere. Si es así, la autoridad judicial solicitará información sobre 
los extremos afectados, revisará la realidad subyacente y resolverá desde la consideración 
de su pertinencia y de una real necesidad para la defensa.

En conclusión, el Tribunal Supremo entiende que no ha sido vulnerado el derecho de las partes a 
conocer el contenido de las actuaciones del proceso y a disponer del material probatorio solicitado, 
por cuanto las actuaciones preprocesales no forman parte del expediente del procedimiento judicial.

El Pleno de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo confirma la condena a un em-
presario por delito contra la intimidad (arts. 197.1 y 197.4 CP) por el acceso ilegítimo 
al correo electrónico corporativo de un empleado, aplicando la doctrina Barbulescu 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos al análisis de la eventual concurrencia 
en la conducta del empresario de una causa de justificación por ejercicio legítimo de 
un derecho (art. 20.7 CP)

Sentencia n.º 328/2021 del Tribunal Supremo de 22 de abril de 2021

El Pleno de la Sala Segunda del Tribunal Supremo (Pdte. Marchena Gómez) desestima el recurso 
de casación contra la sentencia de 17 de octubre de 2019 dictada por la Sección 29.ª de la Au-
diencia Provincial de Madrid, que confirmaba la condena impuesta al recurrente por el Juzgado 
de lo Penal n.º 5 de Madrid (sentencia de 10 de junio de 2019) por un delito de descubrimiento y 
revelación de secretos de los arts. 197.1 y 197.4 CP.

El condenado era el propietario y administrador único de una sociedad. Ante las sospechas de que 
un empleado estaba simultaneando trabajos por su cuenta en el mismo sector en que operaba 
la compañía —utilizando para ello, además, el material de la empresa—, el recurrente y su hija 
procedieron a revisar los correos electrónicos que constaban en el ordenador corporativo del em-
pleado. Las contraseñas eran conocidas y públicas. La intervención afectó también a los correos 
personales del empleado, pues la dirección electrónica personal estaba instalada en el dispositivo. 
Los mensajes relevantes fueron imprimidos y aportados al subsiguiente procedimiento penal se-
guido contra el empleado a instancias del empresario.

El Alto Tribunal descarta en su análisis todas las cuestiones que supongan una alteración del relato 
fáctico de la sentencia recurrida. No hay datos en las actuaciones que permitan sostener que el 
condenado actuó creyendo estar amparado en derecho (error de prohibición) ni que lo hiciera en 
defensa propia. Tampoco cabe entrar a valorar si concurrió o no el elemento subjetivo del delito 
—es decir, la intención de apoderarse de los secretos del empleado— o si, por el contrario, fue 
una actuación —que la defensa califica como proporcional y necesaria— destinada a prevenir una 
conducta gravemente nociva para la empresa. La sentencia del Tribunal Supremo resalta que la 
intención delictiva forma parte del relato fáctico de la sentencia de instancia, por lo que no puede 
ser revisada en casación.
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Sin embargo, el Pleno de la Sala Segunda sí aborda el argumento de la proporcionalidad y nece-
sidad de la injerencia como causa de exclusión de la antijuridicidad y analiza su virtualidad para 
configurarse, en este caso, como una causa de justificación; en concreto, el eventual ejercicio 
legítimo de un derecho por el empresario (art. 20.7 CP).

Tras reconocer que las nuevas tecnologías han tornado obsoletos los remedios que el derecho 
laboral tradicionalmente ofrecía para abordar la colisión entre el derecho a la intimidad de los 
trabajadores y la facultad fiscalizadora del empresario, el órgano de casación recurre a sus propios 
precedentes, a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y al pronunciamiento de la Gran Sala 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el asunto Barbulescu II para analizar la viabilidad 
en el caso de la causa de justificación invocada por el recurrente. A pesar de algunos vaivenes 
previos referentes a la descripción de qué actuaciones afectarían al derecho fundamental a la inti-
midad (art. 18.1 CE) y qué conductas colisionarían con el derecho al secreto de las comunicaciones 
(art. 18.3 CE), la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo recibió la doctrina Barbulescu en su STS 
núm. 489/2018, de 23 de octubre de 2018 (Pdte. del Moral García), si bien en materia de ilicitud 
probatoria —con vistas a la eventual condena del empleado infractor— y no de valoración de 
causas de justificación que pudieran concurrir en la conducta del empresario.

Apartándose de los referidos vaivenes previos, el Alto Tribunal proclama ahora que el ámbito de 
negociación entre empresario y trabajador respecto de la fiscalización potencial del empresario 
es muy amplio y abarca no solo aspectos protegidos por el derecho a la intimidad del trabajador, 
sino también aspectos propios del derecho al secreto de las comunicaciones. En palabras del Ple-
no de la Sala Segunda: “Empresario y trabajador pueden fijar los términos de ese control, pactando 
la renuncia, no ya a la intimidad, sino a la propia inviolabilidad de las comunicaciones. Y allí donde 
exista acuerdo expreso sobre fiscalización, se estará excluyendo la expectativa de privacidad que, 
incluso en el ámbito laboral, acompaña a cualquier empleado”. 

Sin embargo, el Alto Tribunal se remite a los criterios del test Barbulescu para la determinación de 
cuándo se ha producido una renuncia propiamente dicha por el trabajador a su expectativa razo-
nable de privacidad. El Pleno de la Sala Segunda establece que la exclusión de la expectativa debe 
ser “expresa y consciente”, sin que quepa equiparar a este escenario con supuestos de pretendida 
renuncia derivada de la “voluntad presunta” del trabajador. Así, la utilización por el trabajador de 
los medios electrónicos de la empresa para usos particulares, a pesar de existir una prohibición 
de uso personal, no puede interpretarse como una renuncia por el trabajador a su expectativa de 
privacidad. Esa infracción podrá ser sancionable conforme al derecho laboral, pero “no priva al 
trabajador que incurre en ella de su derecho a definir un círculo de exclusión frente a terceros, entre 
los que se incluye, desde luego, quien le proporciona esos medios productivos”.

No consta en el caso examinado que la negociación entre el empresario condenado y su emplea-
do se produjera y, por tanto, que el trabajador hubiese sacrificado convencionalmente el ámbito 
de su privacidad. El Alto Tribunal descarta que ello pueda deducirse del mero hecho de que la 
utilización de los medios electrónicos de la empresa para usos particulares sea considerado como 
una infracción del convenio colectivo sectorial de aplicación. Por ello, desestima el recurso y con-
firma la condena al recurrente por un delito de descubrimiento y revelación de secretos.
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9 de junio de 2021

1.	 Legislación

[Unión Europea]

Posibilidad de modificar la composición de las vacunas frente a cepas nuevas o múl-
tiples en el contexto de pandemia de coronavirus humano

Reglamento Delegado (UE) 2021/756 de la Comisión, de 24 de marzo de 2021, que modifica 
el Reglamento (CE) no 1234/2008, relativo al examen de las modificaciones de los términos 
de las autorizaciones de comercialización de medicamentos para uso humano y medica-
mentos veterinarios (DOUE L 162, de 10 de mayo de 2021)

Con el fin de garantizar que las vacunas autorizadas contra el coronavirus humano sigan siendo 
eficaces contra posibles mutaciones, este Reglamento Delegado incluye algunas modificaciones 
en el Reglamento (CE) n.º 1234/2008. En particular, se prevé que, cuando se haya declarado la 
situación de pandemia de coronavirus humano, las autoridades, aun cuando falten determina-
dos datos farmacéuticos, clínicos o no clínicos, podrán aceptar excepcional y temporalmente la 
modificación de los términos de una autorización de comercialización de las vacunas contra la 
enfermedad. 

Además, las modificaciones relativas a cambios de la sustancia activa de una vacuna contra el co-
ronavirus humano, incluida la sustitución o adición de un serotipo, cepa, antígeno o secuencia de 
codificación, se incluyen ahora expresamente como un tipo de extensión o de modificación de la 
autorización de comercialización.

*   Esta sección ha sido coordinada por Beatriz Cocina y redactada por Alejandro Abad Chamorro y Carla Bravo Gil de Antuñano, del Área de Derecho 
Mercantil de Uría Menéndez.
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[España]

Nuevas condiciones de almacenamiento, comercialización, importación o exporta-
ción, control oficial y autorización de ensayos con productos fitosanitarios

Real Decreto 285/2021, de 20 de abril, por el que se establecen las condiciones de alma-
cenamiento, comercialización, importación o exportación, control oficial y autorización de 
ensayos con productos fitosanitarios, y se modifica el Real Decreto 1311/2012, de 14 de sep-
tiembre, por el que se establece el marco de actuación para conseguir un uso sostenible de 
los productos fitosanitarios (BOE de 10 de mayo de 2021)

Este Real Decreto establece disposiciones en los siguientes ámbitos:

i.	 Condiciones de almacenamiento. Por un lado, se establecen las condiciones de almacena-
miento de productos fitosanitarios de uso profesional (incluyendo aquellas que han de 
observarse en el momento de la distribución y la venta en empresas de tratamiento y en 
explotaciones agrarias) y de uso no profesional; por otro lado, se establecen los requisitos 
y condiciones que han de cumplir las instalaciones de fabricación, de almacenamiento 
y de aplicación (cámaras de fumigación, túneles de pulverización y demás instalaciones 
destinadas a efectuar tratamientos) de productos fitosanitarios.

ii.	 Comercio con terceros países. Quienes importen y exporten productos fitosanitarios o sus-
tancias activas están obligados a: 

A.	 En el caso de los productos fitosanitarios, declarar las transacciones conforme al Re-
gistro electrónico de transacciones y operaciones con productos fitosanitarios (RETO), 
creado en virtud de este Real Decreto.

B.	 Declarar la presencia de dichos productos como parte de su mercancía.

C.	 En el caso de las importaciones, etiquetar claramente los productos conforme a la 
normativa de la Unión Europea de aplicación y declarar si el destino final del producto 
es su uso en España, en otro Estado miembro o para su exportación a un tercer país.

D.	 En el caso de las exportaciones, definir claramente en el etiquetado del producto que 
su destino es la exportación.

iii.	 Venta a distancia de productos fitosanitarios. Se introducen requisitos más estrictos para 
las ventas a distancia, que únicamente estarán permitidas para los productos de uso no 
profesional y que deberán cumplir con los siguientes requisitos:

A.	 Que el establecimiento cuenta con personal con la titulación universitaria habilitante 
para ejercer como técnico competente en materia de sanidad vegetal, quien facilitará 
el previo asesoramiento personalizado sobre su uso, sus riesgos para la salud y el 
medio ambiente, y las instrucciones para mitigar dichos riesgos.
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B.	 Que se cumple la normativa aplicable a los productos fitosanitarios objeto de venta.

C.	 Que los distribuidores proporcionan a los usuarios información general sobre los ries-
gos del uso de los productos fitosanitarios para la salud y el medio ambiente, y, en 
particular, sobre los peligros, exposición, almacenamiento adecuado, manipulación, 
aplicación y eliminación en condiciones de seguridad, así como sobre las alternativas 
de bajo riesgo y sobre la correcta gestión de los envases vacíos.

D.	 Como “ventas a distancia” se entienden aquellas que se realiza a través de la página 
web del comercializador o por correo postal, teléfono o fax, de acuerdo con el artículo 
92 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios, sin la presencia del comprador en el establecimiento, pero quedan expresamente 
excluidas las ventas entre suministradores.

iv.	 Creación de un registro electrónico de transacciones y operaciones con productos fitosani-
tarios (RETO) y aplicación de controles oficiales. En el RETO deberán inscribirse los opera-
dores inscritos en los sectores suministrador y de tratamientos fitosanitarios del Registro 
oficial de productores y operadores de medios de defensa fitosanitaria (ROPO) a los efec-
tos de llevar un registro actualizado de todas las operaciones de comercialización, impor-
tación o exportación que realicen. Además, las autoridades competentes elaborarán un 
Programa plurianual de control oficial de la comercialización, importación o exportación 
de productos fitosanitarios.

v.	 Registro y autorización de entidades que realicen ensayos con productos fitosanitarios. Para 
la realización de ensayos con productos fitosanitarios se requerirá la inscripción en el Re-
gistro oficial de empresas que realicen ensayos con productos fitosanitarios, tras la autori-
zación del órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente (a excepción 
de los centros o servicios oficiales y entidades públicas, que no requerirán previa autori-
zación). La inscripción en el Registro facultará a la empresa para prestar sus servicios en 
España, siempre que cumpla con una serie de obligaciones, listadas en el artículo 19 del 
propio Real Decreto. 

Se garantiza la confidencialidad de toda la información relativa a los productos fitosanitarios ob-
jeto de ensayo, incluidos los resultados obtenidos (siempre sin perjuicio de la debida ponderación 
en cada caso concreto del derecho de los ciudadanos al acceso a la información, de acuerdo con 
la normativa de transparencia).

Adaptación del régimen jurídico de la utilización confinada, liberación voluntaria y 
comercialización de organismos modificados genéticamente (OMG) al derecho de 
la Unión

Real Decreto 406/2021, de 8 de junio, por el que se modifica el Real Decreto 178/2004, de 
30 de enero, por el que se aprueba el Reglamento general para el desarrollo y ejecución de 
la Ley 9/2003, de 25 de abril, por la que se establece el régimen jurídico de la utilización 
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confinada, liberación voluntaria y comercialización de organismos modificados genética-
mente (BOE de 19 de junio de 2021)

El principal cambio introducido por el Real Decreto 406/2021 es la modificación del régimen de 
petición de tratamiento confidencial de la información presentada por los titulares de las activi-
dades reguladas por el Real Decreto 178/2004 (i. e., sujetos que quieran realizar una actividad de 
utilización confinada de OMG o de liberación voluntaria de OMG, o que quieran comercializar por 
primera vez OMG) en los procedimientos de comprobación o autorización administrativa. El prin-
cipal cambio consiste en regular de forma diferenciada la petición de tratamiento confidencial de 
la información presentada en las comunicaciones o solicitudes de autorización de actividades de 
utilización confinada (art. 13 del Real Decreto 406/2021) y la petición de tratamiento confidencial 
de la información presentada en las solicitudes de autorización de liberación voluntaria y comer-
cialización (arts. 23 y 32 del Real Decreto 406/2021). En concreto:

i.	 La petición de tratamiento confidencial de la información presentada en las comunicacio-
nes o solicitudes de autorización de actividades de utilización confinada (art. 13 del Real 
Decreto 406/2021) se mantiene en términos similares al régimen unificado anteriormente 
existente. La autoridad competente, previa consulta con el presentante de la comunicación 
o solicitud, decidirá qué información de la comunicación o solicitud deberá mantenerse en 
secreto. En ningún caso se mantendrá secreto sobre:

A.	 Características generales del organismo modificado genéticamente, nombre y direc-
ción del notificante y lugar de utilización. 

B.	 Tipo de utilización confinada y medidas de confinamiento.

C.	 Evaluación de los efectos previsibles y, en particular, de cualquier efecto nocivo para 
la salud y para el medio ambiente.

ii.	 En cambio, en las solicitudes de autorización de liberación voluntaria y comercialización 
(arts. 23 y 32 del Real Decreto 406/2021) solo se podrá otorgar tratamiento confidencial 
a los siguientes elementos de información, siempre y cuando el solicitante demuestre que 
su divulgación podría conllevar un perjuicio importante para sus intereses:

A.	 El proceso de fabricación o elaboración, incluido el método y aspectos innovadores de 
este, así como otras especificaciones técnicas e industriales inherentes a dicho proceso 
o método, a excepción de la información que sea pertinente para la evaluación de la 
seguridad. 

B.	 Las relaciones comerciales entre la persona o entidad productora o importadora y la 
solicitante o titular de la autorización, en su caso. 

C.	 La información comercial que revele las fuentes, la cuota de mercado o la estrategia 
comercial de la persona o entidad solicitante. 
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D.	 Información sobre la secuencia del ADN, excepto en el caso de secuencias utilizadas 
a efectos de detección, identificación y cuantificación del evento de transformación. 

E.	 Pautas y estrategias de reproducción.

No obstante, la autoridad competente podrá divulgar la anterior información cuando sea indis-
pensable una intervención urgente para proteger la salud humana, la sanidad o el medio ambien-
te, como en situaciones de emergencia. 

Por otro lado, el Real Decreto 406/2021 introduce la posibilidad de que el órgano competente re-
duzca el plazo de información pública (trámite preceptivo para la autorización de un proyecto de 
liberación voluntaria de OMG y en la comprobación administrativa de la actividades de utilización 
confinada de OMG tipo 3 y 4) de treinta a veinte días cuando concurran motivos de necesidad. 
Conforme al nuevo texto, habrá necesidad cuando la actividad esté relacionada con la prevención 
o contención de agentes infecciosos, procesos o situaciones que puedan tener repercusiones para 
la salud y para los que se precise actuaciones inmediatas o a corto plazo.

Por último, se aprovecha esta modificación para actualizar la composición del Consejo Interminis-
terial de OMG y de la Comisión Nacional de Bioseguridad, sustituyendo las referencias a los an-
teriores órganos por los actualmente competentes en el ámbito de los OMG conforme a la actual 
planta departamental. 

Desarrollo nacional de la regulación europea de piensos medicamentosos

Real Decreto 370/2021, de 25 de mayo, por el que se establecen disposiciones específicas 
para la aplicación en España del Reglamento (UE) 2019/4 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de diciembre de 2018, relativo a la fabricación, la comercialización y el uso de 
piensos medicamentosos (BOE de 8 de junio de 2021)

El Real Decreto 370/2021 tiene como objeto establecer disposiciones específicas para la aplicación 
en España del Reglamento (UE) 2019/4 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciem-
bre de 2018, relativo a la fabricación, la comercialización y el uso de piensos medicamentosos 
(“Reglamento 2019/4”). Su entrada en vigor se retrasa al 28 de enero de 2022, a excepción de las 
disposiciones que establecen los niveles máximos de contaminación cruzada en piensos no desti-
natarios objeto de comercialización, de las que fijan el criterio de aceptabilidad de la homogenei-
dad del medicamento veterinario en el pienso medicamentoso o en el producto intermedio, y de 
las que modifican una variedad de reales decretos relativos a salud animal, que ya están en vigor. 

El Real Decreto 370/2021 introduce los siguientes desarrollos:

i.	 Concreta la periodicidad con la que los fabricantes deberán cumplir con la obligación de 
llevar a cabo autocontroles para garantizar el cumplimiento de los criterios de homoge-
neidad. La periodicidad será anual. 

ii.	 Especifica que los operadores que solo compran, almacenan o transportan piensos medi-
camentosos para su uso exclusivo en su explotación no tendrán que notificar a la autoridad 
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administrativa competente el inicio de su actividad; mientras que aquellos que actúen úni-
camente como comerciantes (es decir, sin llevar a cabo actividades de almacenamiento) 
o los que solo transportan o almacenan piensos medicamentosos en envases sellados sí 
tendrán que realizar una comunicación, previa al inicio de la actividad, a la autoridad 
competente.

iii.	 Habilita a los establecimientos comerciales detallistas para suministrar piensos medica-
mentosos destinados a animales de compañía si están autorizados para la dispensación 
de medicamentos veterinarios o si comercializan piensos medicamentosos para otras es-
pecies tras haber presentado una comunicación previa al inicio de sus actividades a la 
autoridad competente.

iv.	 Categoriza como residuos sujetos a las obligaciones regulatorias impuestas en la Ley 
22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, los piensos medicamentosos 
y productos intermedios no utilizados, los caducados y los que contengan medicamentos 
veterinarios no prescritos en cantidad superior a los límites de contaminación cruzada.

v.	 Remite a la normativa estatal existente en materia de salud animal para la regulación 
del régimen sancionador por infracción del Real Decreto 370/2021 o en el Reglamento 
2019/4.

Madrid: procedimiento autonómico de acreditación para la indicación de dispensa-
ción de medicamentos y productos sanitarios de uso humano por parte del personal 
de enfermería

Orden 469/2021, de 16 de abril, de la Consejería de Sanidad, por la que se regula el pro-
cedimiento de acreditación para la indicación, uso y autorización de dispensación de me-
dicamentos y productos sanitarios de uso humano, en el ámbito de los cuidados generales 
y determinados cuidados especializados por parte de las enfermeras y enfermeros de los 
centros y organizaciones adscritos o vinculados al Servicio Madrileño de Salud, así como de 
aquellos adscritos o vinculados a entidades con las que el Servicio Madrileño de Salud tiene 
suscritos convenios singulares para la gestión de la asistencia sanitaria (BOCM de 4 de mayo 
de 2021)

La Comunidad de Madrid se suma a otras comunidades autónomas (Comunidad Valenciana, An-
dalucía, Aragón y Castilla y León) que ya han incorporado a su normativa el procedimiento admi-
nistrativo que habilita a los enfermeros para la indicación, uso y autorización de dispensación de 
medicamentos y productos sanitarios. 

El ámbito de aplicación de la Orden 469/2021 se circunscribe a los profesionales de enfermería 
que prestan sus servicios en los centros sanitarios públicos del Servicio Madrileño de Salud (ya 
sean centros propios, centros adscritos o vinculados) y, por lo tanto, no se extiende a enfermeros 
que trabajan en el ámbito privado.



211

 Salud y Alimentación

El marco normativo estatal, esto es, el Real Decreto 954/2015, establece que podrán obtener la 
habilitación de dispensación de medicamentos aquellos enfermeros que, alternativamente, ten-
gan una experiencia profesional mínima de un año o superen un curso de adaptación ofrecido por 
la administración sanitaria correspondiente. 

A diferencia de comunidades como Aragón o Andalucía, que permiten obtener la habilitación a 
aquellos enfermeros que tienen la experiencia de un año o han superado el curso de capacitación, 
en la Comunidad de Madrid no existirá esta alternativa. Para obtener la habilitación, además de la 
titulación, se deberá tener necesariamente una experiencia profesional de un año.

El procedimiento de acreditación para la acreditación de los profesionales a los que les resulte de 
aplicación la Orden 469/2021 se iniciará de oficio. 

Castilla-La Mancha: creación del Registro Sanitario de Empresas y Establecimientos 
Alimentarios de Castilla-La Mancha

Decreto 56/2021, de 11 de mayo, del Registro Sanitario de Empresas y Establecimientos Ali-
mentarios de Castilla-La Mancha (DOCM de 19 de mayo de 2021)

El Decreto 56/2021 crea el Registro Sanitario de Empresas y Establecimientos Alimentarios de Cas-
tilla-La Mancha (“RSEA”). La norma se aplica a los operadores de empresas alimentarias ubicados 
en Castilla-La Mancha, que deben comunicar a la autoridad competente —la Delegación Provin-
cial de Sanidad que corresponda en función de su sede— los establecimientos y las actividades 
alimentarias que estén bajo su control y estén relacionados con la elaboración y comercialización 
de alimentos, a los efectos de su inscripción en el RSEA y, además, en el caso de empresas de 
ámbito nacional, su inscripción en el Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y Ali-
mentos (“RGSEAA”). 

De igual forma que se establece en el marco normativo estatal (Real Decreto 191/2011), el Decreto 
56/2021 establece que, presentada la comunicación, los operadores podrán iniciar su actividad. 
Previa comprobación de que la comunicación cumple los requisitos establecidos, la autoridad ins-
cribirá al operador y a cada uno de sus establecimientos sanitarios en el RSEA o RGSEAA como en 
cada caso corresponda. Por el contrario, si la autoridad entiende que la comunicación no cumple 
con los requisitos exigidos por el Decreto 56/2021, dictará resolución en ese sentido y determinará 
la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad afectada.
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1.	 Legislación

[España]

Estatal

- Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la UE en las 
materias de competencia, prevención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, tele-
comunicaciones, medidas tributarias, prevención y reparación de daños medioambientales, 
desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios transnacionales y defensa de 
los consumidores (BOE de 28 de abril de 2021)

- Real Decreto 366/2021, de 25 de mayo, por el que se desarrolla el procedimiento de pre-
sentación e ingreso de las autoliquidaciones del Impuesto sobre las Transacciones Financie-
ras y se modifican otras normas tributarias (BOE de 26 de mayo de 2021)

- Orden HAC/510/2021, de 26 de mayo, por la que se aprueba el modelo 604 “Impuesto 
sobre las Transacciones Financieras. Autoliquidación” y se determinan la forma y procedi-
miento para su presentación (BOE de 28 de mayo de 2021)

- Real Decreto 399/2021, de 8 de junio, por el que se modifican el Reglamento de pro-
cedimientos amistosos en materia de imposición directa, aprobado por el Real Decreto 
1794/2008, de 3 de noviembre, y otras normas tributarias (BOE de 9 de junio de 2021)

- Real Decreto 400/2021, de 8 de junio, por el que desarrollan las reglas de localización de 
los dispositivos de los usuarios y las obligaciones formales del Impuesto sobre Determinados 
Servicios Digitales (BOE de 9 de junio de 2021)

*    Esta sección ha sido coordinada por Jesús López-Tello y Miguel Bastida Peydro, y en su elaboración han participado Catarina Fernandes y Martim 
Teixeira, del Área de Fiscal y Laboral de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa).
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[Portugal]

Imposto sobre o Rendimento das Pessoas Singulares (IRS) – Fixação Do Universo De 
Contribuintes Abrangidos Pela Declaração Automática De Rendimentos

Decreto Regulamentar n.º 1/2021, de 8 de março (DR 46/2021, Série I, de 8 de março de 
2021)

O Decreto Regulamentar em referência vem alargar o universo dos sujeitos passivos de IRS abran-
gidos pela declaração automática de rendimentos, passando a incluir também, por referência à 
declaração de IRS referente aos anos de 2020 e seguintes, entre outros, os contribuintes que 
preencham cumulativamente os seguintes requisitos (i) estejam inscritos na base de dados da AT 
para o exercício, exclusivamente, de uma atividade de prestação de serviços prevista na tabela de 
atividades aprovada pela portaria a que se refere o artigo 151.º do Código do IRS (com exceção 
do código 1519 relativo a outros prestadores de serviços); (ii) estejam abrangidos pelo regime 
simplificado de tributação e que (iii) emitam, exclusivamente, no portal das finanças, as corres-
pondentes faturas, faturas-recibo e recibos.

Procedimento de Atribuição do Incentivo Fiscal à Promoção Externa

Portaria n.º 114/2021, de 11 de março (DR 49/2021, Série II, de 11 de março de 2021)

A Portaria em referência vem regulamentar o procedimento de atribuição do incentivo fiscal tem-
porário às ações de eficiência coletiva na promoção externa aprovado pelo Orçamento de Estado 
para o ano de 2021, nos termos do qual as despesas suportadas por sujeitos passivos de Imposto 
sobre o Rendimento das Pessoas Coletivas (IRC) que sejam residentes em território português e 
por não residentes com estabelecimento estável nesse território, que exerçam a título principal 
uma atividade de natureza comercial, industrial, ou agrícola, no âmbito de participação conjunta 
em projetos de promoção externa, concorrem para a determinação do lucro tributável em valor 
correspondente a 110 % do total de despesas elegíveis incorridas nos períodos de tributação de 
2021 e 2022. A Lei do Orçamento do Estado para 2021 estabeleceu ainda os sujeitos passivos 
abrangidos por este benefício, as despesas elegíveis e os limites máximos aplicáveis

Nos termos do procedimento agora regulamentado, os sujeitos passivos que pretendam ver re-
conhecido o benefício em questão deverão: (i) submeter a sua candidatura a partir do dia 1 de 
janeiro e até final de fevereiro de cada ano ou até ao final do segundo mês do respetivo período 
de tributação, quando este não corresponda ao ano civil; e, (ii) apresentar a sua candidatura por 
via eletrónica mediante preenchimento do formulário disponibilizado pela Agência para o Inves-
timento e Comércio Externo de Portugal, E. P. E. (AICEP, E. P. E.) para o efeito.

As candidaturas são apreciadas pela AICEP, E. P. E., que tem o dever de se pronunciar no prazo de 
30 dias úteis a contar da data do fecho da apresentação daquelas. 

Os sujeitos passivos cujas candidaturas tenham sido aprovadas devem: (i) identificar adequada-
mente o incentivo fiscal na declaração Modelo 22 de IRC ou em outras obrigações fiscais aplicá-
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veis; (ii) disponibilizar todos os elementos que forem solicitados pelas entidades competentes para 
efeitos de acompanhamento, controlo e fiscalização da atividade de promoção; (iii) comunicar às 
entidades competentes qualquer alteração ou ocorrência que ponha em causa os pressupostos 
relativos à aprovação do benefício; (iv) cumprir atempadamente as obrigações legais a que este-
jam vinculados, designadamente as tributárias e contributivas; e, (v) manter as condições legais 
necessárias ao exercício da respetiva atividade, nomeadamente quanto à sua situação em matéria 
de licenciamento.

Os benefícios fiscais em causa ficam sujeitos à fiscalização da AT.

A Portaria em referência entrou em vigor no dia 12 de março de 2021.

Imposto sobre o Valor Acrescentado (IVA) – Aprovação do Modelo de Declaração 
Mensal Global do IVA – Importação de Bens

Portaria n.º 58/2021, de 16 de março (DR 52/2021, Série I, de 16 de março de 2021)

No contexto da introdução de um conjunto de medidas de simplificação das obrigações de IVA em 
matéria de vendas à distância no âmbito do comércio eletrónico, intracomunitário e transfrontei-
riço, foi criado, em 2021, um regime especial de declaração e pagamento do IVA na importação 
de bens cujo valor não exceda 150 euros e cuja declaração aduaneira seja entregue, por conta do 
destinatário dos bens, pela pessoa que apresenta as mercadorias à alfândega.

A presente Portaria aprovou o modelo, e respetivas instruções de preenchimento, para o cum-
primento da obrigação declarativa mensal do montante global do IVA cobrado aos destinatários 
dos bens importados durante no mês anterior, devendo o imposto apurado nesta declaração ser 
entregue ao Estado até ao dia 15 do mês seguinte àquele em que o mesmo tenha sido cobrado 
ao destinatário dos bens. 

Este modelo destina-se a ser utilizado com referência ao período de imposto com início em 1 de 
julho de 2021.

Cooperação Administrativa entre os Estados-Membros no Domínio da Fiscalidade

Diretiva (UE) 2021/514, do Conselho, de 22 de março de 2021 (JOUE L 104/1 de 25 de março 
de 2021)

A Diretiva em questão vem alterar a Diretiva (UE) n.º 2011/16 do Conselho, de 15 de fevereiro, 
relativa à cooperação administrativa entre os Estados-Membros (EM) no domínio da fiscalidade 
que foi implementada com vista a fazer face aos desafios da crescente digitalização da economia 
e a reforçar a cooperação entre os EM na luta contra a fraude, evasão e elisão fiscais. 

Assim, ciente da falta de cumprimento das obrigações fiscais na economia das plataformas digitais 
e de que o valor dos rendimentos não declarados neste contexto é significativo, o Conselho deter-
minou, por meio da presente Diretiva, que os operadores das plataformas digitais passam a estar 



218

Tributario

obrigados a comunicar as receitas obtidas pelos vendedores nas suas plataformas, ficando os EM 
obrigados à troca automática destas informações. 

Esta troca automática de informações relativas à atividade relevante é, a par da comunicação dos 
rendimentos obtidos através dessas atividades, fundamental para que as administrações fiscais 
estejam munidas dos dados necessários para determinar corretamente o imposto devido sobre o 
rendimento relevante.

A Diretiva em referência estabelece, ainda, que é permitida a realização de auditorias conjuntas 
por parte de dois ou mais EM.

Os EM deverão transpor esta Diretiva até 31 de dezembro de 2022, aplicando as suas disposições 
a partir de 1 de janeiro de 2023.

Regime Excecional e Temporário em Matéria de Obrigações e Dívidas Fiscais

Decreto-Lei n.º 24/2021, de 26 de março (DR 60/2021, Série I, de 26 de março de 2021)

Este Decreto-Lei vem, em complemento das medidas anteriormente adotadas, estabelecer novas 
medidas extraordinárias e de caráter urgente em matéria fiscal, numa tentativa de mitigar os 
efeitos da atual pandemia “(...) com vista ao objetivo essencial de assegurar liquidez às empresas e 
preservar a atividade destas”

No que diz respeito às alterações introduzidas ao Decreto-Lei n.º 10-F/2020, de 26 de março 
(Decreto-Lei 10-F/2020), na sua redação atual, o diploma em referência procedeu à alteração 
do artigo 9.º-B do referido diploma, passando a estabelecer que, no primeiro semestre de 2021, 
as entregas das retenções na fonte em sede de IRS ou IRC, assim como a entrega do IVA pelos 
contribuintes enquadrados no regime mensal, podem ser cumpridas até ao termo do prazo de 
pagamento voluntário ou em três ou seis prestações mensais, de valor igual ou superior € 25, sem 
juros, por parte de sujeitos passivos:

i.	 Que tenham obtido um volume de negócios até ao limite máximo da classificação como 
micro, pequena e média empresa, nos termos do disposto no artigo 2.º do anexo ao De-
creto-Lei n.º 372/2007, de 6 de novembro, na sua redação atual e que tenham sofrido 
uma quebra de faturação, comunicada através do e-fatura de, pelo menos, 25% da média 
mensal do ano civil completo de 2020 face ao período homólogo do ano anterior; ou,

ii.	 Cuja atividade principal se enquadre na classificação de atividade económica de alojamen-
to, restauração e similares, ou da cultura; ou ainda,

iii.	 Que tenham iniciado ou reiniciado a sua atividade a partir de 1 de janeiro de 2020, inclu-
sive.

Estas alterações produzem efeitos relativamente: (i) às obrigações de entrega de IVA referentes 
ao imposto apurado nos meses de janeiro e seguintes de 2021, no regime mensal ou trimestral; e, 
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(ii) às obrigações de entrega das retenções na fonte em sede de IRS ou IRC referentes ao meses 
de fevereiro e seguintes de 2021.

O Decreto-Lei estabelece ainda que o referido regime é aplicável à entrega do IVA referente ao 
imposto apurado no mês de dezembro de 2020 no regime mensal, sem necessidade de cumpri-
mento da condição de quebra de faturação.

Paralelamente, este Decreto-Lei procedeu ao aditamento do artigo 9.º-C ao Decreto-Lei 10-
F/2020, passando a prever um regime especial de diferimento de obrigações fiscais em sede IRC, 
nos termos do qual as entidades que exerçam, a título principal, atividade comercial, industrial ou 
agrícola, bem como as não residentes com estabelecimento estável em território português, que 
tenham obtido, no período de tributação com início em ou após 1 de janeiro de 2020, um volume 
de negócios até ao limite máximo da classificação como micro, pequenas e médias empresas nos 
termos do disposto no artigo 2.º do anexo ao Decreto-Lei n.º 372/2007, de 6 de novembro, na 
sua redação atual, poderão proceder ao pagamento do imposto relativo ao referido período de 
tributação: 

i.	 Até ao último dia do prazo fixado para o envio da declaração periódica de rendimentos 
Modelo 22 do IRC;

ii.	 Em prestações, de valor igual ou superior a 25 euros e sem juros, repartidas da seguinte 
forma:

•	 Uma primeira prestação de, pelo menos, 25 % do montante resultante da diferença 
que existir entre o imposto total calculado na declaração periódica de rendimentos e 
as importâncias entregues por conta, que se vence no termo do prazo de entrega da 
Declaração Modelo 22 do IRC; 

•	 O valor remanescente deve ser pago em três prestações mensais de igual montante, 
vencendo-se na mesma data dos meses subsequentes.

A adesão ao plano prestacional previsto para as dívidas de IRC deve ser exercida até à data limite 
para a entrega da Declaração Modelo 22 do IRC.

Este regime é ainda aplicável aos primeiro e segundo pagamentos por conta relativos àquele pe-
ríodo de tributação que se inicie em ou após 1 de janeiro de 2021, com as necessárias adaptações, 
podendo os mesmos ser cumpridos:

i.	 Nos termos e nas datas legalmente previstas e, por conseguinte, em três pagamentos por 
conta, com vencimento em julho, setembro e 15 de dezembro do próprio ano a que res-
peita o lucro tributável ou, nos casos de pessoas coletivas ou entidades cujo período de tri-
butação não coincida com o ano civil, no sétimo mês, no nono mês e no dia 15 do décimo 
segundo mês do respetivo período de tributação; ou, em alternativa,

ii.	 Em três prestações mensais de igual montante, de valor igual ou superior a 25 euros e 
sem juros, vencendo -se a primeira na data de cumprimento da obrigação de pagamento 
em causa e as restantes prestações mensais na mesma data dos dois meses subsequentes.
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A adesão ao pagamento prestacional neste caso deve ser exercida até à data limite referida no 
ponto (i) supra.

Por fim, é estabelecido um novo regime excecional de pagamento em prestações aplicável a dívi-
das tributárias em execução fiscal respeitantes a factos ocorridos entre 1 de janeiro e 31 de março 
de 2021 e / ou a dívidas tributárias vencidas no mesmo período, nos termos que se seguem:

i.	 Nos planos prestacionais relativos às dívidas acima referidas, o pagamento da primeira 
prestação é efetuado no segundo mês seguinte àquele em que o contribuinte for notifica-
do do despacho de autorização do pagamento em prestações;

ii.	 (ii) Sem prejuízo da regra acima enunciada no ponto (i), a retoma do pagamento das 
prestações de planos aprovados antes de 1 de janeiro de 2021 ocorre no segundo mês 
após o termo da suspensão dos processo de execução fiscal, que ocorreu em 31 de março 
de 2021;

iii.	 (iii) Em caso de adesão aos planos prestacionais em análise, a situação tributária do con-
tribuinte deve ser enquadrada como situação regularizada nos termos e para todos os 
efeitos legais;

iv.	 Se o devedor estiver a cumprir um plano prestacional autorizado pela AT nos termos de 
plano de recuperação aprovado no contexto de processo de insolvência, processo especial 
de revitalização, processo especial para acordo de pagamento ou acordo sujeito ao regime 
extrajudicial de recuperação de empresas, e tiver constituído ou venha a constituir dívidas 
tributárias respeitantes a factos ocorridos entre 1 de janeiro e 31 de março de 2021 e / ou 
vencidas no mesmo período, poderá requerer à AT o pagamento em prestações destas 
dívidas nos termos e condições do plano em curso, sendo que se o plano prestacional em 
curso terminar antes de 31 de dezembro de 2021, o número de prestações aplicável às 
novas dívidas pode ser estendido até essa data;

v.	 A reformulação do plano de prestação não depende da prestação de quaisquer garantias 
adicionais pelo devedor, mantendo-se as garantias constituídas, as quais serão reduzidas 
anualmente nos termos da lei.

O Decreto-Lei em referência entrou em vigor no dia 27 de março de 2021.

Alterações ao Regime Aplicável a Determinados Benefícios Fiscais – Medida Extraor-
dinária de Contagem de Prazos no Âmbito do Código do IRC

Lei n.º 21/2021, de 20 de abril de 2021 (DR 76, Série I, de 20 de abril de 2021)

A Lei em referência procedeu à alteração de diversos diplomas com relevâncias fiscais e, em con-
creto, do Estatuto dos Benefícios Fiscais (EBF), do Código do Imposto do Selo, do Código Fiscal 
do Investimento (CFI), do Código do Imposto sobre Veículos e do Código do Imposto Único de 
Circulação e, bem assim, à criação de uma medida extraordinária de contagem de prazos no âm-
bito do Código do IRC.
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Em sede de EBF:

i.	 É prorrogada a vigência de determinados benefícios fiscais para:

31 de dezembro de 2021, no caso dos benefícios fiscais relativos a rendimentos de proprie-
dade intelectual, com efeitos retroativos a 1 de janeiro de 2020;

31 de dezembro de 2025, relativamente a certos benefícios fiscais associados ao sistema 
financeiro e mercado de capitais, ao mecenato, entre outros, com efeitos retroativos a 1 de 
janeiro de 2021;

31 de dezembro de 2027, no caso dos benefícios fiscais relativos à Zona Franca da Madeira 
e Zona Franca da Ilha de Santa Maria, com efeitos retroativos a 1 de janeiro de 2021;

O regime de tributação em sede de IRC à taxa de 5% aplicável a entidades licenciadas para 
operar na Zona Franca da Madeira até 31 de dezembro de 2021 passa a aplicar-se somente 
aos rendimentos e ganhos, bem como aos gastos e perdas, imputáveis à atividade realiza-
da pela entidade licenciada através de uma estrutura empresarial adequada localizada na 
Região Autónoma da Madeira. É clarificado o modo como deverão ser contabilizados os 
postos de trabalho que as entidades beneficiárias mantêm em cada exercício, excluindo-se 
dessa contabilização os trabalhadores cedidos por empresas de trabalho temporário, em 
regime de pluralidade de empregadores e em regime de cedência ocasional;

ii.	 É determinado que passam a estar:

Excluídos da regra da caducidade dos benefícios fiscais os rendimentos pagos por organis-
mos de investimento coletivo aos seus participantes;

Isentos de IRS e de IRC os juros de capitais provenientes do estrangeiro, representativos 
de empréstimos e rendas de locação de equipamentos importados de natureza industrial, 
comercial ou científica, e que, por isso, deixam de depender da aprovação do Ministro das 
Finanças. Excetuam-se aqui os contratos celebrados até 31 de dezembro de 2020, ainda 
que o requerimento com vista à aplicação da isenção tenha sido apresentando em data 
posterior, mas dentro do prazo legalmente fixado para o reconhecimento do benefício 
fiscal. Em relação a estes contratos, a aplicação da isenção continua a depender da apro-
vação do Ministro das Finanças;

Isentas de IRC, exceto quanto aos rendimentos de capitais tal como definidos para efeitos 
de IRS, as entidades gestoras de denominações de origem e indicações geográficas dos 
vinhos, vinagres, bebidas espirituosas de origem vínica e produtos vitivinícolas aromatiza-
dos reconhecidas nos termos da legislação aplicável.

Relativamente ao Código do Imposto do Selo, passa a estar nele consagrada a isenção de 
Imposto do Selo aplicável ao reporte de valores mobiliários ou direitos equiparados rea-
lizados em mercado regulamentado ou em sistema de negociação multilateral ou organi-
zado, bem como o reporte e a garantia financeira realizados pelas instituições financeiras 
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(designadamente por instituições de crédito e sociedades financeiras, com interposição de 
contrapartes centrais).

Em sede de CFI, é prorrogado até 31 de dezembro de 2021 o prazo para a atribuição de 
benefícios fiscais em regime contratual e auxílios estatais com finalidade regional, em con-
formidade com o mapa nacional de auxílios estatais.

No que diz respeito ao Código do Imposto sobre Veículos e ao Código do Imposto Único de Circu-
lação, são revogadas, com efeitos a 1 de julho de 2021, as seguintes isenções:

i.	 Isenção de Imposto sobre os Veículos aplicável aos automóveis ligeiros de mercadorias, 
de caixa aberta, sem caixa ou de caixa fechada que não apresentem cabina integrada na 
carroçaria, com peso bruto de 3500 kg, sem tração às quatro rodas;

ii.	 Isenção de Imposto Único de Circulação aplicável aos veículos da categoria D, quando 
autorizados ou licenciados para o transporte de grandes objetos.

Por último, relativamente à medida extraordinária criada em matéria de contagem de prazos em 
sede de IRC, a Lei em referência determina a suspensão da contagem do prazo para reinvestimen-
to dos valores de realização e do prazo para a dedução à coleta das despesas que não puderem 
ser deduzidas no período a que respeitam, por insuficiência da coleta, durante o período de tribu-
tação de 2020 e durante o período seguinte. Esta medida produz efeitos retroativos a 1 de janeiro 
de 2020.

A presente Lei produz efeitos desde 1 de janeiro de 2021, ressalvadas as exceções expressamente 
referidas.

2.	 Jurisprudencia

[España]

Derecho de la Unión Europea. Libre circulación de capitales. Diferencia de trato no 
justificada

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 29 de abril 2021 (Asunto C-480/19)

La cuestión prejudicial que se plantea versa sobre la compatibilidad con el derecho comunitario de 
una normativa como la finlandesa, que establece un tratamiento para los rendimientos abonados 
por un organismo de inversión colectiva en valores mobiliarios (“OICVM”) de forma estatutaria 
establecido en otro Estado miembro distinto al que se aplica a los rendimientos abonados por los 
OICVM de base contractual establecidos en Finlandia.

El Estado finlandés entendía que no se trataba de situaciones comparables, dado que los OIC-
VM finlandeses solo tienen forma contractual, mientras que la entidad no residente tenía forma 
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societaria y sus rendimientos debían tratarse como los dividendos que distribuyen otro tipo de 
entidades. Sin embargo, a juicio del tribunal, se están tratando de forma distinta dos situaciones 
comparables, ya que se trata de rendimientos de dos tipos de OICVM en el sentido de la Directiva 
2009/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, que armoniza las 
disposiciones sobre OICVM.

Dado que la Directiva 2009/65 no armoniza el tratamiento fiscal de los inversores en OICVM, 
cualquier distinción entre el tratamiento aplicable a la inversión en este tipo de instituciones en 
función de que sean o no establecidas debe examinarse teniendo en cuenta el objetivo de la 
normativa nacional controvertida, así como el objeto y el contenido de esta. En el presente caso, 
dicho objetivo es la exención de las rentas obtenidas por el organismo de inversión y la aplicación 
de un gravamen único en la esfera del inversor. Dicho objetivo no se lograría si la tributación de 
una inversión en un OICVM no establecido se equiparase a la que se aplica a una inversión en una 
sociedad. Por lo tanto, los rendimientos abonados por un OICVM no establecido se deben tratar 
igual que los pagados por uno establecido, con independencia de su forma jurídica.

Impuesto sobre el Valor Añadido. Concepto de establecimiento permanente. Inmue-
ble arrendado

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 3 de junio de 2021

El tribunal analiza si una entidad extranjera que es titular de un inmueble en arrendamiento en 
Austria dispone de un establecimiento permanente a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido 
(“IVA”) en dicho territorio.

Para llevar a cabo la actividad de arrendamiento, la entidad extranjera apoderó a una sociedad 
austriaca de gestión de inmuebles para que sirviera como intermediario con los prestadores de 
servicios y los proveedores, facturara los alquileres y los costes de explotación, llevara los registros 
comerciales y preparara los datos de la declaración del IVA. Sin embargo, la entidad extranjera 
conservaba el poder de decisión para celebrar y resolver los contratos de arrendamiento y deter-
minar sus condiciones económicas y jurídicas, realizar inversiones y reparaciones, organizar su fi-
nanciación, elegir a terceros para la prestación de otros servicios previos y, por último, seleccionar, 
designar y supervisar a la propia sociedad de gestión de inmuebles

A la vista del supuesto de hecho, el tribunal entiende que un inmueble que se da en arrenda-
miento en un Estado miembro en circunstancias sin disponer de su propio personal para ejecutar 
la prestación en relación con el arrendamiento no constituye un establecimiento permanente a 
efectos del IVA.
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Ley General Tributaria. Procedimiento inspector. Comprobación de los requisitos 
para la aplicación de regímenes tributarios

Sentencias del Tribunal Supremo de 23 de marzo de 2021 (recursos de casación 3688/2019 
y 5270/2019)

El Tribunal Supremo sienta doctrina y considera que el criterio interpretativo correcto y adecuado 
es que las actuaciones que se sigan para comprobar el cumplimiento de los requisitos exigidos 
para la aplicación de regímenes tributarios especiales han de ser actuaciones inspectoras y seguir-
se, necesariamente, por los órganos competentes, a través del procedimiento inspector. Por ello, 
la utilización de un procedimiento de gestión para regularizar la aplicación de estos regímenes 
especiales implica la nulidad del acto administrativo por haberse dictado a través de un procedi-
miento inidóneo.

El hecho de que los órganos de gestión vengan realizando con habitualidad actuaciones de com-
probación de las entidades sometidas a los regímenes fiscales especiales, tal y como apreciaba el 
abogado del Estado, no es sino la mera constatación de un hecho, al margen de su valoración 
jurídica, que no constituye un aval ni un argumento de autoridad. 

Impuesto sobre Sociedades. Imputación temporal. Recuperación de valor de ele-
mento patrimonial transmitido a entidad vinculada

Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de mayo de 2021

En el supuesto de transmisión de un elemento patrimonial que haya sido objeto de una corrección 
valorativa por deterioro —que se haya dotado una provisión y deducido a efectos fiscales— y que 
recupere su valor después, se plantea si la regla del artículo 19.6 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades (“TRLIS”) (actual artículo 11.6 de la Ley del Impuesto sobre Socieda-
des) obliga a gravar la recuperación de la pérdida en sede de la transmitente que dotó la provisión 
y se practicó la deducción por la pérdida o en sede de la mercantil vinculada, adquirente y nuevo 
titular del elemento patrimonial transmitido. 

El Tribunal Supremo concluye que no cabe forzar artificiosamente el sentido y finalidad de una 
norma de imputación temporal para convertirla en una disposición antiabuso genérica, cambian-
do su interpretación para imputar un rendimiento o ganancia —el derivado de la reversión— a 
la entidad radicada en España, solo para mantener o retener la posibilidad de gravamen. Y el 
artículo 19.6 del TRLIS no es una norma antiabuso, es una regla de imputación clara que no re-
quiere una interpretación distinta de la de su propio texto, en el sentido de que la reversión, como 
contrarius actus de la depreciación del valor de los elementos patrimoniales, se imputará en el 
período impositivo en el que se haya producido dicha reversión, sea en la entidad que practicó la 
corrección o en otra vinculada con ella.
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[Portugal]

IRS – Regime Transitório de Exclusão da Tributação de Mais-Valias – Excesso de  
Quota-Parte – Determinação do Momento da Aquisição na Sucessão Mortis Causa 

Acórdão de 24 de fevereiro de 2021 (Processo n.º 05/09.6BESNT) – STA

No processo em referência, o Supremo Tribunal Administrativo (STA) foi chamado a pronun-
ciar-se sobre a questão de saber se nos casos em que haja atribuição ao herdeiro do direito de 
propriedade sobre um imóvel na parte em que excede o respetivo quinhão hereditário se deverá 
considerar como data de aquisição fiscal do imóvel (ou de parte dele) a data da morte do de cujus 
ou a data da partilha. 

No caso concreto, estava em causa determinar se, para efeitos do regime de exclusão de tributação 
das mais-valias referentes aos imóveis adquiridos antes da entrada em vigor do Código do IRS, tal 
como previsto no artigo 5.º do Decreto-Lei n.º 442-A/88, de 30 de novembro de 1988, a parte do 
imóvel adjudicada ao contribuinte, em excesso face à parte que lhe caberia de acordo com o seu 
quinhão hereditário, deveria considerar-se por ela adquirida, a título oneroso, no momento da 
celebração da partilha ou se, ao invés, deveria considerar-se adquirida a título sucessório na data 
da abertura da sucessão (no caso, antes de 1989).

O STA decidiu que a partilha de bens tem natureza preponderantemente declarativa (e não consti-
tutiva ou translativa), destinando-se a “determinar ou materializar os bens que compõem o quinhão 
hereditário de cada herdeiro na herança até então indivisa, quinhão esse adquirido com a aceitação, 
cujos efeitos retroagem ao momento da abertura da sucessão”. 

Neste sentido, e porque a aquisição do direito de propriedade (de coisas corpóreas) por sucessão 
mortis causa se dá no momento da abertura desta, e não pelo modo de partilha, o momento da 
aquisição dos bens ou direitos envolvidos e, em particular, na parte que exceda o quinhão ou 
quinhões hereditários a considerar, é o da abertura da sucessão.

O STA concluiu assim que os ganhos auferidos não estavam sujeitos a tributação em sede de IRS, 
julgando procedente o recurso interposto pelo contribuinte e afirmando que, para o futuro, deve 
ser adotado entendimento no sentido de que: “(...) na aplicação do regime transitório, da categoria 
G, do IRS, previsto no art. 5.º do Decreto-Lei n.º 442-A/88 de 30 de novembro, nos casos de ganhos 
(mais-valias) decorrentes da alienação, a título oneroso, de prédios urbanos, rústicos e/ou mistos, 
o momento que releva, como o da aquisição dos bens ou direitos envolvidos, incluindo na parte 
em que, eventualmente, exceda o(s) quinhão(ões) hereditário(s), é o dia e hora da morte do(s) de 
cuius.”
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IVA – Reenvio Prejudicial – Conceitos de “Prestações de Serviços de Assistência no 
Âmbito do Exercício de Profissões Médicas e Paramédicas”, de “Prestação Comple-
xa Única”, de “Prestação Acessória à Prestação Principal” e de “Independência Das 
Prestações”

Acórdão de 4 de março de 2021 (Processo C-581/19) – TJUE

No Acórdão em referência, o Tribunal de Justiça da União Europeia (TJUE) foi chamado a pro-
nunciar-se sobre um pedido de decisão prejudicial apresentado pelo Tribunal Arbitral Tributário 
no âmbito de um litígio existente entre uma sociedade portuguesa e a Autoridade Tributária e 
Aduaneira (AT), a propósito do IVA respeitante a serviços de acompanhamento e aconselhamento 
nutricional e de serviços relativos a atividades desportivas, de manutenção e bem‑estar físico. 

Por um lado, pretendia o Tribunal Arbitral saber se, quando uma sociedade, como aquela em 
questão no processo arbitral, se dedica a atividades de manutenção e bem-estar físico, a título 
principal, e a atividades de saúde humana, a título secundário, se deve considerar que as ativida-
des de saúde humana são acessórias às atividades de manutenção e bem-estar físico ou se, pelo 
contrário, tais atividades são independentes e autónomas entre si, para efeitos de serem ou não 
sujeitas a igual tratamento fiscal. 

Por outro lado, pretendia o Tribunal Arbitral saber se, para efeitos de aplicação da isenção de IVA 
prevista no artigo 132.º, n.º 1, alínea c), da mesma Diretiva, bastava que os serviços em causa fos-
sem meramente disponibilizados aos clientes – como acontecia no caso em apreço – ou era antes 
necessário que lhes fossem efetivamente prestados.

Perante tais questões, o TJUE começou por esclarecer que as atividades de saúde humana em 
causa, traduzidas na prestação de um serviço de acompanhamento nutricional, não se encontram 
abrangidas pela isenção prevista no artigo 132.º, n.º 1, alínea c), da Diretiva. No entendimento do 
TJUE, a prestação deste tipo de serviços só pode ser suscetível de enquadramento no regime de 
isenção em sede de IVA se tais serviços tiverem como finalidade a prevenção, diagnóstico, trata-
mento de uma doença e regeneração de saúde, e, por conseguinte, se tais serviços tiverem uma 
finalidade terapêutica, sob pena de não se mostrar preenchido o critério da atividade de interesse 
geral que é comum a todas as isenções previstas no artigo 132.º da Diretiva. O TJUE afirmou que 
esta interpretação não viola o princípio da neutralidade fiscal, porquanto serviços de acompan-
hamento nutricional prestados com uma finalidade terapêutica e aqueles prestados sem tal finali-
dade não podem ser considerados iguais ou semelhantes do ponto de vista do consumidor e não 
satisfazem as mesmas necessidades deste último, não estando, por isso, em concorrência entre si, 
o que justifica um tratamento distinto. Ao fazer este enquadramento prévio, o TJUE concluiu não 
ser necessário responder à segunda questão suscitada pelo Tribunal Arbitral.

Já no que diz respeito à primeira questão cuja apreciação foi deixada para último lugar, o TJUE 
entendeu que as atividades exercidas pela sociedade constituem prestações distintas e indepen-
dentes para efeitos da aplicação do artigo 2.º, n.º 1, alínea c), da Diretiva, devendo estar sujeitas a 
um tratamento fiscal diferente. Para tanto, referiu o TJUE, entre outros, que os serviços prestados 
eram distintos, não estando adstritos a uma só finalidade do ponto de vista do consumidor médio. 
O TJUE salientou igualmente que esses serviços eram objeto de faturação separada, sendo possí-
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vel usufruir de uns sem recorrer aos outros – não há uma prestação que, tendo em conta o seu 
valor, se revela mínima, senão mesmo marginal, em relação à outra. 

Penhora – Garantia Prestada para Suspensão de Processo de Execução Fiscal

Acórdão de 10 de março de 2021 (Processo n.º 0103/20.5BEPDL) – STA

No processo em referência, o STA foi chamado a pronunciar-se sobre a questão de saber se por 
“garantia prestada para suspender o processo de execução fiscal” para efeitos de aplicação do 
regime, estabelecido no artigo 183.º-B, n.º 1, do CPPT, de caducidade da garantia nos casos de 
decisões favoráveis aos contribuintes proferidas em primeira instância, se deve entender apenas 
a garantia que seja voluntariamente prestada pelo contribuinte ou se também se inclui, nesta 
formulação, a garantia que seja constituída coercivamente para garantir o pagamento da dívida 
em execução.

O STA, dando razão à AT, defendeu estarem em causa garantias de natureza distinta: se a garantia 
prestada por iniciativa do contribuinte tem como finalidade suspender o processo de execução 
fiscal, a garantia promovida pelo órgão fiscal com a penhora destina-se à efetiva cobrança do 
crédito tributário. 

Assim, entendeu o STA que, apenas as garantias prestadas voluntariamente pelo contribuinte es-
tão abrangidas pelo regime de caducidade da garantia em caso de decisões favoráveis aos con-
tribuintes em primeira instância e, em consequência, julgou procedente o recurso que havia sido 
interposto pela AT.

IRS – Reenvio Prejudicial – Opção pelo Regime de Tributação de Mais-Valias Aplicá-
vel a Residentes – Restrição à Liberdade de Circulação de Capitais

Acórdão de 18 de março de 2021 (Processo C-388/19) – TJUE

No processo em referência, o TJUE foi chamado a pronunciar-se sobre um pedido de reenvio pre-
judicial apresentado no âmbito de um litígio existente entre uma pessoa singular residente fiscal 
em França e a AT, a respeito da tributação em sede de IRS da mais-valia realizada pelo mesmo 
contribuinte com a venda de imóvel em Portugal no ano de 2017.

Em concreto, o TJUE foi chamado a pronunciar-se sobre a questão de saber se o Código do IRS, 
ao prever um regime de tributação potencialmente mais favorável para as mais-valias imobi-
liárias realizadas por residentes fiscais em Portugal do que a tributação aplicável sobre as mesmas 
mais-valias realizadas por residentes fiscais no estrangeiro, configuraria uma restrição inadmissí-
vel da liberdade de circulação de capitais e, em caso afirmativo, se a opção concedida pelo mesmo 
Código do IRS aos sujeitos passivos não residentes de optar pelo regime aplicável aos sujeitos 
passivos residentes em Portugal poderia, de alguma forma, sanar aquela restrição. 

A este respeito, confirmou o TJUE que a existência, no Código do IRS, de regras diferentes de tri-
butação sobre as mais-valias realizadas no momento da alienação onerosa de um imóvel situado 
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em Portugal, consoante os sujeitos passivos residam ou não no território português, constitui uma 
restrição à livre circulação de capitais, proibida nos termos do direito da União Europeia (UE). 
Além disso, o TJUE concluiu que o facto de a regulamentação fazer recair sobre o sujeito passivo a 
escolha entre um regime de tributação discriminatório e outro que não o é não exclui os efeitos do 
primeiro regime e, por conseguinte, a opção concedida pelo Código do IRS não torna a restrição 
compatível com as normas do direito da UE.

Imposto Municipal Sobre Imóveis – Parque Eólico – Baldios

Acórdão de 7 de abril de 2021 (Processo n.º 0503/14.0BECBR 0893/17) – STA

No processo em referência, o STA foi chamado a pronunciar-se, designadamente, sobre as seguin-
tes questões: (i) se o facto de um parque eólico estar incorporado num terreno baldio prejudica 
a sua classificação como prédio nos termos e para os efeitos previstos no artigo 2.º do Código do 
Imposto Municipal sobre Imóveis (IMI); e, (iii) se a falta de publicação das deliberações que fixa-
ram as taxas de IMI torna tais deliberações ineficazes.

Em relação à primeira questão, o Tribunal começou por analisar o conceito de prédio, vertido no 
artigo 2.º, n.º 1, do Código do IMI, salientando que, como o conceito fiscal de prédio para efeitos 
de IMI se diferencia do conceito civilístico de prédio, certos equipamentos podem ser qualificados 
como “prédio”, na categoria de prédios da espécie “outros” para efeitos de tributação em IMI.  
Desta forma, o STA decidiu que: “O facto de o parque eólico estar “incorporado” ou “assente” num 
terreno baldio não prejudica a sua classificação como prédio para efeitos do disposto no artigo 2.º 
do CIMI, atendendo ao facto de existir uma “autonomia económica” deste bem fiscal em relação ao 
terreno e, por isso, também, autonomia jurídico-tributária (...).”

Quanto à segunda questão, o Tribunal decidiu que uma eventual falta de publicação da delibe-
ração que aprove a taxa do IMI não determina ipso facto a invalidade do ato de liquidação daquele 
imposto. De facto, entendeu aquele Tribunal que, ainda que a lei imponha a sua publicação, não 
pode cominar-se a falta de publicação da deliberação com a sua ineficácia geral em relação aos 
munícipes, determinando, consequentemente, a invalidade de todos os atos de liquidação do 
imposto.

O Tribunal decidiu assim negar provimento ao recurso apresentado pelo contribuinte.

Expropriação Por Utilidade Pública – Mais-Valias – IRS

Acórdão de 7 de abril de 2021 (Processo n.º 0813/16.1BEAVR) – STA

No processo em referência, o STA foi chamado a pronunciar-se sobre a questão de saber se a ex-
propriação por utilidade pública pode ser subsumível ao conceito de transmissão de direitos reais 
sobre imóveis, pressuposto necessário para que exista tributação nos termos da alínea a) do n.º 1 
do artigo 10.º do Código do IRS, tendo decidido que a expropriação por utilidade pública é uma 
forma de aquisição originária que extingue ou modifica o direito subjetivo transmitido, que não 
configura uma transmissão ou alienação onerosa de direitos reais sobre o imóvel e que “(...) não 
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se encontra abrangida pela norma de incidência da alínea a) do n.º 1 do artigo 10.º do Código do 
I.R.S., nem na alínea b) do n.º 1 do artigo 44.º do mesmo código, pois tal redundaria em inconstitu-
cionalidade orgânica, para além de que violaria o princípio da tipicidade.”.

O Tribunal decidiu assim negar provimento ao recurso apresentado pela Fazenda Pública.

Contribuição Sobre o Setor Bancário – Natureza Jurídica - Constitucionalidade

Acórdão de 29 de abril de 2021 (Processo n.º 1010/19) – TC

No Acórdão em apreço, o Tribunal Constitucional (TC) emitiu pronúncia sobre o Regime Jurídico 
da Contribuição sobre o Setor Bancário (CSB),  aprovado pela Lei n.º 55-A/2010, de 31 de dezem-
bro e, em concreto, sobre a questão da desconformidade da interpretação de certas normas desse 
mesmo regime por violação dos princípios da não retroatividade, da tutela da confiança e da 
segurança jurídica, da legalidade fiscal, da igualdade fiscal, e da equivalência, enquanto corolário 
do princípio da igualdade.

O TC concluiu que à questão da constitucionalidade das normas do regime da CSB subjaz a con-
trovérsia sobre a natureza da CSB, na medida em que os princípios e as garantias constitucionais 
se adequam à respetiva finalidade e à estrutura de cada um dos tributos. Assim, entendeu aquele 
tribunal que é relevante saber se a CSB assume a natureza de imposto, como entendeu a Reco-
rrente, ou se, ao invés, assume a natureza de contribuição financeira, como foi considerado pelos 
tribunais de primeira instância. 

O TC decidiu que, considerando as razões que motivaram a criação da CSB, a evolução do res-
petivo regime legal e os elementos constitutivos estruturantes, a CSB deve ser enquadrada como 
contribuição financeira, estando consequentemente sujeita ao regime próprio desta espécie de 
tributos. 

Nesta medida, analisando o regime da CSB à luz dos princípios e garantias constitucionais apli-
cáveis às contribuições financeiras, o acórdão em referência negou provimento ao recurso, con-
firmando a decisão recorrida e a interpretação das normas do regime da CSB em análise não é 
desconforme aos princípios constitucionais acima enunciados.

3.	 Resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo 
Central

Impuesto sobre el Valor Añadido. Establecimiento permanente. Sociedades filiales 
de la entidad no residente

Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 20 de abril de 2021 
(00/01199/2018)
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La cuestión que se debate es si una entidad no residente está o no establecida en el territorio de 
aplicación del impuesto por razón de la forma en la que estructura su actividad en España. En este 
sentido, la entidad extranjera realiza sus ventas en el territorio español a través de dos entidades 
locales con las que tiene suscritos contratos de comisión de ventas en nombre propio, pero por 
cuenta del comitente. Las filiales adquieren las mercancías a su matriz y las reciben en almacenes 
de un operador logístico propiedad de esta última entidad o directamente desde sus instalaciones.

De acuerdo con el artículo 11 del Reglamento de Ejecución (UE) N.º 282/2011 del Consejo, de 15 
de marzo de 2011, por el que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2006/112/
CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, los requisitos para que exista un 
establecimiento permanente son la consistencia mínima (que supone un grado de permanencia 
suficiente y no la mera realización esporádica de operaciones), una estructura apta para realizar 
las actividades y la autonomía en la realización de dichas actividades.

El tribunal precisa que la vinculación con las filiales solo determinará la existencia de un estable-
cimiento permanente cuando dependan de su matriz de una forma que exceda de la propia de la 
participación en el capital. Para ello, ha de analizarse la autonomía o dependencia de las filiales 
respecto de la entidad matriz y la realidad económica y mercantil de su relación.

En este sentido, el análisis de los hechos pone de manifiesto que la matriz interviene en la gestión 
de los capitales, el transporte de la mercancía y el control de inventarios, asume todos los riesgos 
de gestión y pago en lugar del comisionista, suministra material de marketing, asistencia técnica y 
formación, y la infraestructura para la planificación de los recursos, controla y dispone la distribu-
ción, en tanto las filiales actúan como medio de contacto con los clientes sin asumir responsabili-
dad alguna (en la práctica son dependientes en la gestión de la actividad).

A la vista de lo anterior, la resolución concluye que la estructuración de la relación de dependencia 
de la entidad no residente con las dos entidades filiales trasciende con mucho de la que cabría 
derivar de un contrato de representación y ello determina que la primera disponga de un estable-
cimiento permanente en España.

Impuesto sobre el Valor Añadido. Establecimiento permanente. Determinación de 
prorrata aplicable cuando se realizan operaciones para la matriz

Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 20 de abril de 2021 
(00/01891/2018/00/00)

En el caso planteado, una sucursal establecida en el territorio de aplicación del impuesto realiza 
operaciones para su casa central que se consideraron no sujetas al entender que no asumía el 
riesgo económico de la actividad. La resolución asume como punto de partida dicho tratamiento, 
dado que la Administración tributaria no lo ha cuestionado ni ha aportado prueba alguna que 
evidencie lo contrario.

Una vez sentado lo anterior, la resolución entiende que en un supuesto en el que la sucursal rea-
liza operaciones de soporte tanto para la matriz como para otras entidades del grupo, para deter-
minar la prorrata de deducción de la sucursal aplicable a los gastos generales, se deben tomar en 
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consideración las operaciones realizadas tanto por la sucursal como por la matriz. Todo ello en los 
términos que señala la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 24 de enero de 
2019 (asunto C-165/17).

Ley General Tributaria. Efectos de cambio de criterio. Principio de confianza legítima

Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 11 de junio de 2020 
(00/01483/2017)

De acuerdo con las sentencias del Tribunal Supremo de fecha 13 de junio de 2018 y de la Audien-
cia Nacional de fecha 17 de abril de 2019, el tribunal sostiene que la Administración tributaria no 
puede aplicar un cambio de criterio que perjudique a los contribuyentes de forma retroactiva. Así, 
el nuevo criterio vincula a toda la Administración tributaria únicamente desde que dicho cambio 
se produce, pero sin que se puedan regularizar situaciones previas en las que los obligados tribu-
tarios aplicaron el criterio administrativo vigente en el momento de presentar su autoliquidación.

Ley General Tributaria. Recargos por extemporaneidad. Requerimiento previo

Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 11 de junio de 2020 
(00/03281/2018)

En un procedimiento inspector previo se incrementaron las bases imponibles de IVA declaradas 
por el contribuyente. Presentadas autoliquidaciones complementarias extemporáneas por ejer-
cicios posteriores, la Administración tributaria aplica los recargos que regula el artículo 27 de la 
Ley General Tributaria para el caso de presentación de declaraciones tributaria fuera de plazo sin 
requerimiento previo.

El tribunal modifica su anterior criterio para establecer, con base en la sentencia del Tribunal Su-
premo de 23 de noviembre de 2020, que entiende que el requerimiento previo al que se refiere 
el artículo 27 de la Ley General Tributaria debe interpretarse como un concepto amplio y que es 
aplicable a una situación en la que el obligado tributario presenta autoliquidaciones extemporá-
neas para ajustar su conducta a lo señalado por la Administración tributaria. Así, y pese a que falte 
un requerimiento previo expreso, la presentación de una autoliquidación complementaria extem-
poránea puede haber sido inducida por la propia Administración con su propia actuación, en la 
que puso de manifiesto la interpretación que entiende predicable de la norma que corresponda a 
la actuación del contribuyente. Asimismo, apoyan esta interpretación el hecho de que la conducta 
del contribuyente no fuera sancionada y la posibilidad de rectificar la repercusión del IVA sin ne-
cesidad de presentar autoliquidaciones complementarias. 
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4.	Doctrina Administrativa

[España]

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Ám-
bito territorial. Transmisión de participación en entidad no residente sin personali-
dad jurídica

Consulta de 11 de marzo (V0565-21)

Dos personas físicas residentes en Alemania transmitieron un inmueble situado en España a una 
Kommanditgesellschaft (“KG”), una sociedad comanditaria simple sin personalidad jurídica distin-
ta de la de sus socios. El inmueble se encuentra inscrito a nombre de la KG y es su único activo.

Se plantea si la transmisión de la participación en la KG a una fundación de la que también son 
miembros las mismas personas físicas está sujeta a alguna de las modalidades del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (“ITPAJD”) en España. En particular, 
preguntan si resulta de aplicación el artículo 314 de la Ley del Mercado de Valores.

La DGT concluye que la operación no estará sujeta en España a ninguna de las modalidades del 
ITPAJD, por producirse fuera del ámbito de aplicación del impuesto, debido a que no hay una 
transmisión patrimonial onerosa de bienes y derechos que estuvieran situados, pudieran ejerci-
tarse o hubieran de cumplirse en territorio español. No obstante, condiciona dicha conclusión a 
que la operación no tenga efectos en la titularidad jurídica del bien inmueble situado en territorio 
español y a que la KG permanezca como su titular registral.

Impuesto sobre la Renta de no Residentes. Indemnización por extinción de relación 
laboral. Convenio para evitar la doble imposición entre España y México

Consulta de 30 de marzo de 2021 (V0753-21)

El consultante fue desplazado a México desde el 1 de septiembre de 2017 al 31 de agosto de 2019 
y, como consecuencia de ello, fue residente fiscal en ese país en 2018 y 2019. Recibió en el ejerci-
cio 2019 una indemnización por extinción de la relación laboral.

La DGT concluye que la indemnización se califica a efectos del convenio como rentas por traba-
jos dependientes y puede someterse a tributación en España cuando el empleo se ejerza en este 
Estado. Dado que, antes del desplazamiento, el empleo se había desarrollado previamente en 
España, la indemnización debe repartirse proporcionalmente atendiendo al tiempo de prestación 
de servicios en España y en México.

No obstante, de conformidad con el artículo 14 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes, las indemnizaciones por despido o cese del trabajador estarán exentas 
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con determinados requisitos y límites que establece el artículo 7.e) de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

Impuesto sobre el patrimonio. Hecho imponible. Calificación de los criptoactivos

Consulta de 31 de marzo de 2021 (V0766-21)

El consultante es titular de lo que denomina token equity, que podría definirse como la repre-
sentación digital de un título valor tradicional. Representa una parte alícuota de la propiedad de 
alguna empresa, generalmente start up o fintech, pero su representación a diferencia de los títulos 
valores tradicionales se basa en la tecnología blockchain.

La Dirección General de Tributos afirma que los elementos determinantes para realizar una cali-
ficación fiscal de estos activos virtuales han de buscarse, con independencia de la denominación 
que se les dé, en las facultades o derechos que otorguen a su titular frente a su emisor, los cuales, a 
la vista de su configuración informática, se encontrarán incluidos en la programación que se haya 
efectuado de tales activos, sin que incida en dicha calificación su forma atípica de representación, 
tenencia y transmisión, a través de la tecnología informática de registro distribuido, denominada 
blockchain o cadena de bloques. Por lo tanto, será preciso un examen de los derechos o facultades 
que otorga a su titular para poder determinar su calificación a efectos tributarios.

Plan General de Contabilidad. Tratamiento contable de las reducciones de rentas 
acordadas en un contrato de arrendamiento

Consulta 1. BOICAC N.º 125/2021

La consulta analiza si los descuentos en la renta concedidos como consecuencia de la situación 
creada por la crisis sanitaria deben calificarse a efectos contables como un incentivo al arrenda-
miento, circunstancia que llevaría a diferir la rebaja en el periodo remanente del contrato, o como 
rentas contingentes negativas, imputándose íntegramente a la cuenta de pérdidas y ganancias a 
medida que se devengue la correspondiente mensualidad.

El ICAC entiende que queda claro que la reducción deberá tratarse como una renta contingente 
cuando el contrato de arrendamiento incluya una cláusula sobre la posibilidad de reducir las cuo-
tas en casos de caídas o cierre de la actividad impuesta por una disposición legal o reglamentaria.

En ausencia de tal previsión, cuando el arrendatario y el arrendador hayan llegado a un acuerdo 
para reducir las rentas en el contexto excepcional producido por el COVID-19, cabría optar por 
considerar que el hecho económico desencadenante de la disminución en el precio de la cesión 
del derecho de uso no guarda relación con los ejercicios posteriores, sino con la situación econó-
mica actual. De esa manera, dicho pacto se debería calificar como un ajuste temporal, y su trata-
miento sería el previsto para las rentas contingentes.
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[Portugal]

IMI – Avaliação e Tributação de Centrais Eólicas/Parques Eólicos e Centrais Solares

Circular n.º 2/2021, de 3 de março de 2021, da Diretora Geral da AT

Na Circular em referência vem esclarecer algumas questões a respeito da tributação, em sede de 
IMI, das centrais eólicas (denominadas parques eólicos) e centrais solares, revogando a Circular 
n.º 8/2013, de 4 de outubro de 2013.

Com efeito, ao abrigo da Circular revogada, relativa à avaliação e tributação de parques eólicos 
em sede de IMI, a AT considerava que cada um dos elementos de um parque eólico (por exemplo, 
cada subestação) constituía um prédio urbano da espécie “outros”, individualmente considera-
do, para efeitos de determinação do respetivo valor patrimonial tributário (VPT) que serve de 
base à tributação em sede de IMI.  Para a AT, um parque eólico poderia, assim, compreender 
vários prédios urbanos da espécie “Outros”, todos e cada um deles individualmente sujeitos a IMI. 
Acresce que, não obstante a Circular se aplicar somente a centrais eólicas, determinados serviços 
de finanças consideravam-na extensível às centrais solares fotovoltaicas, aplicando-lhes também 
aquele entendimento da AT.

Na sequência da jurisprudência recente do STA que negou que alguns elementos, como aeroge-
radores, pudessem ser considerados prédios urbanos, a AT alterou a sua posição e, na Circular em 
referência, deixa de considerar cada elemento individualmente considerado como constituindo 
um prédio urbano, passando a prever que cada central eólica ou solar – a AT clarifica logo no res-
petivo assunto que esta Circular se aplica também a centrais solares – deve ser qualificada como 
um único prédio urbano industrial (e já não como um prédio urbano da espécie “outros”) para 
efeitos de determinação do VPT e tributação em IMI, considerando igualmente que as centrais 
eólicas e solares devem ser especificamente inscritas com essa qualificação.

Na Circular em análise, foram ainda esclarecidos outros pontos e, em concreto, no que concerne à 
avaliação das centrais eólicas ou solares, a AT esclareceu que: (i) o terreno é ou não considerado 
parte integrante do centro electroprodutor, para efeitos de tributação em IMI, consoante inte-
gre ou não o património da entidade titular desse centro electroprodutor (através de direitos de 
propriedade, de usufruto ou de superfície). Se o terreno tiver sido cedido a essa entidade através 
de um contrato de arrendamento, por exemplo, já não se considera parte integrante do centro 
electroprodutor para efeitos de IMI; e, (ii) a avaliação deverá ser realizada de acordo com o méto-
do do custo adicionado do valor do terreno, enunciando os elementos que deverão ser tidos em 
consideração quanto a cada um dos tipos de centrais.
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IRS – Alterações à Declaração Modelo 3 de IRS

Ofício Circulado n.º 20231/2021, de 12 de março de 2021, da Subdiretora-Geral do Imposto 
sobre o Rendimento e das Relações Internacionais

O Ofício Circulado em referência vem identificar as principais alterações introduzidas em cada 
um dos modelos de impressos da declaração Modelo 3 de IRS e anexos, e respetivas instruções 
de preenchimento, “(...) que devem ser utilizados, a partir de 2021, para declarar rendimentos dos 
anos de 2015 e seguintes”.

Inscrição Eletrónica como Residente Não Habitual – Criação de Novas Funcionalida-
des

Ofício Circulado n.º 90032, de 22 de março de 2021, da Subdiretora-Geral da Área de Co-
brança

O Ofício Circulado em apreço vem comunicar as novas funcionalidades criadas no âmbito da ins-
crição eletrónica como residente não habitual e que se traduzem na possibilidade de:

i.	 Alteração do ano de início do pedido de inscrição, desde que estejam reunidas as con-
dições legalmente estabelecidas e que o pedido inicialmente formulado não se encontre 
em nenhum dos seguintes estados finais: “Deferido”, “Indeferido (após recurso hierárqui-
co)” ou “Arquivado”;

ii.	 Desistência do pedido de inscrição;

iii.	 Apresentação de alegações ou documentos comprovativos e de pedidos de prorrogação 
do prazo para apresentação de documentos, na fase de audiência prévia;

iv.	 Nomeação e alteração do mandatário do contribuinte no âmbito de um pedido de ins-
crição como residente não habitual, sendo igualmente possível ao mandatário rejeitar ou 
renunciar ao mandato por esta via; e,

v.	 O mandatário realizar determinadas ações, no Portal das Finanças, no âmbito do referido 
procedimento. 

O presente Ofício Circulado revogou o Ofício Circulado n.º 90027, de 5 de julho de 2019.
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IVA – Não Exigibilidade do IVA nas Prestações de Caráter Continuado Beneficiárias 
de Moratória Legal 

Despacho n.º 125/2021-XXII, de 15 de abril de 2021, do Secretário de Estado Adjunto e dos 
Assuntos Fiscais

O Despacho em referência vem determinar, com efeitos interpretativos, que, no caso das pres-
tações de caráter continuado cujos pagamentos tenham beneficiado dos efeitos da moratória legal 
prevista no Decreto-Lei n.º 10-J/2020, de 26 de março de 2020 (que estabeleceu, entre outros, 
uma suspensão quanto aos contratos de locação financeira, do pagamento do capital, das rendas 
e dos juros com vencimento previsto até ao final daquela moratória) não tem aplicação, enquanto 
durar aquela moratória legal, a regra prevista no Código do IVA segundo a qual nas prestações 
de caráter continuado que deem lugar a pagamentos sucessivos, como é o caso dos contrato de 
locação financeira, o imposto será devido no final de cada período de 12 meses (sempre que não 
seja fixada periodicidade dos pagamentos ou esta seja superior a 12 meses).

IVA – “Balcão Único” Ou “OSS – One Stop Shop” – Pré-Registo ou Atualização dos 
Dados de Registo

Ofício Circulado n.º 30233, de 19 de abril de 2021, do Subdiretor-Geral da Área de Gestão 
Tributária-IVA

No Anexo I à Lei n.º 47/2020, de 24 de agosto de 2020, foram aprovados regimes especiais 
aplicáveis aos sujeitos passivos que prestem serviços a pessoas que não sejam sujeitos passivos, 
efetuem vendas à distância e determinadas transmissões internas de bens. Estes regimes vieram 
substituir o anterior regime especial do IVA aplicável aos sujeitos passivos não estabelecidos no 
EM de consumo ou não estabelecidos na UE que prestassem serviços de telecomunicações, de 
radiodifusão ou televisão e serviços por via eletrónica a pessoas que não fossem sujeitos passivos, 
estabelecidas ou domiciliadas na UE, publicado em anexo ao Decreto-Lei n.º 158/2014, de 24 de 
outubro de 2014. O “Mini Balcão Único” ou “MOSS” visava facilitar o cumprimento das obrigações 
de tais sujeitos passivos no âmbito deste regime e foi revogado na sequência da transposição das 
Diretivas 2017/2455 do Conselho, de 5 de dezembro de 2017, e da Diretiva 2019/1995 do Consel-
ho, de 21 de novembro de 2019.

Com a aprovação dos regimes especiais em substituição deste, o Ofício Circulado em questão pro-
cedeu à criação de um balcão único de âmbito mais alargado – o “Balcão Único” ou “OSS – One 
Stop Shop” – a fim de facilitar o cumprimento das obrigações pelos sujeitos passivos que prestem 
serviços a pessoas que não sejam sujeitos passivos, efetuem vendas à distância e determinadas 
transmissões internas de bens e, em concreto, estabeleceu o seguinte:

i.	 Os sujeitos passivos que pretendam aplicar qualquer um dos regimes especiais acima refe-
ridos a partir de 1 de julho de 2021 podem proceder ao seu registo no “Balcão Único” até 
30 de junho de 2021, por via eletrónica, acedendo, para o efeito, à respetiva aplicação que 
se encontra disponível no Portal das Finanças, na área dedicada ao OSS;
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ii.	 Os sujeitos passivos que, em 30 de junho de 2021, se encontrem abrangidos pelo regime 
atual transitam diretamente para o novo regime especial a partir de 1 de julho de 2021;

iii.	 Existindo diferenças entre o regime atual e os novos regimes, em especial no que respeita 
ao seu âmbito de aplicação, os sujeitos passivos devem proceder à atualização de dados 
no registo existente até 30 de junho de 2021, mediante acesso à área do OSS, no Portal 
das Finanças.

No Ofício Circulado em referência, adianta-se ainda que a divulgação de instruções administrati-
vas sobre o funcionamento dos novos regimes especiais será realizada brevemente.

Prorrogação do Período de Aplicação da Franquia Aduaneira e da Isenção de IVA 
sobre a Importação dos Bens Necessários no Combate à COVID-19

Decisão (UE) 2021/660, da Comissão, de 19 de abril de 2021 (JOUE L 140/10 de 23 de abril 
de 2021)

Ofício Circulado n.º 15832, de 23 de abril de 2021, da Subdiretora-Geral da Área de Gestão 
Tributária-IVA

A Decisão em referência procedeu à alteração da Decisão (UE) 2020/491, da Comissão, de 3 de 
abril de 2020, relativa à franquia aduaneira e à isenção de IVA aplicáveis à importação dos bens 
necessários para combater os efeitos do surto de COVID-19 em 2020, procedendo à prorrogação 
do período de aplicação da franquia aduaneira e da isenção de IVA que vigorou em 2020 e de-
terminando que passam a estar abrangidas por este regime as importações efetuadas durante o 
período compreendido entre 30 de janeiro de 2020 e 31 de dezembro de 2021.

Na sequência desta Decisão, que tem como destinatários os EM da UE, o Ofício Circulado em 
análise vem esclarecer que a franquia de direitos de importação e a isenção de IVA referidas no 
anterior Ofício Circulado nesta matéria (Ofício Circulado n.º 15762, 22 de abril de 2020, da Sub-
diretora-Geral da Área de Gestão Aduaneira da AT) são também aplicáveis às introduções em livre 
prática efetuadas durante o período compreendido entre 30 de janeiro de 2020 e 31 de dezembro 
de 2021.

COVID-19 – Imposto do Selo – Tratamento Fiscal Aplicável à Prorrogação dos Perío-
dos de Carência de Capital e Extensão de Maturidade de Operações de Crédito 

Circular n.º 3/2021, de 20 de abril de 2021, da Diretora Geral da AT

Na sequência da aprovação do Decreto-Lei n.º 22-C/2021, de 22 de março de 2021, que procedeu 
à prorrogação dos períodos de carência de capital e extensão de maturidade das operações de 
crédito contratadas, ao abrigo das linhas de crédito abrangidas por esse diploma, entre 27 de 
março de 2020 e a data de entrada em vigor do mesmo, a Circular em referência estabeleceu, por 
razões de equidade fiscal, que deverá aplicar-se àquelas operações o enquadramento fiscal, em 
sede de Imposto do Selo, vertido no Despacho n.º 138/2020-XXII, de 3 de abril de 2020, do Se-
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cretário de Estado dos Assuntos Fiscais, transposto na Circular n.º 6/2020, de 7 de abril de 2020, 
da Diretora Geral da AT.

IVA e IRC – Reajuste do Calendário Fiscal de 2021

Despacho n.º 133/2021-XXII, de 22 de abril de 2021, do Secretário de Estado Adjunto e dos 
Assuntos Fiscais

O Despacho em referência procede ao reajustamento do calendário fiscal de 2021 e determina 
que:

i.	 As declarações periódicas de IVA, no regime mensal, a entregar em junho e julho de 2021 
por sujeitos passivos com um volume de negócios igual ou superior a € 650 000 no ano 
civil anterior, podem ser submetidas até ao dia 20 de cada mês e a entrega do imposto 
exigível em resultado das referidas declarações pode ser efetuada até dia 25 de cada mês;

ii.	 As obrigações de entrega da declaração periódica de rendimentos de IRC (declaração Mo-
delo 22) do período de tributação de 2020 e respetivo pagamento podem ser cumpridas 
até 30 de junho de 2021; e,

iii.	 As faturas em PDF serão consideradas faturas eletrónicas para todos os efeitos previstos na 
legislação fiscal até 30 de setembro de 2021.

IVA – Prazo para Entrega da Declaração Periódica e Pagamento do Imposto

Ofício Circulado n.º 30234, de 23 de abril de 2021, do Subdiretor-Geral da Área de Gestão 
Tributária-IVA

O Ofício Circulado em referência vem, em complemento do Despacho n.º 133/2021-XXII, de 22 de 
abril de 2021, do Secretário de Estado Adjunto e dos Assuntos Fiscais, anteriormente analisado, 
esclarecer que:

i.	 Relativamente à prorrogação do prazo de submissão das declarações periódicas de IVA, 
no regime mensal, a entregar em junho e julho de 2021, previsto nesse Despacho, se o dia 
20 de cada mês coincidir com fim de semana ou feriado, deve entender-se que o prazo 
termina no primeiro dia útil seguinte – é o caso da declaração periódica de abril que pode 
ser submetida até ao dia 21 de junho de 2021;

ii.	 Quanto ao alargamento do prazo para pagamento do imposto apurado nessas decla-
rações, se o dia 25 de cada mês ocorrer em fim de semana ou feriado, deverá igualmente 
entender-se aqui que o prazo termina no primeiro dia útil seguinte, pelo que o pagamento 
do imposto apurado na declaração periódica de maio poderá ser efetuado até ao dia 26 
de julho de 2021.
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Além disso, o presente Ofício Circulado prorroga ainda para 31 de agosto de 2021 (independen-
temente de este dia coincidir com fim de semana ou feriado):

•	 O prazo para a submissão das declarações periódicas de IVA referentes (i) ao mês de junho de 
2021, e (ii) ao período trimestral de abril a junho (2.º trimestre) de 2021;

•	 O prazo para o pagamento do imposto apurado nas declarações periódicas referentes (i) ao 
mês de junho de 2021, e (ii) ao período de abril a junho (2.º trimestre) de 2021.

IVA – Sujeitos Passivos Não Residentes – Obrigações de Registo e Nomeação de Re-
presentante – Regras de Inversão do Sujeito Passivo

Ofício Circulado n.º 30235, de 27 de abril de 2021, do Subdiretor-Geral da Área de Gestão 
Tributária-IVA

O Ofício Circulado em questão vem esclarecer o conjunto de direitos e obrigações, em sede de 
IVA, que recaem sobre sujeitos passivos não residentes que realizem transmissões de bens e pres-
tações de serviços em território nacional e as regras aplicáveis às operações em que ocorre a 
inversão do sujeito passivo, com exceção daquelas que sejam efetuadas no âmbito dos regimes 
especiais de “Balcão Único” (“MOSS” – “Mini Balcão Único” e “OSS” – “Balcão Único”).

O Ofício-Circulado em referência surge na sequência das várias alterações introduzidas recen-
temente às regras de faturação e de conservação de documentos aplicáveis em sede de IVA aos 
sujeitos passivos que não tenham em Portugal sede ou estabelecimento estável. Em concreto, o 
Ofício-Circulado em questão divulga e atualiza as instruções da AT relativamente às seguintes 
regras a que os sujeitos passivos sem sede ou estabelecimento em Portugal se encontram sujeitos: 

i.	 Obrigação de registo de IVA e de nomeação de representante fiscal;

ii.	 Afastamento das regras aplicáveis à obrigação de faturação por sujeitos passivos não re-
sidentes;

iii.	 Exercício do direito à dedução e reembolso do IVA a sujeitos passivos não residentes; e,

iv.	 Regras de inversão do sujeito passivo.

Reino Unido - Novas Medidas Aplicáveis à Designação de Representante Fiscal 

Despacho n.º 150/2021-XXII, de 30 de abril de 2021, do Secretário de Estado Adjunto dos 
Assuntos Fiscais

O Despacho em referência vem determinar, relativamente a cidadãos e pessoas coletivas que se 
encontrem registados na base dos dados da AT e que possuam a morada ou sede no Reino Unido, 
que:
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i.	 A designação de representante fiscal pode ser realizada até 30 de junho de 2022, sem 
qualquer penalidade, exceto quanto a novas inscrições e inícios de atividade, bem como 
a alterações de morada para o Reino Unido, caso em que é obrigatória a nomeação de 
representante fiscal nos termos legalmente fixados;

ii.	 Nos casos em que não tiver sido nomeado representante fiscal, mantém-se o endereça-
mento atual para o Reino Unido, até 30 de junho de 2022.

O presente Despacho revoga o Despacho n.º 514/2020-XXII, de 23 de dezembro de 2020, do 
Secretário de Estado Adjunto dos Assuntos Fiscais.



9 de junio de 2021

Unión Europea
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1.	 Jurisprudencia

El Tribunal de Justica ha avalado el sistema maltés que confiere al primer ministro 
una facultad decisiva en el nombramiento de los jueces, al considerar que ya se en-
contraba en vigor cuando este Estado miembro se adhirió a la Unión

Sentencia del Tribunal de Justicia de 20 de abril de 2021 (as. C-896/19 Repubblika/II-Prim 
Ministru) 

En respuesta a una petición de decisión prejudicial planteada en el marco de un litigio que enfren-
taba a una asociación defensora del Estado de Derecho y al primer ministro maltés, el Tribunal 
de Justicia (el “TJ”) ha avalado el sistema de nombramiento de jueces en Malta. El sistema data 
de 1964, año en el que se estableció que el nombramiento de los jueces de tribunales superiores 
debía ser realizado por el presidente de acuerdo con el parecer del primer ministro entre magis-
trados que hubieran ejercido al menos doce años. En 2016, se reformó el sistema para añadir al 
procedimiento la intervención de una comisión independiente encargada de evaluar la idoneidad 
de los candidatos, si bien al mismo tiempo se introdujo una disposición que permitía al primer 
ministro apartarse de dicha evaluación. 

El asunto —fruto de una acción popular ejercida por la mencionada asociación— ha contado con 
la intervención de cinco Estados miembros y ha llevado al TJ a resolver en formación de Gran Sala, 
reservada a aquellos asuntos de mayor relevancia. En la sentencia, el TJ indica que el mero hecho 
de que los jueces sean nombrados por un primer ministro no necesariamente suscita dudas sobre 
su imparcialidad. No obstante, lo más destacable de la sentencia es la interpretación que realiza de 
las disposiciones del Tratado de la Unión Europea (el “TUE”) que regulan la adhesión de un nuevo 
Estado miembro. El TJ entiende que, tras la adhesión a la Unión Europea, dichas disposiciones 
permiten a los Estados miembros avanzar en el cumplimiento de los valores de la Unión recogi-
dos en el artículo 2 TUE, pero no retroceder. De este modo, dado que las disposiciones vigentes 
cuando Malta se adhirió a la Unión Europea ya contemplaban el nombramiento de los jueces de 
tribunales superiores por parte del primer ministro, no pueden declararse contrarias al derecho 

*   Esta sección ha sido coordinada por Edurne Navarro, y en su elaboración han participado Patricia Cano y Emanuela Merck.  
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de la Unión. En este sentido, la reforma de 2016 solo pudo, en su caso, contribuir a reforzar la 
garantía de independencia judicial. 

El Tribunal de Justicia confirma la Resolución del Parlamento Europeo que dio inicio 
al procedimiento de declaración de la existencia de un riesgo claro de violación gra-
ve por parte de Hungría de los valores en los que se fundamenta la Unión

Sentencia del Tribunal de Justicia de 3 de junio de 2021 (as. C-650/18, Hungría/Parlamento)

El TJ ha declarado que la resolución de 12 de septiembre de 2018 por la que el Parlamento Eu-
ropeo constató un riesgo claro de violación por parte de Hungría de los valores recogidos en el 
artículo 2 TUE es conforme con el derecho de la Unión.

Hungría, apoyada por Polonia, había cuestionado que a la hora de computar si la mayoría de los 
votos emitidos se había pronunciado a favor, en el sentido del artículo 354 del Tratado de Fun-
cionamiento de la Unión Europea (el “TFUE”), el Parlamento Europeo hubiera excluido las abs-
tenciones del cómputo del total de votos emitidos. La cuestión no resultaba menor, en la medida 
en que el cómputo de las cuarenta y ocho abstenciones determinaba que el Parlamento Europeo 
habría implicado que se no alcanzase la mayoría de dos tercios de los votos emitidos. 

El TJ, en formación de Gran Sala, se pronuncia de forma tajante sobre esta cuestión y establece 
que los votos emitidos solo engloban los votos positivos y negativos. Ello es debido a que la abs-
tención constituye la negativa a posicionarse sobre una determinada propuesta y, en ausencia de 
una definición en los Tratados, este concepto debe interpretarse conforme a su sentido habitual.





www.uria.com


	Administrativo
	Arbitraje y Mediación
	Competencia
	Derecho digital
	Energía
	Inmobiliario y Urbanismo
	Laboral y Seguridad Social
	Marítimo, Transporte y Logística
	Medio ambiente
	Mercantil
	Procesal Civil
	Procesal Penal
	Salud y Alimentación
	Tributario
	Unión Europea

